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Siete años después de que se iniciara la cri-
sis, y ante síntomas cada vez más claros de que, al 
menos en el terreno económico, el ciclo ha cam-
biado, es momento de hacer un balance social de 
la crisis. La mayoría de analistas sociales coinci-
den en señalar que la población española no está 
saliendo incólume de estos años. La sociedad que 
emerge tras este período presenta perfiles nove-
dosos en aspectos nucleares de su configuración 
social e institucional. La crisis ha pasado factura 
de modo diferenciado a distintos grupos socia-
les. En los últimos años diversos informes y estu-
dios han acreditado el aumento de la pobreza y 
la desigualdad, cambios importantes en algunos 
parámetros sociodemográficos, y reajustes signi-
ficativos en las estructuras de protección social. 
Algunos de estos efectos pueden ser transito-
rios, y posiblemente podrían remitir o revertirse 
si la recuperación económica se consolidase. Sin 
embargo, otros cambios tienen posiblemente 
un carácter estructural, abocando a nuevas con-
figuraciones sociales de naturaleza más estable, 
donde puedan haber quedado sustancialmente 
modificados tanto los mapas de la exclusión y 
la vulnerabilidad social, como los mecanismos 
previstos (tanto privados como públicos) para 
asegurar condiciones básicas de bienestar en 
situaciones de necesidad.

El objetivo de este número de Panorama 
Social, coordinado por Pau Marí-Klose, es reunir 
a un conjunto de especialistas que han investi-
gado, o participan en proyectos de investigación 
en curso, sobre los efectos sociales de la crisis. En 
el listado de expertos invitados predominan los 
sociólogos, pero hay también demógrafos, espe-

cialistas en salud pública, y politólogos. Desde el 
conocimiento de primera mano de las realida-
des que analizan, sus textos ofrecen un estado 
de la cuestión sobre los cambios acaecidos, y 
una evaluación del posible carácter coyuntural 
o presumiblemente estructural de esas transfor-
maciones.

El primer bloque de textos explora las con-
secuencias de la crisis en grandes indicadores 
sociológicos y demográficos. El primer artículo 
de Pau Marí-Klose (Universidad de Zaragoza) y 
Álvaro Martínez (Universidad de Sheffield) ana-
liza la evolución de los indicadores de pobreza y 
desigualdad, así como de los principales perfi-
les de la pobreza que surgen con la crisis. En su 
trabajo se preguntan quiénes se empobrecen, 
hasta qué punto lo hacen y cuáles son los prin-
cipales itinerarios de empobrecimiento. La con-
clusión principal es que, durante la crisis, se han 
intensificado las tendencias al rejuvenecimiento 
de la privación, y que esta ha empobrecido a los 
sectores más precarios en el mercado de trabajo. 
Así, esta investigación constata que los mayores 
damnificados de la crisis son grupos que ocupan 
una posición vulnerable en relación al sistema de 
protección social, a los que ignora totalmente o, 
a lo sumo, les ofrece niveles de cobertura inade-
cuados. Como posible causa de esta situación 
se apunta a la existencia de importantes sesgos 
en la legitimidad que la ciudadanía concede a la 
conveniencia de proteger a diferentes colectivos 
sociales.

El segundo artículo, de Pau Marí-Klose 
(Universidad de Zaragoza), Laura Fernández 
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Martínez-Losa (Universidad de Zaragoza) y 
Albert Julià Cano (Universidad de Barcelona) 
explora cómo ha afectado la crisis al estado sub-
jetivo de las personas, en función de su ubicación 
objetiva en esquemas de clase. Con este propó-
sito, se examinan evolutivamente distintos indi-
cadores extraídos de encuestas realizadas en 
España durante el período 2008-2014. Las clases 
obreras, y en particular sus segmentos más des-
favorecidos, emergen como las grandes afecta-
das por la crisis, en correspondencia con lo que 
cabría esperar a la luz del deterioro significativa-
mente más acusado de los indicadores de renta, 
consumo y condiciones sociolaborales en estos 
grupos. Sin embargo, segmentos amplios de la 
clase media han visto aumentar sus niveles de incer-
tidumbre, amenaza socio-evaluativa e incluso la 
percepción de movilidad descendente. Las expe-
riencias subjetivas de esa clase media que se per-
cibe como vulnerable forman parte de muchos 
relatos que se han hecho, y se siguen haciendo 
retrospectivamente, sobre la crisis. Las clases 
medias han alentado y protagonizado muchas 
de las grandes movilizaciones y reivindicaciones 
acaecidas en nuestro país durante la crisis, trasla-
dando a la arena pública sus visiones y agravios, 
conformando así la opinión de que esta ha sido 
una crisis experimentada de manera trasversal, 
por todas las capas sociales.

El artículo de Teresa Castro Martín, 
Teresa Martín García, Antonio Abellán  
García, Rogelio Pujol Rodríguez y Dolores 
Puga González (CSIC) aporta la dimensión 
demográfica al balance social de la crisis. Según 
muestran las autoras y los autores de este texto, 
con la excepción de la reducción del tamaño 
de la población y el cambio de signo del saldo 
migratorio, los cambios han sido modestos. No 
obstante, las huellas de la crisis también se hacen 
visibles en el ámbito demográfico. Así, la fecundi-
dad ha descendido, más en las zonas geográficas 
donde los efectos de la crisis han resultado más 
virulentos. La crisis también ha reforzado algu-
nas tendencias preexistentes, como el retraso 
de la edad de matrimonio, particularmente en 
aquellas comunidades con mayor aumento de 
desempleo. La tasa de divorcio, en cambio, se 
ha estabilizado, presuntamente por la dificultad 
de afrontar el coste de mantener dos hogares. 
Aunque la esperanza de vida ha seguido aumen-
tando, se ha incrementado notablemente la pro-
porción de tiempo que se espera vivir en malas 
condiciones de salud –ya muy elevada en el caso 
de las mujeres–. La reducción de gasto público 

durante la crisis, que ha afectado a prestaciones, 
productos de farmacia, tratamientos y servicios 
personales, ha repercutido negativamente sobre 
la forma en que las personas dependientes y sus 
familias se ven obligadas a abordar sus proble-
mas de salud y de cronicidad.

Marga Marí-Klose y Sandra Escapa Solanas 
(Universidad de Barcelona) examinan precisa-
mente el papel de la solidaridad familiar en la 
crisis. Las autoras discuten un relato muy propa-
gado durante los últimos años, según el cual las 
abuelas y los abuelos han apoyado financiera-
mente de manera masiva a hijos y nietos. La evi-
dencia empírica examinada sugiere que el peso 
de las transferencias económicas entre padres e 
hijos que viven en hogares distintos es escaso, 
y resulta dudoso que hayan tenido una trascen-
dencia significativa como mecanismo de protec-
ción frente a la exclusión social. Las que se dan 
vienen condicionadas por las necesidades de los 
beneficiados, pero también por las posibilidades 
de los donantes. Los hijos que más se benefician 
son aquellos cuyos padres cuentan con altos 
ingresos. Ante la situación generada por la cri-
sis, las generaciones de edades más avanzadas 
sí parecen haber permitido que sus hijos prolon-
guen su estancia en el hogar parental, y en algu-
nos casos han acogido a jóvenes que retornan a 
casa tras una experiencia truncada de emancipa-
ción. Esa convivencia podría haber contribuido a 
aliviar situaciones de privación de menores que 
residen con ellos, pero existe una enorme distan-
cia entre el relato que se ha hecho sobre el papel 
de los abuelos y la realidad de unas ayudas relati-
vamente limitadas. 

El segundo bloque de artículos se con-
centra en la incidencia de la crisis en aspectos 
sectoriales de especial relevancia para entender 
lo ocurrido durante los años de restricciones, 
privaciones y recortes. Pedro Gallo (Universi-
dad de Barcelona) y Joan Gené-Badia (CAPSE y  
Universidad de Barcelona) analizan los cam-
bios en la política sanitaria aplicados durante 
los años de crisis, así como su impacto sobre la 
salud de la población. Los autores señalan tres tipos 
de medidas impulsadas por un objetivo princi-
pal de contención de costes: 1) la limitación del 
número de personas con derecho a cobertura, 
mediante la exclusión de inmigrantes indocu-
mentados y otros usuarios que no realizan con-
tribuciones al sistema de Seguridad Social, 2) el 
establecimiento de nuevos y más elevados copa-
gos para incrementar la aportación económica 
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de los usuarios/pacientes, y 3) la exclusión de la 
cobertura pública de algunos servicios y produc-
tos. Los autores perciben en la evolución de los 
indicadores de salud tanto claros (en indicadores 
de esperanza de vida, de hábito tabáquico, o en 
el número de muertes por accidentes de trabajo 
y de tráfico) como sombras (en indicadores de 
salud mental, salud infantil o tasas de suicidio), y 
apuntan a la necesidad de mostrarse cauteloso a 
la hora de evaluar el impacto de la crisis sobre la 
salud de la población en un momento que consi-
deran todavía prematuro.

José Saturnino Martínez García (Univer-
sidad de La Laguna) analiza la interrelación entre 
decisiones educativas y la situación del mercado 
de trabajo en un contexto de crisis. El autor cons-
tata que, con la crisis, ha aumentado considera-
blemente el volumen de jóvenes que estudian, 
mientras que permanece constante (en torno a 
uno de cada veinte) la proporción de los que ni 
trabajan, ni buscan trabajo ni estudian. También 
se han modificado a la baja los costes de oportu-
nidad de estudiar, debido al aumento del paro. 
Este “efecto paro” parece ser, de momento, mayor 
que lo que el autor denomina “efecto tijera”, esto 
es, las dificultades para continuar estudiando 
debido a la diminución de la capacidad de gasto 
de las familias y los presupuestos del Estado para 
promover la participación educativa. Por otra 
parte, durante la crisis se han acentuado las dife-
rencias de paro entre niveles educativos como 
resultado de que el desempleo entre los jóve-
nes sin estudios se ha disparado. Al igual que 
ha sucedido en otras crisis anteriores, el sistema 
educativo ha sido constante en señalizar las com-
petencias en lectura y matemáticas de la pobla-
ción, pero estos niveles de competencias de poco 
han servido ante la masiva destrucción de empleo, 
ligada a una lógica estrictamente económica.

El artículo de Alessandro Gentile (Uni-
versidad de Zaragoza) y Francesc Valls Fonayet 
(Universidad Rovira y Virgili) aborda más específi-
camente la cuestión de la inestabilidad laboral en 
la juventud y su interrelación con dinámicas de 
integración social y de emancipación. Los auto-
res describen distintas disfuncionalidades del 
sistema educativo y del mercado de trabajo en 
España que abocan a los jóvenes a situaciones de 
descualificación y subordinación, convirtiéndose 
en consecuencia en una de las principales vícti-
mas de la crisis. Para los jóvenes, la crisis ha impli-
cado mayores riesgos de desempleo, aumento 
de la subocupación, caída salarial y una agudi-

zación de los problemas por falta de protección 
social. Los autores señalan que la configuración 
disfuncional de los mercados formativo y labo-
ral deviene en un elemento precarizador de la 
transición a la vida adulta para los jóvenes espa-
ñoles. El retraso de la edad de emancipación, el 
aumento de la pobreza juvenil y el incremento 
del volumen de jóvenes que contemplan la 
opción de la emigración son las principales mani-
festaciones del deterioro de las condiciones de 
inserción laboral. A juicio de Gentile y Valls, estas 
manifestaciones están tensionando las estructu-
ras de solidaridad intergeneracional que funda-
mentan el sistema de cohesión social en España, 
por lo que consideran urgente elevar los niveles 
de protección a los jóvenes que se incorporan al 
mercado de trabajo.

El artículo de Roxana Barbulescu (Univer-
sidad de Southampton), Anastasia Bermúdez 
(Universidad de Lieja) y Elisa Brey (Universidad 
Complutense de Madrid) estudia específica-
mente los perfiles socioeconómicos de las perso-
nas (mayoritariamente jóvenes) que han optado 
por emigrar en estos años. A través del análi-
sis y la interpretación de fuentes secundarias, 
las autoras constatan que los nuevos emigran-
tes españoles son, en muchos casos, foráneos o 
nacionalizados. También destacan el peso rela-
tivo de los jóvenes con educación universitaria, 
pero con escasos conocimientos de idiomas y 
poca experiencia laboral en los sectores laborales 
deseados. Ambos aspectos dificultan su integra-
ción laboral en los países de destino. Su trabajo 
de investigación incorpora un interesante apar-
tado cualitativo que recoge los resultados de 
un proyecto de investigación con “nuevos” emi-
grantes de nacionalidad española residentes en 
el Reino Unido. Los relatos de las experiencias 
de estos entrevistados ayudan a conocer mejor 
el perfil de estos emigrantes, las condiciones que 
les ayudaron a tomar la decisión de emigrar, y las 
dificultades y los retos que se encuentran a su lle-
gada a la sociedad de acogida.

El último artículo de este bloque, escrito 
por María Bruquetas Callejo (Universidad de 
Ámsterdam) y Francisco Javier Moreno Fuentes 
(CSIC), está dedicado al análisis de los efectos 
negativos de la crisis económica sobre la pobla-
ción de origen inmigrante. Los autores subrayan 
la débil posición de este colectivo en el sistema 
de protección social. En un contexto de aumento 
generalizado del desempleo, la población de 
origen inmigrante se ha visto particularmente 
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afectada, y muchos de ellos han experimentado 
situaciones de desprotección social, ya sea por 
agotamiento de sus prestaciones contributivas, 
o por falta de acceso al aseguramiento, derivada 
de su participación en la economía informal. La 
población inmigrante ha sufrido asimismo el 
endurecimiento de las condiciones de elegibi-
lidad a programas de último recurso, como las 
rentas mínimas de inserción, lo que ha conde-
nado a muchos hogares a vivir en condiciones de 
pobreza extrema. A todo ello se une su marcada 
vulnerabilidad residencial. Un buen número de 
inmigrantes asumieron un considerable riesgo 
financiero durante la época de bonanza para 
acceder a viviendas en propiedad. Con la crisis, 
en un contexto laboral desfavorable y ante una 
notable erosión de sus ingresos, dicha carga 
financiera exacerba las situaciones de riesgo de 
exclusión social. Ante este panorama, los autores 
apuntan la posibilidad de que crezcan los riesgos 
de fractura social entre poblaciones autóctonas 
e inmigrantes. En su opinión, conviene prestar 
particular atención a la evolución de las actitu-
des negativas de la población autóctona y a la 
relevancia creciente que puedan adquirir los dis-
cursos acerca de la sobreutilización y el abuso de 
recursos públicos por parte de las poblaciones 
de origen inmigrante.

El tercer bloque de artículos se compone 
de dos trabajos dedicados al análisis de la evolu-
ción del sistema público de bienestar y las actitu-
des de la población hacia él. El primero, de Eloísa 
del Pino (CSIC), Juan A. Ramos (Universidad Rey 
Juan Carlos) y Jorge Hernández (Instituto Uni-
versitario Ortega y Gasset), describe las estrate-
gias de consolidación fiscal desarrolladas por el 
Gobierno central a partir de 2010 para afrontar la 
crisis, y sus efectos sobre el Estado de bienestar: 
enfatizar la reducción del gasto, descargar en las 
comunidades autónomas buena parte de la res-
ponsabilidad de realizar los ajustes y permitir el 
deterioro (por acción u omisión) de algunas de 
las políticas sociales. Los autores señalan varios 
procesos que desencadenan estos ajustes. Así, 
aluden a la remercantilización del sistema de 
protección social pública, por la cual los ciuda-
danos dependen más ahora de los ingresos que 
obtengan a través de su participación (o las de 
sus familiares) en el mercado laboral para satis-
facer sus necesidades en materia de bienestar 
social. En segundo lugar, detectan un proceso de 
refamilización del cuidado de niños y personas 
en situación de dependencia, tarea que corres-
ponde especialmente a las mujeres, socavando 

su empleabilidad y la igualdad de oportunidades. 
En tercer lugar, señalan que la crisis ha produ-
cido una desuniversalización del sistema, intro-
duciendo nuevas lógicas que apuestan por el 
aseguramiento (Sistema Nacional de Salud), o la 
focalización de las prestaciones. Last but not least, 
a juicio de los autores han tenido lugar cambios 
importantes en el sistema de gobernanza, que 
restan protagonismo a las comunidades autóno-
mas en beneficio del Estado central, y conceden 
mayor espacio a la colaboración público-privada. 
En el artículo se señalan algunos riesgos de dete-
rioro de la capacidad del sistema para responder 
a las características de una sociedad que tiene 
más y mayores necesidades, y se apunta que la 
crisis no ha sido aprovechada para resolver, ni 
siquiera parcialmente, algunos de los principales 
problemas de fondo del sistema (la insuficiencia 
de ingresos, la dualización del sistema de protec-
ción social y el crecimiento de la desigualdad y la 
pobreza, en especial la infantil), que se posponen 
sin plazo.

Cierra este número 22 de Panorama Social 
Inés Calzada (CSIC), en cuyo artículo se analiza 
la evolución de la legitimidad de la intervención 
del Estado en las principales áreas de bienestar, 
a ojos de la opinión pública, durante los años 
de crisis. Aunque los datos evidencian que el 
apoyo a estos programas se ha mantenido, por lo 
general, en niveles relativamente altos, la autora 
constata también una preocupante pérdida de 
la confianza en la buena fe de quienes, desde el 
ámbito político, gestionan el sistema. Los espa-
ñoles han aumentado su desconfianza hacia las 
instituciones políticas y, en especial, hacia los res-
ponsables de recaudar y gestionar los impuestos. 
Apoyándose en los argumentos del politólogo 
sueco Bo Rothstein, Calzada sostiene que estas 
orientaciones pueden poner en riesgo la sosteni-
bilidad del Estado de bienestar en nuestro país.

En resumen, los artículos de este número 
de Panorama Social se aproximan a la realidad 
social de nuestro país desde diferentes perspecti-
vas para levantar acta de lo ocurrido en el terreno 
social a lo largo de un período de siete años de 
contracción económica y consolidación fiscal. 
La evidencia acumulada sugiere que los efectos 
sociales de la crisis económica sufrida en España 
desde el año 2008 “van por barrios”. En algunos, 
el huracán que ha destrozado vidas y quebrado 
certidumbres se ha manifestado solo como una 
ligera brisa incapaz de acatarrar a nadie. En térmi-
nos generales, no parece arriesgado afirmar que 



Número 22. Segundo semestre. 2015 PanoramaSOCIAL

P r e s e n t a c i ó n

9

la crisis ha golpeado especialmente a colectivos 
que ya presentaban vulnerabilidades y riesgos de 
exclusión, con un poderoso efecto desigualador. 
En el curso de estos años se ha mostrado la debi-
lidad de algunas funciones de nuestro sistema 
público de bienestar, generando privaciones y 
malestar en segmentos significativos de la pobla-
ción cuando las adversidades arreciaban. En este 
período se han introducido, asimismo, ajustes 
y cambios en la orientación de ciertas políticas 
públicas que, si bien no han alterado sustancial-
mente la configuración institucional del sistema, 
pueden terminar erosionando las bases de legi-
timidad en que se sustenta. Aunque el sistema 
sigue gozando de considerable apoyo público, 
que en principio parece blindarlo frente a plan-
teamientos e iniciativas que apuestan ya sea 
por su transformación radical o por su desman-
telamiento, se ciernen algunas sombras sobre 
su sostenibilidad futura. Confiamos en que este 
número contribuya a alentar un debate necesario 
sobre estas cuestiones, y que de su lectura pue-
dan extraerse lecciones provechosas para cons-
truir sobre nuevas bases, quizás más equitativas, 
la sociedad poscrisis.
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Empobrecimiento en tiempos  
de crisis: vulnerabilidad y  
(des)protección social  
en un contexto de adversidad
Pau Marí-Klose* y Álvaro Martínez Pérez**

RESUMEN

La crisis económica ha incrementado la propor-
ción de personas con ingresos inferiores al umbral de 
la pobreza. El objetivo de este artículo es radiografiar 
los principales perfiles de la pobreza que surgen con 
la crisis, así como rastrear las trayectorias de los nue-
vos pobres en los años de crisis. En el trabajo nos pre-
guntamos quiénes se empobrecen, en qué magnitud, 
y cuáles son los principales itinerarios de empobreci-
miento. Bajo estas preguntas subyace un objetivo de 
carácter más general: conocer cómo se reconfiguran 
las estructuras de desigualdad de nuestro país en los 
últimos años.

1. Pobreza y empobrecimiento

A diferencia de lo que sucede en buena 
parte de las sociedades humanas, en las socie-
dades occidentales de la abundancia ser pobre 
no suele entrañar riesgos para la supervivencia, 
al menos de manera inmediata. Las necesida-
des más básicas de las personas –el alimento, 
el vestido, la posibilidad de resguardarse de las 
inclemencias del tiempo– no están en cuestión 
para la mayoría de las personas en situación de 
pobreza. Ser pobre en una sociedad industrial 
moderna significa cosas bien distintas.

Uno de los principales estudiosos del fenó-
meno, Anthony B. Atkinson (1998), ha descrito a 
las personas pobres como aquellas que encuen-
tran dificultades para participar en las activida-
des cotidianas de la sociedad en que viven y que, 
en consecuencia, son incapaces de desarrollar 
sus capacidades y funcionalidades. La caracte-
rización de Atkinson integra dos tradiciones de 
pensamiento sobre privación y desigualdad. La 
primera de ellas hace hincapié en el concepto 
de exclusión social. El paraguas de la exclusión 
social abarca un conjunto de vulnerabilidades 
asociadas a la marginalización, el aislamiento, 
la pérdida de vínculos con la sociedad. Pobres 
son, en forzada traducción del inglés, aquellos 
que “quedan atrás” (those left behind). Son estos 
precisamente el objeto de la teoría rawlsiana de 
justicia, que aboga a favor de que las acciones 
públicas vayan encaminadas prioritariamente a 
incorporar a los más desfavorecidos a la sociedad 
para que puedan participar plenamente en las 
oportunidades que esta ofrece (Rawls, 2001). La 
segunda tradición enfatiza el concepto de capa-
cidad. Pobres son, en este caso, las personas a las 
que su situación social les priva de las opciones 
vitales necesarias para asegurarse el bienestar 
y alcanzar un nivel de funcionalidad adecuado 
(Sen, 1999). 

En las sociedades industriales modernas, 
las oportunidades de participar en la sociedad 
y alcanzar un nivel adecuado de funcionalidad 
dependen fundamentalmente del acceso a bie-
nes y servicios (vivienda, transporte, educación, 

*  Universidad de Zaragoza (pmklose@unizar.es).
** Universidad de Sheffield.
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servicios sanitarios, etc.). La falta de esos bienes 
y servicios favorece la entrada en espirales de 
marginalización de las que resulta cada vez más 
difícil salir. La falta de teléfono o de servicios de 
transporte adecuados puede, en determinadas 
circunstancias, condicionar seriamente la parti-
cipación en la sociedad si impide a las personas 
encontrar trabajo (porque le exijan estar locali-
zable) o acudir a él puntualmente cada día. Esas 
carencias pueden empujarlas a actividades ilega-
les, que, a su vez, incrementen el riesgo de tener 
problemas con la justicia o sufrir estigmatización, 
sumiendo a los individuos en una espiral acumu-
lativa que cronifica su situación de marginalidad.

Los estudiosos del fenómeno han encon-
trado muchas dificultades para identificar una 
cesta de recursos básicos que una persona nece-
sita para evitar caer en la exclusión social. Estos 
recursos son muy variables en el espacio y en 
el tiempo. Por ello, la investigación social sigue 
apostando por mediciones de pobreza que ten-
gan en cuenta los recursos económicos dispo-
nibles en comparación a los del conjunto de la 
población, y dentro de ellos, se han centrado 
generalmente en la renta monetaria. Los ingresos 
de una persona determinan en buena medida su 
capacidad para acceder a bienes y servicios que 
le permitan participar en la sociedad y desarrollar 
sus funcionalidades. La literatura especializada 
sobre pobreza coincide generalmente en seña-
lar que un nivel bajo de recursos económicos 
compromete esas capacidades. También existe 
consenso amplio en considerar que los indicado-
res de pobreza relativa (que tienen en cuenta la 
distribución de recursos en una sociedad especí-
fica en un momento determinado en el tiempo) 
son, en las sociedades desarrolladas, más útiles 
que los indicadores absolutos (que capturan la 
satisfacción o no de ciertas necesidades básicas 
comunes) (Shanahan y Tuma, 1994). 

A través de las mediciones de pobreza 
relativa se identifica a los hogares (y dentro de 
ellos, a las personas) cuyos ingresos se sitúan 
por debajo de un umbral, definido como porcen-
taje de renta mediana (o media) equivalente de 
la población total1. No existe un criterio natural, 

ni siquiera consensuado, para escoger el mejor 
umbral de pobreza relativa. El porcentaje que 
se usa habitualmente es el 60 por ciento de la 
mediana de la renta, aunque también es común 
utilizar otros porcentajes como el 40 por ciento y 
el 25 por ciento con objeto de captar formas más 
intensas de pobreza. 

Es asimismo común utilizar la distribución 
de los hogares por decilas o cuartiles de ingre-
sos equivalentes. Una aproximación frecuente es 
considerar que los hogares más pobres se sitúan 
en las primeras dos decilas (el 20 por ciento más 
pobre), la clase media en las decilas centrales (4, 
5, 6), y las más ricas, en las dos superiores (9 y 10), 
reservando zonas de transición para las decilas  
3 y 7. Se trata, evidentemente, solo de una de las 
aproximaciones posibles. En los últimos tiem-
pos, y a raíz de la publicación del libro de Thomas 
Piketty El capital en el siglo XXI se ha extendido el 
uso del percentil 99 como el umbral que delimita 
el segmento donde se concentran los cambios 
más importantes que se han producido en los 
últimos años.

Para el propósito de este trabajo,  nos cen-
traremos en qué ocurre en los años de crisis con 
los principales indicadores de pobreza relativa y 
qué movimientos se producen entre las decilas 
centrales y las inferiores. Nuestro trabajo plantea 
dos aproximaciones al análisis de la pobreza en 
tiempos de crisis. La primera se fundamenta en 
un enfoque trasversal. La crisis ha alterado la dis-
tribución de renta en la sociedad. Algunos colec-
tivos han visto incrementado sensiblemente su 
riesgo de pobreza (mientras otros, paradójica-
mente, han mejorado su posición relativa). En 
líneas generales, los segmentos sociales más vul-
nerables se encuentran hoy en situaciones más 
precarias que hace unos años.

La segunda aproximación se fundamenta 
en un enfoque longitudinal. El foco de atención 
ya no es cómo se distribuye la riqueza, sino la 
movilidad ascendente o descendente de los 
hogares. La crisis ha supuesto el empobreci-
miento de muchas familias. ¿De dónde provienen 
las familias que se han empobrecido? ¿Dónde se 
situaban al inicio de la crisis? ¿Cuántos años han 
experimentado situaciones de privación? 

En las conclusiones de este trabajo con-
trastaremos las evidencias recopiladas con las 
actitudes que muestran los españoles hacia la 

1  La renta equivalente es la renta del hogar ponderada 
por el tamaño del hogar y su composición (en función gene-
ralmente de la edad de sus miembros). La mediana repre-
senta el valor de la renta equivalente de posición central en 
un conjunto de datos ordenados; es decir, el conjunto de 
datos menores o iguales que la mediana constituyen el 50 por 
ciento de los hogares. Dentro de este conjunto se establece, 
de manera convencional, un umbral de pobreza.
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solidaridad con distintos segmentos de la pobla-
ción vulnerable. 

2. La nueva pobreza en la crisis

Los años de crisis han alterado sustancial-
mente los mapas de la pobreza en España: no 
solo ha aumentado el número de pobres, sino 
que también han cambiado los perfiles de esta 
pobreza. Muchos de los colectivos sociodemo-
gráficos con altas tasas de riesgo de pobreza las 
mantienen elevadas (generalmente algo más). En 
algunos colectivos, la tasa de riesgo de pobreza 
ha cambiado poco, aunque su nivel de ingresos ha 
disminuido (como resultado de la reducción 
general de las rentas, que sitúa el umbral de 
pobreza en niveles más bajos que en el arranque 
de la crisis). Finalmente, en otros colectivos, la 
tasa de riesgo de pobreza ha disminuido sensi-

blemente gracias al mantenimiento de sus ren-
tas durante estos años de crisis, e incluso a su 
aumento.

Uno de los ejes fundamentales de trans-
formación del mapa de la pobreza en los últimos 
años ha sido el ciclo vital. En los años de crisis se 
ha acentuado un proceso de rejuvenecimiento 
de la pobreza, que había arrancado ya antes y 
se advertía también en otros países desarrolla-
dos (OCDE, 2008; Marí-Klose y Marí-Klose, 2010). 
Entre los colectivos que han visto incrementarse 
sus tasas de riesgo de pobreza de forma más sig-
nificativa está la infancia. Las personas meno-
res de 18 años presentaban tasas de riesgo de 
pobreza muy altas en los años que preceden a 
la crisis (muy por encima de la media europea), 
pero estas se habían mantenido estables. En los 
años de crisis han aumentado a mayor ritmo. Si 
se considera la tasa de riesgo de pobreza anclada 
(la que mide la pobreza en relación a un umbral 
fijo), el incremento es todavía más notable 
(gráfico 1).

Gráfico 1

Tasa de riesgo de pobreza y tasa de riesgo de pobreza anclada  
(población menor de 18 años, España 2005-2014)
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Nota:  Los datos de este y otros gráficos que muestran una evolución anterior a 2009 han sido calculados a partir de cifras de renta recabadas mediante la 
metodología tradicional utilizada por el Instituto Nacional de Estadística para obtener los ingresos del hogar, basada en la información conseguida mediante 
entrevistas. El INE sigue  proporcionando los datos de renta recabados de este modo, aunque en sus publicaciones y presentaciones públicas utilice datos 
modificados desde 2009 a partir del cruce de información tributaria (más información  en: http://www.ine.es/ss/Satellite?L=es_ES&c=Page&cid=1254735116
586&p=1254735116586& pagename=ProductosYServicios%2FPYSLayout 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2005-2014).
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El aumento de la pobreza infantil se refleja 
de forma especialmente notable en los hogares 
más convencionales: en los hogares formados 
por dos adultos y un niño, pasa del 18,7 al 20,2 por 
ciento entre 2009 y 2014, y en los de dos adultos 
y dos niños, del 23,1 al 25,3 por ciento. En estos 
años no se aprecian incrementos equivalentes 
en las tasas de riesgo de pobreza de otros hoga-
res con niños, que tradicionalmente habían pre-
sentado niveles de pobreza muy elevados, como 
hogares de familias monoparentales o de fami-
lias numerosas2.

En edades centrales del ciclo vital, el 
aumento de la pobreza vuelve a ser claramente 
juvenil. Los jóvenes de 18 a 24 años, que en su 
inmensa mayoría viven en hogares junto a perso-
nas de edad más avanzada, han visto incremen-
tarse su pobreza de manera acusada. A edades 
más avanzadas se observan menos cambios (grá-
fico 2). En general, la situación ha cambiado muy 
escasamente para los adultos que viven solos y 
no tienen menores a su cargo.

El aumento de pobreza infantil y juvenil 
tiene aspectos especialmente preocupantes. Es, 

en buena medida, resultado del aumento de for-
mas más intensas de pobreza. Tanto en niños 
como en jóvenes aumenta la llamada pobreza 
alta (la que se establece por debajo del umbral 
del 40 por ciento de la mediana de ingresos equi-
valentes), que identifica a las personas que viven 
en hogares en situación de mayor privación eco-
nómica. La pobreza infantil alta se incrementa 
del 12,9 por ciento en 2009 al 15,7 por ciento en 
2014; la juvenil, del 8,8 al 15,7 por ciento.

Los elevados niveles de pobreza infantil y 
juvenil en nuestro país tienen causas profundas, 
relacionadas con las características del mercado 
de trabajo español (marcado por su elevada 
dualidad) y algunas transformaciones sociode-
mográficas de gran calado (principalmente, el 
aumento del número de familias monoparen-
tales), que están incrementando los niveles de 
vulnerabilidad de hogares con niños. Pero, al 
margen de estas causas complejas, resulta pre-
ciso apuntar, además, los bajos niveles de protec-
ción social de las familias con niños en nuestro 
país. El sistema de protección social a través de 
transferencias monetarias públicas, que combina 
prestaciones estatales y autonómicas, se carac-
teriza, en términos comparativos internaciona-
les, por una escasa capacidad de reducir pobreza 
(Marí-Klose y Marí-Klose, 2015; Unicef, 2009). El 

Gráfico 2

Tasa de riesgo de pobreza en edades adultas (España 2005-2014)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2005-2014).

2  Datos extraídos de Eurostat.
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volumen de beneficiarios es reducido, y la gene-
rosidad de las prestaciones, baja, lo que sitúa a 
España claramente en el furgón de cola en pro-
tección social en Europa en este capítulo (Bradshaw 
y Finch, 2010)3.

En edades avanzadas, la situación cambia, 
como puede observarse en el gráfico 3. Desde 
el inicio de la crisis, la pobreza de las personas 
mayores de 65 o más años desciende. Eso es, en 
parte, producto de la disminución de la mediana 

general de ingresos (y, consiguientemente, del 
umbral de pobreza) en un contexto en que el 
poder adquisitivo de sus pensiones (la principal 
fuente de ingresos para la inmensa mayoría de 
personas en este grupo) se mantiene a grandes 
rasgos. Pero también puede observarse que el 
nivel de pobreza anclada (en 2008, al inicio de 
la crisis) desciende, lo que sugiere que posible-
mente se incorporan a la jubilación personas con 
pensiones más generosas4. Es probable que esto 
sea el resultado de carreras laborales más largas 
y de una mejora de las bases de cotización en los 
últimos años de esas carreras (coincidiendo con 
la etapa de expansión económica)5.

3  Dos son los programas que absorben la mayor parte 
del gasto: la deducción por maternidad para trabajadores 
con menores de tres años, y las prestaciones por hijo a cargo 
(condicionadas a renta). Ambas ayudas tienen unas tasas de 
cobertura limitada. La deducción por maternidad para traba-
jadoras con menores de 3 años beneficia solo a las madres 
trabajadoras que cumplen los requisitos para cobrar la ayuda. 
En 2012 eran 836.457 beneficiarias, una cifra significativa, que 
deja a aproximadamente la mitad de la población de madres 
de niños menores de tres años sin cobertura. La cobertura del 
programa de prestaciones por hijo a cargo menor de 18 años 
es mucho menor. Se otorgan a 738.223 hogares (2013) que 
perciben ingresos inferiores a 11.547,96 euros (si son fami-
lias numerosas, el umbral se sitúa en 17.380,39). La cuantía 
de estas prestaciones es también limitada. La deducción por 
maternidad para trabajadoras puede llegar a 1.200 euros por 
hijo, pero la prestación media fue de 924 euros. La cuantía 
de la prestación periódica por hijo a cargo fue de 291 euros 
(1.000 en caso de que el hijo sufra una discapacidad) ((Marí-
Klose y Marí-Klose, 2015).

Gráfico 3

Tasa de riesgo de pobreza y tasa de riesgo de pobreza anclada  
(población de 65 años o más, España 2005-2014)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2005-2014).

4  En 2007, la pensión contributiva de jubilación media 
era de 760 euros mensuales, lo que equivale a 863 euros de 
2015 (ajustando variaciones de IPC). En enero de 2015, un 
jubilado con pensión contributiva cobraba de media 1.011 
euros. Es decir, la prestación media ha aumentado en términos 
reales.  Por otro lado, en 2007, la pensión de viudedad media 
(compatible con el cobro de ingresos derivados del trabajo o 
de otras pensiones) era de 498 euros (566 euros de 2015). En 
2015, la pensión media de viudedad es ya de 627 (datos de la 
Seguridad Social, consultados en agosto de 2015).

  5 Hay que tener en cuenta que para determinar la cuan-
tía de una pensión se toman en consideración las bases de 
cotización durante los 180 últimos meses (15 años) cotizados. 
Los nuevos pensionistas que se incorporan a la jubilación en 
los años de crisis posiblemente se beneficien de bases de coti-
zación que mejoraron durante los años de bonanza anteriores.
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El segundo factor sociodemográfico que 
conviene tener en cuenta a la hora de retratar el 
nuevo mapa de la pobreza es el género (gráfico 4). 
Durante muchos años se ha argumentado que la 
pobreza en España tenía rostro femenino. Esta 
circunstancia era atribuible principalmente a la 
concentración de situaciones precarias en viudas 
y mujeres que viven solas en etapas avanzadas 
del ciclo vital, que percibían pensiones sociales 
muy reducidas (de viudedad o de carácter no 
contributivo). Dicha situación se ha ido corri-
giendo lentamente, a medida que han llegado 
a la edad de jubilación mujeres con trayectorias 
laborales más largas (que las hacen acreedoras 
de pensiones contributivas). En la crisis que vive 
nuestro país desde 2008, la brecha entre las tasas 
de riesgo de pobreza de mujeres y hombres se ha 
cerrado. La situación laboral de muchos varones 
se ha deteriorado, con lo que ha empeorado su 
posición económica relativa respecto a las mujeres.

Un tercer factor sociodemográfico impor-
tante es el origen nacional (gráfico 5). La tasa de 
riesgo de pobreza no ha aumentado entre las 
personas con nacionalidad española. Eso no sig-
nifica la inexistencia de personas con nacionali-
dad española que hayan caído en situaciones de 
pobreza. Ni siquiera significa que la crisis no haya 
comportado el empeoramiento de las condicio-
nes de vida de muchas personas de ciudadanía 

española. Simplemente quiere decir que el por-
centaje de estas personas que viven en hogares 
situados bajo el umbral de la pobreza en un año 
dado no se ha incrementado en los años de crisis. 
En cambio, entre las personas de nacionalidad 
extranjera (especialmente entre los ciudadanos 
de fuera de la Unión Europea), la crisis ha provo-
cado un incremento extraordinario del riesgo de 
pobreza. Detrás de estos datos se adivina la frágil 
posición de la población inmigrante en el mer-
cado de trabajo y su extremada vulnerabilidad 
cuando el desempleo ha hecho estragos, y estas 
poblaciones han carecido de suficiente protec-
ción pública frente a las situaciones de adversi-
dad económica sobrevenida.

La evolución de estos datos refleja, sin 
duda alguna, el impacto de la crisis laboral. Los 
hogares cuyos ingresos dependen fundamen-
talmente de rentas generadas en el mercado de 
trabajo han experimentado riesgos de empobre-
cimiento con mayor severidad que los hogares 
cuya renta principal es una pensión. Sin embargo, 
el deterioro laboral, no explica por sí solo, la 
reconfiguración de los mapas de la pobreza.  
La elevada concentración de la pobreza en cier-
tos colectivos sociodemográficos obedece al 
perfil peculiar de las políticas públicas, que pro-
tege poco y mal a ciertos colectivos ante situa-
ciones de adversidad social.

Gráfico 4

Tasa de riesgo de pobreza de hombres y mujeres (España 2004-2014)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2005-2014).
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3. ¿Una crisis solo de empleo?

El efecto social más discutido de la crisis es 
la destrucción de más de tres millones y medio 
de puestos de trabajos. La pérdida de empleo 
es, a juicio de muchos observadores, analistas y 
políticos, la causa principal del empobrecimiento 
sufrido por parte de la población. La recupe-
ración del bienestar social implica, desde este 
punto de vista, promover primeramente la crea-
ción de empleo a través de la reactivación eco-
nómica.

Sin embargo, diversas investigaciones 
ponen de relieve que el crecimiento económico 
no asegura, por sí solo, mejoras de las condicio-
nes de vida de los grupos más vulnerables. Por 
ejemplo, Kenworthy (2011) evidencia, a partir del 
análisis comparativo internacional, que la buena 
marcha de la economía solo se traduce en mejo-
ras de la condición de los grupos más vulnerables 
si viene acompañada de incrementos en gastos 
de protección social de carácter redistributivo. 
En este sentido, el crecimiento económico y el 
dinamismo en la generación de empleo experi-
mentado en las últimas décadas en países como 

Estados Unidos o Gran Bretaña no se refleja en 
una mejora de la situación de las clases más des-
favorecidas. Los más beneficiados han sido los 
grupos más acomodados.

Los desempleados son, en cualquier cir-
cunstancia, un grupo en elevado riesgo de 
pobreza y exclusión social. En 2014, la pobreza 
aquejaba a casi la mitad de la población desem-
pleada frente a algo más de una de cada diez 
personas empleadas (gráfico 6). Ya antes de la cri-
sis, el riesgo de pobreza de la población desem- 
pleada era elevado. La prolongación de la situación 
de adversidad ha acentuado los riesgos de 
pobreza de este grupo, principalmente como 
resultado del aumento de personas que perma-
necen largas temporadas en paro (y no perciben 
ningún ingreso salarial a lo largo de año), las que no 
cobran prestaciones contributivas, y las que care-
cen de algún tipo de protección.

Aunque la tasa de riesgo de pobreza de las 
personas desempleadas no es de las más eleva-
das de Europa, la elevada incidencia del desem-
pleo en nuestro país constituye el principal factor 
generador de pobreza. Por otra parte, la tasa de 
riesgo de pobreza provocada por el desempleo 
sería todavía más alta si un elevado porcentaje 

Gráfico 5

Tasa de riesgo de pobreza, según nacionalidad 
(población de 16 o más años, España 2004-2014)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2005-2014).
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de desempleados (principalmente jóvenes) no 
viviera en hogares donde alguna persona trabaja. 
Las elevadas y crecientes tasas de dependencia 
residencial de los jóvenes maquillan las cifras de 
la pobreza juvenil (Marí-Klose et al., 2008).

Uno de los problemas principales del régi-
men de protección por desempleo en España 
es su bajo nivel de cobertura. Según el Informe 
de Empleo de la Fundación Primero de Mayo, en 
el segundo trimestre de 2015 la tasa de protec-
ción por desempleo se situaba  en un escaso 27,8 
por ciento, concentrándose fundamentalmente 
en hombres de edades más avanzadas (solo 
los hombres parados de 45 a 64 años superan 
escasamente el 50 por ciento de cobertura). Por 
edades, solo el 9,1 por ciento de los menores de 
30 años disfrutaba de una prestación. Las tasas 
son también muy bajas entre parados de larga 
duración. Entre desempleados en paro entre 2 y 
4 años, la tasa alcanzaba el 23,6 por ciento, mien-
tras que entre los que se hallaban parados más de 
4 años registraba el 21,8 por ciento (Negueruela, 
2015). Desde el inicio de la crisis, las administra-
ciones públicas han arbitrado diversas fórmulas 
para extender la cobertura de la protección a tra-
bajadores sin empleo e ingresos (Prepara, Prodi, 

Rai, Programa Extraordinario para la Activación 
para el Empleo), pero el resultado ha sido gene-
ralmente exiguo, alcanzando generalmente nive-
les de cobertura por debajo de las expectativas 
anunciadas.

La pérdida de empleo no es un fenómeno 
aislado. El empeoramiento de las condiciones 
laborales ha venido acompañado de una erosión 
salarial y la disminución de horas trabajadas (ya 
sea como resultado de reducciones de jornadas, 
eliminación de horas extra remuneradas o, sim-
plemente, de la disminución de días trabajados 
a lo largo del año). En consecuencia, los ingresos 
de muchos trabajadores han empeorado, y con 
ello, se han deteriorado los indicadores de pre-
cariedad de las personas que trabajan. Las evi-
dencias existentes indican que la bajada de los 
salarios se ha concentrado en los grupos con 
sueldos más bajos (Arellano, Jansen y Jiménez, 
2013; Bonhomme y Hospido, 2012)6.

En los años de crisis, la proporción de tra-
bajadores pobres ha aumentado. El grueso del 
ajuste ha recaído sobre los trabajadores tempo-

Gráfico 6

Tasas de riesgo de pobreza de desempleados y ocupados (España 2005-2014)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2005-2014).

6 Véase también El País (2013).
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rales, que han sido los más proclives a perder sus 
empleos y a rotar entre puestos de trabajo (expe-
rimentando períodos intermedios de desem- 
pleo, muy a menudo sin cobertura de protección 
social). El gráfico 7 muestra claramente la bre-
cha en las tasas de riesgo de pobreza de traba-
jadores con contrato temporal e indefinido, y la 
tendencia a que esta brecha se ensanche como 
consecuencia del empobrecimiento de los traba-
jadores temporales.

Nos hallamos ante una crisis que ha afec-
tado desproporcionadamente a colectivos vul- 
nerables sin que el Estado social acudiera a 
su rescate (o, al menos, lo hiciera de manera 
efectiva) mediante las grandes políticas de 
protección social diseñadas a tal efecto (princi-
palmente las prestaciones y subsidios de desem- 
pleo) o políticas asistenciales de “última red” 
adecuadas.

El resultado de todo ello es un aumento 
extraordinario de la desigualdad. Durante los 
años de crisis, la desigualdad ha crecido en 
España a ritmos inéditos, superiores al creci-
miento de la desigualdad en las primeras legis-
laturas de los Gobiernos de Margaret Thatcher 
en el Reino Unido o Ronald Reagan en Estados 
Unidos a inicios de la década de los ochenta. Así 

queda reflejado en el gráfico 8, donde el creci-
miento de la desigualdad en España (medido a 
través del índice de Gini, disponible hasta 2011) 
es contrastado con el incremento de la desigual-
dad en esos países durante los primeros cinco 
años de Gobierno neoliberal.

Los incrementos de la desigualdad reflejan, 
ante todo, el desplome, de las rentas más bajas. 
Durante los años de crisis, los ingresos equiva-
lentes de las personas cuyos ingresos se sitúan 
en la primera decila cayeron muy por debajo de 
los de las decilas superiores. Los más pobres han 
perdido entre 2007 y 2015 el 25 por ciento de sus 
ingresos, mientras que, en las dos decilas supe-
riores, el porcentaje correspondiente se sitúa en 
torno al 15 por ciento (gráfico 9).

Esta pérdida de ingresos se refleja de 
manera muy diáfana en la disminución de la par-
ticipación de esa primera decila en el volumen 
total de ingresos. Mientras en 2007 los ingresos 
de la primera decila representaban el 2,4 por 
ciento de los ingresos totales, en 2014 ya solo 
representan el 1,2 por ciento. En las decilas inme-
diatamente posteriores también se producen 
descensos, aunque bastante menos acusados 
(gráfico 10).

Gráfico 7

Tasas de riesgo de pobreza de trabajadores permanentes y temporales (España 2005-2014)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2005-2014).
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Gráfico 8

Evolución de la desigualdad (coeficiente de Gini) durante los cinco primeros años  
de Gobierno de Thatcher en RU, de Reagan en EE.UU. y de crisis en España (2007-2012)
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Fuentes: Para Estados Unidos y Reino Unido: Solt, SWIIDva; para España, Eurostat.

Gráfico 9

Cambio en los ingresos reales por decilas de distribución de ingresos equivalentes 
(España 2007 a 2014)
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2007 y 2014).
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En contraste, como se puede observar en el 
gráfico 11, las decilas centrales mantienen bási-
camente su participación en los ingresos totales. 

Así pues, la crisis ha alterado sustancial-
mente la distribución de la renta en España, 
colocando a los segmentos vulnerables en situa-
ciones muy adversas. Como ponen de manifiesto 
distintos informes internacionales, frente al dete-
rioro del mercado de trabajo, las transferencias 
monetarias que realiza el Estado han tenido una 
capacidad muy reducida de amortiguar los efec-
tos sobre colectivos desfavorecidos (OCDE, 2014; 
FMI, 2014). Las grandes políticas de transferen-
cia monetaria (pensiones, desempleo, presta-
ciones por incapacidad, etc.) dependen, en gran 
medida, de las contribuciones realizadas por los 
trabajadores a la Seguridad Social. Las trayecto-
rias laborales resultan así determinantes. Hacerse 
acreedor al derecho exige un mínimo de cotiza-
ción, y la generosidad de la prestación está ligada 
a la cuantía de las aportaciones previas. En cam-
bio, el peso de las prestaciones no contributivas 
en el sistema de bienestar español es bajo. A dife-
rencia de otros países donde la contributividad 
también es santo y seña del sistema de protec-
ción (los países del llamado bloque continental o 
bismarckiano), el grado de cobertura de las pres-

taciones no contributivas es limitado, y, cuando 
se perciben, su generosidad es muy baja. Como 
consecuencia de todo ello, segmentos amplios 
de la población con trayectorias cortas o inter-
mitentes, o que han trabajado en la economía 
sumergida (jóvenes, personas inmigrantes, muje-
res), están particularmente expuestos a situacio-
nes de desprotección o subprotección. Este tipo 
de adversidades se agrava en situación de falta de 
empleo, en la que al denominado “precariado” le 
resulta muy difícil cumplir los requisitos exigidos 
para disfrutar de prestaciones de carácter contri-
butivo. El sistema los deja fuera o les ofrece pro-
tección insuficiente (Marí-Klose, 2014).

En este contexto, la “última malla de segu-
ridad” la han encontrado estas personas tanto 
en sus familias (en el caso de que hayan podido 
ofrecer esta ayuda) como en los recursos asis-
tenciales ofrecidos a nivel local por las admi-
nistraciones y las entidades sin ánimo de lucro. 
Aun cuando este tipo de recursos ha permitido 
contener, hasta cierto punto, formas extremas 
de privación (alimenticia, residencial) que en 
España continuaron siendo minoritarias a pesar 
de la intensidad de la crisis, presentan muchos 
inconvenientes para favorecer la cohesión social 
y la  igualdad de oportunidades.
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Fuente: Eurostat y elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2007 y 2014).

Gráfico 10

Evolución de la participación de los grupos desfavorecidos (tres primeras decilas)  
en los ingresos equivalentes totales (España 2007-2014)
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A esto hay que añadir la vulnerabilidad de 
este tipo de políticas asistenciales a los recor-
tes. En una crisis que ha multiplicado las nece-
sidades, lejos de aumentar los recursos públicos 
destinados a estas políticas, han disminuido. En 
euros constantes (de 2005), España pasó de gas-
tar 55,74 euros por habitante en 2007 a 43,28 
en 20147. Muchas CC.AA., bajo circunstancias de 
estrangulamiento financiero, optaron por endu-
recer las condiciones de acceso y permanencia 
en los programas de rentas mínimas, impidiendo 
que un porcentaje considerable de personas en 
situación de extremada vulnerabilidad econó-
mica pudieran convertirse en beneficiarios de 
estos ingresos. El resultado ha sido que solo uno 
de cada tres hogares sin ingresos percibe estas 
rentas de último recurso (Malguesini, 2014)8. 

Como pone de manifiesto una larga tradi-
ción de investigación social desarrollada a par-
tir del trabajo pionero de Korpi y Palme (1998), 
los programas focalizados tienden a estar poco 
dotados presupuestariamente, porque no conci-
tan apoyos amplios en el electorado. Los actores 
políticos son reacios a expandir estos programas 
si aspiran a recabar el voto de la clase media, 
generalmente poco proclive a expandir gastos 
sociales de los que no esperan beneficiarse, o van 
dirigidos a lo que amplias capas de la población 
perciben como individuos que no merecen las 
ayudas que reciben.

4. Los nuevos pobres ¿son      
pobres nuevos?

Hasta el momento, nuestra aproximación 
a la nueva pobreza ha tenido un carácter está-
tico. Hemos constatado que, a lo largo de los 
últimos años, han tenido lugar cambios en la 
magnitud y la distribución de la pobreza por gru-

Gráfico 11

Evolución de la participación de las clases medias (decilas centrales) en los ingresos 
equivalentes totales (España 2007-2014)
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Fuente: Eurostat y elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (2007 y 2014).

7  Un examen más pormenorizado de los programas 
de lucha contra la exclusión social sugiere que aumentó 
el gasto en transferencias monetarias focalizadas, pero se 
desplomó el gasto en instalaciones, servicios y bienes en 
especie (centros de acogida, servicios de acompañamiento 
y asesoramiento, comida, etc.) para personas en situación de 
mayor necesidad.

8 Véase también El País (2015).
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pos sociales. Ahora bien, con una aproximación 
estática resulta imposible saber en qué medida 
las personas y hogares que se encuentran en un 
momento dado en situación de pobreza son los 
mismos que se encontraban en la misma situa-
ción unos años antes. Tampoco sabemos en qué 
medida transitan de una situación a otra con flui-
dez, sin quedar atrapados en determinados esta-
dos o caer en ciclos de empobrecimiento.

En este apartado nos formularemos tres 
preguntas: 1) ¿de dónde provienen los hogares 
que se encuentran en las situaciones más preca-
rias en 2012?; 2) ¿en qué medida se ha producido 
un empobrecimiento de las clases medias que las 
ha arrastrado a situaciones de precariedad?; y 
3) ¿cómo ha variado la duración de los períodos 
de pobreza?

Para responder a estas preguntas nece-
sitamos emplear el fichero longitudinal de la 
Encuesta de Condiciones de Vida. Este fichero 
recoge microdatos de hogares encuestados en 
cuatro años consecutivos, permitiendo hacer 
un seguimiento temporal de los cambios en sus 
condiciones de vida.

Por lo que respecta a la primera pregunta, 
buena parte de los hogares que se encuentran 
en situaciones de mayor precariedad provienen 
de los segmentos más empobrecidos de la distri-
bución de renta. Así, el 44 por ciento de los hoga-
res que se encuentran en las primeras dos decilas 

de ingresos (el 20 por ciento más pobre) en 2011, 
ya se encontraban en esas decilas en 2008. El 58 
por ciento provienen de las tres primeras decilas, 
el 70,1 por ciento de las cuatro primeras, y el 81,3 
por ciento de las cinco primeras. Es decir, los seg-
mentos más pobres en 2011 están compuestos 
mayoritariamente por hogares que ya se encon-
traban en una situación precaria al inicio de la 
crisis o en sus aledaños. Hay pocos hogares que 
provengan de las franjas superiores de la distri-
bución de ingresos9.

Con estas cifras ¿puede hablarse de un 
empobrecimiento de la clase media? Un 25,2 
por ciento de los hogares situados en los niveles 
intermedios de ingresos en 2008 (decilas 4, 5 
y 6) han experimentado situaciones de precarie-
dad (situándose en las decilas 1 y 2) en algún año 
entre 2008 y 2011. Si nos ceñimos a quienes son 
pobres en el año 2011, un 19,8 por ciento de los 
hogares situados en grupos centrales de ingre-
sos en 2008 (decilas 4, 5 y 6) terminaron en las 
dos decilas más desfavorecidas. La probabilidad 
de caer a estas decilas es mucho más elevada en 
la decila 4 (25,7 por ciento) y la 5 (22 por ciento), 
que en la 6 (12,1 por ciento). 

Es decir, podría afirmarse que la crisis ha 
provocado el “desclasamiento” de aproximada-
mente una cuarta parte de la clase media baja, 
pero apenas ha afectado a segmentos más aco-
modados. En consonancia con las evidencias 
presentadas en secciones anteriores, los datos 
sugieren que este “desclasamiento” ha sido más 
habitual en hogares con menores (el 22,5 por 
ciento) que en hogares en los que no están  pre-
sentes (18,8 por ciento)10.

Una forma adecuada de medir el deterioro 
del riesgo de pobreza, producto de los efectos 
perniciosos de la crisis sobre los ingresos de las 
familias es comparar la duración de los episodios 
de pobreza antes y durante la crisis. Este ejerci-
cio puede realizarse gracias a la explotación del 
fichero de datos longitudinales utilizando dos 
períodos temporales, uno anterior a la crisis 
(2004-2007) y otro durante la crisis (2009-2012). 

Antes de la crisis, en el período 2004 a 2007, 
el porcentaje de familias por debajo del umbral 

9  Eso no quiere decir que no puedan haber caído a deci-
las inferiores, pero apenas se detecta su presencia en los seg-
mentos más desfavorecidos.

10 La submuestra longitudinal no permite hacer un 
seguimiento de otros grupos sociodemográficos contempla-
dos en las secciones anteriores.

2008  Porcentaje % acumulado

1era. decila 24,3 24,3
2ª. 19,8 44
3ª. 14 58,1
4ª. 12,3 70,4
5ª. 10,9 81,3
6ª. 6,1 87,3
7ª. 5 92,4
8ª. 3,3 95,7
9ª. 2,4 98,1

10ª. 1,9 98,1

Cuadro 1

Procedencia de las personas que se 
encuentran en las decilas 1 y 2 en 2011 
(respecto a su posición en 2008)

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, fichero  
longitudinal (2008-2011).
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de pobreza era del 17,7 por ciento, llegando al 
20,6 por ciento durante la crisis. El aumento de la 
pobreza relativa es, por tanto, de tres puntos por-
centuales. Del 17,7 por ciento de pobres antes de 
la crisis, un 2,2 por ciento lo fue solo por un año; 
un 5,6 por ciento, por dos años; un 6,6 por ciento, 
por tres años, mientras que el 3,3 por ciento res-
tante fue pobre durante todo el periodo de 2004 
a 2007. Si consideramos como pobreza persis-
tente aquella que experimente una familia por 
más de dos años, antes de la crisis la pobreza per-
sistente suponía el 56 por ciento del total de la 
pobreza relativa para esos años (9,9/17,7 * 100). 

Por su parte, el 20,6 por ciento de pobreza 
relativa estimada para el periodo de crisis (2009-
2012) se distribuye en un 2,2 por ciento de fami-
lias situadas por debajo del umbral de la pobreza 
solo un año durante el período (porcentaje idén-
tico al calculado antes de la crisis, entre 2004 y 
2007), un 6,3 de familias pobres durante dos años 
(0,7 por ciento más que antes de la crisis), un 7,7 
de familias pobres durante tres años (0,9 por 
ciento más que en el periodo 2004-2007), y un 
4,4 por ciento de familias en riesgo de pobreza 
durante todo el periodo de crisis 2009-2012 
(frente al 3,3 anterior a la misma, es decir, un 1,1 
por ciento más). Utilizando la misma definición 
de pobreza persistente (aquella por encima de 
los dos años de duración), durante la crisis este 
tipo de pobreza se elevó al 59 por ciento del 
total de la pobreza relativa (12,1/20,6 * 100), un 
aumento de tres puntos porcentuales si compa-
ramos los periodos 2004-2007 y 2009-2012. 

5. Conclusión

La crisis ha dejado fuerte huella en la socie-
dad española. Los efectos han repercutido de 
una manera u otra sobre la inmensa mayoría de la 
población. Gran parte de la población ha visto 
reducirse sus ingresos y un porcentaje nada des-
deñable ha experimentado en un momento u 
otro alguna situación de precariedad.

Un país que se enfrenta a una crisis a 
menudo construye relatos sobre la batalla colec-
tiva que libra para superarla. El relato que se nos 
ha ofrecido desde instancias políticas y mediáti-
cas ha puesto el énfasis en el azote de la prima 
de riesgo, la falta de crédito que coarta las posi-
bilidades de crecimiento, las imposiciones de la 

troika, las llamadas del Gobierno a apretarse el 
cinturón, los recortes en servicios públicos cuyos 
beneficiarios potenciales somos todos. También 
se nos cuenta como “la gente está arrimando 
el hombro”, las familias están socorriendo a sus 
miembros más vulnerables y la solidaridad con 
los más necesitados se está disparando. La sen-
sación que se nos transmite es que el país, en su 
conjunto, está en crisis, sus ciudadanos la están 
gestionando colectivamente, y van a salir juntos 
de ella.

Se trata de un relato poderoso, que con-
tribuye a ofrecer cierto consuelo en tiempos de 
adversidad. En la historia de la Sociología son 
abundantes los análisis que demuestran cómo 
la privación relativa (empeorar cuando otros 
no empeoran, o mejorar menos que los demás) 
genera más malestar, si cabe, que la privación 
absoluta (Merton, 1938; Polanyi, 1935). Sin 
embargo, y sin ánimo de despojar a la sociedad 
de este mecanismo de alivio colectivo, la Sociolo-
gía tiene un compromiso con el realismo, y debe 
apuntar que los efectos sociales de la crisis eco-
nómica experimentados desde el año 2008 hasta 
muy recientemente no han sido nada “democrá-
ticos”. Sus azotes más dañinos han recaído prin-
cipalmente en los sectores más vulnerables de la 
sociedad. Allí, además, han encontrado víctimas 
propicias, debido a los bajos niveles de protec-
ción social de los que disfrutan en España deter-
minados segmentos de la población. El escaso 
desarrollo de la protección social para la infancia 
y las familias, así como el carácter fuertemente 
contributivo de la mayoría de prestaciones (en 
particular, las de protección frente al paro) han 
privado de colchones frente a la crisis a colecti-
vos que, por sus características, están especial-
mente necesitados de protección. La sociedad 
española ha confiado estos grupos a la protec-
ción asistencial que prestan, en última instancia, 
administraciones de ámbito local, y entidades sin 
ánimo de lucro.

El Estado de bienestar no estaba equipado 
para hacer frente a la crisis, y los españoles no 
lo estaban para percatarse dónde se situaban 
los colectivos más necesitados de protección. 
Preguntados a inicios de la crisis por los progra-
mas de bienestar que necesitan más recursos, 
los españoles han tendido a reclamarlos para las 
pensiones y la sanidad, relegando a un segundo 
lugar la protección por desempleo o los servicios 
sociales. Así, por ejemplo, en el estudio 2.765 del 
CIS (2008), el 80 por ciento de los españoles opi-
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naban que los pensionistas recibían poca o nin-
guna protección del Estado. Un porcentaje menor 
respondía lo mismo respecto a familias con hijos 
menores a su cargo (74 por ciento), jóvenes (68 
por ciento), parados (63 por ciento) o inmigran-
tes (38 por ciento). Puestos a elegir qué colec-
tivo debería estar mejor protegido, los españoles 
priorizan claramente a las personas mayores. Un 
32,7 por ciento dicen que el Estado debería pro-
teger, en primer lugar, a personas mayores que 
viven solas de forma independiente, un 12,9 por 
ciento a familias con mayores dependientes a su 
cargo, un 8,9 por ciento a pensionistas. Los para-
dos solo son priorizados por un 7,9 por ciento 
de la población; las familias con niños menores, 
por un 5,7 por ciento; los jóvenes, por un 4,5 por 
ciento, y los inmigrantes, por un 1 por ciento.

En términos comparativos, el sistema de 
bienestar en España presenta sesgos que se 
corresponden con las actitudes de la población 
española hacia la protección social y la solidari-
dad. Esa correspondencia añade dificultades a 
cualquier proyecto de reforma. Adaptar el Estado 
de bienestar para responder a las necesidades de 
sectores más vulnerables y procurar que, en 
futuros escenarios de crisis, pueda contenerse 
mejor el drama social que provoca el desempleo 
y la precariedad, requiere revisar viejas fórmulas 
de protección que se han revelado ineficaces e 
insolidarias. Para ello habrá que vencer inercias 
institucionales y construir nuevos relatos de legi-
timidad de la inversión pública que permitan 
convertir la lucha contra la exclusión en una prio-
ridad. Una prioridad que sienta como tal un con-
junto amplio de la sociedad.

Bibliografía

Arellano, A., Jansen, M. y S. Jiménez (2013), 
“Desigualdad salarial, crisis y reformas: bofeta-
das para todos, pero por turno”, Nada es Gratis, 
4 de noviembre (http://www.fedeablogs.net/
economia/?p=33459).

Atkinson, A. B. (1998), Poverty in Europe, 
Maldem, Blackwell.

Bonhomme, S. y L. Hospido (2012), “The cycle 
of earnings inequality: Evidence from Spanish 
Social Security Data”, IZA Discussion Papers 6669, 
Institute for the Study of Labor (IZA).

Bradshaw, J. y N. Finch (2010), “Family 
benefits and services”, en Castles, F. et al. (eds.), 
The Oxford Handbook of the Welfare State, Oxford, 
Oxford University Press: 462-479.

Centro de Investigaciones Sociológicas (2008), 
Actitudes hacia el Estado de Bienestar. Estudio 2765 
(http://www.cis.es/cis/opencm/ES/1_encuestas/
estudios/ver.jsp?estudio=8860). 

El País (2013), “El ajuste salarial se ceba 
en los estratos de trabajadores peor pagados”, 
18 de diciembre (http://economia.elpais.com/ 
e c o n o m i a / 2 0 1 3 / 1 2 / 1 7 / a c t u a l i d a d / 
1387309426_921242.html).

— (2015), “La rentas mínimas apenas lle-
gan a un tercio de los hogares sin ingresos”, 
El País, 1 de junio (http://economia.elpais.com/ 
e c o n o m i a / 2 0 1 5 / 0 5 / 3 1 / a c t u a l i d a d / 
1433102733_995554.html).

FMI (2014), Fiscal Policy and Income 
Distribution, Washington, International Monetary 
Fund.

García, J. S. (2013), “¿Cómo afecta la crisis a 
las clases sociales?”, Zoom Político, Madrid, Labo-
ratorio Alternativas.

Kenworthy, L. (2011), Progress for the Poor, 
Oxford, Oxford University Press.

Korpi, W. y J. Palme (1998), “The paradox of 
redistribution and strategies of equity: Welfare 
state institutions, inequality, and poverty in 
Western countries”, American Sociological Review, 
63: 661-687.

Malguesini, G. (2014), Informe sobre los 
sistemas de rentas mínimas en España, European 
Minimum Income Network (EMIN), Comisión 
Europea.

Marí-Klose, P. (2014), “Estado de bienestar y 
equidad”, Agenda Pública, eldiario.es, 28 de marzo 
(http://www.eldiario.es/agendapublica/impacto_
social/GRAFICO-bienestar-equidad_0_243575927.
html).

Marí-Klose, P. y M. Marí-Klose (2010), “Edad, 
vulnerabilidad económica y Estado de bienestar. 
La protección social contra la pobreza de niños y 
personas mayores”, Panorama Social, 14: 107-126.

— (2015), “Políticas de protección contra la 
pobreza infantil mediante transferencias mone-
tarias”, Revista Índice, 63: 38-40.



E m p o b r e c i m i e n t o  e n  t i e m p o s  d e  c r i s i s

Número 22. Segundo semestre. 2015PanoramaSOCIAL26

Marí-Klose, P. et al. (2008), Informe de la 
inclusión social en España, Barcelona, Obra Social 
de Caixa Cataluña.

Merton, R.K. (1938), “Social structure 
and anomie”, American Sociological Review, 3: 
672−682.

Negueruela, E. (2015), Informe de Empleo 
(2º. trimestre de 2015), Madrid, Fundación Pri-
mero de Mayo.

OCDE (2008), Growing Unequal, París, 
OCDE Publishing.

— (2014), Society at a Glance 2014, París, 
OCDE Publishing.

Piketty, Th. (2015), El capital en el siglo XXI, 
Madrid, Fondo de Cultura Económica.

Polanyi, K. (1989), La gran transformación, 
Madrid, Editorial La Piqueta.

Rawls, J. (2001), Teoría de la justicia, Madrid, 
Paidós Iberica.

Shanahan, S. E. y N.B. Tuma (1994), “The 
sociology of distribution and redistribution”, en 
Smelser, N.J. y R. Swerdlberg (eds.), The Handbook 
of Economic Sociology, NJ, Princeton, Princeton 
University Press: 733-765.

UNICEF (2011), Análisis y propuestas sobre 
pobreza infantil en España, Memoria de la jor-
nada celebrada en el CaixaForum Madrid el 13 de 
marzo de 2009 (http://www.unicef.es/sites/www.
unicef.es/files/Pobreza_Infantil_espana_unicef.pdf). 



27Número 22. Segundo semestre. 2015 PanoramaSOCIAL

La percepción subjetiva de la crisis: 
una aproximación alternativa  
a procesos de empobrecimiento  
y amenaza de desclasamiento

Pau Marí-Klose*,  Laura Fernández Martínez-Losa* y Albert Julià Cano**

RESUMEN

Muchos son los trabajos que han rastreado los 
efectos socioeconómicos de la crisis, apoyándose en 
indicadores objetivos de renta, gasto o situación labo-
ral. En este artículo se explora cómo ha afectado la cri-
sis a estados subjetivos de las personas en función de 
su ubicación objetiva en esquemas de clase. Con este 
fin, se examinan evolutivamente indicadores extraídos 
de distintas encuestas realizadas en España durante 
ese período.

1. Introducción

El análisis tradicional de la estratificación 
y la desigualdad tendía a dividir la sociedad 
en función de dos criterios: 1) cuánto dinero (o 
patrimonio) acumula la gente y 2) cuánto dinero 
gana. Esos criterios han facilitado el análisis esta-
dístico y descriptivo de una cuestión compleja. 
La premisa subyacente en la tradición marxista 
es que el nivel de la conciencia (y en última instan-
cia, el de la acción política) está determinado por 
un nivel infraestructural, de naturaleza estricta-
mente económica. En ese nivel infraestructural 
nos encontraríamos a personas que ocupan posi-

ciones distintas en el proceso de producción, que 
configuran intereses consistentes con esas posi-
ciones.

Ahora bien, también sabemos que gente 
con el mismo dinero hace cosas distintas con 
él. Una de las grandes aportaciones de la pers-
pectiva de Bourdieu al análisis de la desigualdad 
es haber puesto de relieve la importancia de los 
estilos de vida (Lamont, 1992, 2000; Weininger, 
2005). La posición social de los individuos en 
estructuras objetivas los predispone a desarrollar 
ciertas actitudes y comportamientos, pero esos 
“resultados” no están predeterminados. Deben 
ser cultivados e interiorizados en forma de habi-
tus, que a su vez juegan un papel de primer orden 
en la reproducción de las estructuras objetivas. 
Los habitus son esquemas generativos para pen-
sar el mundo y obrar en él, asociados a la posi-
ción social. El habitus hace que personas de un 
entorno social homogéneo tiendan a compartir 
estilos de vida parecidos. Se convierte así en una 
dimensión fundamental de la “clase social”: es la 
“clase incorporada”, corporeizada en forma de 
prácticas, destrezas, categorías de percepción y 
de apreciación. 

En el proceso de “incorporación” de la clase 
objetiva se fijan delimitaciones, fronteras entre 
clases con distinto habitus, y se “naturalizan”, olvi-
dando su carácter arbitrario y socialmente cons-
truido. Es lo que Bourdieu llama “distinción”. El 
goce de lo estético y refinado del arte en la clase 
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burguesa, por ejemplo, pasa a ser visto como una 
cualidad personal de individuos dotados con 
predisposiciones y talentos especiales, en lugar 
del producto de oportunidades de aprendizaje 
objetiva e históricamente desiguales respecto de 
las clases populares.

Esta concepción de clase social es menos 
rígida que la que, en el marxismo clásico, asociaba 
automáticamente una posición objetiva a unos 
intereses objetivos y una conciencia de clase, y 
atribuía todo lo que se apartaba de esta corres-
pondencia a alguna forma de alienación que 
condenaba a los individuos a tolerar un sistema 
social que los oprimía. Pero Bourdieu también ha 
sido criticado por no otorgar un protagonismo 
merecido a las experiencias subjetivas. La teo-
ría de Bourdieu permite entender, por ejemplo, 
por qué los individuos de clase burguesa tien-
den a parecerse entre sí, y a diferenciarse de las 
clases populares, pero tiene más dificultades en 
explicar la diversidad interna de estos bloques, o 
incluso la posibilidad de que individuos de cla-
ses populares compartan gustos y orientaciones 
burguesas (o viceversa).

En un mundo caracterizado por una cre-
ciente fragmentación de posiciones sociales 
objetivas es difícil entender los perfiles de la con-
ciencia colectiva sin examinar los universos de la 
experiencia y la vivencia subjetiva de la desigual- 
dad, reconociéndoles entidad propia, solo par-
cialmente derivada de las posiciones que los 
individuos ocupan en estructuras objetivas de 
clase social.

Las crisis son una buena oportunidad para 
analizar vivencias subjetivas de privación, agra-
vio material, reajuste de percepciones de clase 
en un marco en el que los efectos distributivos 
de la adversidad se distribuyen desigualmente. 
En una crisis económica como la que ha atrave-
sado nuestro país entre 2008 y 2014, no todo el 
mundo ha visto reducirse en la misma medida 
sus capacidades económicas. Como señalan  
diversos trabajos (OCDE, 2014; Marí-Klose y  Marí-
Klose, 2014; Martínez García, 2013), la crisis eco-
nómica se ha cebado particularmente con los 
grupos más desfavorecidos, que han visto cómo 
su situación se deterioraba de forma dramática. 
Pero también bastante evidencia sugiere que, 
aunque buena parte de las clases medias y altas 
han permanecido relativamente blindadas frente 
a la crisis, se han producido situaciones de dete-
rioro de condiciones de vida y movilidad descen-
dente. 

Las vivencias personales de la desigualdad 
están estrechamente relacionadas con estados 
psicológicos, y, a partir de ahí, influyen sobre las 
relaciones sociales, las orientaciones normativas 
e incluso las inclinaciones políticas, de manera 
independiente a las condiciones materiales que 
fundamentan la división en clases “objetivas”. 
Diversas formas de exclusión social y vulnerabi-
lidad (a las que los individuos están más expues-
tos durante las crisis) pueden producir malestar, 
apatía, angustia, resentimiento, varias formas de 
dolor social causadas por la incertidumbre res-
pecto al futuro, el sentirse rechazado, humillado, 
no ser tratado en correspondencia con lo que 
entendemos que nos merecemos. El aumento 
de la desigualdad se ha relacionado con el incre-
mento de los niveles de ansiedad y baja autoes-
tima (Wilkinson y Pikett, 2009) y el deterioro de 
la confianza social (Uslander, 2002; Rothstein y 
Uslander, 2005). Los seres humanos manifiestan 
un impulso primario a preservar su estatus social. 
En situaciones de desigualdad creciente apare-
cen amenazas a la identidad social y miedos a ser 
infravalorado, que pueden desembocar en estrés 
e irritabilidad, e incluso dar lugar a respuestas 
destructivas y violentas (Scheff, 2003; Gilligan, 
1996). Es más, diversos estudios han acreditado 
que estas amenazas socioevaluativas provocan 
alteraciones fisiológicas que pueden afectar a 
la salud de las personas (Dickerson y Kemeny, 
2004).

En un trabajo como este resulta imposible 
explorar todas estas conexiones. Nos limitamos 
a acercarnos a algunos de los estados emocio-
nales experimentados en la crisis a partir de 
los indicadores disponibles en bases de datos 
cuantitativos. Se trata de una aproximación a un 
tema bastante descuidado en la literatura espe-
cializada, centrada en el análisis de indicadores 
“objetivos” de renta, consumo y condiciones 
sociolaborales.

2.	 Indicadores de privación 
subjetiva

Los efectos económicos de la crisis eco-
nómica vivida en nuestro país entre 2008 y 2014 
han sido extensamente documentados en otros 
lugares. Son sobradamente conocidos los efectos 
de la crisis sobre el empleo, la calidad del empleo, 
los salarios, y las rentas de los hogares. Decenas 
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de informes han pregonado el incremento de 
la desigualdad y las tasas de riesgo de pobreza, 
señalando los grupos sociales más afectados por 
el deterioro de estos indicadores.

Algo menos conocidos son los efectos de 
la crisis sobre indicadores de privación y, en par-
ticular, indicadores de privación subjetiva. Estos 
indicadores utilizan la información sobre la opi-
nión que los propios individuos u hogares tienen 
acerca de su situación. Esta forma de entender la 
vulnerabilidad incide en la visión subjetiva que 
los hogares tienen de su posición económica, 
frente al enfoque objetivo que utiliza solamente 
variables observables y medibles. Hay diver-
sos indicadores de uso habitual en el análisis de 
esta dimensión. Al utilizar esta aproximación en 
la medición de la vulnerabilidad se supone que 
“cada individuo es el mejor juez de su propia 
situación” (Van Praag, Goedhart y Kapteyn, 1980) 
y, por tanto, se evitan en cierta forma los juicios 
de valor implícitos en las mediciones de pobreza 
relativa, como es la elección del umbral o la utili-
zación de escalas de equivalencia (INE, n.d.)

Una de las mediciones más conocidas es la 
llamada línea de Deeleck, que utiliza la informa-
ción proporcionada por la pregunta acerca de las 
dificultades de los hogares para llegar a fin de mes. 
Esta pregunta está integrada, de manera regular, 
en la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV), y 
permite comparaciones internacionales (al for-
mar parte del cuestionario de EU-SILC).

Los datos evolutivos de esta variable 
durante la crisis son bastante reveladores. El por-
centaje de personas que llegan con dificultad o 
mucha dificultad a fin de mes ha pasado del 28 
al 39,1 por ciento entre 2007 y 2014 (con mucha 
dificultad, del 11,1 por ciento al 17,5 por ciento). 
Este incremento (40 por ciento) es mucho más 
notable que el incremento de la tasa de riesgo 
de pobreza, que pasó del 19,7 al 23,5 por ciento 
(apenas un 19,7 por ciento).

Es interesante comprobar que este 
aumento de la privación subjetiva no se distri-
buye homogéneamente. Donde se ha extendido 
con más virulencia es en los grupos económi-
camente más desfavorecidos, como se puede 
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Gráfico 1

Tasa de pobreza relativa (umbral 60 por ciento de la mediana) y porcentaje de personas 
que declaran llegar con (mucha) dificultad a fin de mes (2004-2014)

Pregunta: “Un hogar puede tener diferentes fuentes de ingresos y más de un miembro del hogar puede contribuir con sus ingresos. En relación con el total de 
ingresos de su hogar, ¿cómo suelen llegar a fin de mes?”.

Nota: La serie de datos sobre riesgo de pobreza utiliza ingresos registrados según la metodología “antigua” (basada en la declaración de los entrevistados). 
En los últimos años, el Instituto Nacional de Estadística ha dejado de publicar estos datos, optando por una nueva metodología que emplea fuentes tributarias. 
Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2004-2014).
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observar en el cuadro 1. En las decilas más bajas, 
la percepción subjetiva de llegar con dificultad a 
fin de mes se generaliza.

Algo parecido sucede cuando examina-
mos otros de los indicadores más conocidos, 
como el porcentaje de hogares que no pueden 

hacer frente a gastos imprevistos (cuadro 2), o la 
proporción que cree que el pago de la vivienda 
representa una carga pesada (cuadro 3). En las 
decilas de ingresos más bajos, el empeoramiento 
de la percepción subjetiva es más evidente, pero 
los problemas se extienden hasta los segmentos 
intermedios. 
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d 
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ns
um

o) 1 49,3 72,4 23,1
2 45,3 71,7 26,4
3 39,3 57,2 17,9
4 32,7 49,8 17,1
5 28,3 37 8,7
6 23,3 34,1 10,8
7 22,4 27 4,6
8 19,9 19,8 -0,1
9 13,5 13,7 0,2

10 6,7 8,4 1,7

Cuadro 1

Porcentaje de personas que declaran llegar con (mucha) dificultad a fin de mes, según decilas  
de ingresos equivalentes (2007 y 2014)

Pregunta: “Un hogar puede tener diferentes fuentes de ingresos y más de un miembro del hogar puede contribuir con sus ingresos. 
En relación con el total de ingresos de su hogar, ¿cómo suelen llegar a fin de mes?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2007 y 2014).
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(incremento)

D
ec

ila
s 

de
 in

gr
es

os
 e

qu
iv

al
en

te
s 

(in
gr

es
os

 p
or

 u
ni

da
d 

de
 c
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m
o) 1 55,3 78,1 22,8

2 49,1 76,6 27,5
3 44,3 65,4 21,1
4 35,7 57,6 21,9
5 30,6 42,4 11,8
6 31,9 37,3 5,4
7 25,4 29,2 3,8
8 18,6 20,8 2,2
9 12,1 11,6 -0,5

10 4,7 7,6 2,9

Cuadro 2

Porcentaje de personas que declaran no poder hacer frente a gastos imprevistos, según decilas  
de ingresos equivalentes (2007 y 2014)

Pregunta: “¿Cree que su hogar tiene capacidad para hacer frente a un gasto imprevisto de 650 euros con sus propios recursos?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2007 y 2014).
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Los siguientes cuadros (4, 5 y 6) recogen 
las mismas dimensiones de pobreza subjetiva, 
según la clase social. Se adopta aquí la cono-
cida como clasificación de Goldthorpe (Erikson y 
Goldthorpe, 1993), que combina categorías ocu-
pacionales comparables en cuanto a las fuen-
tes, los niveles de renta y otras condiciones de 

empleo, como la autonomía en el ejercicio de las 
funciones, la localización de la ocupación en el 
sistema de autoridad, la seguridad económica y 
las posibilidades de mejora económica. 

Los resultados de esta operación sitúan 
claramente a tres grupos ocupacionales como 

2007 2014 Diferencial 
(incremento)

D
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s d
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de
 co

ns
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o) 1 64,4 78,5 14,1
2 62,4 81,1 18,7
3 59,9 73 13,1
4 54,3 68,2 13,9
5 52,1 59 6,9
6 45 57 12
7 47,2 51,8 4,6
8 45,7 46,5 0,8
9 40 40,2 0,2

10 23 29,1 6,1

Cuadro 3

Porcentaje de personas para las que los gastos de vivienda suponen una carga pesada, según  
decilas de ingresos equivalentes (2007 y 2014)

Pregunta:  “Dígame si los gastos totales de esta vivienda, incluyendo alquiler, seguros, electricidad, calefacción, comunidad, impuestos 
municipales y otros gastos que tenga la vivienda suponen para el hogar: carga pesada; carga razonable; ninguna carga”.

Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2007 y 2014).

2007 2014 Diferencial 
(incremento)

Ia Clase de servicio 7,5 15,2 7,7
Ib Empresarios con asalariados 13 9,5 -3,5
II Clase de servicio bajo 19,6 28,5 8,9
IIIa No manual no cualificado 24,9 37,7 12,8
IVab Autónomos 16,5 26,8 10,3
V Supervisores 24,7 47,5 22,8
VI Obreros cualificados 31,4 50,4 19
VIIa Obreros no cualificados 43,3 59,5 16,2
IVc/VIIb Agricultores y jornaleros 30,4 39,7 9,3
Sin información 32,5 44,8 12,3

Cuadro 4

Porcentaje de personas a las que resulta (muy) difícil llegar a fin de mes, según clase social 
(2007 y 2014)

Pregunta:  “Un hogar puede tener diferentes fuentes de ingresos y más de un miembro del hogar puede contribuir con sus ingresos. 
En relación con el total de ingresos de su hogar, ¿cómo suelen llegar a fin de mes?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2007 y 2014).
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grandes afectados por la crisis: la clase V (super-
visores de trabajadores manuales, técnicos de 
grado medio), la clase VI (obreros cualificados) y  
la clase VII (obreros no cualificados). La clase V se 
ha visto muy afectada por los recortes y la con-
gelación de contratación en el sector público de 
técnicos de grado medio.

Es necesario apuntar, sin embargo, que los 
resultados de todas las categorías no son estric-
tamente homogéneos en los tres cuadros, lo que 
sugiere la existencia de dimensiones de vulne-
rabilidad que no pueden capturarse con un solo 
indicador. Por ejemplo, la clase IVc/VIIb de agri-
cultores presenta altos niveles de vulnerabilidad 

2007 2014 Diferencial 
(incremento)

Ia Clase de servicio 8,9 13,5 4,6
Ib Empresarios con asalariados 5,1 6 0,9
II Clase de servicio bajo 16,5 28,3 11,8
IIIa No manual no cualificado 26,5 41,9 15,4
IVab Autónomos 12 28,9 16,9
V Supervisores 22,4 45,3 22,9
VI Obreros cualificados 36,8 53,5 16,7
VIIa Obreros no cualificados 49,7 67 17,3
IVc/VIIb Agricultores y jornaleros 34 52,2 18,2
Sin información 33,4 47,2 13,8

Cuadro 5

Porcentaje de personas que declaran no poder hacer frente a gastos imprevistos, según  
clase social (2007 y 2014)

Pregunta:  “¿Cree que su hogar tiene capacidad para hacer frente a un gasto imprevisto de 650 euros con sus propios recursos?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2007 y 2014).

2007 2014 Diferencial 
(incremento)

Ia Clase de servicio 28,6 37,4 8,8
Ib Empresarios con asalariados 25,6 30,3 4,7
II Clase de servicio bajo 40,7 48,2 7,5
IIIa No manual no cualificado 48,2 57,9 9,7
IVab Autónomos 37,8 48,2 10,4
V Supervisores 51,9 62,5 10,6
VI Obreros cualificados 53,5 67,5 14
VIIa Obreros no cualificados 58,3 73,2 14,9
IVc/VIIb Agricultores y jornaleros 51,5 55,9 4,4
Sin información 54,1 62,6 8,5

Cuadro 6

Porcentaje de personas paras las que los gastos de vivienda suponen una carga pesada, según  
clase social (2007 y 2014)

Pregunta:   “Dígame si los gastos totales de esta vivienda, incluyendo alquiler, seguros, electricidad, calefacción, comunidad, impuestos 
municipales y otros gastos que tenga la vivienda suponen para el hogar: carga pesada; carga razonable; ninguna carga”.

Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2007 y 2014).
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subjetiva en el indicador sobre la posibilidad de 
hacer frente a gastos imprevistos, pero baja en 
los otros dos. Estas percepciones subjetivas son 
consistentes con unas pautas de ingresos bajos 
en entornos rurales donde el coste de la vida (en 
términos generales) también lo es, y el boom 
inmobiliario no incidió tan notablemente en el 
precio de las viviendas y la carga que soportan 
las familias.

Como es de esperar, las clases más acomo-
dadas expresan bajos niveles de vulnerabilidad 
subjetiva. La inmensa mayoría de los miembros 
de la clase de servicio y empresarios con asala-
riados (Ia y Ib) no tienen dificultades para llegar a 
final de mes o hacer frente a un gasto imprevisto. 
Pero están más cerca de otros grupos en sus per-
cepciones sobre la vivienda como carga pesada, 
posiblemente en muchos casos como resultado 
de inversiones importantes realizadas en las eta-
pas previas a la crisis.

Los empresarios con asalariados (IIb) y 
autónomos (VIab) expresan niveles de vulne-
rabilidad subjetiva creciente en relación a otro 
indicador: desembolsos y préstamos no relacio-
nados con la vivienda. Respecto a este indica-
dor se hallan situados junto a otros grupos más 
desfavorecidos (cuadro 7). La crisis ha afectado 
a la facturación de muchas empresas, peque-

ños negocios y autónomos, incrementando las 
cargas que suponen los pasivos en que pueden 
haber incurrido.

3.	 Valoración retrospectiva 
de los efectos de la crisis

Muchos son los españoles que han sufrido 
la crisis de una manera u otra. Algunos han per-
dido su empleo, otros han visto cómo lo perdían 
allegados o cómo disminuían sus ingresos como 
consecuencia de una congelación o de un recorte 
salarial. Los datos de que disponemos acreditan 
la existencia de una conciencia muy extendida 
de empeoramiento de la situación económica 
personal. En enero de 2011, una encuesta del 
Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) pre-
guntaba a los españoles si su situación econó-
mica era mejor, igual o peor que un año antes. 
Se trata de una pregunta que viene haciéndose 
desde el año 1992, pero de manera irregular. 
Entre abril de 1992 y septiembre de 1993, en 
plena crisis económica, se preguntó tres veces. 
El porcentaje de españoles que indicaban que su 
situación económica personal había empeorado 
subió del 25 al 39 por ciento. La pregunta volvió 
a formularse en abril de 1995 y marzo de 1996, 

2007 2014 Diferencial 
(incremento)

Ia Clase de servicio 31,3 39,6 8,3
Ib Empresarios con asalariados 20,9 59,5 38,6
II Clase de servicio bajo 46,8 54,9 8,1
IIIa No manual no cualificado 51,8 62,1 10,3
IVab Autónomos 45,1 69,2 24,1
V Supervisores 48,6 56,2 7,6
VI Obreros cualificados 58,6 65,7 7,1
VIIa Obreros no cualificados 62,6 70,4 7,8
IVc/VIIb Agricultores y jornaleros 65,8 68,3 2,5
Sin información 54,9 62,5 7,6

Cuadro 7

Porcentaje de personas para las cuales los desembolsos y préstamos no relacionados  
con la vivienda suponen una carga pesada, según clase social (2007 y 2014)

Pregunta: “¿Usted o algún miembro del hogar, tiene que efectuar en fechas próximas desembolsos por compras a plazos o por 
devolución de préstamos (distintos de hipotecas u otros préstamos relacionados con la vivienda principal)?”, “Dígame si estos 
desembolsos constituyen para el hogar: carga pesada; carga razonable ninguna carga”.

Fuente: Elaboración propia a partir de ECV (2007 y 2014).
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arrojando cifras sensiblemente más bajas: 28,8 
y 19,2 por ciento, respectivamente. En los años 
posteriores, España entró en un período de clara 
recuperación económica, que se reflejó en estos 
porcentajes. La proporción de españoles que 
calificaban su situación económica como  peor 
que un año antes se estabilizó en torno al 11 por 
ciento, para subir ligeramente en 2002, permane-
ciendo en torno al 15-16 por ciento hasta 2006. 
La pregunta no volvió a plantearse hasta enero 
de 2011. En ese momento, el porcentaje de espa-
ñoles según los cuales su situación económica 
personal era peor que un año atrás alcanzó un 
insólito 51,3 por ciento, muy por encima de las 
cifras de la crisis de inicios de los años noventa1. 

La sensación de que la situación econó-
mica personal ha empeorado es bastante tras-
versal, aunque los individuos pertenecientes a 
las clases obreras son los que muestran los por-
centajes más altos. Utilizando la clasificación 
de clase social que realiza el CIS, basada en una 
simplificación del esquema de Goldthorpe2, los 
resultados son los recogidos en el cuadro 8.

El elevado paro que sufren los obreros es 
responsable principal de esta valoración retros-
pectiva de su situación. El 72 por ciento de los 
parados señalaron, en enero de 2011, que su 
situación económica personal se había deterio-
rado en los últimos doce meses. Es necesario 
apuntar, sin embargo, el alto porcentaje de pro-
pietarios de pequeños negocios que coincidie-
ron en esta apreciación. El 63 por ciento de ellos 
declararon que su situación había empeorado 
(aunque conviene tomar los datos con cautela 
por el pequeño tamaño de la submuestra)3.

Preguntar por la evolución de la situación 
económica personal en el último año tiene limi-
taciones evidentes. Algunos españoles han visto 
cómo sus situaciones de adversidad se han pro-
longado durante más de un año –especialmente 
a medida que avanzaba la crisis– y esta contin-
gencia no puede ser capturada por un indicador 
que se centra exclusivamente en el período de 
los últimos doce meses.

Un segundo indicador permite aproxi-
marnos un poco más a la realidad de los efectos 
subjetivos de la crisis. En el barómetro del CIS de 
diciembre de 2011 (estudio 2923), se preguntó  a 
los entrevistados por el grado de afectación per-
sonal por la crisis en una escala de repercusión 
0-10. Los resultados evidencian que la mayoría 
de los españoles se sienten bastante o muy afec-
tados. El 56,4 por ciento se sitúa en el punto 7 o 
por encima, y un 26,2 por ciento en los puntos 
9-10. Muy pocos indican que, a finales de 2011, 
la crisis no les afectaba nada (puntos 0 y 1 en la 
escala). Los datos evidencian que, en este caso, 

Mejor Igual Peor

Clase alta/media-alta 8,1 47,7 43,7
Nuevas clases medias 4,9 45,7 48,2
Viejas clases medias 2,2 44,1 52
Obreros cualificados 2,7 40,5 55,5
Obreros no cualificados 5,6 37,6 54,7

Cuadro 8

Valoración de la situación económica respecto a los últimos doce meses, según clase social (2011)

Pregunta: “¿Diría que su situación económica personal está mejor, igual o peor que hace un año?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de CIS (estudio 2860).

1 En abril de 2015, el barómetro de la empresa GESOP 
planteó la misma pregunta (con una formulación ligeramente 
distinta), y el porcentaje de personas que dijeron que su situa-
ción económica personal había empeorado en el último año 
era ya solo del 27,8 por ciento. En Cataluña, los barómetros 
del Centre d’Estudis d’Opinió (organismo público dependiente 
de la Generalitat de Cataluña) han preguntado desde 2006 a 
2013 sobre la valoración retrospectiva de la situación econó-
mica personal. Los datos muestran una clara evolución nega-
tiva: 27,9 por ciento en 2006, 30,7 por ciento en 2007, 39,7 por 
ciento en 2008, 39,2 por ciento en 2009, 44,7 por ciento en 
2010, 45,9 por ciento en 2011, 51,1 por ciento en 2012, y 52,3 
por ciento en 2013.

2 Más detalles en http://www.cis.es/cis/export/sites/
default/-Archivos/NotasdeInvestigacion/NI010_CNO11-
CNAE09_Informe.pdf

3 El tamaño de la submuestra de pequeños empresarios 
es de 99 casos.



3535

P a u  M a r í - K l o s e ,  L a u r a  F e r n á n d e z  M a r t í n e z - L o s a  y  A l b e r t  J u l i à  C a n o

Número 22. Segundo semestre. 2015 PanoramaSOCIAL

existen diferencias notables en el porcentaje de 
personas muy afectadas en función de la clase 
social a la que pertenecen (cuadro 9). Algo más 
de uno de cada tres obreros no cualificados se 
clasifican en esta casilla.

Los desempleados, principalmente, vuel-
ven a describirse como “muy afectados” (9-10). El 
54,6 por ciento se sitúa en estas casillas. Aun así, 
es pertinente señalar que ningún grupo socio-
profesional parece blindado frente a la crisis.  El 
25,8 por ciento de los pequeños empresarios y 
el 19,2 por ciento de los directivos declaran que 
la crisis les afecta mucho. Solo entre técnicos y 
cuadros medios este porcentaje se sitúa por 
debajo del 10 por ciento (concretamente, en el 
8,4 por ciento).

4.	 Las incertidumbres 
respecto al empleo  
y la situación económica 
futura

Como hemos apuntado en la sección ante-
rior, a lo largo de la crisis los desempleados se 
han sentido particularmente afectados por ella. 
Son muchos los estudios que muestran la asocia-
ción del desempleo con situaciones de malestar. 
Los desempleados corren el riesgo de entrar en 
dinámicas perversas y arrastrar con ellos a sus 
allegados. Para algunas personas, la experiencia 
del desempleo, especialmente cuando es dura-

dera, puede representar un revés serio en sus 
vidas, con efectos negativos sobre su capacidad 
de integración social e incluso su salud mental. 
El desempleo puede causar importantes daños 
psicológicos, conduciendo a la pérdida de auto-
estima (Gallie, Marsh y Vogler, 1994; Warr, 1987; 
Winefield y Tiggerman, 1985). 

En la crisis, el paro, o la amenaza de que-
darse parado, ha dejado de ser una fuente de 
ansiedad que afecta a una minoría de la pobla-
ción. En distintas encuestas del CIS se ha pregun-
tado a los entrevistados si en los últimos cinco 
años se han encontrado alguna vez en paro o 
con la amenaza de paro. Mientras en septiembre 
de 2007, solo un 26,5 por ciento de la población 
daba una respuesta afirmativa a esta cuestión, en 
marzo de 2014, el 41,9 por ciento respondía de 
este modo. 

La situación se ha generalizado entre los 
obreros no cualificados. Un 52 por ciento de 
ellos indican que se han encontrado en paro o 
con amenaza de paro. También es muy común 
en los obreros cualificados (45 por ciento). Pero 
se ha extendido asimismo en otros grupos socia-
les, tradicionalmente más protegidos. El 32,6 
por ciento de los directivos y profesionales, y el 
33,1 por ciento de los técnicos y cuadros medios, 
declaran haberse hallado en paro o con amenaza 
de paro.

Desde septiembre del 2004, el CIS tam-
bién pregunta a los españoles que trabajan en 
qué medida están preocupados de quedarse sin 

Clase alta/
media-alta

Nuevas clases 
medias

Viejas clases 
medias

Obreros  
cualificados

Obreros  
no cualificados

No le afecta nada (0-1) 5,5 4,4 6,8 5,2 3,2
(2-3) 13,6 7,5 5,8 6,4 7,9
(4-6) 36,3 33,5 27,4 27,9 23,5
(7-8) 31 29,4 32,9 30 27,6
Les afecta mucho (9-10) 13,3 25 26,6 29,8 36,2
N.S. 0 0,2 0,3 0,5 0,6
N.C. 0,2 0 0,3 0,1 0,9

Cuadro 9

Escala de repercusión de la crisis económica, según clase social (2011)

Pregunta:  “Con respecto a su situación económica personal, dígame cuánto le está afectando la crisis económica. Utilice una escala 
de 0 a 10 en la que el 0 significa que ‘no le afecta nada’ y el 10 que ‘le afecta mucho’”.

Fuente: Elaboración propia a partir de CIS (estudio 2923).
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trabajo o de estar desempleados en los próximos 
doce meses. El porcentaje de los que se declaran 
“muy preocupados” se ha incrementado nota-
blemente. Pasa del 13,3 por ciento en 2004 a un 
máximo del 34 por ciento en noviembre de 2013. 
También aumenta, aunque algo menos, la pro-
porción de personas solo “preocupadas”. El gran 
salto entre dos tomas del pulso de la gente se 
verifica entre noviembre de 2007 y diciembre de 
2008, periodo durante el cual la proporción 
de personas “muy preocupadas” pasó del 13,6 
por ciento al 24,6 por ciento, coincidiendo con el 
inicio de la crisis.

Los cuestionarios de los estudios del CIS no 
nos permiten, en este caso, reconstruir la clase 
social del entrevistado, pero sí tenemos informa-
ción sobre la ocupación en grandes categorías. 
Los grupos en los que la proporción de personas 
muy preocupadas es más alta en 2013 son los 
“peones de la agricultura, pesca, etc.” (61,4 por 
ciento), los “trabajadores no cualificados” (48,2 
por ciento), los “trabajadores cualificados en la 
industria y la construcción” (43,6 por ciento) y los 
“camareros y dependientes de comercio” (38,1 
por ciento). En el extremo contrario encontramos 
a “dueños de negocio” (18,5 por ciento) y “profe-
sionales por cuenta ajena (médicos, abogados)”. 
Al comparar los datos de 2007 y 2013, destaca el 
salto en el nivel de preocupación de los trabaja-
dores cualificados de la industria y construcción, 
entre los cuales el porcentaje de “muy preocupa-
dos” registró un aumento de 25 puntos.

Una última serie destacable del CIS es la de 
la valoración prospectiva de la situación econó-
mica personal a un año. Se pregunta a los entre-
vistados si creen que, en el plazo de un año, su 
situación será mejor, igual o peor. Las tomas de 

opinión del CIS existen desde 1995. A los efectos 
que interesan aquí, el CIS realizó la pregunta en 
diciembre de 2006 para posteriormente plan-
tearla en abril de 2011, y con posterioridad, con 
una periodicidad de uno o dos meses. Entre 
diciembre de 2006 y abril de 2011, la valoración 
negativa subió 5,3 puntos, del 8,4 por ciento al 
13,7 por ciento. En el año siguiente se incrementó 
extraordinariamente, hasta alcanzar un máximo 
del 27,1 por ciento en noviembre de 2012. Poste-
riormente, el porcentaje de personas que prevén 
un futuro peor se ha desinflado, hasta situarse en 
niveles precrisis a partir de enero de 2015.

En el momento de mayor pesimismo, 
las valoraciones negativas resultaban especial-
mente elevadas entre obreros cualificados y no 
cualificados. El 31,2 por ciento de unos y otros 
anticipaban una peor situación económica per-
sonal en un año. Una comparación entre los tres 
momentos mencionados en el párrafo anterior 
ofrece muchas pistas acerca de los principales 
efectos de la crisis sobre la valoración prospec-
tiva de la situación económica personal de las 
distintas clases sociales. Como puede obser-
varse en el cuadro 10, la situación es parecida en 
diciembre de 2006 (antes de la crisis) y enero de 
2015 (coincidiendo con el inicio de la recupera-
ción). En todos los grupos de clase, el porcentaje 
de personas que piensan que su situación econó-
mica será peor es bajo, aunque aparentemente 
se ha abierto una pequeña brecha entre las cla-
ses medias y los obreros no cualificados. Las 
grandes diferencias se advierten en noviembre 
de 2012 (columna de enmedio). 

Los datos sugieren  que, si bien las incer-
tidumbres respecto al futuro se extienden de 
manera trasversal, los mayores efectos se con-

Dic-06 Nov-12 Ene-15

Clase alta/media-alta 7,6 26,1 7,3
Nuevas clases medias 8,1 22,4 8,3
Viejas clases medias 10 24,3 8,9
Obreros cualificados 8,1 31,2 8,2
Obreros no cualificados 9,4 31,2 11,8

Cuadro 10

Porcentaje de españoles que prevén un empeoramiento de su situación económica en un año,  
según clase social (2006, 2012 y 2015)

Pregunta: “¿Y cómo cree Ud. que será su situación económica personal dentro de un año: mejor, igual o peor que ahora?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de CIS (estudios 2666, 2966 y 3050).
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centran en los grupos más desfavorecidos. Con 
ello se acredita una cierta correspondencia entre 
lo que sabemos acerca de la evolución de indica-
dores de renta y empleo en distintos grupos y la 
de percepciones subjetivas. Eso no resta impor-
tancia a los cambios que –a pesar de su mag-
nitud sensiblemente inferior– se producen en 
los distintos segmentos de la clase media. En la 
siguiente sección exploramos hasta qué punto 
estos cambios se traducen en un reajuste en las 
percepciones de clase subjetiva.

5.	 Autoposicionamiento 
y percepciones de clase 
subjetiva

La gente se sabe situada socialmente, por 
encima y por debajo de otras personas. Pregun-
tados por ello, no suelen tener excesivos pro-
blemas para situarse en una escala que va de 1 

(posición más baja) a 10 (más alta), o en recono-
cerse como clase alta, media-alta, media, media-
baja o baja.

El CIS permite reconstruir cómo se ubican 
los individuos en escalas de riqueza (1-10) y de 

clase social. Por lo que se refiere a la primera, 
pocos son los españoles que se reconocen como 
“muy pobres”. En la serie partimos de valores 
muy bajos (2,3 por ciento en 2006) hasta alcan-
zar el 8,4 por ciento en 2013. El cambio más sig-
nificativo es el de españoles que se sitúan en la 
antesala de la pobreza (valores 3-4 en la escala 
subjetiva): su proporción pasa de menos de un 
cuarto (22,5 por ciento) en 2007 a más de un ter-
cio (36,9 por ciento) en 2013 (gráfico 2).

En la serie, tampoco prácticamente nadie 
se identifica como “muy rico”. Ubicarse allí posi-
blemente contravenga predisposiciones norma-
tivas contra la ostentación. Lo cierto es que solo 
el 0,1-0,3 por ciento se sitúa en estas posiciones4.  
La mayoría de la población se sitúa en las posicio-
nes intermedias (5-6). Durante los años de crisis, 
ese porcentaje ha disminuido algo más de diez 
puntos, coincidiendo con el aumento de las per-
sonas que se autoubican en los puntos más bajos 
de la escala. 

El CIS también recoge desde 2004 un indi-
cador de clase social subjetiva. Y desde 2004, algo 
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Gráfico 2

Escala de autoubicación de riqueza [0-10] (2005-2013)

Pregunta:  “Imagínese una escalera de 10 peldaños, en la que en el ‘1’ se ubican las personas más pobres y en el ‘10’ se ubican las personas más ricas. ¿Dónde 
se ubicaría Ud.?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de CIS (estudios 2622, 2662, 2742, 2781, 2820, 2843, 2847, 2911 y 3005).

4 También es posible que la encuesta no haya sido admi-
nistrada a individuos situados en esas posiciones en corres-
pondencia con su representatividad poblacional debido a las 
dificultades para entrevistarlos (Page, Bartels y Seawright, 2011).
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más del 50 por ciento de los españoles se sitúan 
en la “clase media” (una tendencia común en dis-
tintos países)5. Cerca de un tercio se sitúa en la 
“clase media-baja”, y proporciones más reduci-
das se identifican como “clase baja” o “media-
alta”. Una exigua cantidad de españoles se define 
como “clase alta”.

Al igual que sucede con la escala de 
riqueza, los datos sugieren una reticencia a 
situarse en las clases extremas (gráfico 3). En 
2007, solo el 0,5 por ciento de las personas que 
bajo los criterios socioprofesionales del CIS for-
marían la clase media-alta y alta, se reconocían 
como clase alta (y un 15,8 por ciento se recono-
cían de clase media-alta). En el otro extremo, solo 
el 10 por ciento de los obreros no cualificados se 
identificaban como clase baja (estudio 2731).

Sea como sea, como puede observarse en 
el gráfico 3, el posicionamiento de los españo-
les ha variado significativamente en los últimos 
años, en direcciones muy ilustrativas. Hasta 2007 
aumentaron ligeramente quienes se considera-
ban clase media y clase media alta. A partir de 
2008 disminuyeron, y se incrementaron quie-
nes se percibían como clase media baja o baja 
(estos últimos prácticamente se triplicaron desde 
2007). En 2013, los españoles que se definían 
como clase media-baja y baja sumaban conjun-
tamente 18,1 puntos más que en 2007. A partir 
de 2014, la caída de la clase media se ha rever-
tido ligeramente, coincidiendo con la mejora de 
las perspectivas económicas.

Los datos reflejan, en buena medida, el 
empobrecimiento general de la sociedad, pro-
vocado por la crisis, y el hecho de que la mayor 
incidencia de ese deterioro se da en los segmen-
tos más desfavorecidos. Aunque, la mayoría de 
la población sigue identificándose como clase 
media, el porcentaje ha disminuido, y esta dismi-
nución no ha sido homogénea.

El 2007 fue un año de euforia: el 56,7 por 
ciento de los parados se identificaban como 
clase media, y el 3,2 por ciento como media-alta 
(un 32,5 por ciento como media-baja). Solo el 6,5 
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Gráfico 3

Autoposicionamiento de clases (2004-2015)

Pregunta:  “¿A qué clase social diría Ud. que pertenece?”.

Nota: No existen datos de 2006.

Fuente: Elaboración propia a partir de CIS (estudios 2559, 2594, 2731, 2773, 2816, 2846, 2918, 2967, 3007, 3019 y 3079).

5 Se ha sugerido que los individuos tienden a evitar cata-
logaciones como clase “baja” o “alta”, que violan normas socia-
les extendidas que favorecen el igualitarismo (Adair, 2001). 
Por otra parte,  las personas tienden a evaluarse en función 
de la posición que ocupan en sus entornos cercanos. En una 
sociedad donde la segregación y la homogamia son comunes, 
lo habitual es que encuentren e interactúen tanto con perso-
nas con estatus más alto que ellas como con otras con estatus 
más bajo, por lo que, de modo natural, tienden a verse así en 
posiciones intermedias (Evans y Kelley, 2004).
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por ciento se situaban en la clase baja. En 2012, 
la euforia había remitido. El porcentaje de para-
dos que se autoposicionaban en la clase media 
o media alta había disminuido al 43 por ciento, 
mientras que  habían aumentado los que se iden-
tificaban como clase media-baja (37,9 por ciento) 
o baja (17,1 por ciento). 

Durante la crisis, el volumen de quienes se 
perciben como clase media o media alta también 
se ha reducido en la clase trabajadora tradicional. 
Por ejemplo, entre los obreros no cualificados, la 
proporción de quienes se sitúan en la clase media 
o media-alta pasó del 66,9 por ciento en 2007 al 
54,3 por ciento en 2014, y, entre los obreros cuali-
ficados, del 69,3 por ciento al 53,6 por ciento. 

Las caídas de estos porcentajes en gru-
pos socioeconómicos más acomodados son 
algo más limitadas. En 2007, un 87,1 por ciento 
de directivos y profesionales se consideraban de 
clase media o superior. Cinco años de crisis des-
pués, la proporción había bajado a un 82,9 por 
ciento, y al final de la crisis se situaba en 73,6 
por ciento. El descenso de los pequeños empre-
sarios fue más lento. En 2012, el porcentaje 
de los que se situaban en la clase media supe-
raba incluso  al registrado en 2007. Pero al final 
del periodo, la caída relativa alcanzó un 15 por 
ciento. El descenso menos acusado se produjo 
entre técnicos y cuadros medios, con una caída 
del 8 por ciento. Si se tiene en cuenta la variación 
relativa respecto al volumen inicial, el adelgaza-
miento de la clase media parece obedecer fun-
damentalmente al adelgazamiento de una “falsa 
conciencia” de clase media en grupos que, de 
acuerdo a criterios “objetivos”, no serían clasifica-
bles en la clase media.

Aunque la mayoría de los españoles siguen 
autoubicándose en la clase media, la crisis ha 
traído consigo un reposicionamiento de algu-
nos, especialmente de aquellos que atraviesan la 
experiencia del desempleo o desarrollan trabajos 
de baja cualificación. A la vista de las circunstan-
cias, les resulta cada vez más difícil verse como 
miembros de la clase media.

En una encuesta reciente de la Funda-
ción CSIC (Solidaridad intergeneracional y Estado 
de Bienestar) encontramos algunos datos más 
que nos permiten abordar estas cuestiones. En 
el cuestionario de la encuesta se pregunta a los 
entrevistados cuál es su posición subjetiva actual 
en una escala de clase, donde “1” es la más baja 
y “10” la más alta. También se les pregunta cuál 
era, a su juicio, su posición diez años antes. A par-
tir de estos datos, cabe identificar los procesos 
de movilidad “subjetiva” que se han producido, 
tanto ascendente como descendente. Aquí nos 
limitamos a analizar los individuos de 45 o más 
años, para controlar las distorsiones que provo-
carían los procesos de transición a la vida adulta.

Los resultados sugieren que, en la última 
década, han predominado los procesos de movi-
lidad descendente: el 46,7 por ciento baja en la 
escala, el 45,7 por ciento se mantiene, y solo un 
7,5 por ciento sube. La movilidad ascendente 
es excepcional, salvo en el grupo de directivos/
gerentes/empresarios con más de cinco traba-
jadores. En este grupo también es bastante alto 
el porcentaje de personas que declaran que han 
perdido posiciones (50 por ciento).

El grupo con mayor volumen de personas 
que experimentan procesos de movilidad des-

2007 2012 2014 Variación relativa
2007-2014 (%)

Parados 60 43 41 -31,6
Obreros no cualificados 66,9 56,2 54,3 -18,8
Obreros cualificados 69,3 53 53,6 -22,6
Directivos y profesionales 87,1 82,9 73,6 -15,5
Técnicos y cuadros medios 86,1 82 79 -8,2
Pequeños empresarios 70,8 73,7 59,7 -15,7

Cuadro 11

Porcentaje de personas que se sitúan en la clase media o media-alta, según situación profesional, 
y variación relativa (respecto al valor inicial, 2007-2014)

Pregunta: “¿A qué clase social díria Ud. que pertenece?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de CIS (estudios 2594, 2967 y 3019).
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cendente se encuentra en la categoría “trabaja-
dor/obrero industria y construcción/agricultores”. 
El descenso se produce fundamentalmente como 
consecuencia de la pérdida de empleo. Si en 

un modelo de regresión logística se controla la 
situación laboral actual del individuo (trabaja, en 
paro, inactivo), además de edad y nacionalidad, 
emerge un efecto robusto de la categoría “desem- 

Bajan Se mantienen Suben

Directivo/gerente/empresario con más de 5 trabajadores 50 31,8 18,2
Profesional / técnico / nivel intermedio 41,1 51,6 7,3
Empleado administrativo de oficina, servicios, comerciales 35,3 57,2 7,5
Trabajador de restauración, comercio, servicios personales, seguridad 50,9 43,5 5,6
Trabajador/obrero industria y construcción / agricultores 56,3 35 8,7
Total 46,7 45,7 7,5

Cuadro 12

Evolución de la situación de clase subjetiva en los últimos diez años, según la situación 
profesional (personas de 45 o más años, 2014)

Preguntas:  “¿Cuál es/era su actual/anterior ocupación u oficio?” y “En nuestra sociedad, hay grupos sociales que tienden a ocupar 
una posición alta o muy alta, mientras que otros ocupan posiciones medias o bajas. En una escala donde 1 representa la clase social 
más baja y 10 la más alta. ¿En qué punto de la escala se situaría Ud.?”, “Y hace diez años, ¿dónde diría que estaba Ud. entonces?”.

Fuente: Elaboración propia a partir de la encuesta Solidaridad intergeneracional y Estado de Bienestar. 

Odds ratio (Error estándar)

Situación laboral
        Trabaja (ref.)
        Parado 0,416*** (0,144)
        Inactivo 0,821 (0,139)
Clase social
        Directivo/gerente/empresario con más de 5 trabajadores 0,912 (0,358)
        Profesional / técnico / nivel intermedio (ref.)
       Empleado administrativo de oficina, servicios, comerciales 1,160 (0,150)
        Trabajador de restauración, comercio, servicios personales, seguridad 0,693** (0,138)
        Trabajador/obrero industria y construcción / agricultores 0,712* (0,140)
Edad 0,993† (0,004)
Nacionalidad
        Española
        Extranjera 1,182 (0,188)

Constante 2,548*** (0,209)
-2 Log likelihood 2258,986

Cuadro 13

Regresión logística: mejora o mantenimiento de clase social subjetiva en los últimos diez años 
(2014)

Nivel de significación: *** < 0,001; ** < 0,01; * < 0,05; † < 0,1.
Preguntas:   “En nuestra sociedad, hay grupos sociales que tienden a ocupar una posición alta o muy alta, mientras que otros ocupan 
posiciones medias o bajas. En una escala donde 1 representa la clase social más baja y 10 la más alta. ¿En qué punto de la escala se 
situaría Ud.? “, “Y hace diez años, ¿dónde diría que estaba Ud. entonces?”.
Fuente: Elaboración propia a partir de la encuesta Solidaridad intergeneracional y Estado de Bienestar. 
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pleado”. La razón de probabilidad de haber mejo-
rado o haberse mantenido en la misma posición 
subjetiva de clase es algo menor de la mitad si 
la persona se encuentra desempleada respecto a 
si está trabajando (categoría de referencia). Con-
trolando estos efectos, se observa todavía que, 
entre los grupos socioprofesionales que corres-
ponderían a la clase trabajadora en el esquema 
de Goldthorpe, es más probable que se hayan 
producido reajustes subjetivos de clase que 
entre las clases medias.

La perspectiva longitudinal que propor-
cionan estos datos no es posiblemente la más 
adecuada –al basarse en una atribución retros-
pectiva de posición– para analizar la movilidad, 
pero supone un acercamiento más a la cuestión, 
que confirma las evidencias sobre los efectos dis-
tributivos de la crisis en el terreno subjetivo apor-
tadas en otras secciones.

6.	 Conclusión

La sospecha de que las percepciones sub-
jetivas y los estados emocionales han jugado 
un papel de primer orden en la crisis ha estado 
presente en el análisis sociopolítico de los años 
de crisis, aunque rara vez ha sido objeto de aná-
lisis cuantitativo. Se ha hablado muchas veces 
del drama de familias en situación de falta de 
recursos, enfrentadas a la posibilidad de perder 
el empleo o sufrir un desahucio. Se oye también 
hablar de la desesperación de jóvenes obligados 
a abandonar su país por falta de oportunidades, 
o de la angustia de padres ante el sombrío hori-
zonte laboral de sus hijos. Fenómenos como el 
15-M, el desgaste del bipartidismo o la irrupción 
de nuevos partidos políticos han sido atribuidos 
al cansancio con la inoperancia de las institucio-
nes, la desesperación o la indignación, pero poco 
sabemos con rigor acerca de las raíces y la natu-
raleza de esas experiencias subjetivas. 

Evidentemente, en un trabajo como este no 
es posible examinar con detalle todas esas cone-
xiones. Nos limitamos a hacer un seguimiento 
de la correspondencia entre indicadores obje-
tivos de posición social y subjetivos de bienes- 
tar y percepción de clase. Este seguimiento con-
firma algunas expectativas. Las clases obreras 
emergen como las grandes afectadas por la crisis, 
confirmando estudios previos. En todos los indi-

cadores examinados se pueden detectar mayo-
res niveles de malestar en estos grupos, como, 
por otra parte, cabría esperar a la luz del deterioro 
significativamente más acusado de los indicado-
res de renta, consumo y condiciones sociolabora-
les en estos grupos. 

No obstante, sería un error no otorgar  rele-
vancia a las percepciones y opiniones de las clases 
medias y medias altas. Los datos son inequívocos. 
Segmentos amplios de la clase media han visto 
aumentar sus niveles de preocupación, incerti-
dumbre, amenaza socioevaluativa e incluso expe-
riencia de movilidad descendente. Es posible que 
la magnitud y los efectos objetivos de esas expe-
riencias sean menores que en los grupos situados 
en los escalafones más bajos de la pirámide social, 
pero es difícil negar a estas experiencias una enti-
dad subjetiva significativa, con consecuencias 
personales y sociales relevantes.

Las experiencias subjetivas de esa clase 
media vulnerabilizada forman parte de muchos 
relatos que se han hecho, y se siguen haciendo 
retrospectivamente, sobre la crisis. La mayor 
capacidad de la clase media de trasladar sus 
visiones y agravios a la arena pública ha contri-
buido decisivamente a conformar la opinión de 
que esta ha sido una crisis que se ha experimen-
tado de manera trasversal, en todas las capas 
sociales. Las clases medias han protagonizado 
muchas de las grandes movilizaciones y reivin-
dicaciones aparecidas en nuestro país durante 
la crisis, desde el 15-M hasta las protestas de 
colectivos de profesionales de la Administración 
Pública contra los recortes en los servicios públi-
cos (las famosas “mareas”) o de los estudiantes 
universitarios contra el aumento del precio de 
las matrículas o el recorte de la becas de movi-
lidad internacional (Erasmus). Esta visibilidad de 
las angustias, la indignación y las  incertidumbres 
de las clases medias posiblemente haya contri-
buido a eclipsar una realidad con un perímetro 
más amplio y de configuración más compleja. 
Esos “agujeros negros” invitan a seguir profun-
dizando en el análisis sobre dimensiones que 
muchas veces escapan al radar de la sociología 
académica.
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Tras las huellas de la crisis 
económica en la demografía 
española♦
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RESUMEN

El impacto de la crisis ha sido relativamente 
modesto en la mayoría de los indicadores demográfi-
cos, exceptuando el descenso del tamaño de la pobla-
ción y el cambio de signo del saldo migratorio. No 
obstante, las huellas de la crisis son visibles en varios 
procesos demográficos. La fecundidad ha descendido, 
se ha acentuado el retraso del matrimonio y la tasa de 
divorcio se ha estabilizado. Aunque la esperanza de vida 
ha proseguido su aumento, se ha incrementado nota-
blemente la proporción de tiempo que se vive en malas 
condiciones de salud.

1. Introducción

Las crisis económicas suelen dejar sus 
huellas –a veces profundas, a veces transitorias– 
en los procesos y dinámicas demográficas. Las 
repercusiones demográficas de la crisis de los 
años treinta en Estados Unidos, por ejemplo, han 
sido objeto de numerosos estudios (Tapia y Díez, 

2009). La crisis económica iniciada en 2008, por 
su duración y severidad, también está dejando su 
huella en los comportamientos familiares, repro-
ductivos, migratorios y relacionados con la salud 
de los individuos y, de forma agregada, en los in- 
dicadores demográficos. Así lo atestiguan los es- 
tudios que se han ido publicando en numero-
sos países (Sobotka, Skirbekk y Philpov, 2011; 
Morgan, Cumberworth y Wimer, 2011; Cherlin  
et al., 2013; Cohen, 2014). En el caso de España, los 
estudios sobre las consecuencias demográficas 
de la crisis son todavía escasos. Con la intención de 
aportar la dimensión demográfica al balance 
social de la crisis, en este artículo exploramos la 
repercusión de esta en: 1) el tamaño de la pobla-
ción y los flujos migratorios, 2) la formación 
familiar, 3) la ruptura familiar, 4) la fecundidad, 
5) la estructura de los hogares, 6) la mortalidad y la 
esperanza de vida libre de discapacidad. Como 
se verá, el impacto de la crisis no ha sido homo-
géneo en todos los procesos demográficos. La 
evolución demográfica poscrisis ha de ser inter-
pretada en el contexto de la evolución precrisis.

2. Descenso de población  
y saldo migratorio 
negativo

La más evidente consecuencia demográ-
fica de la crisis económica ha sido el cambio de 
tendencia en la evolución de la población total 

♦   Este artículo está parcialmente basado en los resul-
tados del proyecto europeo FamiliesAndSocieties, financiado 
por el VII Programa Marco ( FP7/2007-2013), grant agreement  
nº 320116 [www.familiesandsocieties.eu] y del proyecto del 
Plan Nacional I+D+i  El rol de los hombres en la dinámica fami-
liar desde una perspectiva internacional (CSO2013-43482-R) 
[www.menrolesproject.com].

*  Centro de Ciencias Humanas y Sociales del CSIC, 
Departamento de Población (teresa.castro@cchs.csic.es).
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de España. La crisis económica puso fin a un 
periodo de crecimiento excepcionalmente alto 
de la población española. Durante el periodo 
2000-2008, la población aumentó de 40,5 millo-
nes a 46 millones, a causa de la inmigración. A 
partir de 2008 se produce una ralentización del 
crecimiento y a partir de 2012 comienza una 
ligera tendencia descendente del total de pobla-
ción (gráfico 1). 

Tanto el crecimiento demográfico previo, 
como la ralentización y el descenso posterior están 
vinculados a la evolución de los flujos migratorios 
(Cebolla y González, 2013; Domínguez-Mújica, 
Guerra-Talavera y Parreño-Castellano, 2014). Los 
saldos migratorios (inmigración desde el extran-
jero menos emigración hacia el extranjero) se 
redujeron desde cifras superiores a 600.000 perso-
nas por año durante el periodo 2002-2007 a apro-
ximadamente la mitad en 2008. A pesar de que la 
crisis y la fuerte destrucción de empleo perjudi-
can más a la población inmigrante, que presenta 
unas tasas de paro muy elevadas y una cobertura 
de las prestaciones por desempleo muy baja, los 
saldos migratorios se mantienen positivos hasta 
2009 y después se tornan negativos.

La emigración con destino al extranjero, 
tanto de anteriores inmigrantes que retor-

nan a sus países como de nacionales que emi-
gran, aumentó considerablemente durante este 
periodo de crisis, hasta alcanzar aproximada-
mente medio millón de personas en 2013 y 
400.000 en 2014. Esto contribuye a un saldo 
migratorio negativo, que en 2013 superó el 
cuarto de millón de personas, aunque en 2014 
esta cifra se redujo a la mitad. El saldo migrato-
rio negativo es compensado por el saldo vege-
tativo (nacimientos menos defunciones) en 
2010 y 2011, por lo que no se traduce en un des-
censo de la población total residente en España 
hasta 2013.

3. Menos matrimonios  
y más tardíos

Podemos esperar que una crisis eco-
nómica afecte la formación de parejas y nue-
vos hogares. Sin embargo, la dirección de este 
efecto no es obvia. Por una parte, un contexto de 
elevado desempleo e incertidumbre económica 
disuade a muchas parejas de contraer matri-
monio. Por otra parte, el matrimonio confiere 
beneficios fiscales y permite beneficiarse de eco-
nomías de escala, por lo que también es plausi-
ble que el número de matrimonios aumente en 

Gráfico 1

Evolución de la población y de los saldos vegetativo y migratorio: España (2002-2014)
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tiempos de crisis. Los datos referidos a España 
muestran que es el primer efecto el que ha pri-
mado: la crisis ha estado asociada a un descenso 
de matrimonios.

El gráfico 2 muestra que la tasa de primo-
nupcialidad (número de primeros matrimonios 
por 1.000 personas) ha descendido en los pri-
meros años de la crisis y ha permanecido en su 
nivel más bajo históricamente los años siguien-
tes. No obstante, la importancia decreciente del 
matrimonio como vía de formación familiar es un 
rasgo que ya se viene observando en la nupcia-
lidad española desde los años ochenta. Aunque 
tradicionalmente el matrimonio era uno de los 
hitos clave que marcaban la transición a la edad 
adulta, ya antes de la crisis había perdido gran 
parte de su centralidad (Castro-Martín, 2003). La 
modalidad elegida de matrimonio también ha 
cambiado durante el periodo de crisis: los matri-
monios civiles aumentaron del 46 por ciento en 
2007 al 68 por ciento en 2013. No obstante, esta 
evolución no es atribuible a la crisis, sino que se 
trata de la continuación de una tendencia pre-
existente (Castro-Martín y Seiz, 2014).

El retraso de la edad al matrimonio tam-
poco es un rasgo exclusivo de la crisis. En el 

periodo 2007-2013, la edad al primer matrimo-
nio aumentó de 29,9 a 32,2 entre las mujeres, y 
de 32,2 a 34,3 entre los hombres. Sin embargo, 
el aumento progresivo de la edad al matrimonio 
se viene observando desde los años ochenta. El 
elevado desempleo juvenil, las dificultades de 
acceso a la vivienda, la precaria situación laboral 
de los adultos jóvenes y la escasez de políticas 
sociales que promuevan la emancipación resi-
dencial y económica de esos mismos jóvenes son 
algunas de las barreras que explican el patrón de 
matrimonio tardío observable en España (Billari 
et al., 2002), y estas barreras ya estaban presentes 
con anterioridad a la crisis. La crisis, por tanto, ha 
reforzado la tendencia previa.

¿En qué medida ha influido el aumento del 
desempleo en la edad a la que hombres y muje-
res se casan por primera vez? Los gráficos 3a 
y 3b muestran la relación entre el aumento del 
desempleo desde el último trimestre de 2007 al 
último trimestre de 2013, y la edad media al pri-
mer matrimonio entre los años 2008 y 2013 en 
cada comunidad autónoma. La correlación entre 
ambas tendencias es alta: 0,65 para los hom-
bres y 0,61 para las mujeres. Observamos que, 
en ambos casos, la edad al primer matrimonio 
ha aumentado más donde más ha crecido el 

Gráfico 2

Evolución de la edad media al primer matrimonio y de la tasa de primonupcialidad:  
España (1980-2013)
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desempleo (Canarias, Andalucía, Murcia, Castilla-
La Mancha) y de forma menos acusada donde 
este ha aumentado menos (Navarra y País Vasco). 
Es decir, los jóvenes siguen casándose cada 
vez menos y más tarde en toda España, pero el 
aumento de la edad al matrimonio durante los 
años coincidentes con la crisis ha sido propor-
cionalmente superior en aquellas comunidades 
autónomas (CC.AA.) donde más se ha incre-
mentado la inseguridad laboral y económica. El 
paro es un problema endémico en España. La 
tasa media de desempleo se situaba en torno  
al 17 por ciento en los años ochenta, rondando el 
19 por ciento en los noventa. Disminuyó al 10 por 
ciento entre los años 2000 y 2007, pero se ha dis-
parado en los años de crisis, llegando incluso al 
26 por ciento en 2013. En 2014, la tasa de desem-
pleo todavía se situaba en 24 por ciento. Además, 
el desempleo ha sido y sigue siendo sistemática-
mente mucho más elevado entre los jóvenes y 
las mujeres, lo cual afecta a la formación de las 
familias. En 2014, por ejemplo, el 50,6 por ciento 
de las mujeres y el 49,1 por ciento de los hombres 
menores de 30 años estaban en paro. El riesgo 
de desempleo disminuye conforme aumenta el 
nivel educativo, pero aun así el 17,5 por ciento de 
las mujeres y el 15 por ciento de los hombres 
de 25 a 44 años con un título universitario care-
cen de empleo.

Parte del descenso del número de matri-
monios y del retraso de su calendario está 
estrechamente relacionado con el aumento de 

la cohabitación, que rápidamente está despla-
zando al matrimonio como vía de formación 
de pareja, en algunos casos, como preludio 
al matrimonio y, en otros, como alternativa al 
mismo (Domínguez-Folgueras y Castro-Martín, 
2013). La comparación de los datos censales 
de 2011 con los de 2001 muestra el aumento 
reciente de la cohabitación. El porcentaje de 
mujeres de 25 a 34 años que estaban convi-
viendo con su pareja sin estar casadas alcanzó 
el 18,9 por ciento en 2011, cerca del triple que 
en 2001 (6,5 por ciento). Dado que las barreras 
a la formación familiar son en gran parte econó-
micas y que la cohabitación es más flexible en 
cuanto a los requisitos normativos previos a su 
formación –por ejemplo, vivienda en propiedad, 
cierto capital acumulado y trabajo estable–, es 
muy probable que esta modalidad de unión 
conyugal se adapte mejor a los tiempos de crisis 
e incertidumbre laboral (Hiekel y Castro-Martín, 
2014). Desafortunadamente, no hay estadísti-
cas oficiales anuales de formación de parejas de 
hecho que nos permitan medir de forma precisa 
la repercusión de la crisis en su evolución. Un 
indicador indirecto, el porcentaje de nacimien-
tos de parejas de hecho, apunta a un aumento 
sostenido durante el periodo de crisis. En 2007, 
los nacimientos de parejas de hecho represen-
taban el 20,1 por ciento del total de nacimien-
tos y en 2013 representaban el 23,7 por ciento  
(gráfico 4). No obstante, el periodo reciente de 
crisis no supone un cambio de tendencia sino la 
continuación de una tendencia preexistente. 

Gráfico 3

Relación entre edad media al primer 
matrimonio (2013-2008) y desempleo 
(2013-2007): España (mujeres)
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Gráfico 3

Relación entre edad media al primer 
matrimonio (2013-2008) y desempleo 
(2013-2007): España (hombres)
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Aunque la mayoría de nacimientos no 
matrimoniales se produce en el seno de una 
pareja estable corresidente y, por tanto, en 
un contexto familiar análogo al de una pareja 
casada, hay que señalar que en el periodo de cri-
sis ha habido un aumento considerable de naci-
mientos de madres que no conviven con una 
pareja en el hogar. En el periodo 2007-2013, 
los nacimientos de madres “solas” pasaron de 
representar el 10,1 por ciento al 17,2 por ciento 
del total de nacimientos. Estas madres e hijos 
conformaron un núcleo familiar monoparental, 
una configuración familiar que ha experimen-
tado durante la crisis una elevada vulnerabili-
dad y riesgo de pobreza (Fanjul, 2014; Save the 
Children, 2015).

4. Descenso inicial de 
divorcios y estabilidad 
posterior

Las recesiones y crisis económicas suelen 
tener un impacto visible en las rupturas familia-
res (Amato y Brett, 2011). Desde el punto de vista 
psicosocial, el desempleo –o el temor al desem-

pleo–, los desahucios, la bajada de salarios y la 
incertidumbre económica aumentan el conflicto 
intrafamiliar, lo que podría causar un aumento de 
las rupturas conyugales. Por otro lado, las dificul-
tades para afrontar el coste del proceso de divor-
cio, así como los costes de mantener dos hogares 
en lugar de uno, pueden provocar un descenso 
de las tasas de divorcio (Chowdhury, 2012). En 
la crisis reciente, es posible que estos dos efec-
tos de signo opuesto se contrarrestaran, ya que 
los datos muestran un descenso de divorcios al 
principio de la crisis y un estancamiento después 
(gráfico 5). La tasa de divorcio (número de divor-
cios y separaciones legales por 1.000 personas) 
descendió de 3,04 en 2007 a 2,27 en 2009 –aun-
que el inicio de la tendencia descendente es 
anterior a la crisis y coincide con la reforma de 
la ley del divorcio de 2005–; posteriormente, ha 
permanecido relativamente estable, en un nivel 
ligeramente superior a la media europea.

Este patrón de descenso de divorcios en 
un contexto de crisis económica se ha obser-
vado en otros países occidentales, como Estados 
Unidos (Cohen, 2014). Sin embargo, es necesario 
ser cauto en las interpretaciones, dado que los 
datos están basados en sentencias judiciales. No 
podemos descartar que haya parejas que aun-

Gráfico 4

Distribución de nacimientos, según el estado conyugal de la madre: España  
(2007-2013)
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que hayan roto su relación, aplacen la demanda 
de divorcio y la salida del hogar por dificultades 
económicas. Asimismo, las cifras de divorcio solo 
captan de forma parcial las rupturas familiares: 
las de parejas unidas en matrimonio. Para medir 
adecuadamente el total de rupturas conyugales, 
a las cifras de divorcios habría que añadir las sepa-
raciones de parejas de hecho; sin embargo, para 
estas últimas no existe un registro oficial a nivel 
nacional. Varios estudios han documentado, con 
datos de encuestas con biografías retrospectivas, 
que la probabilidad de ruptura es más elevada 
entre las parejas de hecho que entre las parejas 
casadas (Domínguez-Folgueras, 2011), pero no 
contamos con ninguna encuesta reciente que 
permita analizar la repercusión de la crisis en las 
rupturas de parejas de hecho.

5. La fecundidad se vuelve  
a situar entre las más  
bajas de mundo

Los ciclos económicos siempre han tenido 
un impacto visible en la fecundidad de los países 
occidentales (Morgan, Cumberworth y Wimer, 
2011). Para la gran mayoría de personas y pare-

jas, tener un hijo supone un compromiso a largo 
plazo y es una decisión que se suele aplazar en 
tiempos de incertidumbre laboral y económica. 
No obstante, el efecto de las recesiones y cri-
sis económicas suele ser transitorio. Aunque se 
posponen los nacimientos durante el periodo 
de crisis, la fecundidad final de las cohortes que 
vivieron parte de sus años reproductivos duran- 
te la crisis no suele verse afectada (Sobotka,  
Skirbekk y Philpov, 2011). En el caso de España, sin 
embargo, es posible que la crisis deje una huella 
más duradera en la fecundidad. Su severidad y 
su larga duración conllevan probablemente algo 
más que un mero aplazamiento de nacimientos.

Al inicio del siglo XXI, la fecundidad se 
estaba recuperando en la mayoría de los países 
desarrollados, y España no fue una excepción: 
el número medio de hijos por mujer pasó de 
1,15 en 1998 a 1,44 en 2008. Esta recuperación 
se truncó con la crisis económica. En el periodo 
2008-2014, la tasa de fecundidad en España des-
cendió de 1,44 a 1,32 hijos por mujer. La brecha 
actual entre el número deseado de hijos (1,9) y el 
número efectivo de hijos (1,3) está entre las más 
amplias de Europa (Testa, 2014). 

En el contexto europeo, el descenso 
reciente de la fecundidad ha sido más acusado 

Gráfico 5

Tasa de separaciones y divorcios por 1.000 habitantes: España (2000-2014)
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en los países más golpeados por la crisis, en el 
sur de Europa, por lo que la distancia en sus nive-
les de fecundidad respecto al norte de Europa se 
ha ampliado a raíz de la crisis (gráfico 6). El mapa 
contemporáneo de la fecundidad muestra una 
configuración regional completamente distinta a 
la que prevaleció en Europa durante buena parte 
del siglo XX. Los países europeos del norte y del 
oeste, que habían sido los precursores del des-
censo de la fecundidad, presentan en la actua-
lidad tasas de fecundidad próximas al nivel de 
reemplazo (alrededor de 2 hijos por mujer). Sin 
embargo, los países del sur y del este de Europa, 
que habían llegado con retraso a la transición 
demográfica, presentan unas tasas de fecundi-
dad muy bajas (alrededor de 1,3 hijos por mujer). 
Son muchos los factores sociales, económicos 
e institucionales que contribuyen a esta nueva 
configuración regional. En general, la fecundidad 
tiende a ser más elevada en aquellas sociedades 
donde el acceso al empleo es más fácil, los costes 
y el cuidado de los niños son compartidos entre 
las familias y el Estado –y también equitativa-
mente entre ambos progenitores–, y las políticas 
sociales promueven la igualdad de género y la 
conciliación de la vida laboral y familiar (Castro-
Martín y Martín-García, 2013). 

España ya se encontraba antes de la crisis 
entre los países con una edad más tardía a la pri-

mera maternidad del mundo. El gráfico 7 mues-
tra cómo el calendario de la fecundidad se ha 
ido desplazando progresivamente hacia edades 
cada vez más avanzadas durante las dos últimas 
décadas. La crisis no ha hecho más que acentuar 
esta tendencia. En el periodo 2007-2014, la edad 
media al primer hijo se incrementó de 29,5 a 30,5 
años para las mujeres, y de 32,4 a 33,7 años para 
los hombres. El aplazamiento de nacimientos no 
ocurrió de forma proporcional en todos los gru-
pos de edad, sino que se concentró sobre todo 
en las mujeres más jóvenes. En el gráfico 7 pode-
mos observar que la reducción de 2007 a 2014 
afecta fundamentalmente a las mujeres meno-
res de 25 años, que son las que se han visto más 
perjudicadas por el vertiginoso aumento del 
paro juvenil durante la crisis. Las mujeres de 25 a  
35 años también han experimentado una 
reducción en sus tasas de fecundidad durante 
el periodo de crisis, pero de menor magnitud 
que las más jóvenes. Las mujeres mayores de  
35 años, en cambio, han experimentado un ligero 
aumento de sus tasas de fecundidad. El contexto 
de crisis, por tanto, ha afectado las decisiones 
reproductivas de las mujeres relativamente jóve-
nes, pero no las de aquellas que no tenían mar-
gen de edad para aplazar más un embarazo.

El descenso de la fecundidad también ha 
sido más intenso entre la población inmigrante 

Gráfico 6

Evolución reciente del índice sintético de fecundidad: varios países europeos  
(1990-2013)
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que entre la población nativa. En el gráfico 8 se 
puede observar que mientras la tasa de fecun-
didad de las mujeres de nacionalidad extranjera 
descendió de 1,83 a 1,53 hijos durante el periodo 
2007-2013, la de las españolas descendió de 
forma más moderada (de 1,36 a 1,23 hijos). La 
población inmigrante se encuentra entre las más 
castigadas por la crisis, tanto por el aumento del 
desempleo como por el empeoramiento de la 
calidad de empleo, por lo que el aplazamiento 
temporal o definitivo de tener un (otro) hijo no 
es sorprendente. Otro factor que incide en el des-
censo de la fecundidad del colectivo inmigrante 
es el descenso de llegadas de inmigrantes jóve-
nes durante el periodo de crisis, ya que es en los 
años posteriores a la llegada cuando se observa 
una mayor fecundidad (Castro-Martín y Rosero-
Bixby, 2011). 

Con la única excepción del País Vasco, 
el indicador coyuntural de fecundidad ha dismi-
nuido en todas las CC.AA. durante la crisis, aun-
que el descenso ha sido más acusado en algunas, 
como Canarias (-16,2 por ciento), Castilla-La 
Mancha (-14,3 por ciento), Baleares (-14,1 por 
ciento) o Andalucía (-14 por ciento), que en 
otras, como Navarra (-3,3 por ciento), Castilla y 
León (-4,2 por ciento) o Galicia (-5,1 por ciento). 
En 2014, las CC.AA. con el Índice Sintético de 

Fecundidad (ISF) más bajo eran Asturias (0,99), 
Canarias (1,03) y Galicia (1,07). Ahora bien, cabe 
preguntarse de nuevo si la fecundidad ha dis-
minuido más en aquellas CC.AA. donde más ha 
aumentado el desempleo a lo largo de estos años 
de crisis. El gráfico 9 muestra la relación entre 
el cambio del ISF en cada CC.AA. desde 2008 a 
2014 y el incremento porcentual del desempleo 
desde el último trimestre de 2007 al último tri-
mestre de 2013 en esa comunidad. Como puede 
observarse, la correlación entre ambas tenden-
cias es considerable (r= -0,68). Esta correlación es 
incluso superior (r = -0,85) si nos centramos en 
los primeros años de crisis, el periodo 2008-2011. 

En general, en aquellas CC.AA. en las que 
más ha aumentado el desempleo durante la cri-
sis es donde encontramos un mayor descenso de 
la fecundidad. El País Vasco, con el incremento 
más bajo en la tasa de desempleo a lo largo del 
periodo, es la única comunidad que mantiene su 
nivel de fecundidad estable entre 2008 y 2014, 
e incluso experimenta un ligerísimo aumento 
(+0,07). En todas las demás, la fecundidad ha dis-
minuido desde 2008, aunque lo ha hecho a un 
ritmo menor en aquellas comunidades donde 
el desempleo ha aumentado menos –Navarra, 
Galicia, Castilla y León– y de forma más acusada 
en las comunidades donde el desempleo ha 

Gráfico 7

Tasas de fecundidad, por edad: España (1990-2014)
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Gráfico 8

Tasa de fecundidad de las mujeres de nacionalidad española y extranjera: España  
(2002-2013)
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aumentado más –Castilla-La Mancha, Canarias, 
Andalucía–. La elevada tasa de desempleo entre 
los jóvenes y la precariedad de muchos de los 
que trabajan constituye un obstáculo de pri-
mer orden que inhibe la procreación en España 
(Adsera, 2011). Además, los recortes en prestacio-
nes sociales y la implantación de programas de 
austeridad a lo largo de estos años (por ejemplo, 
la suspensión del llamado “cheque bebé”) han 
desincentivado aún más a las familias a la hora de 
tener hijos.

En resumen, a raíz de la crisis, la fecundi-
dad en España se vuelve a situar, al igual que en 
los años noventa, entre las más bajas del mundo. 
Las mujeres y hombres en España tienen pocos 
hijos, a una edad tardía y su descendencia final 
está por debajo de sus aspiraciones persona-
les. No es una tendencia novedosa, pero la crisis 
la ha acentuado. Un estudio reciente identifica 
tres obstáculos clave que impiden la satisfacción 
de las preferencias personales sobre el número de 
hijos (Esping-Andersen, 2013). En primer lugar, el 
estudio destaca la importancia de las condiciones 
a nivel macro relacionadas con las estructuras y 
oportunidades del mercado laboral, condiciones 
que se han deteriorado rápidamente como con-
secuencia de la crisis. 

En segundo lugar, el marco institucional y 
político también condiciona las decisiones y el 
comportamiento reproductivo. La profunda cri-
sis económica actual, la implantación de políticas 
de austeridad y los recortes en servicios públicos 
han tenido como consecuencia una reducción 
del apoyo público a mujeres y hombres para que 
puedan conciliar vida laboral y responsabilida-
des familiares. La llegada de la crisis produjo una 
reducción importante del peso del gasto en fami-
lia e hijos dentro del total de gasto social. En 2011 
el gasto en prestaciones familiares era un 30 por 
ciento menor del que realizaban, en promedio, 
los países de la eurozona (Cantó Sánchez y Ayala 
Cañón, 2014). Asimismo, durante la crisis han 
aumentado considerablemente las tarifas de las 
escuelas públicas infantiles, se ha aplazado sine 
die la ampliación del permiso de paternidad de 
13 días a 4 semanas acordada en la Ley de Igual-
dad de 2007, y se han deteriorado las condiciones 
de trabajo, aumentando la duración de la jornada 
laboral y sus exigencias. 

En tercer lugar, son cada vez más nume-
rosos los estudios que constatan la creciente 
centralidad de la (des)igualdad de género en las 
decisiones reproductivas (Neyer, Lappegård y 
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Vignoli, 2013). Aunque sería necesario hacer un 
balance riguroso de la crisis desde la perspec-
tiva de género, todo apunta a que el aumento 
del paro ha afectado más a los hombres, y los 
recortes en el modelo de bienestar han afectado 
más a las mujeres, incrementando la feminiza-
ción de la pobreza y la división sexual del tra-
bajo y los cuidados. Al desaparecer, disminuir o 
perder calidad los servicios sociales que atien-
den al cuidado (de niños, enfermos, personas 
dependientes…), y en un contexto de limitada 
corresponsabilidad masculina, las mujeres ter-
minan por hacerse cargo de esas necesidades 
de cuidado, aumentando su carga de trabajo no 
remunerado. Asimismo, las políticas de igualdad 
constituyen una de las primeras renuncias pro-
vocadas por el contexto de crisis. En los discursos 
políticos, son consideradas un “lujo” propio de 
épocas de prosperidad económica (Paleo, 2014). 
Esta renuncia puede tener efectos negativos a 
corto, medio y largo plazo sobre la situación de 
las mujeres, en general, y sobre la fecundidad, en 
particular. 

De hecho, se prevén varios resultados no 
deseables. Por una parte, la fuerte caída de las 

tasas de ocupación femenina desde el inicio de la 
crisis, especialmente entre las mujeres más jóve-
nes, podría retrasar el avance hacia el modelo de 
“dos trabajos y dos sueldos” en el que España 
estaba embarcada dejando atrás el modelo 
tradicional de familia de “varón sustentador”. 
Según una investigación reciente con datos de 
la Encuesta de Población Activa (EPA), la propor-
ción de parejas de 30–45 años de dos ingresos, 
que representaban el 43 por ciento en 1999 y que 
llegaron a representar el 61 por ciento en 2007, 
ha retrocedido hoy en día hasta el 54 por ciento 
(González, 2015). Por otro lado, la implantación 
de medidas de austeridad dificulta las relacio-
nes de género simétricas y el apoyo a nuevas 
políticas públicas que fomenten la conciliación 
de roles. Según datos del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, 173.161 hombres se acogie-
ron al permiso de paternidad cuando se aprobó 
en 2007 (gráfico 10). Tan solo un año después, 
lo hicieron 279.756 hombres, lo que supone un 
incremento del 61 por ciento. Sin embargo, esta 
tendencia al alza se ha visto truncada desde el 
inicio de la crisis por el descenso del número de 
nacimientos, el desempleo y la precariedad labo-
ral –cada vez menos empleo formal y más contra-

Gráfico 9

Relación entre índice sintético de fecundidad (2008-2014) y desempleo (2007-2013): 
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tos temporales–. El sistema español de licencias 
parentales también contempla las excedencias 
sin compensación salarial hasta que el niño/a 
cumpla tres años para ambos progenitores, pero 
solo un 6 por ciento de los titulares fueron hom-
bres en el año 2014. Asimismo, de todas las pres-
taciones por maternidad solicitadas en 2014, 
solo se transfirió parte del permiso al padre en el 
1,7 por ciento de los casos. 

Estos datos destacan, por una parte, la 
tendencia a no propiciar una mayor implicación 
masculina en las responsabilidades familiares y, 
por la otra, la escasez de medidas de conciliación 
laboral y familiar que promuevan la integración o 
permanencia de las mujeres en la fuerza de trabajo 
como alternativa para sortear la crisis económica. 
Según un informe reciente, la falta de legisla-
ción facilitadora de la conciliación –masculina y 
femenina– provoca que solo el 55 por ciento de 
las mujeres se reincorporen al trabajo a tiempo 
completo tras el permiso de maternidad (ILO, 
2014). Es decir, el contexto actual de recortes y 
aplazamiento de reformas previstas dificulta aún 
más la posibilidad de que en un futuro inmediato 
se incremente el apoyo a la corresponsabilidad, 

algo que favorece la conciliación, la igualdad de 
género y el bienestar de la infancia (González y 
Jurado Guerrero, 2015). 

6. Los hogares en la crisis

Varios autores han destacado la repercu-
sión de la crisis económica y el desempleo en la 
composición de los hogares, centrándose en par-
ticular en el retorno de jóvenes adultos al hogar 
parental (boomerang children) y otras formas 
de corresidencia (Wiemers, 2014). En el caso de 
España, la evolución del tamaño medio de los 
hogares no nos permite confirmar ni descartar 
este fenómeno. El tamaño medio del hogar ha 
seguido descendiendo durante la crisis, como 
venía haciéndolo previamente, reflejando fenó-
menos de largo recorrido, como son el aumento 
de la esperanza de vida, el descenso de la fecun-
didad y las rupturas familiares. 

Si comparamos el Censo de 2011 y la 
Encuesta Continua de Hogares de 2014, la pro-

Gráfico 10

Permisos de maternidad/paternidad y excedencias: España (2002-2014)
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porción de individuos que viven solos, de parejas 
sin hijos y de hogares monoparentales sigue cre-
ciendo. Disminuyen, en cambio, las parejas con 
hijos y con otras personas y los hogares comple-
jos (gráfico 11). Solo un ligero incremento de la 
proporción de personas que vive en pareja con 
hijo(s), que rompe la tendencia descendente pre-
via, podría ser congruente con un hipotético pro-
ceso de reagrupación familiar. De todas formas, 
ni el tamaño medio de los hogares ni la evolu-
ción de su composición agregada pueden dar 
una imagen precisa de la repercusión de la crisis 
en las formas de convivencia, ya que los procesos 
de reagrupación se han dado sobre todo en los 
hogares más pobres y estos procesos no se ven 
reflejados en la evolución promedio (Villar, 2015). 

 También se ha explorado la Encuesta de 
Condiciones de Vida (INE), de naturaleza semipa-
nel, que permite hacer un seguimiento de la evo-
lución de los hogares a lo largo de los cuatro años 
(2009-2012) en los que permanecen en la mues-
tra (2.607 hogares), aunque existen posibles ses-
gos derivados de no poder tener en cuenta los 
hogares que van desapareciendo de la muestra 
(por cambio de residencia, emigración, imposibi-

lidad de contacto o reagrupación en otros hoga-
res ajenos a la muestra). Si no se contabilizan los 
nacimientos, en un 12 por ciento de los hogares 
se ha incorporado al menos un nuevo miembro 
durante este periodo de cuatro años. 

7. Mortalidad y esperanza  
de vida

En un contexto de crisis económica, las per-
sonas que experimentan la pérdida de empleo, 
paro de larga duración, un desahucio, privacio-
nes materiales o estrés sufren un deterioro signi-
ficativo de su salud. Sin embargo, para el resto de 
personas, la salud puede incluso mejorar como 
consecuencia indirecta de la crisis, ya que des-
cienden los accidentes de tráfico, los accidentes 
laborales y algunos hábitos no saludables como 
el consumo de tabaco. Estos efectos directos e 
indirectos, muchas veces contrapuestos, expli-
can por qué algunos indicadores de salud mejo-
ran y otros empeoran durante un periodo de 
crisis económica y por qué, a nivel agregado, el 

Gráfico 11

Población, según tipo de hogar: España (1991-2014)
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rápido deterioro de la economía no conlleva un 
deterioro brusco de la salud (Burgard, Asilshire y 
Kalousova, 2013). 

La tasa bruta de mortalidad mantuvo su 
descenso durante la crisis –de 8,6 defunciones 
por 1.000 habitantes en 2007 a 8,3 en 2013–, 
pero se ralentizó el ritmo de descenso, sobre 
todo a partir de 2011. Conviene destacar la evo-
lución de una causa de mortalidad: el suicidio. 
Aunque su cifra sigue siendo muy baja en España 
–1 por ciento del total de defunciones–, es rele-
vante examinar la relación entre crisis econó-
mica y tasa de suicidios, porque estos suelen ser 
la punta del iceberg de un deterioro de la salud 
mental en segmentos amplios de la población 
(López-Bernal et al., 2013, Alameda-Palacios, 
Ruiz-Ramos y García-Robredo, 2014). En España, 
la cifra absoluta de suicidios ha pasado de 3.263 
en 2007 a 3.870 en 2013, y la tasa de suicidios del 
7,3 al 8,3 por 100.000 habitantes. Mientras que en 
el periodo precrisis había una tendencia a la baja 
en la tasa de suicidios, en los últimos años esta 
tendencia se ha invertido. El gráfico 12 muestra 
que los patrones por sexo y edad se han man-
tenido: mayores tasas de suicidio en hombres 
que en mujeres, y un aumento progresivo con 

la edad, especialmente acentuado a partir de los 
65 años para los hombres. Sin embargo, obser-
vamos un cambio revelador: las tasas de suici-
dio han aumentado de forma importante entre 
los hombres de 45 a 64 años, edades en las que 
posiblemente se concentren los desempleados 
de larga duración.

También es destacable el aumento del 
peso relativo de los suicidios como causa de 
muerte entre la población joven en edad laboral, 
tanto en hombres como mujeres (gráfico 13). Los 
suicidios, por ejemplo, representaban en 2013 
el 21 por ciento de las defunciones de hombres 
de 20-24 años, y el 16 por ciento de las de muje-
res en este mismo grupo de edad. Este aumento 
relativo se debe también al descenso de otras 
causas de muerte, como los accidentes de tráfico 
a edades jóvenes.

A pesar del deterioro de las condiciones 
de vida y de salud en amplios grupos sociales 
a raíz de la crisis, la esperanza de vida al nacer 
para el conjunto de la población no se ha visto 
aparentemente afectada. En el gráfico 14 puede 
observarse que la esperanza de vida al nacer ha 
mantenido su tendencia ascendente, y en 2013 

Gráfico 12

Tasa de suicidio, por sexo y grupo de edad: España (2007-2013)
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Gráfico 13

Muertes por suicidio respecto del total de muertes, por sexo y grupo de edad: España 
(2007-2013)
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alcanza los 80 años para los hombres y los 85,6 
para las mujeres. Este indicador suele responder 
menos a factores coyunturales y más a factores 
que operan a largo plazo: descenso sostenido de 
la mortalidad, mejora de los sistemas de protec-
ción social, aumento del nivel educativo en las 
nuevas generaciones, mejora de las condiciones 
ambientales y de salubridad.

Ahora bien, un aumento de la esperanza 
de vida no refleja si los años ganados a la muerte 
se viven en buenas condiciones de salud. Un indi-
cador específico, la esperanza de vida libre de dis-
capacidad (EVLD), en cambio, permite conocer si 
el tiempo ganado de supervivencia se vive con 
salud o con discapacidad (definida esta última 
como dificultad para realizar actividades de la 
vida diaria), y es un indicador más sensible al 
deterioro de las condiciones y estilos de vida, del 
sistema sanitario y del entorno físico y social de 
las personas (Robine, Romieu y Cambois, 1996). 
Con datos de las últimas encuestas nacionales 
de salud de 2006 y 2011/12, se han construido 
tablas de mortalidad ajustadas por discapacidad 
para la población de 65 y más años, y se ha calcu-
lado la EVLD. La esperanza de vida a los 65 años 
ha seguido aumentando en el periodo de crisis: 

en 2011/2012 es de 18,6 años adicionales para 
los hombres y de 22,6 años adicionales para las 
mujeres (gráfico 15). Sin embargo, el tiempo de 
vida ganado es un tiempo de vida con discapa-
cidad, sobre todo en el caso de las mujeres. Entre 
2006 y 2011/12, los hombres han pasado de  
4,3 a 5,1 años de vida con discapacidad y las 
mujeres de 8,3 a 9,3 años. En términos relativos, 
a los 65 años, los hombres pueden esperar pasar 
el 27 por ciento de su vida restante con algún 
tipo de discapacidad (24 por ciento en 2006) y las 
mujeres un 41 por ciento (38 por ciento en 2006). 
En definitiva, ha aumentado notablemente la 
proporción de tiempo que se vive a partir de los 
65 años en malas condiciones de salud.

Uno de los factores que subyace al dete-
rioro del indicador EVLD es de tipo estructu-
ral: una caída sostenida de la mortalidad conlleva 
una mayor supervivencia de las personas con 
problemas de salud y por consiguiente implica 
un aumento de las tasas de discapacidad. Sin 
embargo, otra de las razones detrás de este dete-
rioro es de tipo coyuntural y reflejaría el impacto 
de la crisis económica en las condiciones de 
vida de las personas mayores. El gasto público 
social y sanitario se ha reducido significativa-
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Gráfico 15

Esperanza de vida libre de discapacidad a los 65 años: España (2006-2011/2012)
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Gráfico 14

Evolución de la esperanza de vida al nacer, según sexo: España (2002-2013)
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mente durante la crisis, afectando a prestaciones, 
productos de farmacia, tratamientos y servicios 
personales, a los que es sensible la evolución de 
la discapacidad. 

La crisis económica ha afectado a la forma 
en que las personas abordan sus problemas de 
salud y de cronicidad en un entorno de restric-
ción, recortes y privación. Una tendencia puesta 
de manifiesto durante este periodo de crisis es 
el retorno a la familia de los cuidados de depen-
dencia, antes parcialmente asumidos por el sec-
tor público o externalizados por las familias en el 
mercado (del Pino, 2015). Este proceso de “refami-
liarización” de la atención a personas con discapa-
cidad está aumentando la carga de cuidado en las 
familias y, sobre todo, en las mujeres. Asimismo, 
la crisis económica ha ampliado las disparidades 
existentes entre grupos sociales y territorios en 
relación a la discapacidad y a la calidad de aten-
ción a personas en situación de dependencia. Los 
grupos sociales que cuentan con mayor renta y 
educación han afrontado mejor las consecuen-
cias de la crisis (Abellán et al., 2015). 

8. Conclusiones 

La crisis económica, el drástico aumento 
del desempleo, la precarización laboral, las baja-
das salariales y los recortes en servicios públicos 
han tenido una repercusión muy negativa en el 
bienestar y calidad de vida de una gran parte de 
la población residente en España. Sin embargo, 
el impacto de la crisis ha sido relativamente 
modesto en la mayoría de los indicadores demo-
gráficos, exceptuando el descenso del tamaño 
de la población y el cambio de signo del saldo 
migratorio. Esto es debido a que los factores 
estructurales de largo recorrido subyacentes 
a las tendencias demográficas tienen más peso 
que los factores coyunturales. Hay además una 
cierta inercia en las dinámicas demográficas que 
retrasa en años la traslación demográfica de los 
cambios económicos. 

No obstante, en este estudio hemos docu-
mentado algunos cambios significativos. La 
fecundidad, por ejemplo, ha descendido, invir-
tiendo la tendencia observada en el periodo 
precrisis, y el descenso ha sido más notorio en 
aquellas comunidades que han experimentado 
un mayor aumento de la tasa de paro. La cri-
sis también ha reforzado algunas tendencias 
preexistentes, como el retraso de la edad de 

matrimonio, sobre todo, en aquellas comunida-
des con mayor aumento de desempleo. La tasa 
de divorcio, en cambio, se ha estabilizado, pre-
suntamente por la dificultad de afrontar el coste 
de dos hogares. Hay otras tendencias demográ-
ficas que aparentemente se muestran inmunes 
a la crisis, como por ejemplo, el tamaño medio 
de los hogares, que ha continuado su descenso 
en valores agregados, y la esperanza de vida, 
que ha proseguido su ascenso. Sin embargo, 
esta apariencia de “normalidad” se desvanece 
cuando utilizamos indicadores más específicos. 
Por ejemplo, aunque la esperanza de vida ha 
seguido aumentando, se ha incrementado nota-
blemente la proporción de tiempo que se espera 
vivir en malas condiciones de salud –ya muy ele-
vada en el caso de las mujeres–, y aunque la mor-
talidad ha seguido descendiendo, ha habido un 
incremento significativo en las tasas de suicidio 
en edades laborales.

El cuadro que hemos presentado de reper-
cusiones demográficas de la crisis tiene dos 
limitaciones importantes. La primera es que 
nos hemos centrado en indicadores agregados 
para el conjunto de la población. Por razones 
de espacio, apenas hemos analizado diferencias 
por género, grupo de edad, estadio en el curso 
de vida, nacionalidad y estrato social. Dado que 
el impacto de la crisis económica ha sido muy 
diferente en las condiciones de vida de distintos 
colectivos, es altamente probable que las reper-
cusiones demográficas de la crisis no sean unifor-
mes para todos ellos. 

Una segunda limitación es que los indi-
cadores agregados que hemos utilizado no nos 
permiten dilucidar el impacto de la crisis en 
el curso de vida de las personas. Por ejemplo, el 
índice de fecundidad ha descendido en gran 
parte porque las parejas jóvenes han pospuesto 
la decisión de tener un hijo. En crisis pasadas o 
en otros países, este efecto de retraso ha sido 
transitorio y la fecundidad se ha recuperado una 
vez superada la crisis. Sin embargo, en el caso 
de España, debido a la larga duración de la crisis 
actual y a la profunda precarización del empleo, 
que probablemente se mantendrá cuando fina-
lice la crisis, no podemos descartar que el retraso 
inicialmente transitorio se convierta en defini-
tivo. Las crisis y la incertidumbre económica aso-
ciada suelen tener un efecto “paralizador” en las 
personas, frenando transiciones como la emanci-
pación juvenil, la formación familiar o la ruptura 
de pareja, e incluso la movilidad y los cuidados 
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de salud. Las trayectorias vitales de muchos indi-
viduos se ven alteradas, y es posible que las con-
secuencias no afloren de inmediato, sino en el 
futuro.
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Solidaridad intergeneracional  
en época de crisis:  
¿mito o realidad?
Marga Marí-Klose y Sandra Escapa Solanas*

RESUMEN

La prolongación de la crisis económica ha mul-
tiplicado el interés por conocer los mecanismos que 
amortiguan las consecuencias de las situaciones de pri-
vación. Un relato extendido atribuye un papel central a 
los abuelos y abuelas que están acudiendo a socorrer 
con sus pensiones a sus hijos y nietos. Sin embargo, 
las evidencias de que disponemos sobre cambios en las 
estructuras y flujos de solidaridad intergeneracional 
son más bien escasas. El artículo explora la magnitud 
y naturaleza de las ayudas entre padres, madres, abue-
los y abuelas, por un lado, e hijos, hijas, nietos y nietas, 
por otro, en España comparativamente a otros países 
europeos, centrándose en la corresidencia, el cuidado 
de nietos y las transferencias económicas inter vivos.

1. Introducción

En los últimos años, marcados por la crisis 
económica, diversos medios de comunicación 
en nuestro país se han hecho eco de forma repe-
tida de la idea de que los abuelos y sus pensiones 
están supliendo las limitaciones de las ayudas 
públicas, y remediando las situaciones de adver-
sidad que sufren los miembros más jóvenes de 

su familia. Nuevas necesidades reclaman apoyo 
urgente, y los mecanismos institucionales pre-
vistos para proporcionarlo a menudo no llegan 
a todos los necesitados, o lo hacen de manera 
ineficiente: no existen prestaciones para abordar 
algunas de las nuevas necesidades, las que exis-
ten son insuficientes, la detección de las necesi-
dades y la tramitación de las ayudas es lenta, la 
información no llega a quienes deben solicitar las 
ayudas, o estos renuncian a los beneficios para 
evitar el estigma asociado al cobro de las pres-
taciones. Por todo ello, la ayuda que las familias 
ofrecen a sus miembros más vulnerables en estas 
situaciones puede resultar fundamental. En oca-
siones se llega a atribuir a esa ayuda familiar la 
desactivación de un potencial “estallido social” 
que de otra forma hubiera provocado la situación 
de precariedad en la que se han visto sumidas 
muchas familias1. La situación por la que atravie-
san muchas familias durante el período de crisis 
ha repercutido considerablemente en sus nive-
les de bienestar. La tasa de paro se ha dispa-
rado entre las personas mayores de 15 años del 
8,2 por ciento en 2007 al 24,4 por ciento en 2014, 
y con ello se han multiplicado las situaciones de 
pobreza y desesperación. Cerca de dos millones 

*  Universidad de Barcelona, Departamento de Socio-
logía y Análisis de las Organizaciones y Grupo de Investi-
gación AINSR (Analysis of Inequalities and New Social Risks) 
(mmariklose@ub.edu y sandraescapa@ub.edu).

1 Véase por ejemplo “Los abuelos al rescate de la fami-
lia” (The Economy Journal 15/10/2012), “Los abuelos, cada 
vez más importantes en la estructura familiar” (Europa Press 
25/07/2015), “Los pensionistas se convierten en el pilar de 
contención de la crisis económica” (Cadena Ser 14/06/2012) 
o “Los mayores, salvavidas de las familias en crisis” (Hoy.es 
17/03/2014). 
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de hogares tienen a todos sus miembros activos 
en situación de desempleo. Mientras en 2007 
el 19,7 por ciento de los españoles vivían en un 
hogar cuyos ingresos se situaban por debajo del 
umbral de la pobreza, en 2014 la cifra se situaba 
ya en el 22,2 por ciento (Eurostat, 2014). 

La crisis no ha golpeado a todos los grupos 
por igual. Se ha cebado de manera especialmente 
dura con los jóvenes y los niños. El aumento del 
desempleo ha sido muy intenso entre personas 
jóvenes, muchos de los cuales se han visto per-
judicados por la precariedad de sus contratos en 
las etapas iniciales de incorporación al mercado 
de trabajo. Entre ellos, no pocos representaban 
una fuente de ingresos esencial en hogares situa-
dos en las primeras etapas del ciclo familiar, que 
les permitían sufragar los costes en que habían 
incurrido para emanciparse (especialmente el de 
su vivienda) y quizás los que acarreaba la mater-
nidad o paternidad reciente.

El desempleo de los progenitores más 
jóvenes es responsable de un incremento sus-
tancial de la pobreza infantil, que en España ha 
pasado del 25,5 por ciento en 2007 al 30,1 por 
ciento de las personas menores de 16 años en 
2014 (Eurostat, 2014). Estas altas tasas de riesgo 
de pobreza sitúan a España en cotas impropias de 
un país con su nivel de desarrollo, junto a países 
como Rumanía, Bulgaria y Letonia. Los progra-
mas de protección social específicos existentes 
en España tienen escaso efecto sobre la situación 
económica de las familias con niños. La reduc-
ción de la pobreza propiciada por transferencias 
públicas a hogares con niños es muy limitada 
(Marí-Klose y Marí-Klose, 2013). A todo ello hay 
que sumar la aplicación de recortes en presta-
ciones y servicios de los que eran beneficiarios 
estos grupos. En 2011, el Gobierno de Zapatero 
suprimió la prestación no contributiva por naci-
miento o adopción (el conocido como cheque-
bebé), que suponía unos ingresos de 2.500 euros 
para familias que hubieran tenido un hijo. Varias 
comunidades autónomas limitaron, reformaron o 
cancelaron algunas de las prestaciones familiares2. 

En este contexto, se han recortado también pres-
taciones en especie, como recursos destinados a 
escuelas infantiles para menores de tres años. Por 
si fuera poco, los recortes aplicados en otras pres-
taciones (como las prestaciones por desempleo o 
los programas de rentas mínimas) pueden haber 
incidido sobre la situación de muchos hogares 
con niños. 

La prolongación de la crisis económica ha 
multiplicado el interés por conocer los meca-
nismos que amortiguan las consecuencias de 
las situaciones de privación provocadas por el 
desempleo y el empobrecimiento de los hoga-
res. Ante las deficiencias de la protección pública 
se espera que en un régimen de bienestar como 
el de España, etiquetado de “familista”, sea la ins-
titución familiar la que juegue un papel central 
en la protección de sus miembros más vulnera-
bles. En este sistema de bienestar, los problemas 
individuales de los integrantes de la red familiar 
(como el desempleo, la falta de recursos econó-
micos o de vivienda, la enfermedad) se tienden 
a definir como “asuntos familiares” que exigen la 
movilización de recursos colectivos disponibles, 
tanto simbólicos como económicos y organizati-
vos. En el presente artículo analizamos la natu-
raleza y magnitud de las ayudas que reciben los 
hijos de sus padres en España desde una pers-
pectiva comparada. Aunque nuestro interés se 
centre en la solidaridad de carácter descendente, 
sobre la que se asienta buena parte de los dis-
cursos en los medios de comunicación, también 
incluimos información sobre las trasferencias 
que se producen a la inversa, de hijos a padres. 
Se trata de observar si la crisis ha activado estra-
tegias de solidaridad intergeneracional, cuál es la 
naturaleza y dimensión de esas ayudas, y analizar 
cuáles son los principales perfiles de los padres 
que ayudan y de los hijos que reciben esas ayu-
das. Identificar las características y magnitud de 
esos recursos entre generaciones permite cali-
brar la “fortaleza” del modelo familista de bienes-
tar en un contexto de crisis económica. 

En las siguientes secciones analizamos la 
naturaleza y dimensión de algunos de los apoyos 
recibidos por jóvenes y niños por parte de gene-
raciones de edad más avanzada en el período 
de crisis que en España se inicia en 2008. En 
primer lugar, se presentan brevemente las 
bases que definen el modelo familista del sur 
de Europa para, a continuación, contrastarlo con 
datos comparativos acerca de la evolución de las 
transferencias inter vivos, el cuidado a nietos y la 
corresidencia en distintos países europeos. En el 

2  Como señalan Cantó y Ayala (2014), en el ejercicio 
de 2009 es el caso, por ejemplo, de la prestación por naci-
miento en comunidades como Asturias, Extremadura, Madrid 
o Navarra a las que posteriormente se han sumado el resto 
de comunidades. Según un estudio realizado para Unicef del 
Centro de Estudios Económicos Tomillo (CEET), en el periodo 
2007-2013 la inversión por niño se reduce tanto en la Admi-
nistración General del Estado (un 6,2 por ciento) como en las 
comunidades autónomas (un 14,8 por ciento en promedio), 
siendo el País Vasco la Comunidad que en menor medida 
reduce los recursos destinados a tal fin (un 1,3 por ciento), y 
La Rioja la que más (un 35 por ciento). 



6363

M a r g a  M a r í - K l o s e  y  S a n d r a  E s c a p a  S o l a n a s

Número 22. Segundo semestre. 2015 PanoramaSOCIAL

último apartado, la atención se centra específica-
mente en el análisis del caso de España. Por un 
lado se estudiará el papel que juegan las trans-
ferencias inter vivos en un contexto de crisis, así 
como los principales determinantes de las dona-
ciones que realizan las generaciones de edad 
más avanzada a sus hijos, y en qué medida vie-
nen condicionadas por su situación laboral. En la 
última sección se analiza cómo la crisis ha cam-
biado las pautas de corresidencia, incrementan-
do el número de menores que viven en un hogar 
donde el sustentador principal tiene 65 o más 
años. Para finalizar, se plantea qué ocurriría con 
las tasas de riesgo de pobreza infantil si los meno-
res no residieran en esos hogares y no recibieran 
las aportaciones de los pensionistas con los que 
conviven. 

2. Expectativas de solidaridad 
en un sistema familista

Durante mucho tiempo, la Europa medi-
terránea ha sido identificada como una zona 
donde la familia y los lazos familiares son fuer-
tes en comparación con los sistemas familia-
res de otras partes de Europa. Tales diferencias 
tienen profundas raíces históricas, que según 
algunos planteamientos se remontan a la Edad 
Media (Reher, 1998). A pesar de las variaciones 
locales, los itinerarios de vida de los europeos 
meridionales han seguido pautas diferenciadas, 
que han reforzado vínculos intergeneracionales. 
Han tendido a prolongar su estancia en el hogar 
parental hasta edades tardías y, cuando se iban, 
han elegido a menudo viviendas cercanas a las 
del hogar parental, que facilitaban el manteni-
miento de un contacto frecuente. Ha sido tam-
bién habitual que un número considerable de 
jóvenes continuaran viviendo con sus padres, 
haciéndose cargo del cuidado de ellos en etapas 
avanzadas del ciclo vital.

A lo largo de su infancia y transición a la 
vida adulta, los jóvenes mediterráneos han reci-
bido apoyo y protección de sus padres hasta que 
se iban de su casa. Los hijos emancipados tam-
bién podían contar con sus padres en diferentes 
momentos. Se podía confiar en que los padres 
participaran en costosas inversiones de promo-
ción de sus hijos (por ejemplo, la compra de 
una casa, o la puesta en marcha de un negocio) 
o apoyando a sus hijos en el cuidado de los nie-

tos (Reher, 1998; Jurado, 2001; Iglesias de Ussel 
et al., 2009; Tobío, 1999). A cambio, los padres 
recibían la ayuda de sus hijos cuando en etapas 
avanzadas del ciclo vital requerían cuidados y 
atenciones. En las sociedades mediterráneas es 
habitual que hijos adultos supervisen la salud de 
sus padres, les hagan visitas regulares y les acom-
pañen al médico en sus visitas rutinarias. Cuando 
las dificultades para preservar la autonomía per-
sonal aumentan, muchos ancianos pasan a vivir 
con sus hijos. La solidaridad intergeneracional es 
una norma social compartida por la sociedad en 
su conjunto, interiorizada a muy temprana edad 
(Reher, 1998).

El ethos familista ha sido avalado por la 
doctrina social de la Iglesia católica, que no solo 
tiene una importante influencia cultural, sino 
que también ha desempeñado un papel desta-
cado en el campo de la política social en Italia, 
España y Portugal (la Iglesia ortodoxa griega  
desempeñó un papel funcionalmente equiva-
lente). La relevancia social de tales orientacio-
nes y prácticas no tiene parangón en el norte 
de Europa, donde los lazos familiares tienden a 
ser mucho más débiles, en consonancia con las 
orientaciones más individualistas de la ética pro-
testante (Greeley, 1989).

La existencia de redes de apoyo sólidas y la 
legitimación de las normas de solidaridad interge-
neracional tiene implicaciones importantes para la 
estructuración y el funcionamiento de los Estados 
de bienestar. El énfasis en el papel de la familia no 
ha ido acompañado de políticas sociales de apoyo 
material a las familias. La centralidad de las fami-
lias en el sur de Europa ha servido para legitimar 
la inacción política y el escaso desarrollo de los 
sistemas de protección social públicos (Saraceno, 
1994). La Europa del Sur constituye el sistema de 
bienestar mediterráneo, caracterizado por un bajo 
nivel de desmercantilización y desfamiliarización 
(Ferrera, 1996; Jurado y Naldini, 1997).

Diversos autores han apuntado que las fa- 
milias mediterráneas desempeñan un papel deter-
minante en situaciones de crisis económica, soco-
rriendo a sus miembros más vulnerables (Bison y 
Esping-Andersen, 2000). Iglesias de Ussel (1998: 62) 
llega a referirse a la familia como el verdadero 
Ministerio de Asuntos Sociales en España. Esta 
narrativa ha cobrado relieve en los medios de 
comunicación. Una idea muy extendida es que, 
en situaciones de crisis, los abuelos se están vol-
cando con sus hijos y sus nietos, convirtiéndose 
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en un sostén clave para economías familiares en 
crisis. Los datos que se manejan suelen ser pocos 
y fragmentarios. Se abusa de evidencia anecdó-
tica, normalmente confirmatoria, que impide 
estimar la magnitud del fenómeno, pero nutre el 
discurso familista. Una aproximación al análisis 
de los datos empíricos permite contrastar si esa 
narrativa tan extendida se corresponde con la 
realidad. 

3. Solidaridad 
intergeneracional en 
España en perspectiva 
comparada

La naturaleza de las ayudas entre gene-
raciones suele ser diversa y multidimensional 
(Bengston, 1993). En el presente artículo nos cen-
tramos en el análisis de tres formas de solidari-
dad: las transferencias económicas inter vivos entre 
hogares, el cuidado de los miembros dependien-
tes y la corresidencia. La investigación sociológica 
ha contribuido a poner de relieve la importan-
cia de estas formas de solidaridad. Las ayudas 
monetarias de miembros mayores de la familia 
a los jóvenes pueden constituir un recurso fun-
damental para sacar a estos de situaciones de 
apuro y favorecer su promoción personal. En esta 
misma línea, la prolongación de la residencia (o 
el retorno al hogar) supone ahorros importantes 
en etapas vitales en las que el coste de la autono-
mía residencial podría detraer recursos económi-
cos de otras inversiones a favor de la promoción 
personal. Otro tanto ocurre con el cuidado de los 
abuelos a los nietos, especialmente en aquellos 
contextos en los que el elevado coste de los ser-
vicios formales de cuidado puede incluso desin-
centivar la participación laboral de las mujeres 
(García-Morán y Kuehn, 2012). Las transferencias 
inter vivos, el tiempo dedicado al cuidado de los 
nietos, así como las estrategias de corresidencia 
devienen mecanismos de aseguramiento que 
permiten a los jóvenes asumir riesgos en su tran-
sición a la vida adulta sabiéndose protegidos por 
una última red de protección familiar (Kohli, 1999). 
Está por ver si esas dimensiones de la solidaridad 
son más frecuentes e intensas en países conside-
rados familistas como el nuestro, y si la crisis ha 
reforzado esas estrategias para garantizar el bien-
estar de las generaciones más jóvenes.

La disponibilidad de datos empíricos com-
parativos y la realización de encuestas a lo largo 

de los últimos años que recogen distintas dimen-
siones de la solidaridad intergeneracional per-
miten contextualizar el relato sobre la fortaleza 
y solidez del familismo en los países del sur de 
Europa. Las necesidades de los receptores, las 
oportunidades de los proveedores para ayudar, 
así como las estructuras familiares influyen en la 
naturaleza y generosidad de las transferencias 
entre generaciones. Y esas condiciones se han 
transformado considerablemente en las últimas 
décadas. Los procesos de individualización aso-
ciados a cambios en los valores y actitudes, la 
emergencia de nuevas formas familiares, así como 
la creciente incorporación de la mujer al mercado 
laboral han podido hacer mella en las normas y 
pautas de solidaridad familiar en los países de la 
Europa meridional, repercutiendo especialmente 
a las generaciones más jóvenes (Moreno y Marí-
Klose, 2013). Los datos que exponemos a conti-
nuación permiten observar si la crisis económica 
ha revertido o reforzado ese proceso. 

En una primera aproximación a los datos 
se observa que comparativamente a otros paí-
ses del entorno europeo, los considerados fami-
listas no constituyen una peculiaridad en cuanto 
a ciertas actitudes y comportamientos. Así por 
ejemplo, diversas investigaciones muestran la 
vigencia del papel de los abuelos como cuida-
dores de sus nietos en países como el Reino 
Unido y Estados Unidos (Grundy, 2007) o Rusia 
(Gessat-Anstett, 2001). En este sentido, España 
no destaca por ser uno de los países en los que 
esta práctica esté más extendida (Tobío et al., 
2010; Meil, 2011). Más bien lo contrario. Según 
datos comparativos del Survey of Health, Ageing 
and Retirement (SHARE), España destaca por ser 
el país en que las transferencias a generaciones 
más jóvenes de tiempo de cuidado y de recursos 
económicos son menos frecuentes.

De todos los países europeos incluidos en 
la encuesta SHARE de 2013, España es aquel en el 
que una menor proporción de personas de 50 o 
más años afirman haber cuidado de sus nietos: un 
36,8 por ciento, frente a máximos en Dinamarca 
con un 55,9 por ciento, Suecia 53,7 por ciento y 
Holanda 52,9 por ciento. Aunque con valores lige-
ramente diferentes, los resultados de la misma 
encuesta realizada en 2006 evidencian que el 
porcentaje en España era ya de los más bajos 
de Europa, con un 30,6 por ciento (frente a los 
más elevados en Holanda con un 49,4 por ciento 
o Dinamarca 48,6 por ciento). Los datos indican 
que, en términos generales, en todos los países 
durante el período analizado ha aumentado el 
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Cuadro 1

Porcentaje de abuelos/as que cuidan a sus nietos/as, según la frecuencia de los cuidados (2006, 2013)

2006 2013 2006 2013

Alemania Más o menos cada día 6,0 6,3 Grecia Más o menos cada día 17,0 --

Más o menos todas las semanas 14,3 15,9 Más o menos todas las semanas 10,9 --

Más o menos todos los meses 6,6 9,6 Más o menos todos los meses 5,5 --

Con menos frecuencia 10,9 9,9 Con menos frecuencia 6,2 --

No los ha cuidado 62,2 58,3 No los ha cuidado 60,4 --

Austria Más o menos cada día 8,1 7,4 Irlanda* Más o menos cada día 6,8 --

Más o menos todas las semanas 12,1 20,3 Más o menos todas las semanas 11,7 --

Más o menos todos los meses 7,5 7,6 Más o menos todos los meses 4,8 --

Con menos frecuencia 8,1 6,6 Con menos frecuencia 7,9 --

No los ha cuidado 64,3 58,1 No los ha cuidado 68,8 --

Bélgica Más o menos cada día 7,6 8,4 Italia Más o menos cada día 18,6 19,4

Más o menos todas las semanas 21,3 24,5 Más o menos todas las semanas 12,5 13,9

Más o menos todos los meses 8,3 9,3 Más o menos todos los meses 3,6 3,6

Con menos frecuencia 11,6 10,8 Con menos frecuencia 5,8 3,1

No los ha cuidado 51,2 47 No los ha cuidado 59,6 59,9

República  
Checa

Más o menos cada día 6,0 9,5 Luxemburgo Más o menos cada día -- 11,0

Más o menos todas las semanas 12,8 19,3 Más o menos todas las semanas -- 19,8

Más o menos todos los meses 11,5 10,5 Más o menos todos los meses -- 9,5

Con menos frecuencia 11,0 6,9 Con menos frecuencia -- 10,0

No los ha cuidado 58,7 53,8 No los ha cuidado -- 49,8

Dinamarca Más o menos cada día 1,5 0,9 Países Bajos Más o menos cada día 1,4 2,5

Más o menos todas las semanas 11,2 14,6 Más o menos todas las semanas 23,5 24,6

Más o menos todos los meses 17,7 22,3 Más o menos todos los meses 10,3 11,7

Con menos frecuencia 18,2 18,1 Con menos frecuencia 14,2 14,1

No los ha cuidado 51,4 44,1 No los ha cuidado 50,5 47

Eslovenia Más o menos cada día -- 14,1 Polonia Más o menos cada día 22,2 --

Más o menos todas las semanas -- 14,2 Más o menos todas las semanas 10,7 --

Más o menos todos los meses --   8,0 Más o menos todos los meses 6,5 --

Con menos frecuencia -- 6,7 Con menos frecuencia 6,1 --

No los ha cuidado -- 56,9 No los ha cuidado 54,5 --

España Más o menos cada día 12,0 14,1 Suecia Más o menos cada día 1,4 1,0

Más o menos todas las semanas 8,5 11,6 Más o menos todas las semanas 12,0 14,3

Más o menos todos los meses 3,0 6,5 Más o menos todos los meses 14,4 17,2

Con menos frecuencia 7,1 4,6 Con menos frecuencia 18,8 21,2

No los ha cuidado 69,4 63,2 No los ha cuidado 53,4 46,3
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2006 2013 2006 2013

Estonia Más o menos cada día -- 6,5 Suiza Más o menos cada día 2,8 3,3

Más o menos todas las semanas -- 10,1 Más o menos todas las semanas 21,9 23,3

Más o menos todos los meses -- 9,7 Más o menos todos los meses 8,1 13,5

Con menos frecuencia -- 12,6 Con menos frecuencia 11,7 8,4

No los ha cuidado -- 61,1 No los ha cuidado 55,5 51,4

Francia Más o menos cada día 5,4 5,9

Más o menos todas las semanas 13,2 16,2

Más o menos todos los meses 7,6 10,9

Con menos frecuencia 17,3 18,7

No los ha cuidado 56,5 48,4

Pregunta: “En promedio, ¿con qué frecuencia ha cuidado al hijo/a de X (nombre de cada uno de sus hijos/as) durante los últimos 
doce meses? Diría que fue…” (se ofrecen las categorías de respuesta que se presentan en el cuadro).
Nota: * Los datos de Irlanda son sin aplicar la ponderación, ya que la encuesta carece de los pesos correspondientes.
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos SHARE (olas 2 y 5).

Cuadro 1 (continuación)

Porcentaje de abuelos/as que cuidan a sus nietos/as, según la frecuencia de los cuidados (2006, 2013)

porcentaje de personas de 50 o más años que 
dedican tiempo al cuidado de sus nietos, a ex- 
cepción de Italia que se mantiene en torno a 
un 40 por ciento (cuadro 1). Aunque el porcen-
taje de abuelos que dedican tiempo al cuidado 
de sus nietos en España es de los más bajos de 
Europa, no lo es en cuanto a la intensidad del 
tiempo que dedican. Un 14 por ciento de abue-
los que cuidan en España lo hacen más o menos 
cada día. En Italia lo hace un 19,4 por ciento. En 
cambio en los países en que la proporción de 
abuelos que ayudan al cuidado de sus nietos es 
más elevado, los que los cuidan a diario oscilan 
entre el 1 por ciento de Dinamarca y el 2,5 por 
ciento de Holanda. Un aspecto característico de 
nuestro país es que, cuando los padres ayudan 
a sus descendientes, tienden a hacerlo con más 
intensidad que en los países nórdicos, pero con 
menor frecuencia que en otros países medite-
rráneos (Albertini, Kohli y Vogel, 2007; Hank y 
Buber, 2007).

Los datos indican que existe un desequili-
brio entre la ayuda doméstica que dan y la que 
reciben las personas mayores de 50 años. Como 
puede observarse en el gráfico 1, los máximos 
se producen en países de Europa del Este, como 
la República Checa y Eslovenia, y los mediterrá-
neos. En España, en 2013 un 8,6 por ciento de las 
personas mayores de 50 años reconocieron reci-
bir ayuda doméstica de sus hijos, aumentando lige-

ramente respecto al año 2006 (6,0 por ciento). A 
excepción de la República Checa, entre los dos 
años analizados no parece que se hayan pro-
ducido cambios significativos en el porcentaje 
de personas que reciben este tipo de ayuda por 
parte de sus hijos. Las ayudas económicas de 
hijos a padres son aún más infrecuentes, como 
puede observarse en el gráfico 2. En España, el 
1,7 por ciento de las personas de 50 o más años 
han recibido una ayuda de esas características, 
un porcentaje algo más bajo que en 2006, con un 
2,4 por ciento. La ayuda de estas características 
se concentra especialmente entre personas de 
edad más avanzada. Así, un 17,7 por ciento de los 
mayores de 70 años reciben ayuda de sus hijos 
en España, frente a un 5,4 por ciento de las per- 
sonas de 60 a 69 y un 0,7 por ciento de las perso-
nas de 50 a 59 años.

En cuanto a las ayudas económicas a ho- 
gares más jóvenes encontramos un patrón simi-
lar al del cuidado de nietos. Según datos de 
SHARE 2006, las ayudas económicas a los hijos 
van desde un mínimo del 7 por ciento en España 
hasta el máximo del 31,3 por ciento en Suecia. 
Las encuestas de 2006 y 2013 no incluyen infor-
mación sobre la cantidad de dinero transfe-
rido entre hogares. Sin embargo, la ola de 2004 
incluye esa información, y, según los análisis 
publicados por Albertini, Kohli y Vogel (2007), 
en Italia y España la cantidad media por donante 
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Gráfico 1

Porcentaje de padres (mayores de 50 años) que en el último año han recibido ayuda  
doméstica como mínimo una vez por semana por parte de sus hijos/as (2006 y 2013)
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Pregunta: “Pensando en los últimos 12 meses, ¿ha habido algún familiar que no viva en el hogar, algún amigo o vecino que le haya prestado a Ud. o a su 
pareja ayuda en el cuidado personal o ayuda doméstica?, seleccionando solo aquellos casos en los que  ha respondido el hijo/a en la pregunta ¿Qué familiar 
que no vive en el hogar le ha prestado ayuda a Ud. o su pareja? y que la frecuencia es “Más o menos todas las semanas” y “Más o menos diariamente” en 
la pregunta En los últimos 12 meses, ¿con qué frecuencia ha recibido Ud. o su pareja dicha ayuda de esta persona?.
Nota: * Los datos de Irlanda se presentan sin aplicar la ponderación, ya que la encuesta carece de los pesos correspondientes.
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos SHARE (olas 2 y 5).

Gráfico 2

Porcentaje de padres (mayores de 50 años) que en el último año han recibido  
250 € o más por parte de sus hijos/as (2006 y 2013)
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Pregunta: “Piense en los últimos 12 meses. Sin contar la vivienda ni la alimentación compartidas ¿han recibido Ud. o su pareja ayuda económica o alguna 
donación por valor igual o superior a 250€?, seleccionando solo aquellos casos en los que ha respondido el hijo/a en la pregunta ¿De quién recibió Ud. 
o su pareja una ayuda económica? “.
Nota:* Los datos de Irlanda se presentan sin aplicar la ponderación, ya que la encuesta carece de los pesos correspondientes.
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos SHARE (olas 2 y 5).
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es de las más altas. Al igual que pasa con el cui-
dado, las ayudas económicas a descendientes son 
menos frecuentes, pero más intensas. Durante el 
período de crisis, tal como se puede apreciar en 
el gráfico 3, se ha producido un aumento genera-
lizado de las transferencias económicas a gene-
raciones más jóvenes. En el caso de España, en 
2013 un 10 por ciento de padres ayudaban eco-
nómicamente a alguno de sus hijos. Pero solo el 
5,5 por ciento de los hijos emancipados señalaba 
haber recibido una ayuda económica de más de 
250 euros en los últimos 12 meses por parte de sus 
progenitores.

Los datos comparativos sobre los inter-
cambios de tiempo y dinero entre generaciones 
parecen abrir algunas grietas en el relato acerca 
de la fortaleza del familismo en España. Aun así, 
cabe señalar que la forma que toma la solidari-
dad familiar en los países del sur de Europa, y 
en España en particular, es fundamentalmente 
la convivencia de las generaciones (Albertini, 
Kohli y Vogel, 2007; Albertini, 2010; Meil, 2011). 
En los países meridionales confluyen una serie 
de factores que expone a los jóvenes a una “cri-
sis de accesibilidad” a la vivienda, provocada por 
su precaria situación laboral y el elevado coste de 

los inmuebles, tanto de compra como de alqui-
ler (Jurado, 2006). Tal como se puede apreciar en 
el gráfico 4, España junto a otros países del sur 
y del este de Europa están a la cabeza en la pro-
porción de jóvenes adultos que permanecen en 
el hogar paterno. En el caso de España, esa pro-
porción se ha mantenido relativamente estable 
en los últimos años: en torno al 54 por ciento de 
jóvenes de 25 a 29 años conviven con sus padres. 
La expansión económica que se vivió durante los 
primeros años del siglo XXI permitió una ligera 
reversión de esa tendencia entre las cohortes 
que se incorporaron a la vida adulta en años de 
bonanza, pero todo parece indicar que ha sido 
una reversión transitoria, anulada por la conge-
lación de los proyectos emancipatorios provoca-
dos por la crisis económica que se inicia en 2008 
(Marí-Klose, Julià y Marí-Klose, 2013). 

La extensión de la convivencia de padres e 
hijos puede condicionar las circunstancias en las 
que se producen las transferencias de recursos 
entre generaciones. Kohli et al. (2005) atribuyen 
a este hecho la baja frecuencia de transferen-
cias de tiempo y dinero de padres a hijos en los 
países del sur de Europa. A diferencia de lo que 
ocurre en muchos países del norte o centro de 

Gráfico 3

Porcentaje de padres (mayores de 50 años) que en el último año han dado  
250 € o más a sus hijos/as (2006 y 2013)
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Pregunta: “Piense en los últimos 12 meses. Sin contar la vivienda ni la alimentación compartidas ¿han prestado Ud. o su pareja ayuda económica o han 
hecho alguna donación por valor igual o superior a 250€ a alguna persona, independientemente que viva o no en su hogar?, seleccionando solo aquellos 
casos en los que ha respondido el hijo/a en la pregunta ¿A quién ha prestado Ud. o su pareja una ayuda económica?”.
Nota:* Los datos de Irlanda se presentan sin aplicar la ponderación, ya que la encuesta carece de los pesos correspondientes.
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos SHARE (olas 2 y 5).
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Europa, los procesos de emancipación residen-
cial en la Europa meridional son mayoritaria-
mente proyectos de convivencia en pareja, y, por 
tanto, estrechamente ligados a procesos de for-
mación de una nueva familia. Los jóvenes que 
han encontrado una pareja adecuada tienden a 
planificar una emancipación “responsable” que 
se realiza en el momento en que se consiguen las 
condiciones para que el proyecto de convivencia 
sea viable a largo plazo. Eso retrasa considerable-
mente la edad a la que se produce el abandono 
del hogar paterno. Y, a su vez, reduce las condi-
ciones para que los jóvenes precisen de la ayuda 
paterna una vez que se han ido de casa (Kohli y 
Albertini, 2008). 

Las transferencias entre padres e hijos pue-
den tener distintos propósitos. Con la corresi-
dencia como forma más común de ayudar a los 
hijos que no son completamente autónomos, el 
apoyo económico es menos explícito y se pro-
duce dentro de un contexto familiar de conviven-
cia, subsidiando así los costes de manutención 
y vivienda mientras los jóvenes preparan el pro-
yecto emancipatorio. En otros países europeos, 
los jóvenes abandonan el hogar a edades más 
tempranas y reciben ayuda económica directa y 
explícita de sus padres. Según los resultados de 
un estudio realizado con datos de la encuesta 

SHARE de 2004, Albertini (2010) observa que 
más de la mitad de los hijos españoles que bus-
can trabajo viven con sus padres, mientras que en 
esta situación se encuentran solamente el 16 por 
ciento de los alemanes y el 6 por ciento de los 
daneses. Tanto alemanes como daneses tienen, 
por el contrario, una probabilidad mucho mayor 
que los jóvenes españoles de vivir en su propio 
hogar y recibir ayuda económica y/o de cuidado 
por parte de sus padres. Resultados semejantes 
observaron años antes Bison y Esping-Andersen 
(2000: 77) con los datos del Panel de Hogares de la 
Unión Europea de 1994. Las familias en los países 
de Europa del Sur ofrecen “alojamiento y comida” 
a los jóvenes en situación de desempleo ante la 
ausencia de protección por parte del Estado. 

En los Estados con esquemas de protección 
más fuertes, como Bélgica y Dinamarca, las trans-
ferencias económicas de padres a hijos que viven 
emancipados son paradójicamente las más altas. 
Las transferencias económicas a los hijos que vi- 
ven emancipados tienen diferentes propósitos 
en función del contexto. En los países del norte 
no están estrictamente vinculadas a las necesida-
des de los hijos y se pueden producir cuando el 
hijo no se encuentra en una situación de dificul-
tad. En cambio, en los países continentales y del 
sur de Europa están más focalizadas a los hijos 

Gráfico 4

Porcentaje de jóvenes (25-29 años) que conviven con sus padres (2006 y 2013)
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con necesidades, y son concebidas como un sus-
titutivo ante la ausencia de programas públicos 
de bienestar (Esping-Andersen y Sarasa, 2002: 6; 
Börsch-Supan, 2007). 

La aproximación a los datos comparativos 
permite observar, por un lado, que las transfe-
rencias de tiempo y cuidado entre padres e hijos 
han aumentado, en general, en todos los países 
analizados durante el período de crisis. De hecho, 
la solidaridad intergeneracional no se restringe 
exclusivamente a países tradicionalmente consi-
derados familistas, sino también a otros contex-
tos de mayor autonomía vinculados a escenarios 
de inestabilidad (Laparra y Pérez, 2012). Por otro 
lado, cabe destacar que el modelo familista de 
los países del sur de Europa se caracteriza por la 
centralidad de la convivencia en el mismo hogar 
como estrategia de sostén económico. En com-
paración con otros países europeos, en Italia, 
Grecia y España un porcentaje muy elevado de 
jóvenes adultos y padres conviven en el mismo 
hogar. Al mismo tiempo, una proporción baja de 
hijos que no viven con sus padres reciben apoyo 
económico y de cuidado de sus padres. Ahora 
bien, cuando reciben ayuda, se benefician de 
transferencias de recursos de tiempo y dinero 
mucho más intensas que los jóvenes de Europa 
central o del norte (Attias-Donfut, Ogg y Wolff, 
2005; Kohli y Albertini, 2008). 

4. Crisis y fortaleza de las 
ayudas de padres a hijos 
en España

Existe un amplio consenso en la literatura 
en considerar que la familia ha mantenido y 
robustecido su músculo durante los períodos de 
crisis económica. Según los resultados que arro-
jan algunos de los primeros estudios que han 
abordado el impacto de la presente crisis (Cantó, 
2010; Laparra y Pérez, 2011; Meil, 2011; Martínez 
Virto, 2014; Mota y Fantova, 2014), la solidaridad 
familiar parece consolidarse como un capital 
social fundamental para el bienestar de las perso-
nas. Incluso se considera que la crisis económica 
ha podido frenar procesos de individualización 
que favorecían una mayor utilización de los 
recursos disponibles en el mercado o el Estado 
(Meil, 2011: 41). Esta protección familiar no solo 
resulta imprescindible como “colchón” ante las 
situaciones de dificultad, sino que su cobertura 
alcanza una “multiprotección” que incluye ele-

mentos como el apoyo económico, residencial 
o la ayuda de cuidados, y el apoyo emocional, 
entre otros. Sin embargo, a pesar de este innega-
ble papel, estudios como los de Laparra y Pérez 
(2012), Martínez Virto (2014) y Mota y Fantova 
(2014) constatan que, tras varios años de crisis 
económica, el recurso tradicional de la solidari-
dad familiar como soporte básico para enfrentar 
los problemas sociales empieza a mostrar ciertos 
síntomas de sobrecarga y agotamiento. 

Uno de los pocos estudios que ofrecen 
datos recientes sobre las condiciones de vida de 
las personas en España y el impacto de la crisis 
es el de la Fundación Foessa, basado en el aná-
lisis de la Encuesta sobre Integración Social y 
Necesidades Sociales. La encuesta, que sobre-
rrepresenta a hogares con indicios de exclusión 
social, incluye preguntas sobre las formas en que 
los entrevistados hacen frente a las situaciones 
de dificultad. Según datos de 2013, la mayoría de 
ellos se identifica con estrategias individualistas, 
es decir, resuelven las dificultades dentro del pro-
pio hogar a través fundamentalmente de la racio-
nalización del gasto y el consumo propios. Por 
ejemplo, un 61,4 por ciento reduce el gasto en 
calzado y vestido, y un 59 por ciento en ocio. La 
estrategia familista es bastante menos frecuente: 
un 20 por ciento de los hogares han tenido que 
pedir ayuda económica a familiares o amigos, un 
4,1 por ciento reconoce que, debido a la crisis, no 
ha podido independizarse, y un 2,2 por ciento ha 
tenido que regresar a casa de sus padres 3. El estu-
dio también indica que seis de cada diez personas 
que han recurrido a las dos últimas estrategias 
son menores de 44 años (Martínez Virto, 2014). 

Un aspecto que revela la misma fuente es 
que la ayuda suele tener un carácter recíproco. 
La mayoría de los hogares en España son a la vez 
donantes y receptores de ayuda, una pauta que 
se ha mantenido e incluso acentuado con la cri-
sis: en 2007, un 43,3 por ciento de hogares era 
a la vez donante y receptor de ayuda; en 2013, 
un 52,6 por ciento (Martínez Virto, 2014). Sin 
embargo, desconocemos qué repercusión tiene 

3  Además, disponer o no de ayuda en caso de necesi-
dad puede tener importantes implicaciones en las respuestas 
de los hogares ante situaciones de dificultad. Según datos del 
mismo estudio, el recorte en alimentación es una estrategia 
central en aquellos hogares que no reciben ayuda en caso de 
necesidad, una estrategia que se ha incrementado con la crisis. 
En 2007, el porcentaje de hogares que recortaban gasto en ali- 
mentación y carecían de ayuda era del 23,4 por ciento, y en 
2013, del 61 por ciento. Entre aquellos que sí la tienen también, 
también aumenta de forma considerable, pero algo menos 
(del 18,7 por ciento al 43,7 por ciento) (Martínez Virto, 2014). 
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ese intercambio en términos generacionales. Los 
datos de la encuesta sobre Solidaridad Intergene-
racional y Estado de Bienestar del CSIC del 2014, 
permiten identificar algunas pautas de ayuda 
mutua entre generaciones. Así por ejemplo, el 
11,7 por ciento de las personas que tienen hijos 
menores de 18 años afirma recibir ayuda de los 
abuelos de sus hijos para hacer pequeñas repa-
raciones en casa, frente a un 16,8 por ciento que 
les ha prestado esa ayuda en los últimos 12 meses. 
El 12,5 por ciento recibe ayuda para hacer la com-
pra o la comida, y el 14 por ciento les presta esa 
ayuda. En cuanto al cuidado de niños o depen-
dientes, el 17,5 por ciento reconoce recibir ayuda 
de los abuelos, mientras el 15,7 por ciento afirma 
que ayuda a los abuelos a cuidar ancianos o 
dependientes. La encuesta también incluye pre-
guntas acerca de las transferencias económicas 
entre hogares. Un 14,8 por ciento de los encuesta-
dos con hijos menores de 18 años reconoce haber 
recibido dinero prestado o donado en los últimos 
cinco años de los abuelos de sus hijos, y un 7,9 por 
ciento afirma habérselo prestado o donado a los 
abuelos de sus hijos. Los resultados indican que 
muchas ayudas entre generaciones tienen doble 
recorrido, se prestan y se reciben en función de 
las necesidades y la disponibilidad de recursos.

A continuación se enfocará la atención en 
las condiciones en que se producen las ayudas 
de tipo “familista” actualmente en nuestro país. 
En primer lugar se exponen las ayudas que los 
hijos reciben cuando no conviven con sus pro-
genitores, se identifican las características de los 
perceptores y donantes de las ayudas económi-
cas y se valora en qué medida estas ayudas vie-
nen condicionadas por situaciones de necesidad. 
En segundo lugar, se analiza si la crisis ha cam-
biado las pautas de corresidencia, incremen-
tando el número de menores que viven en un 
hogar donde el sustentador principal tiene 65 o 
más años. Finalmente, se plantea qué ocurriría 
con las tasas de riesgo de pobreza infantil si los 
menores no residieran con personas mayores de 
64 años y no recibieran las aportaciones de los 
pensionistas con los que conviven. 

4.1. Factores que promueven las donaciones 
intergeneracionales descendentes

El porcentaje de padres que realizan dona-
ciones económicas a sus hijos en España figura en 
la cola de Europa, sin que apenas se hayan produ-

cido cambios perceptibles, tal como indican los 
datos internacionales que hemos analizado en el 
apartado anterior. Estos datos sugieren que los 
padres españoles no optan por este tipo de ayu-
das, o no pueden ofrecerlas, ni siquiera cuando la 
crisis es más acuciante. Según datos del SHARE, 
entre 2006 y 2013 el porcentaje de personas de 
50 o más años que en el último año han ayudado 
económicamente a sus hijos ha aumentado tres 
puntos porcentuales (del 7 por ciento al 10 por 
ciento). Frente al discurso efectista e insistente 
de los medios de comunicación que sugiere que los 
padres se están volcando en ayudar a sus hijos 
jóvenes, la evidencia cuantitativa obliga a la cau- 
tela4. De acuerdo con los resultados de la en- 
cuesta SHARE, el familismo español (y tampoco 
el de otros países del sur de Europa) no se dis-
tingue precisamente por el apoyo económico 
que los hijos emancipados reciben de sus padres 
mediante trasferencias inter vivos. Un análisis de 
las características de los donantes y perceptores 
de las transferencias monetarias entre hogares 
permite tener un conocimiento más preciso de las 
condiciones en que se produce este tipo de ayuda 
en España en un contexto de crisis. 

Como se puede apreciar en el gráfico 5, 
uno de los factores que tiene mayor peso para 
recibir una ayuda económica de los padres es la 
situación laboral de los hijos. Los hijos emancipa-
dos que están desempleados tienen una probabi-
lidad 3,3 veces mayor de recibir una transferencia 
de 250 euros o más de sus padres que los hijos 
que trabajan; los que están inactivos casi dos 
veces mayor. La ayuda económica de padres a 
hijos emancipados en España parece estar alta-
mente condicionada por situaciones de exclu-
sión laboral de los jóvenes sobrevenida por la 
crisis. Pero el desempleo no es el único riesgo 
que aumenta las probabilidades de recibir ayuda 
económica de los progenitores. Un factor que 
tiene también un peso considerable es la situa-

4  Un ejemplo de esto último se ha observado recien-
temente en la cobertura masiva que los medios de comu-
nicación han hecho de un estudio realizado por Educo 
(2015, http://cdn.20m.es/adj/2015/09/07/3334.pdf ). Según 
las informaciones difundidas por los medios, ocho de cada 
diez abuelos ayudan económicamente a sus hijos y nietos, la 
mitad de los pensionistas dedica entre un 20 por ciento y un 
30 por ciento de sus ingresos a ayudar a sus hijos y nietos, 
y el número de pensionistas que ayudan a sus familiares se 
ha multiplicado por cuatro desde el inicio de la crisis. Lo que 
no se indicaba en estas informaciones es que el estudio se 
basaba en una encuesta realizada exclusivamente a pensio-
nistas que ayudaban económicamente a sus hijos; por tanto, 
los resultados no eran extrapolables al total de las personas 
con hijos o nietos. Joseba Zalacaín ha puesto de manifiesto 
las limitaciones de este estudio en su artículo Los colchones 
familiares (http://agendapublica.es/los-colchones-familiares/). 
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ción de convivencia. Según los datos de nuestro 
análisis, los hijos divorciados o separados (que 
no viven en pareja) tienen una probabilidad un  
58 por ciento más alta que los que están casados 
o conviven en pareja de recibir ayuda económica 
de sus padres. Otros factores que se han tenido 
en consideración en el análisis, pero que no son 
estadísticamente significativos son: tener hijos 
menores de edad (es decir, que el donante tenga 
nietos) o que, a su vez, el hijo preste algún tipo de 
ayuda a su padre. 

En cuanto a las características que definen 
a los donantes, cabe destacar que son los padres 
que se encuentran en una situación más acomo-
dada económicamente los que, a su vez, ayudan 
económicamente a sus hijos. Los hijos emanci-
pados cuyos padres están situados en el cuarto 
cuartil de ingresos tienen una probabilidad dos 
veces mayor de recibir una transferencia mone-
taria de 250 euros o más que los que están situa-
dos en el primer cuartil de ingresos (gráfico 6). 
En parte, este resultado está relacionado con 
otro de los factores que se incluyen en el análi-

sis: los padres que están jubilados y cobran una 
pensión tienen una probabilidad más alta de ser 
donantes que los que no cumplen esa condición. 
La provisión del Estado de bienestar, lejos de des-
plazar el apoyo familiar, ha permitido a la familia 
proveer de apoyo intergeneracional y transferen-
cias (Kohli, 1999; Künemund y Rein, 1999). Las 
pensiones que se pagan a las personas ancianas 
a través del contrato intergeneracional les per-
miten realizar transferencias a sus descendien-
tes. Otros factores que se han considerado en el 
análisis y que son estadísticamente significativos 
a la hora de explicar estas donaciones son el sexo, 
el número de hijos y la edad: los hijos tienen una 
probabilidad más alta de recibir una donación de 
sus padres que de sus madres; cuanto mayor es el 
número de hermanos, menor es la probabilidad 
de recibir una ayuda económica; además, a mayor 
edad del progenitor, menor probabilidad de que 
este transfiera dinero a sus descendientes. 

Los resultados indican que las transferen-
cias económicas entre hogares son muy poco 
habituales. Se producen cuando los hijos se en- 

Gráfico 5

Probabilidad de recibir 250 € o más por parte de los padres, según la situación de los  
hijos/as (España, 2013)
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Pregunta: “Piense en los últimos 12 meses. Sin contar la vivienda ni la alimentación compartidas ¿han prestado Ud. o su pareja ayuda económica o han 
hecho alguna donación por valor igual o superior a 250€ a alguna persona, independientemente que viva o no en su hogar?, seleccionando solo aquellos 
casos en los que ha respondido el hijo/a en la pregunta ¿A quién ha prestado Ud. o su pareja una ayuda económica? También se incluye ¿Cuál es la situación 
laboral de (nombre de cada uno de los hijoas/as)?”.
Notas: Padres de 50 años o más. Solo se incluyen aquellos casos en que los hijos no viven con sus padres.
Datos calculados a partir de una regresión logística. Variables independientes incluidas ajustadas a la media: edad del padre/madre, sexo padre/madre, 
nivel de estudios del padre/de la madre, cuartil ingresos del hogar padre/madre, si padre/madre  jubilado/a con pensión, número de hijos de padre/
madre, sexo del hijo/a, situación de convivencia de hijo/a, si hijo/a tiene hijos menores de 18 años, si hijo/a ayuda en las tareas domésticas a los padres.
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos SHARE (ola 5).
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cuentran en situación de dificultad económica 
sobrevenida sobre todo por el desempleo, pero 
también por los riesgos asociados a las rupturas 
familiares como el divorcio y la separación. Aun 
así, cabe señalar que son los hijos que cuentan 
con padres en posiciones económicas acomo-
dadas los que se benefician más de este tipo de 
transferencias.

4.2. Nuevos o viejos modelos de corresidencia

La familia extensa donde tradicionalmente 
convivían tres generaciones podría seguir vigente 
y verse revitalizada por la crisis. Laparra y Pérez 
(2012) señalan que el modelo de convivencia tri-
generacional en que los jóvenes no se emanci-
pan (o retornan) y los abuelos viven en casa se ha 
podido ver incrementado por la crisis. Según los 
datos que aportan en su estudio, el número de 

personas mayores de 65 años en los hogares con 
todos los miembros activos en paro se duplicó 
en España entre 2007 y 2010 (del 4,1 por ciento 
al 7,8 por ciento). La expansión económica vivida 
en la primera mitad de la década 2000-2007 había 
propiciado un aumento de las tasas de emanci-
pación. En efecto, en el curso de pocos años, la 
proporción de jóvenes de 16 a 34 años que vivían 
fuera de casa de sus padres aumentó cerca de 15 
puntos porcentuales, situando la edad mediana a 
la emancipación cerca de la media europea. El ini-
cio de la crisis puso fin a este proceso, invirtiendo 
la tendencia. En los últimos años ha descendido 
(aunque ligeramente) la proporción de jóvenes 
emancipados (gráfico 7).

Con los datos disponibles es difícil discrimi-
nar en qué medida ese descenso responde a una 
disminución de la proporción de jóvenes que no 
han salido de su casa o de jóvenes que han retor-
nado a ella tras una experiencia de autonomía resi-
dencial (boomerang kids). Dicho de otro modo, no 

Gráfico 6

Probabilidad de recibir 250 € o más por parte de los padres, según los ingresos anuales 
del hogar de los padres (España, 2013)
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Pregunta: “Piense en los últimos 12 meses. Sin contar la vivienda ni la alimentación compartidas ¿han prestado Ud. o su pareja ayuda económica o han 
hecho alguna donación por valor igual o superior a 250€ a alguna persona, independientemente que viva o no en su hogar?”. Se seleccionan solo aquellos 
casos en los que ha respondido el hijo/a en la pregunta: “¿A quién ha prestado Ud. o su pareja una ayuda económica?” También se incluye la variable thinc2 
que facilita la base de datos SHARE, correspondiente a la variable de ingresos anuales imputada sobre la pregunta: “¿Cuáles han sido los ingresos recibidos 
por todos los miembros del hogar en el último mes? “.
Notas: Padres de 50 años o más. Solo se incluyen aquellos casos en que los hijos no viven con sus padres.
Datos calculados a partir de una regresión logística. Variables independientes incluidas ajustadas a la media: edad del padre/madre, sexo padre/madre, 
nivel de estudios del padre/de la madre, cuartil ingresos del hogar padre/madre, si padre/madre  jubilado/a con pensión, número de hijos de padre/
madre, sexo del hijo/a, situación de convivencia de hijo/a, si hijo/a tiene hijos menores de 18 años, si hijo/a ayuda en las tareas domésticas a los padres.
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos SHARE (ola 5).
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Gráfico 7

Evolución de la tasa de jóvenes (16-34 años) emancipados (España, 2000-2013)
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Fuente: Elaboración propia a partir de  EPA 2000-2013 (segundo trimestre), INE.

Gráfico 8

Porcentaje y número absoluto de menores de 16 años que conviven con una persona  
de 65 o más años (España, 2007, 2009, 2011 y 2013)
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Fuente: Elaboración propia a partir de ECV 2007, 2009, 2011 y 2013, INE.
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podemos distinguir los jóvenes que han aplazado 
su emancipación de los que han interrumpido su 
vida emancipada. El acercamiento al fenómeno 
del retorno solo puede ser indirecto.

En este sentido, es posible determinar la 
variación en la proporción de niños (menores 
de 16 años) que, desde el inicio de la crisis, con-
viven con personas mayores de 65 años. Una de 
las ideas que se han manejado recurrentemente 
en los medios de comunicación es que las per-
sonas de edad avanzada han tenido que acu-
dir al rescate de familias que no podían pagar 
sus viviendas o habían sido desahuciadas. El 
gráfico 8 ofrece cuatro puntos temporales. Las 
cifras sugieren que la prolongación de la crisis 
ha propiciado un aumento sustancial de los 
niños que viven en esta modalidad de hogar. 
Entre 2007 y 2013, la proporción se ha doblado, 
llegando al punto más álgido en 2011 con un 5,1 
por ciento de menores conviviendo con perso-
nas de 65 o más años.

El gráfico 9 indica el porcentaje de meno-
res que conviven con una persona de 65 o más 
años que, además, es el sustentador principal del 
hogar. En este caso, las cifras son algo más bajas 
que las recogidas en el gráfico anterior, pero la 
tendencia indica que el número aumentó de 

forma considerable durante la primera etapa del 
período de crisis. 

4.3 Pensiones y pobreza infantil

En los países más azotados por la crisis eco-
nómico-financiera, los últimos años han repre-
sentado un período de incremento del riesgo de 
pobreza infantil antes de transferencias sociales, 
solo en parte paliado por estas últimas. Ello obe-
dece a que el deterioro del bienestar en los hoga-
res provocado por la recesión económica resulta 
fundamentalmente de la pérdida de rentas deri-
vadas del trabajo, ya sea por la incidencia del 
desempleo en el hogar, una bajada salarial o una 
reducción de horas trabajadas. La pobreza infan-
til antes de transferencias monetarias públicas en 
España entre 2007 y 2013 aumentó del 32,4 por 
ciento al 39,2 por ciento (6,8 puntos). La acción 
pública impidió que el incremento del riesgo de 
pobreza fuera de este calibre. Gracias a las trans-
ferencias sociales, el riesgo de pobreza infantil 
aumentó solo 1,2 puntos (del 25,5 por ciento en 
2007 al 26,7 por ciento en 2013).

Paradójicamente, uno de los programas 
con mayor peso específico en la reducción de la 

Gráfico 9

Porcentaje y número absoluto de menores de 16 años que conviven con una persona 
de 65 o más años sustentadora del hogar (España, 2007, 2009, 2011 y 2013)
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Fuente: Elaboración propia a partir de ECV 2007, 2009, 2011 y 2013, INE.
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pobreza infantil son las pensiones de jubilación. 
El efecto reductor que tienen las pensiones sobre 
la pobreza infantil es mayor que el de programas 
de asistencia social o, lo que es más significativo 
todavía, que el de los programas de transferen-
cias para familias y niños. El escaso desarrollo de 
este tipo de ayudas en nuestro país explica su 
mínima capacidad para corregir situaciones de 
pobreza (Marí-Klose y Marí-Klose, 2012).

El gráfico 10 muestra las tasas de pobreza 
que existirían en España si los niños que conviven 
con un jubilado no lo hicieran. Es decir, calibra-
mos la tasa de riesgo de pobreza que tendrían los 
menores si no estuvieran viviendo en un hogar 
donde al menos hay un jubilado percibiendo una 
pensión. 

Los resultados arrojan alguna sombra sobre 
la idea de que las pensiones de jubilación están 
siendo el sostén de economías domésticas en cri-
sis, al menos en los hogares donde los menores 
conviven con un jubilado. De no producirse esa 
convivencia, la tasa de riesgo de pobreza apenas 
aumentaría 0,4 puntos.

5. Conclusiones

Las crisis económicas suelen poner a prueba 
la fortaleza de los sentimientos de solidaridad. La 
principal conclusión que puede extraerse del aná-
lisis realizado es que hay una enorme distancia 
entre el relato sobre la solidaridad intergenera-
cional que se ha construido en la crisis y las evi-
dencias de que disponemos sobre la magnitud 
de estas ayudas económicas y su relevancia como 
colchón frente a la vulnerabilidad. Las pautas de 
solidaridad familiar son respuestas a situaciones 
de necesidad más que el resultado de orienta-
ciones normativas que nos diferencian de otros 
países. En muchos casos los hogares son interde-
pendientes y la solidaridad se produce en los dos 
sentidos, de padres a hijos y de hijos a padres. En 
el caso de las transferencias económicas entre 
padres e hijos que viven en hogares distintos, es 
dudoso que hayan tenido una trascendencia sig-
nificativa como mecanismo de protección frente 
a la exclusión social; por un lado, por su escasa 
incidencia, por otro, porque vienen condiciona-

Gráfico 10

Tasa de pobreza infantil en caso de que no hubiera menores de 16 años conviviendo  
con personas jubiladas y estas no aportaran los ingresos de la jubilación al hogar  
(España, 2013)
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das por las necesidades de los beneficiados, pero 
también por las posibilidades de los donantes. 
Los hijos que más se benefician son aquellos 
que han visto mermado su nivel económico, ya 
sea por el desempleo o por una ruptura fami-
liar; pero, a su vez, los que más se benefician son 
aquellos cuyos padres cuentan con niveles altos 
de ingresos. 

Las generaciones de edades más avanzadas 
parecen haber permitido que sus hijos prolon-
guen su estancia en el hogar parental, y en algu-
nos casos han acogido a jóvenes que retornan a 
casa tras una experiencia de emancipación trun-
cada. Esa convivencia podría haber contribuido a 
aliviar situaciones de privación de menores que 
residen con ellos con los ingresos que aportan 
al hogar. Sin embargo, los efectos detectados de 
las pensiones de jubilación sobre los riesgos 
de pobreza entre los menores resultan bastante 
limitados. 
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Evidencias y reflexiones sobre  
el impacto de la crisis en la salud 
y la sanidad
Pedro Gallo* y Joan Gené-Badia**

RESUMEN

Los distintos gobiernos de España decidieron 
impulsar una serie de reformas y políticas sanitarias 
como respuesta a la crisis económica que, en un prin-
cipio, se estimaron necesarias a corto plazo, pero que 
han ido ganando naturaleza de cambio significativo en 
nuestro sistema de salud. Este trabajo trata de recoger 
y ordenar para su lectura y análisis esos cambios, así 
como su impacto sobre la salud de la población. Los 
estudios publicados hasta la fecha apuntan a impac-
tos tanto positivos como negativos, si bien es espera-
ble que un desempleo y una pobreza sostenida en el 
tiempo perjudiquen seriamente la salud.

1. Antecedentes

Los primeros años de la crisis (2009-2010) 
impulsaron la aprobación de recortes en el gasto 
público destinado a sanidad, medidas que se 
presentaron como necesarias a corto plazo para 
equilibrar los presupuestos públicos. Se ha argu-
mentado que estas primeras acciones se caracte-
rizaron por un cierto cariz incrementalista, falta 
de enfoque estratégico, poca visión a largo plazo 

y poca participación de los profesionales o de los 
usuarios de la sanidad (Gene-Badia et al., 2012). 
Como resultado de todo ello se observó una reduc-
ción significativa en la actividad quirúrgica y clí-
nica, despidos de personal, reducciones salariales, 
demora en los pagos a los proveedores y una sus-
pensión de las principales decisiones de inversión1. 

*  Universidad de Barcelona, Departamento de Sociolo-
gía y Análisis de las Organizaciones (pgallodep@ub.edu).

**  Consorci d’Atenció Primària de Salut de l’Eixample 
(CAPSE) y Universidad de Barcelona, Departamento de Salud 
Pública (jgene@clinic.ub.es).

1  En 2010, el Congreso aprobó una reducción de sueldos 
del 5.7 por ciento para todos los funcionarios públicos españoles, 
incluyendo la mayoría de personal de atención de la salud (BOE, 
2010a), dos decretos (BOE 2010a y 2010b) sobre precios de los 
medicamentos, y un tercero (BOE, 2011) sobre prescripción según 
principio activo o dispensación farmacéutica de la opción tera-
péutica más barata. A nivel de comunidad autónoma se impul-
saron otras muchas medidas. Por ejemplo, el Gobierno catalán 
puso en marcha las siguientes: (i) despidos laborales entre los 
trabajadores temporales en el sector público, en particular 
en el sector de la salud (a modo de ejemplo, en el principal 
proveedor público de servicios de salud, el Instituto Catalán 
de la Salud, la plantilla pasó  de 46.000 a 42.000 [García-Rada, 
2011]); (ii) una reducción del 6,8 por ciento en el presupuesto 
catalán de salud 2011, similar a la aprobada en 2007, con la 
consiguiente racionalización del gasto por parte de los ges-
tores sanitarios públicos; (iii) reducciones en el número de 
horas-hombre de los médicos que trabajan para el sector 
público, o, alternativamente, aumento de la actividad sin el 
correspondiente aumento de sueldo; (iv) cierre de servicios y 
camas de hospital, tanto en los hospitales públicos como entre 
los proveedores concertados, a fin de cumplir con topes presu-
puestarios; (v) en general, un total de 3.200 camas hospitalarias se 
cerraron durante el período de verano, casi una de cada cuatro. 
Se reabrieron parcialmente pasado el periodo vacacional; (vi) 
cierre de la atención primaria de emergencia en las zonas rura-
les, para favorecer los servicios de urgencias de los hospitales 
y la atención telefónica; (vii) cambios en los criterios de prio-
rización de listas de espera (Generalitat de Catalunya, 2011) y 
(vii) una reducción del presupuesto del 5 por ciento en todos 
los servicios contratados por el sector público, en particular, 
en el sector de la atención hospitalaria catalán. 
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Los expertos sanitarios advirtieron de las posi-
bles consecuencias que a largo plazo tendrían 
esas primeras medidas anticrisis, incluyendo 
un aumento significativo de las necesidades de 
atención de salud, mayores listas de espera, un 
empeoramiento de la situación entre los pacien-
tes crónicos, y un peor estado de salud para la 
población. La percepción general era crítica con 
los recortes y con el hecho de que una situación 
de crisis no estaba siendo aprovechada como una 
oportunidad para impulsar las reformas necesa-
rias en el sistema sanitario, en cómo se presta la 
asistencia sanitaria mejor y en cómo se financia el 
sistema y se hace sostenible.

En noviembre de 2011, el Partido Popu-
lar ganó las elecciones generales en España. Los 
escenarios económicos y sociales heredados del 
anterior Gobierno socialista incluían, desde una 
comparativa europea, un gasto bajo en protec-
ción social, una alta tasa de desempleo, un gasto 
en sanidad inferior al promedio de la OCDE, una 
creciente deuda pública, y un elevado déficit 
público. Aunque España como país se enfrentaba 
a un problema de déficit importante, esa situa-
ción mostraba ser más una consecuencia de la 
caída de los ingresos por la crisis que de un exceso 
en el gasto social (Gallo y Gené-Badia, 2013). 

2. Las reformas y las políticas 
en materia de sanidad  
2011-2014

En abril de 2012, el Gobierno popular 
aprobó el Real Decreto Ley (RDL) 16/2012 etique-
tado como de “medidas urgentes para garantizar 
la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y 
mejorar la calidad y seguridad de sus prestacio-
nes” (BOE, 2012a). En su conjunto, las medidas 
contenidas en el RDL apuntan a tres objetivos: 
(i) aumentar los recursos financieros para el sis-
tema, (ii) controlar el gasto, y (iii) aumentar la efi-
ciencia del sistema de salud. Este RDL podría ser 
considerado como una de las piezas más impor-
tantes de la legislación de política sanitaria espa-
ñola desde la aprobación de la Ley General de 
Sanidad en 1986.

A continuación, se presentan los princi-
pales cambios que se introducen en el sistema, 
las consecuencias que están teniendo, y los roles 
desempeñados por los actores y organizacio-
nes más relevantes. Tomando como referencia 
un marco desarrollado por Mladovsky para el 

análisis de las respuestas sanitarias a la crisis en 
Europa (Mladovsky et al., 2012), se han clasifi-
cado las medidas contenidas en el RDL, así como 
en otras normas relacionadas, en tres grupos: 
(1) políticas destinadas a cambiar el nivel de las 
contribuciones a financiar públicamente la aten-
ción de salud, (2) políticas destinadas a modificar 
el volumen y la calidad de la atención sanitaria 
financiada públicamente, y (3) políticas destina-
das a controlar los costes. 

– Políticas destinadas a cambiar el nivel  
de las contribuciones a financiar  
públicamente la atención de salud

Cabe señalar en primer lugar que el 
Gobierno central generó nuevos ingresos 
mediante la introducción de cambios en su polí-
tica fiscal. Especialmente relevante fue la subida 
del IVA del 18 al 21 por ciento (tipo estándar), y del 
8 al 10 por ciento (tipo reducido). Estos cambios, 
junto a otras acciones en materia de impuestos 
directos, indirectos y de sociedades permitió al 
Gobierno estimar una recaudación adicional 
de 11.237 millones de euros en 2012 (Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, 2013). Sin 
embargo, los ingresos de estos impuestos no son 
finalistas y no se destinan necesariamente a una 
mejor financiación de la atención sanitaria.

En segundo lugar, los últimos años se han 
caracterizado por restricciones presupuesta-
rias importantes en el sistema de salud, tanto a 
nivel nacional como autonómico. Por ejemplo, 
en 2012 y 2013 los presupuestos sanitarios del 
Gobierno central se redujeron en 13,7 por ciento 
y 22,6 por ciento, respectivamente (BOE, 2012b y 
2012c). Como es conocido, las comunidades 
autónomas son las principales responsables de 
la organización y garantía de provisión de la asis-
tencia sanitaria a su población, y gestionan por 
tanto la gran mayoría de los recursos disponibles 
para sanidad. En 2010 las diecisiete comunida-
des autónomas asignaron conjuntamente 59.767 
millones de euros a la atención sanitaria. La cifra 
para 2014 se quedó 6.700 millones de euros por 
debajo, acumulando una reducción del 11,4 
por ciento desde 2010 (Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad, 2015a).

Por último, refiriéndonos específicamente 
a las medidas contenidas en el RDL 16/2012, se 
ha producido un cambio sustancial en las apor-
taciones económicas que hacen los usuarios de 
la sanidad pública, el llamado copago sanitario. 
Esta ha sido probablemente una de las medi-
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das más polémicas del RDL. El cuadro 1 muestra 
los detalles del aumento de la participación del 
usuario en el coste de los fármacos. En referencia 
al incremento de los copagos cabe hacer men-
ción a dos cuestiones importantes. En primer 
lugar, el hecho de vincular el copago a los ingre-
sos individuales parece que mejora la progresi-
vidad del modelo anterior. Se debería confirmar 
con datos este aspecto. En segundo lugar, se 
desconoce en gran medida el volumen de ingre-
sos que generará esta medida, en qué grado se 
desincentivará el consumo de fármacos, y qué 
grupos socioeconómicos se verán más afecta-
dos por estos copagos. Las dudas que plantea la 
medida sobre la equidad del sistema requieren 
estudios serios de impacto.

Finalmente, de manera adicional, algunas 
comunidades autónomas –por ejemplo, Cataluña 
y Madrid– llegaron a aprobar el pago de un cargo 
añadido de un euro por caja de medicamen-
tos dispensados en la farmacia, con un límite 
máximo de 61 euros por año y persona. El Tribu-
nal Constitucional estudió las bases legales de 
este suplemento y acabó dictaminando que esta 
política debía ser suspendida.

– Las políticas destinadas a modificar  
el volumen y la calidad de la atención  
sanitaria financiada públicamente

El gasto público en atención sanitaria 
está en gran medida condicionado por el volu-
men de servicios o programas que se ofrecen 
con cargo al erario público, es decir, aquello 
que como usuarios tenemos derecho a recibir. A 

este respecto, el RDL 16/2012 redefine las carte-
ras de servicios sanitarios públicos. Una primera 
cartera de servicios se etiqueta como “común” y 
se aplica en todo el país. Esta cartera común se 
subdivide a su vez en tres subcarteras: servicios y 
productos básicos, suplementaria y accesoria. La 
subcartera básica se refiere a todos los produc-
tos y servicios disponibles para las personas que 
están aseguradas y a sus beneficiarios. La cartera 
suplementaria identifica todos aquellos otros 
servicios y productos que implican algún coste 
compartido por el usuario, principalmente medi-
camentos, productos ortoprotésicos y dietéticos. 
La tercera cartera se refiere a otros servicios y 
productos en gran parte coadyuvantes o acceso-
rios; en muchos de estos casos, la participación 
del usuario está aún por definir y puede llegar a 
ser del 100 por ciento. En el futuro, los fármacos 
y algunos servicios específicos tales como los de 
ambulancia no urgentes, ciertos medicamentos 
hospitalarios, sillas de ruedas, prótesis o audífo-
nos, entre otros, pueden verse excluidos de la 
financiación pública al entrar a formar parte de 
esta cartera.

Una segunda cartera de servicios se eti-
queta como “complementaria” y se refiere a 
aquellos servicios y productos adicionales que, 
al ser definidos por las comunidades autónomas, 
deben financiarse con cargo a los ingresos pro-
pios de esas comunidades autónomas. De hecho, 
dicha cartera ya existía en la Ley 16/2003 de 
Cohesión y Calidad del Sistema Sanitario. Ejem-
plos de este tipo de servicios podrían ser deter-
minados tratamientos de fertilidad, o de cambio 
de sexo, entre otros.

Cuadro 1

Participación del usuario en el coste de los medicamentos en España
(en porcentaje)

Fuente: Elaboración propia a partir del RDL 16/2012 (BOE, 2012a).

TRABAJADORES PENSIONISTAS

Pre-RDL 
16/2012

Post-RDL 
16/2012

Pre-RDL 
16/2012 Post-RDL 16/2012

Desempleados de larga duración 
y pensiones no contributivas 0 0 0 0

Ingresos < 18.000€/año 40 40 0 10 (Límite 8€/mes)
Ingresos > 18.000€/año 40 50 0 10 (Límite 18 €/mes)
Ingresos > 100.000€/año 40 60 0 60 (Límite 60 €/mes)
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Pero, ¿qué es realmente nuevo en todo 
esto? En primer lugar, una serie de servicios y 
productos originalmente financiados pública-
mente ya no están disponibles de forma gratuita 
al incluirse en cualquiera de las carteras suple-
mentaria o accesoria (que implican copagos 
de algún tipo por parte del usuario), o simple-
mente se excluyen2. Este es un cambio impor-
tante: se dejan de financiar parcial o totalmente 
productos y servicios, es decir, se reduce la car-
tera de servicios. En segundo lugar, el RDL rede-
fine quién tiene derecho a la atención sanitaria 
y quién no (BOE, 2012a y2012d). Antes de que 
el RDL fuese aprobado, todos los residentes en el 
territorio español tenían derecho a la asistencia 
sanitaria pública (cobertura universal), indepen-
dientemente del origen y de la condición legal. 
El RDL vincula explícitamente el derecho a perci-
bir asistencia sanitaria pública a la contribución 
económica al sistema. Se reemplaza por tanto 
el concepto de “ciudadanía” por el de “asegu-
rado” (aquel/la que paga o ha pagado algún tipo 
de contribución a la Seguridad Social) y por el de 
“beneficiario” (cónyuge e hijos menores 26 del 
asegurado/a). Los jóvenes de más de 26 años 
que nunca han entrado en el mercado de trabajo 
y los inmigrantes ilegales quedan excluidos por 
este RDL de percibir la atención médica de la que 
antes del RDL sí disfrutaban3. 

En su conjunto, se trata de una reforma 
importante del modelo sanitario, ya que viene 
a legitimar y vincular la percepción de un servi-
cio público como el sanitario al hecho de haber 
contribuido directamente a su financiación vía 
Seguridad Social y copagos, condiciones más pro-
pias de modelos bismarckianos que de los mode-
los Beveridge o NHS (Durán, 2012; García-Rada, 
2012a). Ello resulta cuando menos paradójico, 
dado que el sistema sanitario español se financia en 
gran medida a través de impuestos, no a través de 
contribuciones a la Seguridad Social, y contamos 
con una tasa de paro muy por encima de la UE. 

Con estas medidas, el sistema acaba exclu-
yendo a una serie de grupos –los inmigrantes 
ilegales son los más numerosos–, que, en reali-
dad, ya están contribuyendo a las arcas públicas. 

De hecho, muchos inmigrantes ilegales pueden 
tener la residencia en España y pagar los impues-
tos indirectos propios del consumo de bienes y 
servicios que hagan. Sin embargo, se les niega la 
asistencia sanitaria plena al no tener o no haber 
tenido un contrato laboral. El RDL hace algunas 
excepciones a esta situación en casos de acci-
dente, enfermedad grave, embarazo, parto, y 
menores de dieciocho años, pero estos eran 
beneficios ya contemplados por una ley espe-
cífica para la población inmigrante (BOE, 2000). 
Recientemente, y ante la presión de algunas 
comunidades autónomas que en su momento se 
negaron a aplicar esta parte del RDL, el Gobierno 
está reconsiderando devolver a los inmigrantes 
ilegales la posibilidad de acceder plenamente a 
la asistencia sanitaria4.

– Políticas destinadas a controlar los costes 

Una de las principales políticas de reducción 
de gasto público en salud ha sido la reducción de 
los salarios y las condiciones laborales de los traba-
jadores del sector. En esa dirección se han impul-
sado medidas tanto a nivel autonómico como 
estatal. A nivel estatal destaca una reducción del 
7,1 por ciento del salario del profesional, una reduc-
ción en las horas y días de representación sindical, 
y un aumento en el número de horas laborales 
semanales de 35 a 37,5 para los médicos y enfer-
meras en la atención primaria (BOE, 2012a, 2012c 
y 2012e). A nivel autonómico, en Cataluña, el Insti-
tuto Catalán de la Salud ha restringido complemen-
tos salariales fruto de la exclusividad, la formación, 
la dedicación a tiempo completo, sustituciones, 
refuerzos, la actividad realizada por la tarde y las 
horas extraordinarias. Además, los médicos y per-
sonal de enfermería han experimentado retrasos 
en el pago de los complementos por carrera profe-
sional, y vieron reducidos a la mitad los incentivos 
económicos vinculados al cumplimiento de objeti-
vos (DPOs) (DOGC, 2012). Otros proveedores en el 

4  Es bien sabido que los inmigrantes ilegales con enfer-
medades tropicales y VIH buscan atención en el sistema 
demasiado tarde. Se argumenta que su exclusión de la aten-
ción regular podría empeorar la situación y, en última instan-
cia, tendría repercusiones para la salud de toda la población 
(Suhrcke et al., 2011; Pérez-Molina et al., 2012; Díaz-Menéndez 
et al., 2012). Algunas comunidades autónomas como Canarias, 
Andalucía, Asturias o País Vasco idearon sistemas para seguir 
ofreciendo una atención sanitaria completa al colectivo de 
inmigrantes. Recientemente, algunas comunidades autó-
nomas como la Comunidad Valenciana, Aragón, Baleares o 
Cantabria anunciaron diferentes regulaciones para devolver 
a este colectivo el derecho a la tarjeta sanitaria, antes incluso 
de que el Gobierno central ponga sobre papel una propuesta 
nueva en este asunto.

2  Con efectos de 1 de septiembre de 2012 se excluyeron 
de la financiación pública más de 400 medicamentos, dado 
que convivían con otros con los que compartían principio 
activo y dosis o que estaban indicados en el tratamiento de 
síntomas menores (BOE, 2012f; Antoñanzas et al., 2014).

3  El RDL contiene además otras medidas para prevenir 
el abuso por parte de los visitantes extranjeros de la atención 
médica gratuita en España, (BOE 2012a).



8383

P e d r o  G a l l o  y  J o a n  G e n é - B a d i a

Número 22. Segundo semestre. 2015 PanoramaSOCIAL

sistema catalán –entidades concertadas– no están 
aplicando todos estos cambios.

El RDL 16/2012 contiene también medidas 
destinadas a aumentar la eficiencia del sistema, 
incluyendo la centralización de las compras 
de los suministros, acciones sobre el ahorro de 
energía, la adecuación en la presentación de los 
fármacos y la congelación de precios de ciertos 
medicamentos. Así, la primera compra centrali-
zada de medicamentos, aprobada en diciembre 
de 2012 esperaba generar un ahorro de 80 millo-
nes de euros (El País, 2012b). Muchas de estas 
acciones dirigidas a mejorar la eficiencia están 
aún por desplegarse. Por ejemplo, el RDL men-
ciona explícitamente que se ha de considerar el 
criterio coste-efectividad en la determinación 
y financiación de los programas y los servicios 
cubiertos con fondos públicos, y aun siendo un 
paso adelante en el uso de criterios de racionali-
zación explícitos, hasta la fecha poco se ha hecho 
en este sentido.

Algunas autonomías han confiado tradi-
cionalmente en una mezcla público-privada para 
la prestación de atención de salud a su población. 
Este es el caso en Cataluña, y se ha intensificado 
en la Comunidad Valenciana y en Madrid. En  
diciembre de 2012, la Asamblea de Madrid 

acordó favorecer la gestión privada de seis hos-
pitales adicionales construidos en 2008 bajo una 
iniciativa de financiación privada (similar a la 
PFI-Private Finance Initiative5 en el Reino Unido), 
así como 27 centros de atención primaria de la 
comunidad autónoma que prestan asistencia a 
alrededor de 1,5 millones de personas (El País, 
2013). El argumento principal del uso de esta ini-
ciativa privada es la esperada reducción de costes, 
manteniéndose los estándares de equidad y cali-
dad. Sin embargo, hay una sorprendente ausen-
cia de evidencia científica de calidad sobre el mérito 
de estas iniciativas, mientras que experiencias ya 
publicadas relativas a la Comunidad Valenciana 
ofrecen dudas acerca del efectivo control de cos-
tes, la optimización de recursos y la supervisión 
del rendimiento (Peiró y Meneu, 2015).

En resumen, como se aprecia en la figura 1 
los cambios más relevantes en el sistema introdu-

Figura 1

Gasto total y gasto público en sanidad

Fuente: Elaboración propia.

5  La PFI-Private Finance Initiative es una forma de crear 
iniciativas de colaboración público-privadas mediante la finan-
ciación de proyectos de infraestructura pública con capital 
privado. Se desarrollaron inicialmente por los gobiernos de 
Australia y el Reino Unido, y sus variantes han sido adoptadas 
en muchos países como parte de un programa más amplio 
de privatización y financiación, impulsado por un aumento de 
la necesidad de la rendición de cuentas, o por la necesidad 
de acometer la obra o infraestructura pública sin necesidad de 
reflejar una cantidad importante de deuda en los balances.
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cidos recientemente buscan la reducción o conten-
ción del gasto público incidiendo en cuatro ámbitos: 
(i) quién tiene derecho a la asistencia sanitaria, (ii) a 
qué tiene derecho esa población, (iii) qué parte del 
coste de los servicios va a recaer en el consumidor/
usuario de esos servicios, y (iv) reducción de salarios 
y condiciones de trabajo en el sector, junto a algu-
nas mejoras de la eficiencia interna.

3. Actores y organizaciones

3.1. Sistema sanitario

En primer lugar, se ha producido un 
aumento de las listas de espera en el conjunto 
de sistema, y de forma importante en algunas 
comunidades autónomas, una tendencia que 
parece estabilizarse en el último año 2014. Según 
datos del Sistema de Información de Listas de 
Espera del SNS (Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad 2014a y 2015d), las listas de 
espera quirúrgicas empezaron a subir especial-
mente a partir de diciembre 2011, disparándose 
el porcentaje de pacientes en listas de espera 
quirúrgicas de más de seis meses, que pasó del 
9,9 por ciento al 16,5 por ciento (en diciembre de 
2012). Desde entonces, esa tasa parece haberse 
moderado o bajado ligeramente hasta el 13,7 por 
ciento (diciembre de 2013) y hasta el 9,4 por ciento 
(diciembre 2014). Asimismo, el tiempo medio de 
espera ha pasado de 76 días (junio 2012) hasta 
los 101 días (junio 2013), bajando de nuevo a  
87 días (diciembre 2014). En cuanto a las listas 
de espera para consultas externas y especialis-
tas, el porcentaje de pacientes con citas a más de  
60 días ha pasado de 34 por ciento en 2007 a  
38,9 por ciento en 2013 y a 38,6 por ciento en 
2014, y el tiempo medio de espera de 59 a 67 y a 
65 días respectivamente. 

En su conjunto, se observa un aumento de 
las listas de espera que probablemente responde 
a una menor oferta de servicios quirúrgicos y asis-
tenciales fruto de los recortes sanitarios y de las 
políticas de austeridad (Urbanos y Puig-Junoy, 
2015). Está por ver, no obstante, el impacto en 
salud de estos mayores tiempos de espera. De 
momento se puede afirmar que uno de los indica-
dores de calidad y respuesta del sistema –las listas 
de espera– ha empeorado de forma evidente. 

En segundo lugar, en Cataluña por ejem-
plo –comunidad autónoma con un sistema cen-
tralizado de información sanitaria– parece que 
los equipos de atención primaria mantienen su 
capacidad de resolución. Así, la tasa de hospita-
lizaciones evitables se ha mantenido estable e 
incluso ha disminuido recientemente, pasando 
del 10,1 en 2012 al 9,8 en 2014 (Observatori del 
Sistema de Salut de Catalunya, 2015a y 2015b). 
En general, por tanto, el sistema parece estar 
adaptándose a los recortes, probablemente 
mirando internamente para mejorar su eficien-
cia. No obstante, se necesitan datos más detalla-
dos para evaluar el efecto a medio y largo plazo 
de la reducción de la oferta de servicios de salud. 

En tercer lugar, el consumo de productos 
farmacéuticos ha caído como consecuencia de la 
aplicación de los recortes y copagos. Estas medi-
das han tenido un efecto tanto sobre el número 
de recetas totales como sobre el gasto que repre-
sentan. Así, en octubre de 2013, el importe del 
ahorro estimado por el Ministerio de Sanidad 
era de 2.125 millones de euros a los 14 meses de 
la aplicación del RDL –un 15,58 por ciento– y el 
descenso en el número de recetas se estimó 
en 127.226.202 de euros (13,07 por ciento)  
(Antoñanzas et al., 2014). Los datos del Ministe-
rio de Sanidad sobre recetas y su gasto asociado 
hasta diciembre de 2014 muestran, en efecto, 
que se ha reducido significativamente el número 
absoluto de recetas facturadas en el SNS (20 
millones de recetas menos de media al mes), así 
como el gasto asociado a ellas (200 millones de 
euros menos de media al mes) desde la aplica-
ción del RDL de julio de 2012 (Ministerio de Sani-
dad, Servicios Sociales e Igualdad, 2015b). 

Hay algunos datos, no obstante, que indu-
cen a pensar que esta reducción no ha sido 
homogénea en todos los fármacos recetados, 
siendo mayor entre los medicamentos para 
enfermedades crónicas que entre los de pato-
logías agudas (IMS, 2012). De confirmarse estos 
primeros indicios sería esperable un aumento en 
el uso de los servicios hospitalarios en el futuro 
y un empeoramiento con el tiempo de algunas 
patologías crónicas debido a decisiones de auto-
medicación inapropiadas.

Por último, las restricciones sobre las finan-
zas públicas han dado lugar a un retraso impor-
tante en el pago a proveedores y han provocado, 
en consecuencia, numerosas protestas. Los jefes 
de oficina de farmacia se llegaron a declarar en 
huelga en Cataluña y la Comunidad Valenciana 
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(El País, 2012c). A su vez, algunas empresas farma-
céuticas, un sector muy afectado por los retrasos 
en pagos, llegaron a amenazar con no cumplir 
con los pedidos. En la práctica no ha habido esca-
sez de suministros de medicamentos. El retraso 
en los pagos también afecta a los proveedores de 
salud concertados, particularmente en Cataluña. 
Algunos de estos proveedores están tratando a 
los pacientes por debajo del costo de produc-
ción, lo que pronto puede colocarlos en una 
situación financiera difícil (Observatori del Sis-
tema de Salut de Catalunya, 2012).

3.2. Profesionales

Como consecuencia de los recortes sani-
tarios, un importante movimiento de protesta se 
ha extendido por todo el país dirigido por profe-
sionales de la salud y seguido por grandes sec-
tores de la población. La Organización Médica 
Colegial, que representa a todos los médicos 
que ejercen en España, advirtió ya en 2013 que 
los cambios introducidos en el sistema podrían 
causar un grave daño a la salud de la población 
(OMC, 2013). Más de 1.300 profesionales en el 
sistema se declararon “objetores de conciencia” 
al poco de aprobarse el RDL, afirmando que no 
iban a excluir a los inmigrantes ilegales de la 
atención sanitaria (García-Rada, 2012b). 

Por otra parte, el anuncio público de la pri-
vatización de seis hospitales y centros de aten-
ción primaria en la Comunidad de Madrid ha 
desatado una serie de manifestaciones y protes-
tas profesionales, y un considerable número de 
directores de atención primaria y administrado-
res del hospital dimitieron de sus cargos (García 
Rada, 2012c).

3.3. Población general

Los recortes en el gasto y los servicios públi-
cos dieron lugar a protestas en la forma de dos 
huelgas generales en 2012 (12 de mayo y 14 de 
noviembre) y, literalmente, a miles de manifes-
taciones locales (Público.es, 2013) y movimien-
tos sociales. La percepción social de la crisis y los 
recortes en sanidad se han reflejado solo parcial-
mente en los indicadores de opinión que recoge 
el Barómetro Sanitario. La gran mayoría de la 
población afirma que el sistema sanitario fun-

ciona razonablemente, si bien este porcentaje ha 
ido en ligero descenso en los últimos siete años, 
pasando del 50 por ciento al 45 por ciento en el 
periodo 2006-2013 (Fedea, 2014). El grado de 
satisfacción con los servicios recibidos desde el 
año 2006 se ha incrementado, llegando al 55 por 
ciento la población que declara estar “bastante 
satisfecha” o “muy satisfecha” con el sistema. Ese 
aumento se ha observado sobre todo en los pri-
meros años de la crisis (2009-12), bajando ligera-
mente en el 2013. Si consideramos la categoría 
adicional de “medianamente satisfecha” el por-
centaje de población que muestra satisfacción 
con el sistema se eleva al 84 por ciento6. Quizás 
el aspecto más negativo recogido por el Baró-
metro Sanitario sea la percepción que tiene la 
población sobre las listas de espera. En 2011 el 
porcentaje de población que opinaba que el pro-
blema de las listas de espera había empeorado 
era del 17 por ciento, pasando al 34 por ciento 
en 2013 (Fedea, 2014) y al 38,9 por ciento en el 
2014 (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, 2014d).

En general, los ciudadanos se han distan-
ciado considerablemente de los políticos, y el  
95 por ciento cree que los partidos políticos 
protegen a los acusados ​​de corrupción (Garea, 
2013). De acuerdo con el Barómetro del CIS (sep-
tiembre de 2015), la población general afirma 
que los propios políticos son el cuarto problema 
importante en el país (21,7 por ciento) después 
de desempleo (78,6 por ciento), la corrupción y 
el fraude (39,5 por ciento), y los problemas de 
índole económica (25,3 por ciento), siendo la 
sanidad la quinta preocupación de la población 
(10,7 por ciento)7.

4. Las consecuencias sobre  
la salud de la población

Probablemente es demasiado pronto para 
evaluar plenamente el impacto de la crisis finan-

6  Una explicación plausible del nivel de satisfacción con 
el sistema sanitario podría ser un cambio en las expectativas de 
los usuarios. En un modelo de consumo tradicional, un mayor 
nivel de satisfacción puede estar reflejando menores expectati-
vas sobre los servicios recibidos (Baron‐Epel et al., 2001).

7  A pesar de su desafección hacia la clase política, la 
población todavía aprecia la asistencia sanitaria pública y 
abraza la solidaridad, y España sigue siendo el país líder de 
donación de sangre y de órganos en Europa (Newsletter  
Transplant, 2012).
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ciera y de estas reformas en el nivel de salud de 
la población. Sin embargo, podemos sintetizar 
algunas de las evidencias hasta la fecha, siempre 
alertando a los lectores de que se trata de prime-
ros impactos, y de que en cualquier caso estamos 
aún lejos de captar en su plenitud los efectos 
acumulativos y a largo plazo de la crisis y de las 
políticas de austeridad.

Uno de los estudios más recientes al res-
pecto es el publicado por Fedea (2014). El informe 
recoge la evolución comparada de un gran 
número de indicadores de salud para el período 
2007-2012, incluyendo esperanza de vida, tasas y 
causas de mortalidad, mortalidad infantil, estado 
de salud percibido, enfermedades crónicas, 
enfermedades mentales, utilización de servicios 
sanitarios, factores de riesgo, pobreza y desigual-
dad, gasto sanitario y satisfacción de los usuarios. 

La crisis y la austeridad parecen tener tanto 
luces como sombras. El cuadro 2 recoge los resul-
tados principales del informe Fedea, y en ella se 
observa que algunos de los indicadores de salud 
más clásicos no parecen haber sufrido empeora-
miento alguno en el periodo 2007-2012/13, más 
bien al contrario: la esperanza de vida aumenta 
en 1,3 años, y la esperanza de vida en buena 

salud (libre de enfermedad o discapacidad), en 
2,3 años. El estado de salud autopercibido por 
la población también mejora, tanto si miramos 
los datos oficiales de la OCDE, los del Barómetro 
Sanitario (Fedea, 2014) o los de agencias públicas 
autonómicas (Observatori del Sistema de Salut 
de Catalunya, 2014). Otras investigaciones publi-
cadas confirman estos datos también. Regidor 
et al. (2014), por ejemplo, apuntan que la salud 
en España ha continuado mejorando durante 
los primeros cuatro años de la crisis económica 
a una ratio igual o mayor que los años previos a 
la crisis. 

Respecto a los factores de riesgos para la 
salud, el hábito tabáquico muestra una evolu-
ción muy favorable. En el periodo 2006-2012, 
muy posiblemente como efecto de las leyes anti-
tabaco en España, se produce un descenso en los 
fumadores diarios del 26 por ciento, aumentando 
en un 24 por ciento las personas que nunca han 
fumado. (Fedea, 2014). Las muertes por acciden-
tes de trafico y laborales también registran datos 
positivos, con reducciones de 30 por ciento 
(2009-2012) y 53 por ciento (2007-2012), respec-
tivamente. La obesidad, no obstante, aumenta 
ligeramente en el periodo de crisis aunque no 
parece tener demasiada relación con la crisis 

Cuadro 2

Evolución de una selección de los principales indicadores de salud 2007-2012

Fuente: Fedea, 2014.

Indicadores con evolución
positiva

Indicadores con evolución 
preocupante

Indicadores con evolución 
negativa

-  Esperanza de vida al nacer -  Mortalidad infantil -  Problemas y enfermedades  
crónicas/larga duración

-  Esperanza de vida  
en buena salud

-  Bajo peso al nacer - Variación interanual de altas  
hospitalarias y mentales

-  Número de años perdidos  
de vida potencial 

-  Enfermedad crónica -  Obesidad 

-  Estado de salud percibido -  Altas en general y por  
enfermedades mentales

-  Obesidad infantil 

- Tasas estandarizadas por 
100.000 habitantes

-  Defunciones según causas  
de muerte más frecuentes

- Tasa de pobreza y coeficiente de Gini 

-  Consumo de tabaco -  Número total de horas  
efectivas trabajadas

-  Gasto farmacéutico como porcentaje 
del gasto sanitario total (países OCDE) 

- Víctimas de accidentes  
de tráfico 

-  Accidentes de trabajo -  Listas de espera CC.AA.
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económica en sí, sino con una tendencia de hace 
más de veinte años de crecimiento sostenido.

Otros indicadores de salud no ofrecen un 
paisaje tan alentador. El mismo informe Fedea 
establece que los indicadores del estado de salud 
de la población infantil no presentan una evolu-
ción positiva. La mortalidad infantil se ha estan-
cado desde 2009, el peso al nacer ha empeorado 
durante los años de crisis, la prevalencia de enfer-
medades crónicas ha aumentado en dos puntos 
en los tres últimos años disponibles (especial-
mente preocupante es el salto entre 2011 y 2012), 
así como la utilización de servicios hospitalarios 
asociados a diabetes, depresión, ansiedad y otros 
trastornos mentales. 

En efecto, uno de los impactos más nega-
tivos de la crisis se ha localizado en la salud men-
tal, especialmente la de la población adulta. Gili 
et al. (2014) apuntan que la recesión ha aumen-
tado significativamente la frecuencia de tras-
tornos mentales y el abuso de alcohol entre 
pacientes de la atención primaria, especialmente 
en familias con desempleados y dificultades para 
hacer frente a la hipoteca. En el informe SESPAS 
2014 se estima que los trastornos del estado de 
ánimo aumentaron un 19 por ciento entre 2006 y 
2010, los trastornos de ansiedad un 8 por ciento, 
y los trastornos por abuso de alcohol un 5 por 
ciento (este último especialmente en mujeres). 
El desempleo se apunta como el factor de riesgo 
más importante para explicar este aumento. 
Por ultimo, Vicente-Sánchez et al. (2013) mues-
tran que el consumo de ansiolíticos e hipnóticos 
se incrementó en España de 2000-11, siendo el 
aumento superior incluso al reportado en otros 
países europeos. 

Por su parte, López-Bernal et al. (2013) sos-
tienen que la crisis financiera en España se ha aso-
ciado con un aumento relativo de los suicidios. 
Los hombres y las personas en edad de trabajar 
parecen afrontar, en periodos de crisis econó-
mica, un mayor riesgo de suicidio, y podrían, por 
tanto, beneficiarse de intervenciones específicas. 
La tasa de suicidios para el periodo 2000-2012 ha 
aumentado un 4,3 por ciento, y las tasas por cada 
100.000 habitantes recuperan valores del año 
2005 (INE, 2014). Si bien España es uno de los paí-
ses con las tasas más bajas de suicidio de Europa 
(8 suicidios/100.000 habitantes), el suicidio es 
ya la primera causa de muerte no natural, por 
delante de los accidentes de tráfico desde 2008, 
y su ritmo de crecimiento en los últimos tres años 

es de más del 10 por ciento anual, lo que apunta 
a una cierta preocupación. 

El impacto de la crisis sobre la mortalidad, 
más allá de los suicidios, merece un tratamiento 
cauteloso. Por un lado, encontramos a aquellos 
autores que defienden que, en una recesión eco-
nómica en la que aumenta el desempleo y dismi-
nuyen en general los niveles de ingresos, sería de 
esperar que la mortalidad tendiera a aumentar 
(Brenner, 1983 y 1995). La idea general de que la 
prosperidad se asocia a la buena salud, mientras 
que la pobreza, la miseria y el desempleo se aso-
cian a peor salud tiene fundamentos empíricos. 
En épocas preindustriales, las epidemias y las 
hambrunas que provocaban picos de mortali-
dad se asociaban a malas cosechas. Se sabe que 
existe una relación inversa entre mortalidad y 
niveles socioeconómicos, y que a mayores ingre-
sos, más alta clase social o más años de escola-
rización, menor es la mortalidad. Asimismo, se 
conoce bien la relación entre empleo, calidad 
del empleo y salud, asociándose el desempleo 
a peor salud y mayor mortalidad; y se han dise-
ñado modelos conceptuales interesantes de los 
efectos de las crisis económicas sobre la salud 
(Dávila-Quintana et al., 2009; Baumbach y Gulis, 
2014).

Sin embargo, de forma contraria, Gravelle 
et al. (1981) y Wagstaff (1985), entre otros, indi-
can que son las épocas expansivas, más que las 
recesivas, las que tienden a tener efectos nocivos 
sobre la salud; y argumentan que este fenómeno 
contraintuitivo cuenta con evidencia empírica 
en Estados Unidos, Japón, Alemania, España, 
Finlandia, Argentina, México, Corea del Sur, y 
los 28 países OCDE en su conjunto. En este sen-
tido, Tapia (2011) muestra como la mortalidad 
mejora con las épocas de crisis económicas. Por 
su parte, Gerdtham y Ruhm (2006) aportan evi-
dencias de los países de la OCDE en los que la 
mortalidad aumenta en épocas de bonanza eco-
nómica, argumentando que el tiempo de ocio 
se reduce –así como otras actividades saluda-
bles– y se observa un aumento del tabaquismo 
y la obesidad, una reducción de la actividad 
física, y una peor dieta. Del mismo modo, esti-
man que durante las expansiones económicas 
de corta duración aumentan las condiciones de 
trabajo peligrosas, el esfuerzo físico en el empleo 
y el estrés relacionado con el trabajo, pudiendo 
tener efectos negativos, sobre todo, cuando las 
horas de trabajo se amplían (Baker, 1985; Karasek 
y Theorell, 1990; Sokejima y Kagamimori, 1998). 
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Por lo demás, sectores sensibles al ciclo econó-
mico, como la construcción, presentan altos índi-
ces de accidentes en épocas expansivas, y una 
alta actividad económica se asocia a una mayor 
contaminación y el consiguiente riesgo para la 
salud. 

Lo que se evidencia de las posiciones 
antagónicas descritas brevemente arriba es 
que entender cómo, en qué dirección y grado 
se comportan los determinantes de la salud en 
épocas expansivas y recesivas resulta absoluta-
mente esencial. Desconocemos en gran medida 
los mecanismos concretos por los que los perio-
dos de expansión o recesión económica breves 
afectan la salud, y aún tenemos menos claro 
cómo lo haría una crisis económica sostenida, 
de larga duración, que impacta fuertemente en 
el desempleo y la pobreza como determinan-
tes de la salud individual, familiar y poblacional 
(Urbanos-Garrido y González, 2013). Hoy por hoy, 
según los últimos datos oficiales disponibles, la 
tasa de mortalidad bruta para España muestra 
un ligero empeoramiento en los últimos años. 
Desde el inicio de la crisis la tasa bruta de mortali-
dad ha experimentado un decremento, pasando 
de 847,2/100.000 hab. en 2007 a 825,9/100.000 
hab. en 2011. En 2014 se recuperan las tasas 
precrisis (846,2/100.000 habitantes) (INE, 2015). 
En cualquier caso, los valores recientes, una vez 
ajustados por edad, están entre los más bajos 
observados en España desde que se recogen 
datos oficiales (Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad, 2015c). 

5. Conclusiones

Las medidas introducidas recientemente 
por el Gobierno tienen como objetivo la lucha 
contra el gasto público en salud en tres formas 
diferentes. En primer lugar, las medidas esta-
blecen límites en el número de personas que 
tienen derecho a la cobertura mediante la exclu-
sión de los inmigrantes ilegales y otras personas 
que no contribuyen económicamente al sis-
tema de seguridad social. Estas decisiones crean 
una situación paradójica en la que el derecho a 
la asistencia sanitaria pública –financiada por 
impuestos– viene ahora determinado por las 
contribuciones de los asegurados al sistema de 
seguridad social. En segundo lugar, el Gobierno 
ha aumentado la aportación económica del 

usuario/paciente mediante el establecimiento 
de nuevos y más altos copagos. Por último, estas 
medidas han significado la exclusión de la cober-
tura pública de algunos servicios y productos. La 
contención de costes sigue siendo la principal 
fuerza impulsora. 

Se han apuntado algunas de las conse-
cuencias más importantes sobre la salud y la 
sanidad de estas políticas anticrisis en España. 
El balance está lleno de claroscuros. Se necesita 
más tiempo, como ocurre en otros países euro-
peos, para evaluar plenamente su impacto en la 
salud de la población, particularmente en tér-
minos de equidad, calidad y coste (McKee et al., 
2012).

El sistema de salud debe adaptarse a nue-
vas situaciones y entornos. En los años ochenta, 
España hizo la transición de la dictadura a la 
democracia. El debate social y político, así como 
el consenso, ayudaron a dar forma al modelo de 
atención sanitaria que tenemos hoy en día. Sin 
embargo, este modelo tiene sus limitaciones. 
Ahora es preciso discutir qué tipo de sistema de 
salud queremos en el futuro y cómo podemos 
hacerlo sostenible. Los ciudadanos, los profe-
sionales y los distintas administraciones deben 
participar activamente en este proceso. Sin su 
complicidad, ninguna reforma podrá jamás ser 
eficaz.
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Educación, mercado de trabajo, 
juventud y ciclo económico♦

José Saturnino Martínez García*

RESUMEN

El nivel educativo de la juventud ha aumen-
tado en las últimas décadas, tanto medido como 
máximo título educativo logrado como por nivel de 
competencias. A pesar de esta mejora, la relación 
entre el paro juvenil y el paro total ha sido relati-
vamente constante, en una proporción en torno al 
doble. Esta constancia oculta el profundo cambio 
producido en la relación entre paro y título educativo 
entre los jóvenes, pues, en esta crisis,  ha aumentado 
la asociación entre paro y estudios. Podría deberse 
tanto a un cambio en el mercado de trabajo, que en 
la actualidad le daría más importancia a la señaliza-
ción de la fuerza de trabajo, como a que la destrucción 
de empleo se ha concentrado en sectores poco  
cualificados.

1. Introducción 

En este trabajo se muestra la evolución 
reciente del nivel educativo, medido como título 
y como competencias, de la población joven 
residente en España, con especial atención a la 
disminución del abandono educativo temprano 
tras la crisis de 2008. Posteriormente se estudia la 
relación del paro de los jóvenes con el paro de los 

adultos, así como el incremento de la población 
que ni estudia ni trabaja.

Como se expondrá, tanto el paro juvenil 
como la proporción de jóvenes que ni estudia ni 
trabaja guardan una clara relación con factores 
como el paro y el nivel de estudios de la pobla-
ción adulta, por lo que los problemas juveniles no 
pueden interpretarse como aislados del contexto 
económico general de cada país. Por último, se 
examina la evolución desde los años setenta del 
pasado siglo de de las tasas de empleo y paro 
de los jóvenes españoles (16 a 24 y 25 a 29 años) 
según nivel de estudios. A pesar de la constancia 
observada en la relación entre título educativo y 
nivel de competencias, la relación entre los títu-
los y los indicadores de inserción laboral ha cam-
biado considerablemente a lo largo del tiempo. 
De esta relación cambiante cabe inferir que la 
lógica del sistema educativo y la lógica laboral 
están disociadas. Por último, se destaca que tras 
la crisis de 2008, el nivel educativo marca muchas 
más diferencias laborales entre los jóvenes que 
en periodos anteriores.

Antes de comenzar con el análisis de la 
relación entre juventud y estudios, debe hacerse 
notar la tendencia demográfica al descenso de 
los jóvenes, que entre 2007 y 2013 han pasado 
de 4.701.937 a 3.707.705 personas en el grupo de 
edad de 16 a 24 años de edad, y de 4.650.196 a 
2.299.174 en el grupo de edad de 25 a 29 años. 
Esta reducción, motivada principalmente por 
descensos en la natalidad en su momento, 
supone menos presión tanto sobre el sistema 
educativo como sobre el mercado de trabajo.

♦ Este trabajo es un resultado del proyecto de investi-
gación Ciclo económico, polarización y desigualdad (CSO2011-
30179-C02-01). Agradezco a Enrique Martín Criado, Julio 
Carabaña y Josefa R. Marrero sus comentarios a una versión 
preliminar de este artículo.

* Universidad de La Laguna (Departamento de Sociolo-
gía y Antropología) (josamaga@ull.es).
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2. La relación entre 
educación y mercado  
de trabajo

La relación entre educación y mercado 
de trabajo se puede entender de varias formas. 
Según la teoría económica del capital humano, la 
educación mejora la productividad de los traba-
jadores, gracias a los conocimientos adquiridos 
en el sistema educativo. La mayor productivi-
dad se traduce en mejores salarios y menos paro, 
lo cual, a su vez, es un incentivo para formarse 
(Becker, 1964; Schultz, 1983). A pesar de que este 
modelo sigue siendo muy empleado para expli-
car la relación entre educación y trabajo, ha sido 
muy cuestionado. Por un lado, desde la econo-
mía, pues se ha argumentado que la relación 
observada entre altos niveles educativos y bue-
nos indicadores de desempeño en el mercado 
de trabajo puede deberse no a que el sistema 
educativo mejora la productividad de los traba-
jadores, sino a que señaliza mejor a los más pro-
ductivos, con lo que se consigue un mercado de 
trabajo más eficiente (Spence, 1973). Desde este 
punto de vista, un empresario que debe con-
tratar a un trabajador necesita alguna señal de 
su nivel de productividad. Aquellos que hayan 
alcanzado mejores títulos educativos muestran 
que tienen algún tipo de característica (inteli-
gencia, capacidad de esfuerzo, de disciplina, etc.) 
valorada positivamente por los empresarios. Así, 
la señalización realizada por el sistema educativo 
mejoraría los procesos de selección. La Sociolo-
gía ha sido muy crítica con ambas visiones, por 
lo que se habla de credencial, en vez de capital 
humano o señalización (Collins, 1989). Desde 
este punto de vista, la vinculación entre indica-
dores laborales y educativos no se debe ni a la 
productividad ni a la señalización (que sería una 
relación “natural” con la productividad), sino a 
que el sistema educativo emite credenciales que 
no están relacionadas con la productividad, 
como consideran los economistas, sino títulos 
cuya función es legitimar las desigualdades en 
el mercado de trabajo, tanto salariales como de 
relaciones de poder.

Por otro lado, como señala Sanchis (1991: 
110-111), “el sistema educativo y el mundo del 
trabajo pertenecen a dos planos distintos del sis-
tema social, han nacido independientes el uno 
del otro y se han desarrollado según sus lógicas 
evolutivas”. Desde esta perspectiva de la sociolo-

gía crítica, cabe esperar que la evolución de las 
magnitudes educativas y laborales sea diferente.

3. El nivel educativo  
de la juventud: títulos 
educativos y competencias

Podemos emplear dos familias de indica-
dores para medir el nivel educativo de la juven-
tud. Por un lado,  la titulación lograda, y por otro, 
las competencias alcanzadas. Para medir el nivel 
educativo se ha  seleccionado el grupo que cabe 
llamar “juventud tardía” (25 a 29 años), pues en 
el grupo de 16 a 24 años de edad todavía son 
muchas las personas que están estudiando, por 
lo que no se sabe cuál será su mayor nivel edu-
cativo. Esto, además, podría suponer cierto sesgo 
al comparar a lo largo del tiempo, ya que la edad 
a la que se acaban ciertos niveles de estudios, 
como la Formación Profesional (FP), ha variado. 
En el  cuadro 1 se aprecia el intenso incremento 
del nivel educativo de los jóvenes españoles 
entre finales de los años setenta y de los noventa, 
uno de los mayores de toda la OCDE. Entre 1997 
y 2007 el crecimiento del nivel educativo se 
moderó, para pasar tras la crisis a estancarse, o 
incluso a disminuir en 2013 en el nivel educativo 
de Bachillerato (que ha pasado del 18 al 13 por 
ciento entre 2007 y 2013). Todavía no se ha estu-
diado a fondo a qué obedece esta evolución. La 
hipótesis más razonable la vincula con la evolu-
ción de los costes de oportunidad de estudiar 
asociados a la crisis, que han disminuido con el 
aumento del paro. La llegada de inmigrantes 
experimentada en la primera década del siglo XXI 
habría supuesto una influencia mínima en estos 
indicadores, según algunos autores (Fernández 
Mellizo-Soto y Martínez García, 2015). 

¿Ha venido el aumento del nivel educa-
tivo de los jóvenes acompañado de una deva-
luación del nivel de competencias asociado al 
título educativo? La evidencia disponible apunta 
a que no, como se observa en los cuadros 2 y 3, 
en los que se aprecia que el nivel de competen-
cias asociado a cada título educativo perma-
nece constante en los distintos grupos de edad, 
excepto en el grupo de mayor edad, en el que se 
observan resultados más bajos, posiblemente 
debidos al deterioro cognitivo de la inteligencia 
fluida (Desjardins y Warnke, 2012). Esta variación 
de la capacidad cognitiva a lo largo del ciclo vital 
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invita a ser cautos con la interpretación de estos 
datos, pues observamos el nivel de competen-
cias de los jóvenes a día de hoy, pero no el que 
tendrán dentro de unas décadas, y viceversa con 
el resto de grupos de edad. Si, con estas obser-
vaciones, estamos dispuestos a aceptar que no 
hay devaluación de las competencias asociadas 
al título educativo, ¿a qué se debe que en la opi-
nión pública tenga fuerza la idea de que cada vez 
los jóvenes saben menos? Esta cuestión ya fue 
tratada en su momento por Baudelot y Establet 
(1990), para quienes esta argumentación tiene 
que ver con la memoria sesgada de los profesio-
nales intelectuales que generan opinión pública, 
puesto que tienden a comparar al conjunto de 
los jóvenes con cómo eran ellos mismos cuando 
eran jóvenes, mucho más cultos que el prome-
dio de su generación. Además, el currículum de 
la enseñanza va cambiando con el tiempo, y se 

pretende evaluar a los jóvenes de hoy con conte-
nidos que ya no se imparten en la escuela.

La relación estable en el tiempo entre com-
petencias y título educativo conduce a cierto 
escepticismo  respecto a  las visiones más críticas 
de la Sociología sobre el sistema educativo. Más 
allá de las competencias “blandas” (adaptación a 
las exigencias de los empresarios), el título edu-
cativo parece que sí refleja cierto nivel de compe-
tencias, ya sea debido a que se han adquirido en 
el sistema educativo (teoría del capital humano) 
o debido a que las señaliza adecuadamente (teo-
ría de la señalización).

La constancia del nivel de competencias 
asociado al título educativo, junto con la enorme 
expansión de la educación, lleva a que España 
sea, tras Corea del Sur y Finlandia, el país que ha 

1977 1987 1997 2007 2013

Sin estudios % 9 5 2 2 2

N 187.470 114.857 64.796 83.610 54.157

Primarios % 63 32 12 6 7

N 1.295.587 813.427 377.204 206.036 201.410

ESO o equivalente % 10 26 30 26 28

N 206.912 645.083 958.191 963.523 780.350

CMFP o FPI % n.d. 4 8 10 11

N n.d. 93.740 255.631 353.423 307.619

Bachillerato % 8 13 14 18 13

N 172.156 319.824 436.768 648.394 375.694

CSFP o FPII % 2 4 11 13 12

N 37.101 100.297 361.632 465.815 324.650

Diplomados % 4 9 11 12 12

N 85.612 234.956 349.832 429.189 326.802

Licenciados % 4 8 11 14 15

N 73.411 189.987 355.820 511.452 415.204

TOTAL % 100 100 100 100 100

N 2.058.249 2.512.170 3.159.875 3.661.442 2.785.887

Cuadro 1

Evolución del nivel educativo de la población entre 25 y 29 años de edad

Fuente: Microdatos de la Encuesta de Población Activa (segundos trimestres), INE.
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participado en el Proyecto Internacional de Eva-
luación de Competencias de la Población Adulta 
(conocido por sus siglas en inglés, PIAAC) en el 
que más diferencias hay entre el nivel de compe-
tencias de los más jóvenes y los más mayores. No 
cabe afirmar que esta sea una mejoría general, 
pues, por ejemplo, en Estados Unidos se observa 
un estancamiento, y en Inglaterra, una dismi-
nución (OCDE, 2014). En la cohorte más joven, 
el estancamiento del nivel educativo también 
ha llevado a la estabilización de las competen-
cias con respecto a la cohorte inmediatamente 
anterior. Un estudio más pormenorizado de esta 

evolución ha mostrado que en el momento de 
transición entre la Ley General de Educación 
(LGE) de 1970 y Ley Orgánica de Ordenación del 
Sistema Educativo (LOGSE) de 1990 pudo haber 
un ligero descenso de las competencias, que se 
recuperaron al finalizar el proceso (Robles Zurita, 
2013).

Otra forma de aproximarse a las compe-
tencias de la juventud es tener en cuenta su evo-
lución entre la población antes de que abandone 
el sistema educativo obligatorio, a los 15 años, 
según se miden en el Proyecto Internacional 

Estudios primarios 
o inferiores

Estudios  
secundarios CFGS o FP II Diplomados Licenciados Total

Media E.T. Media E.T. Media E.T. Media E.T. Media E.T. Media E.T.

16-24 245 4 270 4 277 7 285 7 301 9 261 3

25-29 240 5 257 5 273 6 285 6 296 7 266 2

30-40 242 3 262 3 267 4 285 4 302 3 267 1

41-50 238 3 260 4 268 4 283 4 295 4 257 2

51-64 218 3 249 3 259 5 267 5 286 4 236 3

Total 234 2 259 2 267 2 281 2 297 2 260 1

Cuadro 2

Nivel de competencias en lectura, según nivel de estudios y grupo de edad

Fuente: Microdatos de PIAAC, OCDE 2012.

Estudios primarios 
o inferiores

Estudios  
secundarios CFGS o FP II Diplomados Licenciados  

o doctores Total

Media E.T. Media E.T. Media E.T. Media E.T. Media E.T. Media E.T.

16-24 242 4 263 5 276 7 283 6 291 10 256 3

25-29 232 5 256 4 267 10 275 7 289 7 263 2

30-40 240 3 260 3 267 4 283 4 286 2 264 1

41-50 232 3 258 4 269 4 284 4 289 3 253 2

51-64 214 3 250 4 261 6 265 5 283 4 234 3

Total 230 2 256 2 267 2 278 2 291 2 256 1

Cuadro 3

Nivel de competencias en matemáticas, según nivel de estudios y grupo de edad

Fuente: Microdatos de PIAAC, OCDE 2012.
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de Evaluación del Alumnado (conocido por sus 
siglas en inglés, PISA). A la luz del cuadro 4, y con-
siderando que la medición de las competencias 
está calibrada de tal forma que la media para los 
países evaluados de la OCDE es de 500 puntos, 
y la desviación típica es de 100 puntos, se apre-
cia que el promedio español está en torno a 0,1 
desviación típica por debajo de dicha media. Los 
datos se mantienen más bien constantes; con-
viene subrayar que variaciones de cuatro o cinco 
puntos no son estadísticamente significativas, 
y que diez puntos de diferencia suponen una 
décima de desviación típica. Ciertamente, entre 
2000 y 2006 se verificó una caída en lectura de 30 
puntos, que se recuperó en los años siguientes. 
Teniendo en cuenta que la prueba de 2006 no 
estaba dedicada a dicha competencia, la caída 
bien podría deberse simplemente a un error 
metodológico, pues no hubo cambios importan-
tes, ni antes ni después, en el sistema educativo, 
en las otras competencias medidas o en la com-
posición de la población que pudieran explicar 
tamaña caída y la rápida recuperación posterior.

No cabe referirse a la educación de los 
jóvenes sin prestar atención al abandono edu-
cativo temprano, es decir, a las personas sin un 
título de al menos educación  secundaria supe-
rior (Bachillerato o Ciclo Formativo de Grado 
Medio, CFGM) y que no cursan estudios, reglados 
o no reglados. Este es uno de los objetivos edu-
cativos más importantes de la Agenda 2020 de la 
Unión Europea (UE), y en el que España muestra 
peores resultados; así, en 2014 España era el país 
de la UE con mayor tasa de abandono educativo 
en la población objetivo (18 a 24 años de edad), 
con un 22,3 por ciento, aunque este era el dato 
más bajo de la serie histórica española (Eurostat, 
2015). Es preciso señalar que, desde un punto 
de vista analítico, este indicador es confuso, 
pues agrupa situaciones muy heterogéneas. Por 
ejemplo, una persona que no haya acabado el 
Graduado en Educación Secundaria Obligatoria 
(GESO), pero lo esté estudiando, no cuenta como 
abandono educativo, o si está cursando forma-
ción ocupacional, tampoco; pero si tiene el GESO 
y no estudia, sí cuenta como abandono.

P10 P75-P25 P75-P10 P90-P75 Media

Lectura

Año 2000 379 58 117 44 493

Año 2003 354 67 128 49 481

Año 2006 343 62 118 46 461

Año 2009 364 62 117 45 481

Año 2012 367 63 122 49 488

Matemáticas

Año 2003 369 58 120 51 485

Año 2006 366 55 121 51 480

Año 2009 364 61 122 51 483

Año 2012 370 54 122 51 484

Ciencias

Año 2006 370 57 125 52 488

Año 2009 373 58 118 48 488

Año 2012 384 56 117 48 496

Cuadro 4

Evolución de las competencias de la población de 15 años de edad: percentiles, diferencias  
entre percentiles y media

Fuente: PISA, OCDE, varios años.



E d u c a c i ó n ,  m e r c a d o  d e  t r a b a j o ,  j u v e n t u d  y  c i c l o  e c o n ó m i c o

Número 22. Segundo semestre. 2015PanoramaSOCIAL98

Para entender mejor qué está pasando con 
la rápida disminución de la tasa de abandono, 
el cuadro 5 exhibe la comparación entre 2007 y 
2013, antes y después de la crisis (31,0 a 23,5 por 
ciento). Se ha separado el indicador en dos gru-
pos de población: quienes han logrado el GESO 
y quienes no. La caída es mucho más intensa 
entre quienes sí han logrado el título (del 17,5 al 
12,5 por ciento) que entre quienes no lo han con-
seguido (del 13,5 al 11,0 por ciento). Esto lleva 
a pensar que posiblemente existan dos perfiles 
diferentes de jóvenes en situación de abandono 
educativo temprano: por un lado, los “desen-
ganchados” (Fernández Enguita, Mena y Riviere, 
2010), es decir, personas que a lo largo de su 
paso por la educación obligatoria se han ido des-
conectando cada vez más de la institución esco-
lar, por lo que no consiguen el título de GESO; 
por otro lado, se encontrarían los “expectantes”, 
es decir, las personas que deciden continuar o 
no sus estudios, en función de sus expectativas 
laborales, como han mostrado Serrano y Soler 
(2015). Los primeros, se pueden entender como 
individuos dominados por lo que Boudon (1983) 
llamó efectos primarios (es decir, condicionados 
por sus capacidades individuales y por su origen 
social), mientras que los segundos lo serían por 
los efectos secundarios, o sea, el análisis coste-
beneficio de seguir estudiando. 

La crisis transforma los efectos secunda-
rios en mayor medida que los primarios, pues las 
capacidades individuales y el ambiente sociocul-
tural de las familias se mantienen estables, como 
parece apuntar la constancia de los jóvenes con 
bajo nivel de competencias en PISA (cuadro 4). Sin 
embargo, con la crisis se modifican por completo, 
a la baja, los costes de oportunidad de estudiar, 
debido al aumento del paro. Este “efecto paro”, o 

efecto sustitución, parece de momento mayor 
que las dificultades para continuar estudiando 
debido a la diminución de presupuestos tanto 
de las familias (efecto renta) como del Estado 
(efecto “tijera”) asociada a la crisis. Por tanto, son 
dos los tipos de factores los que intervienen en la 
explicación del abandono educativo, los estricta-
mente educativos, vinculados al nivel de compe-
tencias, y los laborales. Así se explicaría la escasa 
asociación observada entre abandono educativo 
y nivel de competencias en PISA (Martínez García, 
2009), pues el abandono educativo guarda una 
relación tanto con el nivel de competencias 
como con las oportunidades laborales.

4. Mercado de trabajo  
y juventud

Los motivos por los que el paro juvenil es 
mayor que el paro del conjunto de la población 
son varios, empezando por el “primer paro”; es 
decir, el paso a la vida laboral activa se hace nor-
malmente en la situación de paro, por lo que los 
jóvenes están en esta situación en mayor medida 
que el resto de grupos de edad. En el cuadro 6 
se observa la mayor proporción de primer paro 
en los jóvenes. Este tipo de paro ha crecido con 
la crisis, posiblemente debido a que se pasa 
más tiempo buscando empleo. Debe destacarse 
que en el grupo más joven, de 16 a 24 años de 
edad, el primer paro entre el total de parados ha 
pasado del 28,8 al 39,7 por ciento. También debe 
destacarse que es mucho mayor entre los univer-
sitarios, tanto entre los más jóvenes (en torno al 
40 por ciento) como entre quienes tienen entre 
25 y 29 años, con un peso aproximadamente del 

Año (en %)

2007 2013

Terminó la ESO y no cursa estudios 17,5 12,5

No terminó la ESO y no cursa estudios 13,5 11,0

Abandono educativo temprano (total) 31,0 23,5

Cuadro 5

Tasa de abandono educativo temprano, distinguiendo entre quienes terminaron  
y no terminaron la ESO

Fuente: Microdatos de la Encuesta de Población Activa, INE.
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20 por ciento. Dicho de otra forma, el alto nivel 
de paro juvenil, especialmente entre los univer-
sitarios, se debe principalmente a que acaban de 
incorporarse al mercado de trabajo.

A este motivo principal, podemos añadir 
otros que señalan Blanchflower y Bell (2011). Por 
un lado, la experiencia de los jóvenes, tanto bus-
cando trabajo como trabajando, es menor. Por 
otro lado, en la medida que los costes de des-
pido están asociados con la antigüedad en la 
empresa, es más probable que se despida a quie-
nes llevan menos tiempo contratados, jóvenes 
en mayor medida. A estos motivos de demanda, 
Dolado (2015) añade motivos de oferta, como 
la mayor rotación laboral de los jóvenes, debido 
a que están en un proceso tentativo de bus-
car empleos acordes a sus expectativas y a que 
están en una edad en la que todavía dependen 
económicamente de sus familias, por lo que pue-
den prolongar en mayor medida su tiempo en el 
paro (habría que añadir, si las familias se lo pue-
den permitir). A los motivos que señalan estos 
autores cabe sumar que en el grupo de activos 
de 16 a 24 años hay más personas de bajo nivel 

de estudios, pues los que siguen estudiando 
son inactivos en su mayoría; y a menor nivel de 
estudios, más probabilidad de estar en paro en 
los últimos años, como se verá más adelante. En 
el gráfico 1 se advierte que, como resultado de 
esta conjunción de motivos, el paro de los jóve-
nes tiende a ser el doble del paro de los adultos, 
al menos desde los años setenta hasta la actuali-
dad, con independencia del momento del ciclo 
económico. Apréciese que, desde finales de los 
setenta, el paro juvenil no ha descendido del 
16 por ciento.

Merece asimismo destacarse que la rela-
tiva constancia de la relación entre paro juvenil 
y paro general se mantiene, a pesar del espec-
tacular incremento del nivel educativo y de las 
competencias, de las sucesivas reformas del 
mercado de trabajo y de los cambios del sistema 
productivo, perdiendo peso el sector agrícola e 
industrial a favor del sector servicios (Martínez 
García, 2013). Esta constancia está matizada por 
una ligera disminución de la ratio tras la reforma 
laboral de 1984, que introdujo por primera vez 
la contratación temporal, lo que pudo aumen-

Grupo de edad

Año 16-24 25-29 30-34 45-64 Total

Estudios primarios 2007 32,3 7,5 8,0 3,5 12,7

2013 36,3 8,7 5,3 2,4 10,0

ESO 2007 26,4 4,4 2,9 2,5 9,2

2013 41,5 5,5 1,5 1,5 7,9

CFGM 2007 21,6 1,8 3,0 1,8 7,7

2013 35,2 4,5 1,3 ,8 9,1

Bachillerato 2007 29,6 8,1 4,2 4,9 11,9

2013 45,0 9,4 2,1 2,3 10,0

CFGS 2007 21,1 9,8 2,1 2,1 6,9

2013 38,1 8,8 1,6 1,2 7,6

Universitarios 2007 36,9 20,6 5,1 2,0 13,3

2013 43,7 18,3 3,6 1,7 9,9

Total 2007 28,8 9,5 4,4 3,1 10,8

2013 39,7 9,5 2,6 1,8 9,1

Cuadro 6

Porcentaje de parados en situación de primer paro

Fuente: Microdatos de la Encuesta de Población Activa, INE.
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tar la empleabilidad de los jóvenes en el corto 
plazo, con efectos negativos a largo plazo (García 
Pérez y Vall Castelló, 2015). En los años previos a 
la última crisis, también creció ligeramente esta 
ratio, estabilizándose durante los últimos años. 
Esta relación es similar cuando comparamos 
países en un momento del tiempo (gráfico 2), a 
pesar de las considerables diferencias institucio-
nales existentes entre ellos. 

La diversidad institucional de los merca-
dos de trabajo y los sistemas educativos explica 
parte de las diferencias en esta ratio, según Breen 
(2005). Para este autor, unos sistemas educativos 
señalizan mejor que otros a los jóvenes desde el 
punto de vista empresarial, pero si tenemos en 
cuenta que se refiere al modelo germánico con 
un gran peso de la experiencia práctica en la 
formación profesional reglada, más bien podría 
suceder que estén facilitando la adquisición de 
experiencia mientras se estudia, de forma que 
puede entenderse como un sistema de apren-
dizaje en el puesto de trabajo tutelado por el 
Estado (Carabaña, 2014). Con este modelo, el paro 
juvenil se reducirá fundamentalmente gracias a 
la reducción del primer paro. Por otro lado, consi-
dera que el mercado de trabajo más flexible tam-
bién acorta la ratio, aunque esto no sería cierto 
en la evolución reciente del caso británico, con 
una de las ratios más altas de paro juvenil en rela-

ción con el paro de la población (Gregg, 2015). 
Pero estas diferencias institucionales se quedan 
en matices si se considera que el R2 de la rela-
ción entre paro juvenil y paro de la población 
adulta es del 0,91 teniendo en cuenta todos los 
países, y del 0,82 dejando fuera aquellos, que, 
como España, alcanzan tasas de paro de adultos 
superiores al 20 por ciento. Lo mismo sucede si 
se toman en consideración las diferencias entre 
comunidades autónomas (gráfico 3). 

Dos son las formas en las que en las últi-
mas décadas se ha luchado contra la “trampa de  
la experiencia”  (no encontrar trabajo por no tener 
experiencia). Por un lado, abaratando la contrata-
ción de los jóvenes, con objeto de que sean más 
atractivos desde el punto de vista empresarial. En 
este sentido se encaminan todas las medidas de 
promoción del empleo juvenil que disminuyen el 
coste laboral de los jóvenes, incentivan su con-
tratación y/o facilitan su despido. Por otro lado, 
con mejoras en la productividad. Esto se consi-
gue básicamente con políticas de inversión en 
educación, tanto reglada como no reglada. Pero 
debe insistirse en que, a pesar de las sucesiones 
de reformas en este sentido en las últimas déca-
das (más contratación temporal, más inversión 
por estudiante, mejora de las competencias del 
conjunto de los jóvenes) y de los cambios demo-
gráficos, la ratio en torno al doble del paro juve-

Gráfico 1

Evolución de la tasa de paro de la población total y joven (izquierda)  
y ratio entre el paro juvenil y el paro total (derecha)
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nil con respecto al paro adulto se mantiene, por 
lo que parece ser una relación estructural difícil 
de transformar, como señala Felgueroso (2012). 
Por tanto, centrarse en el paro juvenil como un 

problema independiente del paro no parece una 
buena estrategia, o dicho de otra forma, la forma 
más efectiva de luchar contra el paro juvenil es 
luchar contra el paro. Visto así, los programas 

Paro adulto en 2013 (25 a 54 años)
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Gráfico 2

Relación entre el paro adulto (25 a 54 años) y el paro juvenil (15 a 24) en la OCDE (2013)

Fuente: OCDE, 2014.

Gráfico 3

Tasas de paro juvenil y paro de la población adulta en españa por CC.AA. en 2013
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generales de política económica que promue-
van la reactivación de la economía, facilitando la 
inversión y la creación de empleo, parecen mejor 
encaminados que los planes específicos de lucha 
contra el paro juvenil, como el reciente Plan de 
Garantía Juvenil promovido por la UE.

Debe señalarse que la constancia obser-
vada en la relación entre paro juvenil y paro 
del conjunto de la población –que oscila con el 
ciclo económico, mientras que el nivel educativo 
crece, como se vio en el apartado anterior– es 
una evidencia favorable a las teorías más críticas 
de Sociología de la Educación, pues muestra una 
desconexión entre la evolución del sistema edu-
cativo y del mercado de trabajo.

5. ¿Estudias o trabajas?

Uno de los indicadores empleados por la 
OCDE para evaluar la situación de los jóvenes es 
la tasa de quienes ni estudian ni trabajan, conoci-
dos popularmente como los “ninis”. En el cuadro 7 
se aprecia que la crisis no afecta a los más jóve-
nes, entre 16 y 19 años, debido a que mayorita-
riamente están estudiando y no han entrado en 
el mercado de trabajo. El grupo de 20 a 29 años 
ha visto casi duplicarse su tasa de “ninis”, redon-
deando, del 14 al 28 por ciento, siendo España 
uno de los países con más “ninis” en 2012, solo por 
debajo de Turquía, como los gráficos 4 y 5 per-
miten comprobar. En estos gráficos se observa, 
respectivamente, la relación lineal entre la tasa 
de “ninis” y el nivel de educación y de paro de la 
población adulta (entre 55 y 64 años) en la OCDE. 

En el gráfico 6 se muestra la relación entre el nivel 
de educación de la población adulta y la tasa de 
“ninis” por comunidad autónoma. En el cuadro 8 
se presentan las estimaciones de regresiones por 
mínimos cuadrados ordinarios (MCO), con la tasa 
de “ninis” como variable dependiente. Con estos 
datos se puede concluir que la tasa de jóvenes 
que ni estudian ni trabajan guarda relación con 
características más generales del mercado de tra-
bajo y del nivel educativo de la población adulta. 
La primera variable es un indicador del ciclo eco-
nómico, mientras que la segunda lo es de las 
características culturales del contexto social de 
los jóvenes. Visto así, el problema de los “ninis” 
es en buena medida un problema de ciclo eco-
nómico y de historia educativa y cultural de los 
países, más que un problema de oportunidades 
y voluntad de los jóvenes.

Al igual que sucede con el indicador de 
abandono educativo temprano, el indicador 
de jóvenes que ni estudian ni trabajan agrupa 
a la población en un colectivo muy heterogé-
neo socialmente. Para entender mejor qué está 
pasando, el cuadro 9 presenta la situación de los 
jóvenes más desagregada. La tasa de empleo de 
los jóvenes entre 16 y 29 años ha descendido en 
20 puntos (del 46,4 al 26,0 por ciento), mientras 
que el volumen de parados (que no la tasa de 
paro, pues hablamos de todos los jóvenes, no solo 
de los activos) casi se ha triplicado (del 6,2 al 17,8 
por ciento). Los activos potenciales (se declaran 
inactivos, pero estarían dispuestos a trabajar si se 
les ofrece un empleo) se mantienen más o menos 
constantes en torno al 1 por ciento. Los auténti-
cos “ninis”, es decir los jóvenes que ni trabajan, ni 
buscan empleo ni estudian (“fuera de radar”, en 
terminología de la OCDE), se mantienen prácti-

2007 2013

Edad

De 16 a 19 años 12,6 12,6

De 20 a 24 años 13,6 26,3

De 25 a 29 años 13,8 28,7

Total 13,4 23,8

Cuadro 7

Tasa de jóvenes que ni estudian ni trabajan, por grupo de edad

Fuente: Microdatos de la Encuesta de Población Activa, INE.
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camente constantes, en proporción de uno de 
cada 20, entre los cuales habría que contar quie-
nes se dedican al trabajo doméstico (mujeres en 
su mayoría) y las personas con discapacidad. Esto 
desmiente la visión de una juventud pasiva, pues 
la gran mayoría de los jóvenes trabaja, quiere tra-
bajar o está estudiando. Si no trabajan, es debido 
a que no encuentran empleo, y la prueba de que 
el paro es involuntario es que oscila con el ciclo 
económico. Hay que destacar que son más los 
jóvenes que estudian y trabajan que los auténti-
cos “ninis”. Los jóvenes dedicados en exclusiva al 

estudio han subido en casi diez puntos (del 24,9 
al 33,5 por ciento) así como los parados que estu-
dian (del 2,9 al 8,2 por ciento). Durante la época 
de expansión, la actividad mayoritaria entre los 
jóvenes era el trabajo (46,4 por ciento), mien-
tras que con la crisis ha pasado a ser los estudios 
(33,5 por ciento), en mayor medida si se tiene  en 
cuenta a los parados y ocupados que estudian, lo 
que supone que casi la mitad de los jóvenes estu-
diaba en 2013 (49,8 por ciento), mientras que en 
2007 era el 39,9 por ciento. 

Gráfico 4

Tasas de paro juvenil y paro de la población adulta en la OCDE y países asociados en 2013
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Fuente:  OCDE, 2014.

b E.T. β

Porcentaje de personas sin superar estudios 
secundarios, entre 55 y 64 años 0,16 0,04 0,624 R2 ajustado=0,313

Tasa de paro en 2012, población entre  
55 y 64 años 0,26 0,12 0,307 R2 ajustado=0,387 con 

las dos variables

Cuadro 8

Estimaciones por mínimos cuadrados ordinarios de la tasa de jóvenes (16 a 29 años)  
que ni estudian ni trabajan en función de la tasa de paro y de personas sin educación  
secundaria o superior adultas (entre 55 y 64 años)

Fuente: Elaboración propia con datos de la OCDE (2014b).
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Gráfico 5

Porcentaje de personas sin superar los estudios secundarios, entre 55 y 64 años de edad  
y ‘ninis’ entre 15 y 29 años de edad en la OCDE
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Gráfico 6

Tasa de personas entre 55 y 64 años sin estudios secundarios o superiores  
y tasa de ‘ninis’ entre 16 y 29 años de edad
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6. Empleo, paro y nivel 
educativo

La tasa de empleo juvenil (ocupados sobre 
el total de jóvenes) está en el nivel más bajo de 
los años analizados, en el 16 por ciento para la 
primera juventud (16 a 24 años) y en el 55 por 
ciento para la juventud tardía (25 a 29 años). 
Cabe destacar que la tasa de empleo de los jóve-
nes que no superan el nivel de estudios primarios 
ha pasado de ser la mayor, en 1977 a la más más 
reducida en 2013 (del 66,1 al 9,6 por ciento), lo 
que apunta a la disminución del empleo no cua-
lificado en todo este periodo, una disminución 
mucho mayor en términos absolutos, habida 
cuenta de que, como se vio en el cuadro 1, son 
muchos menos los jóvenes en este nivel educa-
tivo. La tasa de empleo más baja es la de los titu-
lados de Bachillerato, posiblemente debido a que 
cursan educación superior. La tasa de empleo de 
los titulados en FP II (hasta 1997) y CFGS (2007 
y 2013) es de las más altas, tanto en la primera 
juventud como en la juventud tardía. En cuanto 
a los titulados de FP I (hasta 1997), su empleabi-
lidad está cerca del promedio al comienzo de la 
juventud, mientras que se sitúa en torno al doble 
cuando se habla de CFGM, lo que cabe interpre-
tar como una clara mejoría de la adecuación al 
mercado de trabajo del nivel más bajo de la FP 
reglada. Parece, por tanto, que la exigencia del 
título de educación obligatoria para cursar los 
CFGM aumenta su empleabilidad, frente a la FP I, 
que no exigía ninguna titulación. Serían nece-
sarios estudios adicionales para saber si esta 
mejora obedece a incrementos en productividad 
o a señalización, en el sentido de que los jóve-

nes que son capaces de finalizar la educación 
obligatoria con éxito tienen mejores capacida-
des y provienen de familias de mejor extracción 
social (Martínez García y Merino, 2011), aunque 
no necesariamente aprenden más en los centros 
educativos. En la juventud tardía, el nivel de ocu-
pación de los titulados de esta FP ha sido mayor 
que el del promedio en todos los años analizados. 

Analizar los dos ciclos de universidad en la 
juventud temprana invita a la confusión, pues las 
edades teóricas de finalización de estos niveles 
educativos están entre los 21 y los 23 años. Si se 
consideran las posibles repeticiones  de curso, no 
todos han terminado sus estudios (y por tanto, 
computan como bachilleres). Pero lo que genera 
más confusión es su experiencia en el mercado 
de trabajo. En la juventud temprana, los universi-
tarios llevan muy poco tiempo buscando empleo 
o trabajando, a diferencia de lo que sucede con 
el resto de grupos y, como mostró el cuadro 6, 
su primer paro es mayor. Para evitar estas confu-
siones, cabe centrarse en el grupo entre 25 y 29 
años de edad. Se aprecia entonces que cuando 
hubo más titulados universitarios trabajando fue 
en 1977 y treinta años después, en 2007 (cuadro 
10). En los ochenta y noventa, los titulados esta-
ban cerca del promedio, y por debajo de los titu-
lados de la FP de mayor nivel. Esta diferencia se 
podría explicar principalmente por dos motivos, 
combinados: por un lado, mayor presencia de las 
mujeres en este nivel educativo que en FP, y, por 
otro, mayores dificultades de las mujeres para 
encontrar empleo. Si se centra la atención en la 
última crisis, se advierte que los licenciados son 
los que resisten con diferencia en mejor medida, 
pues constituyen el grupo en el que menos se 
reduce la tasa de empleo.

Relación con el trabajo y los estudios (reglados y no reglados, en %)

Año Ocupado Parado Activo 
potencial Inactivo Estudia Ocupado  

y estudia

Parado/ 
activo 

potencial y 
estudia

Total

2007 46,4 6,2 0,9 6,7 24,9 12,1 2,9 100

2013 26,0 17,8 1,3 5,1 33,5 8,1 8,2 100

Cuadro 9

Relación de los jóvenes entre 16 y 29 años con la actividad económica y los estudios

Fuente: Microdatos de la Encuesta de Población Activa, INE.
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En cuanto a la tasa de paro, en la juventud 
temprana podría llamar la atención el alto nivel 
de paro universitario, debido al “primer paro”, 
como ya se ha señalado. En la juventud tardía, el 
paro en relación al resto de jóvenes también es 
alto hasta los noventa, lo cual podría deberse a la 
cuestión de género antes señalada. 

Dos son las observaciones destacables 
que surgen del estudio de estas tasas de paro: la 
inversión de los niveles de paro entre las perso-
nas sin estudios y los universitarios, y el aumento 
del diferencial de paro entre los jóvenes por nivel 
de estudios. Los jóvenes de bajo nivel de estudios 
se insertaban bien en el mercado de trabajo de 
los años setenta, mientras que en la actualidad 
son, con diferencia, los que más sufren el paro 
(72,4 por ciento para la juventud temprana, y 
55,0 por ciento para la juventud tardía). Mientras, 
los licenciados han pasado de triplicar  el paro del 
conjunto de los jóvenes a ser el grupo con menos 
paro. Esto puede deberse a la combinación entre 
un tejido productivo que demanda trabajado-
res cada vez más cualificados y el mayor peso de 
señalización que los empresarios atribuyen al sis-
tema educativo. Cuando era poca la gente que 
estudiaba, podían ser más importantes las redes 
sociales y los procesos de selección internos de 
las empresas. Además, debe tenerse en cuenta 
la fuerte disminución de las personas con tan 
bajo nivel de estudios, lo que supone un proceso 
de selección adversa: cuanto más se reduce el 
número de personas sin estudios, más probable 

es que tengan algún tipo de atributo relacionado 
negativamente tanto con el sistema educativo 
como con el mercado de trabajo. Esto llevaría 
a que la ausencia de título obligatorio cada vez 
pese más como una señal laboral negativa.

En cuanto a las diferencias en tasas de paro 
por niveles educativos, hasta 2007 no superan 
los 16 puntos entre niveles en la juventud tem-
prana y los 11 puntos en la juventud tardía. Sin 
embargo, en 2013 las diferencias se han dispa-
rado a los 35,4 puntos que separan a los jóvenes 
tempranos licenciados de los que no pasan de 
estudios primarios (37,0 y 72,4 por ciento, res-
pectivamente), y los 27,5 puntos que los sepa-
ran en la juventud tardía (28,0 y 55,0 por ciento) 
(cuadro 11). Es decir, en esta crisis a diferen-
cia de lo ocurrido en otros momentos (Sanchis, 
1991), el nivel de estudios “protege” más contra 
el paro. Esto puede deberse a que la destrucción 
de empleo ha estado muy centrada en el sec-
tor de la construcción, intensivo en mano de 
obra con baja titulación educativa, como señala 
Carabaña (2014).

Si se tiene en cuenta que el nivel de compe-
tencias asociado al título posiblemente se man-
tiene constante, como cabe inferir de los cuadros 
2 y 3, las hipótesis de lo que puede haber pasado 
en este tiempo son las siguientes, sin ser incom-
patibles: el contenido curricular de los estudios, 
se adecúa en mayor medida a lo que exigen las 
empresas, o los empleadores prefieren la señali-

Edad: 16-24 Edad: 25-29

Nivel de estudios 1977 1987 1997 2007 2013 1977 1987 1997 2007 2013

Primarios o inferiores 66,1 41,7 36,0 34,0 9,6 57,3 50,2 50,3 59,4 34,4

GESO o equivalente 41,1 34,5 31,9 40,0 14,4 71,8 60,1 61,8 78,1 50,7

CFGM-FP I n.d. 28,6 30,3 71,1 35,0 n.d. 64,0 65,9 82,5 60,9

Bachillerato 18,9 15,0 10,7 22,3 8,7 65,0 62,1 55,3 71,0 49,9

CFGS-FPII 53,8 47,3 48,5 72,5 32,7 92,6 70,4 71,7 85,6 63,6

Diplomados 55,0 18,3 20,1 42,5 26,7 77,8 53,8 54,1 77,4 58,4

Licenciados 55,2 33,8 31,0 57,4 38,8 72,2 55,8 55,6 81,7 62,5

Total 50,6 31,4 26,4 39,2 16,0 61,4 56,2 59,2 77,7 55,0

Cuadro 10

Tasa de empleo juvenil, por nivel de estudios, edad y año

Fuente: Microdatos de la Encuesta de Población Activa, INE.
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zación del sistema educativo a otro tipo de crite-
rios para contratar a jóvenes y mantenerlos en el 
puesto de trabajo. En este contexto debe desta-
carse que las diferencias de paro entre hombres 
y mujeres se han reducido considerablemente, y 
que el nivel educativo de las mujeres ha pasado 
a ser mayor que el de los hombres (Martínez 
García, 2013). Es decir, al disminuir la discrimi-
nación de género, se activa en mayor medida el 
propio valor del título educativo. Por ello, cabe 
tener en cuenta que según Bol (2015), cuando se 
expande la educación superior, el valor de la edu-
cación como bien posicional aumenta.

También conviene resaltar que la constan-
cia en el nivel de competencias educativas se ha 
visto acompañada de profundas oscilaciones en 
la inserción laboral de los títulos educativos, 
medida tanto por la tasa de empleo como por 
la tasa de paro.  De ello se podría inferir que hay 
cierta desconexión entre la lógica del sistema 
educativo y la del mercado de trabajo. El sis-
tema educativo ha sido constante en señalizar 
las competencias en lectura y matemáticas de 
la población, pero estos niveles de competen-
cias de poco han servido cuando hay grandes 
destrucciones de empleo, que obedecen a lógi-
cas propiamente económicas, como la crisis del 
petróleo, la crisis de la reconversión industrial  
(Fina, 2001) o la crisis de la burbuja inmobiliaria 
(Gómez, 2012). Ni siquiera se observa claramente 
un “efecto ola”; es decir, cuando la situación 
empeora o mejora, se mantienen los mismos 

perfiles, con promedios (nivel de la marea) más 
bajos o más altos (la ola, que respeta el perfil 
de la “costa”). La crisis actual es, con diferencia, 
aquella en la que los títulos más protegen del 
paro, posiblemente debido a que ha sido una cri-
sis con una fuerte destrucción de empleo en sec-
tores de baja cualificación.

7. Conclusiones

El nivel educativo de los jóvenes ha aumen-
tado hasta finales de los años noventa, perma-
neciendo más bien constante desde entonces. 
Mientras, se ha mantenido estable el nivel de 
competencias asociado a un determinado nivel 
educativo; como resultado, el nivel de compe-
tencias del conjunto de los jóvenes ha aumen-
tado. El abandono educativo temprano está en 
su mínimo histórico, aunque es el más alto de la 
UE. Este descenso se explica debido a que quie-
nes obtienen el GESO continúan sus estudios en 
mayor medida que antes, y no tanto a que sean 
más quienes obtienen dicho título. Ello puede 
deberse a que el aumento del paro ha bajado el 
coste de oportunidad de estudiar, compensando 
los recortes presupuestarios, tanto del Estado 
como de las familias.

A lo largo del ciclo económico y entre paí-
ses, el paro juvenil se mantiene más o menos 

Edad: 16-24 Edad: 25-29

Nivel de estudios 1977 1987 1997 2007 2013 1977 1987 1997 2007 2013

Primarios o inferiores 10,4 41,4 43,5 25,5 72,4 5,6 25,9 32,6 17,8 55,0

GESO o equivalente 13,4 41,3 37,2 19,4 61,0 3,5 23,1 26,3 9,7 42,9

CFGM-FP I n.d. 46,8 39,5 14,5 53,0 n.d. 24,6 24,8 8,8 33,9

Bachillerato 15,7 44,7 40,0 20,2 55,3 5,2 21,9 25,4 8,2 32,9

CFGS-FPII 14,6 42,2 36,9 10,9 49,3 3,0 22,9 22,0 6,8 28,9

Diplomados 22,9 46,7 46,0 14,7 46,6 5,1 28,4 28,4 8,7 30,5

Licenciados 28,9 50,7 51,3 18,5 37,0 16,6 35,7 34,5 7,0 28,0

Total 11,7 42,3 39,4 18,6 57,5 5,7 25,5 27,5 8,8 35,8

Cuadro 11

Tasa de paro por nivel de estudios, edad y año

Fuente: Microdatos de la Encuesta de Población Activa, INE.
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constante en su relación con el nivel general 
de paro: es aproximadamente el doble. La tasa de 
“ninis” también guarda relación con característi-
cas del conjunto de la población, como el nivel 
de paro y de estudios de la población adulta.

Con la crisis, ha aumentado considera-
blemente el volumen de jóvenes que estudian, 
siendo casi la mitad de la población entre 16 y 
29 años de edad. En cambio, permanece cons-
tante la proporción de los que ni trabajan, ni bus-
can trabajo ni estudian, en torno a uno de cada 
veinte.

Cuando se tiene en cuenta la relación 
entre mercado de trabajo y nivel educativo de 
los jóvenes, se comprueba que se han produ-
cido intensos cambios desde los años setenta, 
especialmente tras esta crisis. El más reseñable 
es que actualmente las diferencias de paro entre 
niveles educativos son mucho mayores que en el 
pasado, y que el nivel de paro de los jóvenes sin 
estudios se ha disparado.

Dada la constancia de las competencias 
asociadas al título educativo, mientras la relación 
entre paro y títulos ha sido tan cambiante, cabe 
inferir que se han producido profundos cambios 
en la relación entre sistema educativo y mercado 
de trabajo, por un lado, y en el propio mercado de 
trabajo, por otro. Entre las hipótesis explicativas 
de este cambio cabe pensar en la posibilidad de 
que los contenidos de los títulos estén más rela-
cionados con lo que los empresarios esperan de 
ellos, con el mayor uso del título educativo como 
criterio para contratar a los trabajadores y con la 
disminución de la discriminación laboral contra 
las mujeres.

La principal limitación de este trabajo 
reside en tratar a los jóvenes como un grupo 
homogéneo, estableciendo solo diferencias por 
nivel educativo y relación con el mercado de tra-
bajo, cuando las diferencias por origen social, 
género y nacionalidad también son considera-
bles. Además, han quedado fuera otras carac-
terísticas importantes del mercado de trabajo, 
como la temporalidad y los salarios. Todas ellas 
necesitan de un estudio atento. 

Esta investigación ha mostrado el valor 
limitado de indicadores como el abandono 
educativo temprano, el paro juvenil o la tasa de 
“ninis”: el abandono educativo, por no distinguir 
entre fracaso escolar administrativo y no seguir 

estudiando tras el GESO; y el paro juvenil, por 
no distinguir entre el primer paro y el paro con 
experiencia laboral, limitado además al grupo de 
edad entre 16 y 24 años; y los “ninis”, por confun-
dir paro con inactividad económica.

Por último, cabe señalar, dos cuestiones. 
Por un lado, la constancia entre título educativo 
y competencias a lo largo de las generaciones 
apunta a favor de las teorías económicas de la 
educación, pues hace suponer que el sistema 
educativo es bueno certificando niveles de com-
petencias. Y por otro lado, los datos ofrecen res-
paldo a la desconexión entre mejora educativa, 
comportamiento cíclico del paro y constan-
cia del paro juvenil con respecto al paro total. 
Esta evidencia apunta la existencia de una gran 
autonomía entre sistema educativo y mercado  
de trabajo, tal como señalan las teorías críticas de 
Sociología de la Educación.
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La intensificación  
de la inestabilidad laboral  
entre los jóvenes en España.

¿Una cuestión crítica para el relevo intergeneracional?

Alessandro Gentile* y Francesc Valls Fonayet**

RESUMEN

La crisis económica deja patente la vulnerabi-
lidad de los jóvenes frente a la inestabilidad laboral. 
Sin embargo, poco se sabe sobre los impactos diferen-
ciales por grupos de edad que la crisis está teniendo 
y cómo estos mismos podrían cambiar las bases de la 
solidaridad intergeneracional que fundamenta nues-
tro sistema familista de bienestar. Aquí intentamos ani-
mar el debate alrededor de una cuestión de importante 
actualidad cuyos contornos son todavía poco claros: 
hasta qué punto los riesgos a los que se exponen los 
jóvenes se deben considerar únicamente como asun-
tos privados, suyos y de sus familias, o más bien como 
retos de las políticas públicas, porque pueden alterar la 
cohesión de la sociedad española.

1. Introducción1 

En estos tiempos de crisis económica, en la 
mayoría de los países occidentales más avanza-
dos la precariedad y la exclusión laboral tienen 

un rostro joven. Sin duda, el desempleo es una 
de las expresiones más elocuentes del drama 
que están atravesando los jóvenes en nuestro 
país. Sin embargo, este refleja solo en parte las 
consecuencias negativas de la crisis: en la actua-
lidad se están exacerbando problemas ya exis-
tentes en la sociedad española y tensionando 
las estructuras de solidaridad (de corte familista) 
que habían permitido sobrellevarlos o aliviar sus 
efectos en el pasado reciente. 

Las debilidades de las instituciones públi-
cas de protección social y la zozobra de nues-
tro sistema productivo, económico y financiero 
encomiendan a los hogares garantizar de puer-
tas adentro el bienestar y la integridad de sus 
miembros. Esta solidaridad intrafamiliar se desa-
rrolla en el marco de un pacto intergeneracional 
que, siguiendo la línea de descendencia, cubre 
los tres tramos del ciclo vital: los adultos ofre-
cen la asistencia a las personas mayores y a los 
hijos, conscientes de que sus padres en el pasado 
hicieron lo mismo por ellos, y seguros de que 
sus hijos se comportarán de la misma manera 
cuando ellos se retiren de la vida activa. Sobre este 
principio se fundamenta el sistema de cohesión 
social en España y en el sur de Europa (Moreno y 
Marí-Klose, 2013). 

La precaria vinculación laboral de los 
jóvenes españoles solo consigue convertirse en 
bienestar social si existe una fuente de ingre-
sos principal –breadwinner, mayoritariamente 
el hombre/padre– dentro de un núcleo familiar 
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1 Los contenidos del artículo derivan de las actividades 
de investigación realizadas en el marco del proyecto Soli-
daridad familiar, cambio actitudinal y reforma del Estado de 
Bienestar en España: el familismo en transición (SOLFCARE) 
del Ministerio de Innovación y Ciencia (Plan Nacional I+D+I: 
CSO2011-27494).
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tradicional, lo que perpetúa las desigualdades 
existentes entre cohortes de edad, en función 
de la propia situación ocupacional y de su origen 
social. La debilidad de las instituciones públi-
cas de apoyo y el mayor peso asumido por los 
hogares a la hora de sustentar a sus integrantes 
jóvenes son dos factores que consolidan tales 
desigualdades. En consecuencia, hay que consi-
derar también otras desigualdades sociales que 
atañen a cada joven dependiendo de su familia 
de pertenencia y que se reflejan especialmente 
en el sistema formativo y en el mercado laboral 
(Serracant et al., 2008). 

La crisis económica agudiza estas desigual-
dades exponiendo a los individuos a riesgos más 
o menos acentuados de precarización según sea 
su edad, su generación o su clase social de per-
tenencia. Siguiendo esta línea interpretativa, en 
el artículo recopilamos datos actualizados y ten-
dencias recientes para explicar los contornos de 
este escenario. Nos centramos en las desventajas 
relativas a la integración laboral, la estabilidad 
ocupacional y las compensaciones salariales de 
los jóvenes, y nos adentramos de manera explo-
ratoria en su interrelación con sus dinámicas de 
integración social y de emancipación.

2. Una transición crítica  
del sistema educativo  
al mundo del trabajo  

Las raíces de la precaria posición de las 
personas jóvenes en el mundo del trabajo hay 
que buscarlas en disfuncionalidades de nuestro 
sistema educativo y de empleo, que existían ya 
antes de la crisis actual. El perfil del logro educa-
tivo en España presenta una distribución bimo-
dal: el sistema educativo expulsa a un volumen 
ingente de menores de edad en etapas tempra-
nas del itinerario formativo reglado, pero para-
dójicamente luego incorpora a la universidad a 
una proporción considerable de veinteañeros. El 
resultado es que tanto el número de abandonos 
escolares prematuros como el número de titula-
dos universitarios se sitúan en niveles superiores 
(sobre todo, el primer indicador) a los registrados 
de media en la Unión Europea. Los jóvenes con 
trayectorias educativas cortas son las primeras 
víctimas de una recesión económica si, tal como 
ha estado ocurriendo desde 2008, la caída de la 
actividad productiva afecta a sectores en los que 

predominan colectivos con bajos niveles de cua-
lificación (en particular, la construcción y los ser-
vicios asociados a este sector). Por otra parte, los 
jóvenes con trayectorias educativas largas lo son 
en términos de desigualdad intergeneracional 
y subocupación, aunque en menor medida en 
relación al paro.

Con la crisis del mercado laboral en gene-
ral, y con la “crisis del ladrillo” en particular, vuel-
ven a las aulas muchos jóvenes que habían 
estado trabajando en los sectores que más se 
beneficiaron del ciclo económico expansivo y 
que menos cualificación precisaban para ejercer 
sus ocupaciones (Aragón et al., 2011). Así, la tasa 
de abandono escolar temprano se ha reducido 
en prácticamente un tercio durante el período 
2007-2014 (de un 30,8 por ciento a un 21,9 por 
ciento) manteniéndose en niveles todavía muy 
altos en comparación con la media europea 
(11,1 por ciento). 

Algunos de estos jóvenes acaban engro-
sando las filas de un colectivo que ni estudia ni 
trabaja (conocidos internacionalmente como 
NEETs: Not in Education, Employment or Training) 
y que no asumen el rol funcional asociado a la 
educación y el trabajo. Según Eurostat la propor-
ción de los ni-nis entre 16 y 29 años se ha incre-
mentado de manera considerable en los últimos 
años, encontrándose siempre por encima del 
20 por ciento en el periodo 2010-2014 (en 2007 
se situaba en el 12,8 por ciento). Esto se explica 
por el crecimiento de la proporción de jóvenes 
que están dispuestos a trabajar, pero no encuen-
tran oportunidad para hacerlo (el 83 por ciento 
de los que ni estudian ni trabajan, cuando en 
2007 no eran ni la mitad), con lo que los inactivos 
y, dentro de estos, los que declaran no querer tra-
bajar, se convierten en colectivos cada vez más 
reducidos entre la población joven. 

2.1. Formación en etapas postsecundarias

Las reformas recientes adoptadas por los 
gobiernos socialista y popular de Rodríguez 
Zapatero y Rajoy (Ley Orgánica de Educación 
[LOE] de 2006, y Ley Orgánica para la Mejora de 
la Calidad Educativa [LOMCE] de 2013) han per-
seguido reforzar la oferta de ciclos de Formación 
Profesional (FP) para prevenir el fracaso escolar 
y favorecer la continuidad educativa de los ado-
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lescentes que abandonan sus estudios prematu-
ramente. El éxito de estas medidas ha sido, hasta 
ahora, limitado, debido a que el sistema educa-
tivo aún presenta rigideces que dificultan la tran-
sición a la FP. 

La LOE facilitaba la incorporación de los 
alumnos que habían abandonado algún ciclo 
de FP y la recuperación de los que salieron de 
la Educación Secundaria Obligatoria (ESO) a tra-
vés de un Programa de Cualificación Profesional 
Inicial (PCPI) que, cursando un año, les permitía 
pasar a un ciclo de grado medio. Con la última 
reforma educativa, el gobierno recupera la revá-
lida al final de cada etapa escolar: si el alumno no 
supera el examen, no puede conseguir el título y 
debe examinarse por libre para poder volver a la 
ESO, a la FP de grado medio o al Bachillerato; por 
otra parte, si el alumno ha cursado y aprobado 
un PCPI solo podrá intentar incorporarse al mer-
cado laboral con un certificado de profesionali-
dad de nivel 1. 

La LOMCE busca ampliar y flexibilizar ofer-
tas e itinerarios formativos, sin que de momento 
se puedan evaluar rigurosamente sus resultados. 
Esta reforma parte de la constatación de que el 
número de plazas disponibles en los programas 
de formación profesional es insuficiente. La Fede-
ración de Enseñanza de CC.OO. (2013) calcula 
que aproximadamente unos 40.000 alumnos en 
toda España se habían quedado sin plaza en los 
estudios profesionales que habían solicitado en 
2011. Algunos de ellos se habían inscrito en cur-
sos alternativos, en los que encontraban plaza, 
o preferían atender módulos más cortos y no 
reglados, con vistas a mejorar sus conocimientos 
de idiomas extranjeros y sus habilidades infor-
máticas: de hecho, los jóvenes españoles son los 
que invierten más tiempo y dinero en activida-
des formativas en comparación con sus coetáneos 
europeos (Aragón et al., 2011). Muchos otros, la 
mayoría, se quedaban en un limbo y acababan 
retrasando o abandonando definitivamente su 
intento de estudiar.

A pesar del aumento del 22,4 por ciento  
de los matriculados en las distintas ramas de 
FP (de 462.000 en el curso 2007-08 a 793.000 del 
curso 2014-15), siguen siendo pocos en compa-
ración con los alumnos que optan por el Bachi-
llerato: por cada alumno matriculado en algún 
ciclo de FP hay dos matriculados en Bachille-
rato, una de las ratios más desiguales a favor de 
la enseñanza general en Europa. Menos aún son 

los que tienen la oportunidad de cursar progra-
mas con la metodología del aprendizaje basado 
en el trabajo (FP dual), que es residual en España 
desde una perspectiva comparada, aunque casi 
se haya cuadruplicado el número de matricula-
dos durante los últimos tres cursos, hasta llegar 
a 16.199 en el curso 2014-2015. La FP parece ser 
todavía una opción de reciclaje formativo y no 
una primera elección: en el último curso (2014-15) 
dos tercios de los matriculados superaban la 
edad teórica de matriculación, es decir, tenían 
más de 18 años para ciclos de grado medio, o más 
de 20 para ciclos de grado superior.

Por lo que se refiere a los estudios acadé-
micos, según datos del Ministerio de Educación, 
la tasa de matriculación universitaria entre los 
jóvenes de 18 a 24 años fue del 29,4 por ciento en 
el curso 2013-14, el porcentaje más elevado de la 
última década, fruto de un crecimiento sostenido 
desde el inicio de la crisis (en el curso 2007-08 era 
el 23,4 por ciento). En el curso 2013-14 se matricu- 
laron 1,41 millones de alumnos, con un ligero 
descenso debido principalmente a la recesión 
demográfica de la población joven. Las inscrip-
ciones en los cursos de máster para ese mismo 
curso superaron los 120.000 estudiantes, con 
una cierta estabilización desde el curso 2011-12 
(115.000 estudiantes), después de un creci-
miento espectacular iniciado en los cursos de 
2007-08 a 2010-11, cuando se triplicó el número 
de estudiantes de máster.

En realidad, aunque se perciba ordina-
riamente que el número de jóvenes titulados 
universitarios en España es excesivo, los datos 
muestran que este indicador presenta cierta 
rigidez. Si consideramos a la población de 25-34 
años (es decir, la que cursó sus estudios univer-
sitarios antes o justo durante la primera fase de 
la crisis), observamos que alrededor del 40 por 
ciento tiene un título universitario en 2014: este 
porcentaje se ha mantenido estable en la última 
década. El aumento del número de egresados 
universitarios de los últimos años hará aumentar 
el porcentaje de titulados en el futuro: de hecho, 
entre 2009 y 2014 esta tasa ya ha aumentado del 
39,5 por ciento al 41,5 por ciento. Tales propor-
ciones siguen estando por encima de las medias 
europeas (37,7 por ciento en la UE 15 y 37,2 por 
ciento en la UE 28), aunque España haya perdido 
posiciones en los últimos años: si en 2005 era el 
tercer país con mayor tasa de jóvenes con estu-
dios universitarios, en 2014 no está ni entre los 
diez primeros. 
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Parece que el bloqueo del mercado laboral 
y la competitividad intrageneracional que aporta 
un título académico favorecen el acceso de los 
jóvenes a los estudios universitarios, pero hay 
también factores limitantes que impiden equipa-
rar el ritmo de crecimiento con el existente ahora 
mismo en otros países de Europa. Aquí hay que 
citar desde las altas tasas de abandono educativo 
prematuro hasta las carencias económicas de los 
hogares, pasando por la subida de las tasas uni-
versitarias. En lo que refiere a estas últimas, en 
septiembre de 2012 entraron en vigor nuevas 
tasas de matriculación que encarecieron signifi-
cativamente los estudios de grado y de máster 
hasta alcanzar un precio medio de 18,5 euros 
por crédito en el curso 2014-15, según los datos 
que maneja el Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte. Esto supone un aumento del coste de 
un 3,4 por ciento acumulado en los dos últimos 
cursos. Las desigualdades territoriales son consi-
derables: Catalunya es la comunidad autónoma 
donde el precio del crédito es más caro (33,52 
euros), mientras que Andalucía es la comunidad 
en la que  es más barato (12,62 euros). La evolu-
ción también ha sido heterogénea: mientras que 
en Madrid el coste medio del crédito ha aumen-
tado un 20,3 por ciento en los dos últimos cursos, 
en Catalunya, Asturias, Canarias y Galicia se ha 
mantenido idéntico. 

En España, los estudiantes pagan una pro-
porción baja del coste de sus estudios superio-
res (entre el 15 y el 25 por ciento), pero las becas 
son cada vez más escasas y menos generosas. 
Es previsible que el incremento del coste de la 
universidad se traduzca en una reducción de 
la demanda, aunque sea difícil calibrar la magni-
tud de ese cambio debido a que se trata de un 
proceso lento que requiere de perspectiva tem-
poral para su evaluación y, también, debido al 
valor que adquieren los títulos académicos como 
mecanismo de defensa en la incorporación al 
mercado laboral, lo que les convierte en un bien 
deseado incluso a precios elevados. En términos 
de coste-oportunidad, esta inversión formativa 
acaba resultando rentable para los jóvenes en 
términos de competitividad intrageneracional: 
los titulados universitarios presentan tasas de 
ocupación superiores al resto de los jóvenes con 
otros niveles educativos, tienen un riesgo más 
bajo de desempleo, trabajos más estables y de 
mayor calidad, así como mejores ventajas sala-
riales, especialmente en el largo plazo (García-
Montalvo, 2009). 

Los itinerarios de los jóvenes universi-
tarios no están exentos de dificultades, más 
importantes aún si se comparan con la situa-
ción de sus coetáneos europeos con el mismo 
nivel de estudios (Boarini y Strauss, 2007). Así, 
a nivel intergeneracional se produce una des-
cualificación estructural de la juventud: a igual 
trabajo que individuos de mayor edad, los jóve-
nes habitualmente están más cualificados, por 
lo que obtienen un menor rendimiento de los 
títulos que el que obtienen las generaciones 
anteriores. 

El aumento del número de titulados 
medios y superiores se da sin que aumenten 
significativamente las oportunidades de encon-
trar empleo ajustado a las titulaciones recibidas 
(Bernardi y Requena, 2007). El Ministerio de Edu-
cación, Cultura y Deporte y la Conferencia de 
Consejos Sociales (2014) han estimado la situa-
ción laboral de la cohorte de egresados univer-
sitarios en el curso 2009-10, cuatro años después 
de la finalización de los estudios (marzo de 2014): 
las tasas más bajas de ocupación se localizan en 
los ámbitos del Arte, el Derecho y las Humanida-
des (con unas tasas de afiliación a la Seguridad 
Social alrededor del 50 por ciento), las que pre-
sentan peor ocupación a tiempo completo son 
Magisterio y Humanidades (poco más del 50 por 
ciento entre los ocupados) y las que registran 
menor contratación indefinida son las Ciencias 
Físicas, Químicas y Geológicas, así como las Cien-
cias de la Vida y la Salud (dos de cada tres ocupa-
dos tienen un contrato temporal), mientras que 
los titulados en otras enseñanzas, como Turismo, 
Administración y Negocios, Artes, Servicios 
Sociales, Periodismo e Información presentan 
serias dificultades para obtener empleos acorde 
al nivel formativo (menos del 40 por ciento de 
sus egresados ocupados lo consigue). Salvo los 
titulados en Arquitectura, que han padecido de 
manera más acuciante las consecuencias de la 
crisis inmobiliaria, y cuyas tasas de afiliación se 
encuentran justo por encima de aquellos que 
estudiaron Artes y Humanidades, los titulados en 
la mayor parte de disciplinas presentaban bajas 
tasas de empleo antes de la crisis, lo que parece 
indicar bajos niveles de absorción de estas titu-
laciones en nuestro tejido productivo. En el otro 
lado de la balanza, los estudios de Informática, 
Matemáticas y Estadística, Salud e Ingeniería 
gozan de unas tasas de afiliación cómodamente 
superiores a la media nacional, por encima del 
70 por ciento en todos los casos.  
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3. Disfuncionalidades  
del mercado laboral

El mercado laboral español está fuerte-
mente segmentado como resultado de políti-
cas de flexibilización adoptadas desde los años 
ochenta para fomentar la creación de puestos de 
trabajo. Tales políticas han producido un dete-
rioro de la calidad del empleo, aunque no afecta 
a todos los trabajadores por igual. Las reformas 
políticas desde finales de los años noventa y 
durante la primera década del nuevo siglo han 
ahondado en la segmentación entre trabajadores 
con empleos de tipo estable, bien remunerado y 
que confieren derechos a trabajadores presentes 
y jubilados futuros (insiders), por un lado, y una 
masa de trabajadores con vinculaciones pre-
carias al mercado laboral, sueldos bajos y dere-
chos restringidos (outsiders), por otro (Polavieja, 
2003). La mayoría de los jóvenes ocupan empleos en 
este segmento más vulnerable.

La investigación comparativa ha puesto de 
manifiesto que en los países de la OCDE, desde 
antes que empezara la crisis actual, las tasas de 
ocupación de los jóvenes eran más sensibles a 
los cambios en el ciclo económico que las de los 
trabajadores adultos (Quintini y Sebastien, 2006). 
La evolución del empleo en España en las últimas 
dos décadas confirma esta tendencia: los ries-
gos de perder un trabajo se acentúan en los 
periodos de recesión, y es en estas circunstancias 
cuando se hacen más patentes las dificultades de 
los trabajadores jóvenes. En términos agregados, 
tanto en la crisis económica del 1993 como en 
la que comienza en 2008, ellos son los más afecta-
dos por la disminución de la población ocupada 
(Aragón et al., 2011). Además, la reciente caída 
de los puestos de trabajo en el sector público (un 
sector con empleos de mayor calidad), producto 
de las medidas de austeridad impuestas para 
cumplir con el Pacto de Estabilidad, ha afectado 
sobre todo a las oportunidades de empleo de los 
jóvenes con titulaciones medias y superiores. 

Las contradicciones propias del mercado 
de trabajo dual y segmentado se agudizan en la 
actual coyuntura negativa. Con ello, la precarie-
dad laboral de los jóvenes pone en entredicho la 
eficacia de la formación como mecanismo que 
asegure su integración laboral y ayude a preser-
var las condiciones mínimas para que se man-
tenga la solidaridad generacional. 

3.1. La pesadilla del paro

Eurostat informa de que el desempleo 
entre los jóvenes de 15 a 29 años en la UE 15 ha 
aumentado desde el 11,6 por ciento en 2007 al 
17,5 por ciento en 2014. Se trata de una realidad 
con profundas desigualdades territoriales que 
se destaca en gran medida en el sur de Europa. 
Desde el inicio de la crisis, España se sitúa entre los 
dos países con mayor tasa de desempleo juve-
nil, que en 2014 alcanza el 38,9 por ciento, úni-
camente por detrás de Grecia (45 por ciento). En 
números absolutos, España es desde 2008 el país 
europeo con mayor número de jóvenes en paro, 
y en 2014 aporta 1,5 millones de jóvenes desem-
pleados al total de 7 millones en la UE 15.

La crisis económica se traduce en una crisis 
del empleo que afecta de manera intensa a los 
jóvenes que buscan su primer trabajo y a otros 
que, habiendo ya trabajado, lo han hecho bajo 
modalidades contractuales precarias. La pérdida 
de empleo se ha concentrado en segmentos de 
la población con contratos de duración determi-
nada, en los que predominan los menores de 
30 años. Los grupos de edad más afectados son 
los más jóvenes (16-19 años), cuya tasa de paro 
se sitúa por encima del 70 por ciento en el primer 
trimestre de 2015, cuando era inferior al 30 por 
ciento en el primer trimestre de 2007. De manera 
similar sucede con los de 20-24 años, con una 
tasa próxima al 50 por ciento, cuando en 2007 se 
encontraba por debajo del 15 por ciento, o con 
los de 25-29 años, que alcanzan el 30 por ciento 
de paro, mientras que antes de la crisis no llega-
ban al 10 por ciento. En el gráfico 1 se evidencia, 
además de la magnitud del impacto del paro 
entre los jóvenes durante la crisis, que el bloqueo 
de entrada al mercado laboral ha afectado a los 
jóvenes de manera persistente: las tasas de paro 
son siempre decrecientes a medida que aumenta 
la edad de los individuos, sea cual sea la fase del 
ciclo económico.   

Si estandarizamos los resultados en base a 
la posición de cada grupo de edad en el período 
inmediatamente anterior a la crisis, observamos 
que la situación sigue siendo desfavorable para 
los jóvenes: mientras que el volumen de ocupa-
dos se mantiene entre la población de 35 a 49 
años e incluso aumenta entre los mayores de 
50 años, lo contrario sucede entre la población 
joven. Por cada 100 jóvenes ocupados de 25-34 
años que había en 2007, solo hay 63 en 2015; 
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para el grupo de 16 a 24 años el resultado cae 
hasta 38 (gráfico 2).

Los grupos jóvenes han sufrido un menor 
aumento relativo del paro debido a que partían 
de unos registros ya elevados (gráfico 3). Entre 

2007 y 2015 se multiplica 1,8 veces el número 
de parados anterior de la crisis en el grupo de 
16-24 años, y 2,4 veces en el grupo de 25-34 años, 
valores que están lejos de los registrados por la 
población adulta (entre 3,5 y 4,3 veces). 

Gráfico 1

Tasa de paro por grupo de edad (España, 2007-2015)

Fuente: Elaboración propia a partir de la EPA.

Gráfico 2

Evolución de los ocupados por grupo de edad (I Trimestre 2007 = 100) (España, 2007-2015)

Fuente: Elaboración propia a partir de la EPA.
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Una de las principales consecuencias de la 
exclusión laboral de los jóvenes es la dificultad 
para acceder a derechos de protección social. 
Frente a una legislación laboral que durante 
muchos años mantuvo elevados costes de des-
pido de los trabajadores indefinidos, los empre-
sarios proceden paulatinamente a reajustar sus 
plantillas con arreglo al principio de last hired, first 
fired. Desprenderse de un trabajador joven con 
contrato temporal, eventual o por obra y servicio 
resulta muy barato. Según la normativa vigente, 
si el empresario quiere despedirle de manera 
anticipada, tendrá que abonar 8 días de salario 
por año trabajado o la parte proporcional si no se 
da la renovación. Al ser la mayoría de estos con-
tratos de corta duración, la indemnización que 
el joven trabajador recibe suele ser muy inferior 
a la obtenida por un trabajador adulto. A veces 
basta no renovar el contrato cuando su dura-
ción prevista –ya de por sí generalmente corta– 
se agota. Al contrario, y teniendo en cuenta los 
cambios introducidos con la última reforma 
laboral aprobada en febrero de 2012, rescindir 
contratos indefinidos de trabajadores de edad 
más avanzada significaría afrontar elevados cos-
tes de despido, con una indemnización que va 
desde los 20 hasta los 45 días por año trabajado. 
Esta opción de reajuste de las plantillas en detri-
mento de los trabajadores fijos provocaría en 
muchos casos una resistencia fuerte por parte 
de los sindicatos, al pretender modificar las con-

diciones laborales de los denominados insiders, 
mayoritariamente hombres adultos, especial 
foco de su protección. 

Las desventajas de ser joven no se limitan 
a la mayor probabilidad de sufrir un reajuste de 
empleo. A ello hay que añadir la menor proba-
bilidad de cobrar una prestación por desempleo. 
En España, para acceder a una prestación de 
desempleo es necesario acumular al menos 12 
meses de empleo regular por cuenta ajena en 
los últimos 6 años. Muchos jóvenes con empleos 
temporales o intermitentes no consiguen cum-
plir este requisito. La duración de la prestación 
depende de los años cotizados y su cuantía se 
determina como una proporción del salario de 
los últimos 6 meses trabajados, concretamente 
el 70 por ciento durante los primeros 180 días de 
prestación y el 50 por ciento los restantes, hasta 
un máximo de 720 días de cotización para aque-
llos que hayan trabajado por lo menos 2.160 días 
(6 años ininterrumpidos), algo difícil de conse-
guir para los jóvenes en el contexto actual. Los 
jóvenes con experiencias laborales cortas consi-
guen unas prestaciones de desempleo escasa-
mente cuantiosas y que se agotan en seguida: 
así, el 13,4 por ciento de los parados menores 
de 30 años gozan de algún tipo de protección, 
frente al 34,4 por ciento de los adultos de 35-44 años 
y al 46,8 por ciento de los mayores de 45 (CC.OO., 
2014).

Gráfico 3

Evolución de los parados por grupo de edad (I Trimestre 2007 = 100) (España, 2007-2015

Fuente: Elaboración propia a partir de la EPA.
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3.2. La crisis del empleo por sectores  
productivos

Desde finales de los años noventa hasta 
2007 la economía española creció gracias (tam-
bién) al desarrollo de sectores productivos con 
mano de obra poco cualificada, como la cons-
trucción y los servicios adscritos al turismo (por 
ejemplo, la hostelería y los servicios recreativos y 
de ocio) y, en menor medida, la industria manu-
facturera (Aragón et al., 2011). Las oportunidades 
de empleo en estos sectores atrajeron a jóve-
nes, muchos de los cuales dejaron los estudios 
y aprovecharon la fase expansiva del mercado 
para asegurarse ganancias inmediatas y una 
cierta independencia económica. El paro juve-
nil bajó de forma considerable, contribuyendo 
decisivamente a la reducción del desempleo del 
conjunto de la población. Este éxito se alcanzó a 
costa de una alta proporción de trabajo flexible (el 
73,5 por ciento de los asalariados de 16-24 años 
tenía un contrato temporal en 2008) y de una 
tasa de abandono escolar (31,7 por ciento) que, 
a las puertas de la crisis, duplicaba la media euro-
pea (14,6 por ciento). 

Sin embargo, la crisis económica modi-
fica notablemente las opciones de empleo para 
nuestros jóvenes. Entre 2008 y 2011 (datos de 
cada primer trimestre) desciende el número de los 
menores de 30 años ocupados en todos los sec-
tores productivos (-34,5 por ciento de media), 
con una disminución más limitada en la agri-
cultura (-22,6 por ciento) y en el sector de los 
servicios (-25 por ciento), y más sustancial en 
la industria (-47,5 por ciento) y la construcción 
(-64,5 por ciento). En 2015 los datos absolutos 
son peores que en 2011, si bien la reducción se 
ha frenado ligeramente (-24,7 por ciento) con la 
misma estructura, esto es, con la construcción 
y la industria liderando la caída de ocupación 
(-55,6 por ciento y -31,7 por ciento, respectiva-
mente). La explosión de la burbuja inmobiliaria 
ha provocado una fuerte caída de la demanda de 
trabajo entre aquellos jóvenes que habían aban-
donado los estudios para ganar sus primeros 
salarios trabajando en el sector de la construc-
ción. Por su parte, el turismo ha seguido garanti-
zando una demanda consistente de trabajadores 
estacionales, aunque la calidad del empleo suele 
ser limitada en términos contractuales y salaria-
les (Aragón et al., 2011). 

3.3. Subocupación

Aunque el nivel de estudios influya posi-
tivamente en la posibilidad de encontrar un 
empleo y de ascender en la escala laboral, una 
dinámica extendida de nuestro mercado de tra-
bajo es la de expulsar a los jóvenes con baja cua-
lificación y posicionar a los que disponen de una 
preparación académica en empleos que necesi-
tan una formación inferior (Toharia et al., 2008). 
Teniendo en cuenta este mecanismo de susti-
tución a la baja, un alto nivel de estudios no es 
garantía de una inserción laboral segura, inme-
diata y estable ni tampoco de una carrera pro-
fesional coherente con los estudios realizados, 
y se limita a asegurar una mayor defensa en tér-
minos intrageneracionales, básicamente por una 
menor probabilidad de estar en paro.

Las escasas salidas laborales de algunas 
titulaciones y la elevada probabilidad de verse 
abocados a aceptar empleos que no se ajustan a 
sus titulaciones empujan a los jóvenes que pue-
den permitírselo a alargar su periodo formativo, 
embarcándose en programas educativos que 
les aseguran nuevos títulos con los que esperan 
aumentar sus ventajas competitivas a la hora 
de buscar un trabajo. Sin embargo, esta estrate-
gia de aumento de las credenciales formativas 
choca con un mercado de trabajo que presenta 
mayor rigidez en su oferta, por lo que se produce 
un aumento de la subocupación de los jóvenes 
asalariados. Según el Observatorio de Emancipa-
ción del Consejo de la Juventud de España, en el 
cuarto trimestre de 2014 la subocupación afec-
taba a un 56,3 por ciento de los asalariados de 
16-29 años que no estaban estudiando (910.000 
individuos), con un aumento del 8,7 por ciento 
en relación al año anterior. Las mujeres jóvenes 
son las que sufren en mayor medida este fenó-
meno (61,2 por ciento).

3.4. Brecha salarial 

Si bien el sondeo de opinión Jóvenes y 
emprendimiento, realizado por el INJUVE en 
2012, indicaba que los jóvenes valoran principal-
mente la seguridad y estabilidad del puesto de 
trabajo (58,2 por ciento de respuestas afirmati-
vas), por encima de los ingresos altos (9,6 por 
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ciento), resulta evidente que un problema estre-
chamente relacionado con la precariedad del 
empleo juvenil son sus bajas remuneraciones 
(Pérez, 2013). Aproximadamente uno de cada 
cuatro menores de 25 años ocupados desempe-
ñan un empleo con salario bajo (low-paid jobs), 
definido como aquel en que los trabajadores per-
ciben rentas de trabajo inferiores a dos tercios de 
la media de rentas netas de trabajo en su país. 
Esa proporción es superior a la que se observa 
entre los trabajadores adultos, que nunca supera 
el 10 por ciento. 

La probabilidad de percibir un bajo sala-
rio está relacionada con la situación de los jóve-
nes en el mercado de trabajo. Nuestros jóvenes 
ocupados ganan bastante menos que los traba-
jadores veteranos, a pesar de que muchas veces 
disponen de mejores credenciales educativas. 
Los altos costes de despido de los trabajado-
res con contrato indefinido (generalmente de 
edades más avanzadas) les otorgan una ventaja 
considerable en la negociación salarial porque 
disponen de mayor antigüedad laboral. Los jóve-
nes con contratos temporales aspiran a asegu-
rarse la continuidad de su puesto de trabajo, lo 
que merma su capacidad para ejercer presión 
sobre el empleador a la hora de conseguir un 
aumento de su remuneración.

Durante la crisis se ha reproducido el 
modelo de distribución salarial progresiva: a cada 
grupo de mayor edad le ha correspondido un 
salario medio superior. Esta progresividad es sus-
tancial en las primeras etapas, lo que indica que 
los salarios de los jóvenes son bajos con respecto 
al de los adultos (gráfico 4): en 2013 el grupo de 
30-34 años disponía de un salario medio equiva-
lente solo al 85 por ciento de la media del con-
junto de la población, porcentaje que en los 
grupos más jóvenes quedaba reducido a un 
68 por ciento del salario medio (grupo de 25-29 
años) y a un 47 por ciento (grupo de 20-24 años). 
A unas menores retribuciones salariales para tra-
bajos similares se une la extensión de la contrata-
ción a tiempo parcial entre este colectivo, lo que 
empuja a la baja los salarios percibidos.

La crisis ha supuesto el recrudecimiento de 
este modelo de jerarquía vertical. Son los jóvenes 
quienes han sufrido caídas salariales acumuladas 
en el periodo 2008-2013: del 19,7 por ciento entre 
los de 20-24 años, del 10,6 por ciento entre los de 
25-29, y del 5,2 por ciento entre los de 30-34. Por 
el contrario, la población adulta ocupada ha con-
seguido mantener los niveles salariales durante 
todo el periodo, incluso con subidas ligeras pero 
generalizadas, de entre un 1 por ciento y un 2 por 
ciento acumulado.

Gráfico 4

Salario medio anual por grupo de edad (España, 2008-2013)

Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Estructura Salarial (INE).
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En particular, el eje de género es un factor 
que penaliza a las chicas jóvenes, aun habiendo 
acumulado más formación que gran parte de 
hombres jóvenes y de mujeres adultas: en 2013, 
las chicas de 20-29 años tenían un salario medio 
11 puntos inferior al de los hombres de su misma 
edad, mientras que las de 30-34 veían cómo su 
salario era 17,7 puntos inferior. 

Según García et al. (2014), este compor-
tamiento es coherente con la naturaleza de los 
salarios iniciales (los de quienes se incorporan 
al mercado laboral): estos son más flexibles que 
los de las personas que llevan tiempo traba-
jando, a lo que hay que sumar el incremento de 
la modalidad “a tiempo parcial” en los nuevos 
contratos entre 2010 y 2014. Los autores indican 
que la entrada al mercado laboral de los jóvenes 
mediante un contrato a tiempo completo se rea-
liza con un salario medio de 801 euros, similar al 
nivel alcanzado en 1990 (797 euros).

El hecho de que la mayoría de estas per-
sonas jóvenes tenga un contrato de duración 
determinada también influye de modo impor-
tante en la probabilidad de cobrar salarios bajos, 
por la tendencia a sustituir un trabajador que 
se jubila por un joven con un salario sensible-
mente inferior (y presumiblemente también 
con un contrato temporal). Por la misma razón, 
la debilidad salarial de los jóvenes tiene efectos 
negativos entre los parados adultos que buscan 
reincorporarse en el mercado laboral, porque 
hoy en día les resulta difícil competir contra un 
joven pretendiendo mantener sus niveles salaria-
les previos (Gentile, 2013).

Además del salario, buena parte de los tra-
bajadores adultos y con más antigüedad labo-
ral se benefician de retribuciones no salariales y 
otras ventajas asociadas a su ocupación, como 
las pagas extraordinarias, el reparto de los pre-
mios de producción, los seguros médicos o tam-
bién la oportunidad de participar en los cursos 
de formación en las empresas (Marí-Klose et al., 
2009). En general, en buena parte de nuestro 
tejido empresarial tales beneficios no salaria-
les son un privilegio que disfrutan únicamente 
trabajadores estables y mayores de 30 años de 
edad, es decir, empleados con los cuales tanto las 
empresas como los sindicatos mantienen víncu-
los más fuertes y duraderos. 

4. Implicaciones sociales 

La configuración actual de los sistemas 
formativo y laboral se convierte en un elemento 
precarizador de la transición a la vida adulta para 
los jóvenes españoles. La independencia resi-
dencial crece con la edad y es muy sensible a la 
situación laboral de los jóvenes porque, para salir 
de casa, necesitan un salario que les permita ser 
autosuficientes.

Desde que empezó la crisis, la tasa de 
emancipación de los jóvenes españoles (es decir, 
la proporción de las personas jóvenes que  la EPA 
define como “personas de referencia”, cónyuge o 
pareja, o persona no emparentada) no ha mante-
nido el mismo crecimiento que se estaba regis-
trando desde finales de los años noventa. Según 
el Observatorio de Emancipación del Consejo de 
Juventud de España, el fuerte aumento del desem- 
pleo (del 16,17 por ciento en 2005 al 48,88 por 
ciento en 2014, datos del cuarto trimestre) es el 
principal factor causante de la disminución de 
la tasa de emancipación entre jóvenes de 20-24 
años (que se sitúa en un 13 por ciento en 2014) y 
del estancamiento de esta tasa entre los de 25-29 
años (44,2 por ciento en 2014).

La permanencia en el hogar de origen per-
mite a los jóvenes afrontar las dificultades labo-
rales. Retrasar la emancipación se transforma en 
una estrategia defensiva que aprovechan tam-
bién para seguir formándose o para explorar las 
ofertas de empleo en búsqueda de un trabajo 
acorde con su cualificación, o para ahorrar dinero 
y preparar mejor su trayectoria de independen-
cia, sin reducir el propio nivel de bienestar y de 
consumo, y evitando eventuales peligros de mar-
ginación o exclusión social. Todo esto, a costa de 
una prolongada dependencia material, econó-
mica y residencial de los padres que revierte en 
un mayor atraso en la emancipación plena y en la 
formación de nuevos hogares (Moreno Mínguez, 
2013). 

4.1. Emancipación y riesgos de pobreza 

A raíz de la crisis económica, el riesgo de 
pobreza juvenil ha crecido de un 18,3 por ciento 
en 2009 a un 27,6 por ciento en 2014. Según la 
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OCDE (2014), España es uno de los países desa-
rrollados con una mayor caída de la renta dis-
ponible entre los jóvenes: -4,9 por ciento entre 
2009 y 2014, casi cinco veces superior a la caída 
media en los 33 países de este organismo. Esta 
evolución contrasta con la registrada tanto por 
la población adulta, con tasas de pobreza más 
estables, como por la población de edad avan-
zada, que se encuentra ya fuera de las fluctua-
ciones del mercado laboral y se ha beneficiado 
de la generalización de la protección pública 
principalmente mediante el sistema de pensio-
nes de jubilación, lo que les ha permitido reducir 
su riesgo de pobreza a menos de la mitad (hasta 
un 11,4 por ciento en 2014) en el mismo periodo 
(gráfico 5).

La pobreza juvenil es elevada si tenemos 
en cuenta un factor diferencial de la juventud en 
España y en el conjunto del sur de Europa: su 
prolongada permanencia en el hogar de ori-
gen. El riesgo de pobreza juvenil en nuestro país 
durante el periodo anterior a la crisis era relati-
vamente bajo con respecto al contexto europeo, 
pero hubiera sido mayor si el patrón de eman-
cipación de los jóvenes fuera similar al  de otros 
modelos de régimen de bienestar europeos 
(Iacovou y Aassve, 2007). La permanencia en el 
hogar paterno era funcional y conveniente no 
solo para los jóvenes, sino también para sus fami-

lias, que se beneficiaban de una entrada de rentas 
–la de los jóvenes– que, aunque fuera limitada, 
representaba una ayuda notable en los hogares 
más vulnerables. Esto permitía que en España el 
riesgo de pobreza entre jóvenes emancipados 
y no emancipados fuera similar (puesto que la 
emancipación se aplazaba hasta que se acumu-
laban recursos suficientes) y que, además, tam-
bién fuera similar al del conjunto de la población. 
Parecía, pues, que la pobreza juvenil no existía de 
manera específica o, en todo caso, permanecía 
oculta a los datos oficiales (Ayllón, 2009).

Sin embargo, aunque actualmente se 
mantenga la salida tardía del hogar de origen, 
se está produciendo un aumento del riesgo de 
pobreza entre la juventud, lo que evidencia tanto 
la vulnerabilidad de las personas jóvenes como 
también la pérdida de capacidad protectora que 
el hogar ofrecía en años anteriores: el riesgo de 
pobreza entre los jóvenes de 16-29 años que 
viven en casa con los padres aumenta de un 16,4 
por ciento en 2007 a un 24,1 por ciento en 2013, 
convirtiendo a España en el tercer país europeo 
con una tasa más elevada. Esto es sustancial si 
consideramos que nuestros jóvenes prolongan 
su estancia en el hogar durante más tiempo que 
los de otros países, por lo que nos encontramos 
con un riesgo de pobreza que tiende a cronifi-
carse hasta edades cada vez más elevadas. Por el 

Gráfico 5

Tasa de riesgo de pobreza en función del grupo de edad (2009-2014)

Fuente: Elaboración propia a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida.
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contrario, aunque aumente el riesgo de pobreza 
también entre los jóvenes emancipados (hasta 
un 24,5 por ciento en 2013), este se encuentra 
cerca de la media de la UE 28 (24,4 por ciento). 

4.2. ¿Emigración como vía de fuga?

Al ver debilitadas sus opciones de inser-
ción laboral en España, un número creciente 
de jóvenes cualificados acaba contemplando la 
opción de emigrar al extranjero. Esta circunstan-
cia está en parte corroborada por el crecimiento 
del número de españoles que se marchan a otros 
países de la Unión Europea. La crisis ha generado 
un aumento de población joven que emigra en 
busca de nuevas oportunidades: entre 2009 y 
2015, el aumento ha sido del 42 por ciento: de 
185.000 de jóvenes de 25-34 años residentes en 
el extranjero en 2009 se ha pasado a 263.000 
en 2015. González-Ferrer (2013) señala que la 
magnitud de la población joven que emi-
gra no ha sido recogida adecuadamente por 
un problema de subregistro (al darse de baja en 
menor medida del padrón, especialmente entre 
la población emigrante nacida en España), por 
lo que previsiblemente sean aún más de los que 
indican los datos oficiales. Mayoritariamente, se 
trata de jóvenes que han emigrado a América 
(59,3 por ciento del total y con fuerte crecimiento) 
y, en menor medida, a Europa (37 por ciento). Los 
dos últimos años con datos disponibles (2012 
y 2013) acreditan que España ha sido el país de 
la Unión Europea con mayor número de jóve-
nes de 25-34 años que han emigrado a otro país 
(para el grupo de población de 30-34 años, lo es 
desde 2010), por encima de otros países demo-
gráficamente más potentes como Reino Unido o  
Alemania, que se sitúan a continuación. Izquierdo 
et al. (2015) observan que entre la población emi-
grante nacida en España existe un mayor com-
ponente juvenil, lo que indicaría que se trata de 
la primera emigración (a diferencia de la pobla-
ción emigrante nacida fuera de España, de mayor 
edad y en proceso de retorno al país de origen). 
Asimismo, estos autores apuntan que la primera 
etapa de la crisis se caracterizó por el elevado 
nivel formativo de la población joven, nacida en 
España, que emigraba, superior al de la pobla-
ción joven, nacida en España, que permanecía 
en el país. En una segunda etapa, desde 2010, si 
bien se ha seguido reduciendo la edad de dicha 
población joven emigrante, ha bajado también 

su nivel formativo, lo que sugiere que este es uno 
de los grupos de población más afectados por la 
crisis.

Otros elementos matizarían el fenómeno 
de la denominada “fuga de cerebros”. En primer 
lugar, el reconocimiento de la debilidad de los 
datos existentes debido a los problemas para 
medir exactamente la población residente en 
el extranjero y para conocer su nivel formativo. 
En todo caso, sí es cierto que la población con 
titulaciones universitarias declara estar más pre-
dispuesta a emigrar. El Eurobarómetro número 
319 del 2011, titulado Youth on the Move, ayuda 
a perfilar las características de este fenómeno: 
de acuerdo con esta encuesta, seis de cada diez 
españoles entre 15 y 35 años estarían dispuestos 
a marcharse de su país, un 32 por ciento de ellos 
por un tiempo largo, especialmente los treinta-
ñeros que ya han terminado los estudios supe-
riores. Otro informe de la empresa de recursos 
humanos Adecco (2010) anticipaba esta tenden-
cia: el número de sus usuarios españoles que 
busca trabajo en el extranjero se duplicó entre 
2008 y 2010, en su mayoría jóvenes de 25 a 35 
años con alta cualificación, sobre todo ingenie-
ros, arquitectos e informáticos. 

De estos datos se desprende la existencia 
de un flujo migratorio selectivo y competitivo, 
protagonizado por jóvenes que buscan más 
oportunidades de empleo que las que encuen-
tran en España y, entre ellos, particularmente 
por los que quieren rentabilizar su titulación 
formativa en un mercado laboral más receptivo 
y acorde con sus expectativas profesionales. En 
todo caso, parece tratarse de un proceso que no 
afecta exclusivamente a los jóvenes, puesto que 
su peso dentro del colectivo de residentes en el 
extranjero ha bajado ligeramente entre 2009 y 
2015 (del 12,7 por ciento al 12,1 por ciento), sino 
que, más bien, caracteriza  a la población adulta 
con hijos en lo que se refiere mayoritariamente a 
la emigración hacia América, en muchos de los 
casos interpretable como un retorno al país de 
origen. 

5. Reflexiones para el debate

A lo largo de las últimas décadas, el Estado 
de bienestar español ha proporcionado protec-
ción social a colectivos vulnerables ignorados en 
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etapas anteriores de la historia política del país. 
Las personas mayores han visto mejorada sen-
siblemente su situación económica, gracias al 
desarrollo de un sistema de pensiones universal 
y bastante generoso. A día de hoy, y a pesar de 
la política de austeridad todavía en curso, el sis-
tema público de sanidad se encuentra, sin duda, 
entre los mejores del mundo. El sistema de pro-
tección contra el desempleo ha garantizado el 
mantenimiento de rentas a amplios segmentos 
de la población que pierden su trabajo, especial-
mente cuando tienen una larga trayectoria labo-
ral y cargas familiares en sus respectivos hogares 
(Del Pino y Ramos, 2013).

Entre las grandes asignaturas pendientes 
en nuestro sistema de bienestar se encuentra la 
protección de los jóvenes entrantes en el mer-
cado de trabajo. Las elevadas tasas de abandono 
escolar ponen de manifiesto los itinerarios labo-
rales inciertos y las trayectorias de emancipación 
frágiles que sufren amplias capas de las nuevas 
generaciones. Cuando la coyuntura económica 
es favorable, los jóvenes encuentran empleo en 
sectores productivos que reclaman mano de 
obra poco cualificada. En etapas de recesión, 
engrosan las filas del desempleo o del empleo 
precario. Las desventajas ocupacionales de ser 
joven no se circunscriben a la población menos 
cualificada. Los veinteañeros con niveles educa-
tivos elevados tardan muchos años en encon-
trar un empleo ajustado a sus titulaciones, y 
una amplia proporción de los que lo encuentran 
accede a empleos con salarios bajos y con esca-
sas posibilidades de continuidad laboral, promo-
ción profesional y protección social. 

Tales condiciones los mantienen en situa-
ciones de incertidumbre hasta llegar a bloquear 
su transición a la vida adulta. La familia sigue 
siendo para ellos una importante fuente de inte-
gración y de autodefensa frente a la crisis. Los 
padres se hacen cargo del aplazamiento de su 
emancipación, evitando en la medida de lo posi-
ble que el bienestar de los hijos se resienta y sus 
proyectos futuros queden frustrados. Asimismo, 
la dependencia prolongada de los jóvenes res-
pecto a sus hogares de origen contribuye a pre-
venir situaciones de marginalidad y desactiva 
expresiones más virulentas de posibles conflic-
tos sociales. 

Este escenario genera gran desilusión 
entre los jóvenes españoles. Encuestas recien-
tes muestran que la mayoría de ellos expresan 

insatisfacción con su situación de precariedad 
laboral y de dependencia familiar, hasta llevar-
les a aceptar cualquier tipo de empleo, inde-
pendientemente de su correspondencia con el 
nivel de estudio alcanzado o con un salario alto 
(Rodríguez y Ballesteros, 2013). Además, la emi-
gración al extranjero vuelve a estar en la agenda 
de muchos de ellos, como ocurrió hace décadas. 

El estancamiento de sus trayectorias de 
independencia se refleja en el cada vez más com-
plicado equilibrio demográfico de nuestra socie-
dad: la fecundidad en España ha caído a niveles 
muy bajos en comparación a otros países de su 
entorno, que no garantizan el relevo generacio-
nal y provocan un progresivo envejecimiento de 
la población. Los jóvenes que han logrado inde-
pendizarse e iniciar un proyecto familiar expre-
san su descontento por no poder permitirse 
tener hijos, y si los tienen, por no poder alcanzar 
el número que desearían (Castro-Martín y Martín-
García, 2013). 

En estos momentos de inestabilidad, las 
inversiones en juventud son necesarias para 
garantizar el futuro social y económico de España 
y la sostenibilidad de sus estructuras de protec-
ción pública, además de sus mecanismos básicos 
de cohesión, solidaridad y relevo generacional. 
No dedicar atención suficiente a ello se puede 
convertir en un costoso error.
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¿Vente para Europa, Pepe?  
La nueva emigración desde 
España en tiempos de crisis 
económica
Roxana Barbulescu*, Anastasia Bermúdez** y Elisa Brey***

RESUMEN

Este artículo analiza el perfil de la nueva emi-
gración española durante la crisis económica iniciada 
en 2008. Los datos que presentamos muestran que el 
volumen de emigración es comparativamente mayor 
que en las décadas anteriores, pero permanece rela-
tivamente bajo en términos absolutos. Los nuevos 
emigrantes españoles son, en su mayoría, jóvenes con 
educación universitaria, pero con escasos conocimien-
tos de idiomas y poca experiencia laboral en los secto-
res laborales deseados. Ambos aspectos dificultan su 
integración laboral en los países de destino. Por último, 
el artículo se centra en las experiencias de los nuevos 
emigrantes españoles en el Reino Unido sobre la base 
de entrevistas en profundidad.

1. Introducción

La movilidad intraeuropea, uno de los prin-
cipios fundamentales de la integración europea, 
se ha desarrollado hasta convertirse en el régi-

men de movilidad más extenso del mundo. Los 
ciudadanos europeos que eligen trasladarse 
a otro Estado miembro pueden hacerlo cum-
pliendo un mínimo de requerimientos, y sus 
derechos son protegidos tanto en sus países de 
origen como en los de destino (Maas, 2007). A 
cambio, se les piden pocas obligaciones respecto 
a su integración en las sociedades de destino 
(Barbulescu, 2015; Kochenov, 2014). La paradoja 
es que dicho régimen, pese a todas sus venta-
jas, no ha conducido a una movilidad excesiva 
en el continente (Recchi y Favell, 2009). Aunque 
la libertad de movimiento aparece constante-
mente como uno de los logros más valorados de 
la integración europea (Eubarometer, 2015), solo 
una minoría de europeos hace uso de ella. Favell 
(2008), Recchi y Favell (2009) y Recchi (2015) 
coinciden en que, en su mayoría, son personas 
de clase media –jóvenes profesionales, estudian-
tes, jubilados– quienes hacen uso de la libertad 
de movimiento en Europa. Sus motivaciones, a 
menudo, no son económicas, sino personales, 
como seguir a la pareja, experimentar una nueva 
vida en el extranjero o disfrutar del estilo de vida 
de otro país.

No sorprende, por lo tanto, que la emigra-
ción española se haya mantenido baja durante 
las últimas décadas tras su entrada en la Unión  
Europea (UE), precisamente cuando más se ha desa-
rrollado la movilidad intraeuropea. No fue hasta 
las dos últimas ampliaciones de la UE hacia el  
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centro y el este de Europa (2004 y 2007), cuando 
la movilidad intraeuropea creció considera-
blemente (Barbulescu, Lafleur y Stanek, próxi- 
mamente). Más recientemente, la nueva oleada 
de emigración provocada por la crisis económica 
desde los países más golpeados por ella (como 
es el caso de España) hacia otros Estados miem-
bros ha abierto el debate sobre la escala y carac-
terísticas de esta nueva movilidad.

En la historia migratoria de España desde 
los años cincuenta del siglo veinte, se distinguen 
varias etapas. La primera de ellas corresponde 
con la situación previa a los años ochenta del 
siglo XX. España se caracteriza entonces por ser 
principalmente un país emigrante, mientras que 
los flujos migratorios hacia el país quedan reduci-
dos a unos pocos procedentes de América Latina 
y Europa del norte, así como a movimientos de 
retorno (de algunos emigrantes españoles) (King 
y Rybaczuk, 1993; Romero, 2003; Valero-Matas  
et al., 2010). A mitad de los años ochenta, el saldo 
migratorio de España se vuelve positivo; es decir, 
las entradas superan por primera vez las salidas 
de población. Entre otros factores, este cambio 
migratorio puede explicarse por la estabilidad 
política consiguiente a la transición democrática, 
la mejora de las perspectivas económicas inter-
nas y la entrada en la Comunidad Económica 
Europea (CEE) en 1986. Los flujos de entrada irán 
en aumento, hasta alcanzar sus máximos niveles 
desde finales de los años noventa. Entre 1998 y 
2008, se desarrolla lo que Arango (2013) deno-
mina “la década prodigiosa de la inmigración” en 
España, considerando el aumento cuantitativo de 
las cifras de entrada, junto con la diversificación 
de los flujos en cuanto a países de procedencia. 

Desde el tercer trimestre del año 2007, y de 
forma más aguda a partir del año 2008, la crisis 
irrumpe en la economía española y tiene sus con-
secuencias en los flujos de población. Dentro del 
mercado de trabajo, aumenta de forma llamativa 
el paro, que llega a alcanzar un 27 por ciento a 
principios de 2013 y más del 50 por ciento entre 
los grupos de edad más jóvenes, a la vez que se 
destruyen miles de empleos (Encuesta de Pobla-
ción Activa, EPA; Instituto Nacional de Estadística, 
INE), de forma especialmente visible en sectores 
con alta presencia de mano de obra inmigrante, 
como es la construcción en el caso de los hom-
bres. A medida que se amplía el impacto de la 
recesión, esta afecta también a sectores que 
emplean mano de obra femenina y autóctona. 
En este contexto, los trabajadores jóvenes, con 
escasas cualificaciones, y los trabajadores inmi-

grantes aparecen como los perfiles más vulne-
rables. En el caso de los últimos, la pérdida del 
empleo conduce en algunos casos al cuestiona-
miento y replanteamiento del proyecto migra-
torio en España, mientras que los autóctonos se 
plantean igualmente la posibilidad de emigrar. 
Es por ello que, en tiempos de crisis económica, 
se frenan las entradas de población, mientras 
que aumentan las salidas, tanto por parte de la 
población inmigrante como autóctona. 

En este artículo, se abordará la cuestión de 
la nueva emigración desde España en tiempos 
de crisis económica desde una doble perspec-
tiva. Desde una aproximación cuantitativa, se lle-
vará a cabo una breve interpretación de las cifras 
oficiales a partir de los censos de población, el 
Padrón Municipal, las estadísticas de variaciones 
residenciales, las estadísticas de migración y el 
Padrón de Españoles Residentes en el Extranjero 
(PERE). Si bien las fuentes estadísticas variadas no 
presentan una visión única del fenómeno, permi-
ten señalar algunas pistas sobre cuántos se están 
yendo, a dónde y quiénes son en términos de 
sexo, edad y experiencia migratoria previa. Estas 
pistas que aporta la aproximación cuantitativa se 
irán matizando y concretando desde una aproxi-
mación cualitativa, a partir de entrevistas realiza-
das con jóvenes españoles residentes en Reino 
Unido desde hace poco tiempo. Como se trata de 
una migración relativamente nueva, aún cono-
cemos poco sobre ella, aunque recientemente 
están surgiendo algunos análisis sobre este fenó-
meno1. Con este artículo queremos contribuir a 
cubrir este vacío.

2. El perfil cuantitativo  
de la nueva emigración

Hasta aproximadamente los años setenta, 
España se consideró un país principalmente de 
emigración. Ello contrasta con la situación a par-
tir de la década de los noventa y, sobre todo, con 
la entrada del siglo XXI, cuando el país se con-
vierte en uno de los principales receptores de 
inmigración en Europa (Arango, 2013; Romero, 
2003). No en vano, los censos de población indi-
can que la población de nacionalidad extranjera 
residiendo en España aumentó de alrededor de 
350.000 en 1981 a casi 5,3 millones en 2011. Otra 

1  Por ejemplo, Beverlander y Petersson (2014), Kaczmarczyk 
y Stanek (2015), Lafleur y Stanek (próximamente).
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Cuadro 1

Cifras estimativas de la emigración de españoles hacia el exterior según datos oficiales de varias 
fuentes (2008-2014)

Nota: (*) Cifra provisional.
Fuentes: INE (Estadística de Migraciones; Estadística de Variaciones Residenciales (EVR); Padrón de Españoles Residentes 
en el Extranjero [PERE]).

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014

Flujos de migración  
con destino al extranjero 288.432 380.118 403.379 409.034 446.606 532.303 409.343*

Variaciones residenciales 
exteriores (Bajas) 266.460 323.641 373.954 370.540 377.049 453.543 445.567

Población extranjera  
residente en el extranjero 1.471.691 1.574.123 1.702.778 1.816.835 1.931.248 2.058.048 2.183.043

importante fuente de información demográfica, 
el Padrón Municipal de habitantes, con los últi-
mos datos (provisionales) disponibles, muestra 
que a 1 de enero de 2015 la población foránea en 
el país descendió a 4,7 millones, representando el 
10 por ciento de la población total2.

Aunque la emigración de españoles al 
exterior no cesó con la llegada de esta nueva 
inmigración, los datos históricos y más recientes 
demuestran un descenso significativo a partir de 
los setenta (Valero-Matas et al., 2010). El restable-
cimiento de la democracia y aumento de la pros-
peridad económica en España propiciaron tanto 
un retorno de muchos de los emigrantes que 
habían salido en décadas anteriores, como la lle-
gada paulatina, primero, y más rápida, después, 
de inmigrantes. Este patrón se mantiene más o 
menos hasta la irrupción de la crisis económica 
actual, la cual lleva a una nueva fase de descenso 
de la inmigración y aumento de la emigración, si 
bien no tan pronunciadas como se podría esperar 
dado el contexto socioeconómico. Como resul-
tado, a partir de 2010 el saldo migratorio en 
España vuelve a ser negativo. 

2.1. Una breve interpretación de las cifras oficiales

A pesar de que las fuentes estadísticas 
son variadas y no presentan una visión única del 
fenómeno, desde que comenzara la crisis hay cla-
ros signos de que la inmigración hacia España se 
ha reducido, mientras que la emigración hacia el 
exterior ha aumentado. Lo que no está claro toda-

vía es la magnitud real de los nuevos flujos emi-
gratorios, así como el perfil sociodemográfico de 
esta nueva emigración. La consecuencia de este 
desconocimiento es una falta de acuerdo tanto 
académico, como social y político sobre cuántos 
se están yendo, quiénes son, si van a volver o no y 
si estamos ante una situación alarmante o una sim-
ple aceleración de los procesos de globalización  
ya existentes (Bermúdez y Brey, próximamente). 

Según la estadística de flujos de migra-
ción con destino al extranjero, solo disponible 
desde 2008, estos se han incrementado desde 
algo menos de 300.000 hasta llegar al medio 
millón en 2013, para reducirse al año siguiente, 
de acuerdo con datos provisionales (cuadro 1). Por 
otro lado, las “bajas” del Padrón con destino al 
exterior registradas en la Estadística de Variacio-
nes Residenciales (EVR) muestran un incremento 
gradual pero continuado desde 2008, con un 
ligero descenso en el último año. Aunque la 
EVR permite observar un aumento significativo 
de dichas bajas desde aproximadamente 2006, 
antes de la crisis, ello se puede deber en parte a 
cambios metodológicos3. Por último, el Padrón 

2  Datos del Instituto Nacional de Estadística (INE): http://
www.ine.es/ (15/09/2015).

3  Ambas estadísticas usan datos del Padrón de habitan-
tes, más concretamente, las variaciones residenciales registra-
das en esta fuente, la más usada en estudios sobre migración 
en España. Sin embargo, dicha fuente tiene sus ventajas y des-
ventajas. Una de las desventajas es que puede sobreestimar 
el número de extranjeros que residen en el país y, a la vez, no 
recoger el verdadero nivel de los flujos hacia el exterior, dado 
que muchas personas pueden no comunicar su baja al emi-
grar y no registrarse en los consulados españoles en el exterior 
(González Enríquez, 2014a).  La diferencia de valores entre un 
indicador y otro, tal y como aparecen en el cuadro 1, se debe 
a que la Estadística de Migraciones somete los datos brutos 
del Padrón a un tratamiento estadístico específico para apro-
ximarse mejor a la medición de los flujos migratorios (véase 
la metodología de ambas fuentes en la página web del INE). 
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de Españoles Residentes en el Extranjero (PERE) 
permite observar un aumento continuado de la 
población de nacionalidad española residente 
en el exterior hasta alcanzar los casi 2,2 millones en 
20144. Las “nuevas inscripciones” en el PERE de 
personas nacidas en España sumaron 58.671 en 
este último año. 

En principio, llama la atención que aun-
que desde el comienzo de la crisis se observa 
un aumento importante de emigración hacia el 
exterior, las cifras no parecen ser tan altas o alar-
mantes como se podría esperar dadas las circuns-
tancias socioeconómicas y, en especial, los altos 
porcentajes de desempleo en el país (González 
Enríquez, 2013). Sin embargo, esta apreciación 
habría que matizarla. Por un lado, los expertos 
subrayan que los datos oficiales basados en el 
Padrón pueden esconder un subregistro signifi-
cativo de la verdadera emigración hacia el exte-
rior, debido a la no comunicación de la baja en 
el Padrón o la falta de registro en los consulados 
españoles en el exterior, ya sea por falta de interés 
y necesidad o por evitar la pérdida de derechos 
sanitarios o de otra índole en España (González 
Enríquez, 2014a). Algunos autores estiman que 
dicho subregistro podría alcanzar el 50 o 75 por 
ciento de los flujos reales, especialmente en el 
caso de la migración de nacionales españoles 
hacia otros países de la Unión Europea (Romero 
e Hidalgo-Capitán, 2014). También es importante 
tener en cuenta que no todo el mundo tiene los 
mismos recursos o la misma disponibilidad para 
emigrar como respuesta a la crisis. Es por ello que 
en la sección siguiente tratamos de ver quiénes 
son estos nuevos migrantes y donde están. 

2.2. Perfiles y lugares de destino de los nuevos 
emigrantes

Según los datos del PERE, un 63 por ciento 
de los españoles en el exterior residen en las 
Américas, un 33 por ciento, en Europa, y el resto, 
dividido entre los otros continentes. Dentro de 

estos grandes grupos geográficos, destaca en 
particular el papel de países como Argentina y 
Venezuela, o Francia y Alemania, receptores tra-
dicionales de los flujos emigratorios españoles 
(Romero, 2003; Valero-Matas et al,. 2010). Sin 
embargo, si analizamos los incrementos relati-
vos de esta población (de 2008 a 2014), sobre-
salen también casos como los de Ecuador y 
Colombia en América Latina, o Reino Unido 
y Suiza en Europa Occidental. En el caso de los 
primeros, es posible que dichos incrementos 
se expliquen principalmente por “retornos” de 
población originaria de estos países, pero nacio-
nalizada española, mientras que en el caso de 
Reino Unido, este país ha cobrado más impor-
tancia en los flujos actuales de la que tuvo en el 
pasado (Suiza es otro de los grandes destinos de 
la emigración española anterior)5. Los datos 
de bajas del Padrón de la EVR reproducen un 
patrón similar, ya sea en números absolutos o en 
incrementos relativos (cuadro 2)6. En la mayoría 
de casos, se observa un aumento gradual de las 
bajas a comienzos de la crisis, seguido de incre-
mentos más notables a partir de 2010 o 2011, en 
ocasiones con un pequeño descenso en 2014.

Hay que decir, sin embargo, que otros 
autores, usando fuentes estadísticas de los prin-
cipales países de destino, sugieren, como ya se 
mencionó, que los datos de la EVR no reflejan 
el total de los flujos recientes hacia el exterior. 
En el caso británico, por ejemplo, que se tratará en 
detalle en la sección más cualitativa del texto, 
solo en 2014 se registran algo más de 50.000 soli-
citantes del national insurance number (número 
de la seguridad social necesario para trabajar o 
acceder a algunos servicios públicos) de nacio-
nalidad española, comparado con algo menos 

4  Mientras que los datos anteriores representan flujos, el 
PERE muestra el total de la población española registrada en 
los consulados españoles en el exterior. También se diferencia 
de las dos fuentes anteriores en que solo incluye a población de 
nacionalidad española y no a toda la población que ha emi-
grado desde España. Además, los datos del PERE recogen no 
solo a emigrantes recientes, sino igualmente a los que emigra-
ron en décadas anteriores y a aquellos de sus descendientes 
que han mantenido o adquirido la nacionalidad española en 
el exterior (González Enríquez, 2013).

5  Aunque los aumentos de población española en 
América Latina están relacionados con cambios legislativos 
recientes que han permitido la adquisición de la nacionalidad 
española a descendientes de antiguos migrantes, países como 
Ecuador y Colombia no están entre los principales receptores 
de estos antiguos flujos. Reino Unido ha sido destino de la 
antigua emigración española, pero no uno de los principales; 
no obstante en años recientes se configura como receptor 
prioritario. 

6  Hay que tener en cuenta que estas últimas cifras refle-
jan el total de las bajas anuales, independientemente de la 
nacionalidad, mientras que el PERE contabiliza solo a los nacio-
nales españoles registrados en el exterior en un momento pre-
ciso. Además, las bajas contabilizadas en el cuadro 2 reflejan 
solo un 27 por ciento del total, ya que en el resto de casos no 
se sabe el país de destino, o representan en su gran mayoría 
bajas por caducidad (desde 2006, los extranjeros no comunita-
rios sin autorización de residencia permanente deben renovar 
su empadronamiento cada dos años, si no se les da de baja 
automáticamente).
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de 3.000 a principios de 2002 (González Ferrer, 
2013a; Office National Statistics, 2015).

En cuanto a quiénes son estos nuevos 
migrantes, aunque es una pregunta más difícil 
de contestar, las estadísticas oficiales aportan 
algunas pistas. Solo teniendo en cuenta la EVR, 
se observa que desde comienzos de la crisis las 
bajas con destino al exterior han sido mucho 
más numerosas entre personas de nacionalidad 
extranjera que españolas. El porcentaje de estos 
últimos ha variado entre un 13 por ciento, en 
2008, y un 18 por ciento, en 2014, mostrando a 
partir de 2010 un aumento continuo. Sin embargo, 
hay algunas diferencias. Mientras que los extranje-
ros constituyen prácticamente todos los casos de 

bajas en los que no se puede especificar el des-
tino (además del total de bajas por caducidad), 
así como una mayoría entre las bajas con destino 
al continente africano, en el resto es diferente. 
Del total de bajas con destino a Europa, si desde 
2008 a 2010 su número era casi igual entre espa-
ñoles y extranjeros (o incluso ligeramente supe-
rior entre los últimos), a partir de 2011 se invierte 
esta tendencia, de tal manera que en 2014 las pri-
meras sumaban 65.000, y las últimas unas 39.000. 
En el caso de las bajas con destino a las Américas 
sucede algo parecido. Aun así, hay que conside-
rar que del total de bajas con destino al extran-
jero de nacionales españoles en 2014 (80.141), 
un 37 por ciento correspondía a personas naci-
das en el extranjero (se asume que, en gran 
parte, serían inmigrantes nacionalizados). En el 
caso de las bajas con destino a Reino Unido en 
este mismo año (15.094), más de la mitad fueron 
de españoles, una mayoría de los cuales había 
nacido en España.

Por sexo, dichas bajas han ido aumen-
tando tanto entre hombres como mujeres, pero 
manteniéndose siempre más altas para los pri-
meros (un 55 por ciento en 2014). Sin embargo, la 
diferencia por sexo es casi inexistente en las bajas 
con destino a las Américas, y reducida también 
en el caso europeo (en el Reino Unido se verifica 
un ligero predominio de mujeres). Un análisis 
más detallado de las cifras de la EVR para 2014 
muestra que la mayoría de bajas con destino al 
extranjero corresponden al grupo de edad de 
25-34 años, seguido del de 35-44 y el de 45-54. 
Por tanto, sobre la base de estas cifras no esta-
mos hablando solamente de una emigración de 
jóvenes, tal y como se suele reflejar en los medios 
de comunicación o incluso en los discursos polí-
ticos. Para Reino Unido, se observa una diferen-
cia entre las bajas de ciudadanos españoles y 
extranjeros, ya que la edad de los primeros suele 
ser más baja. 

Dicho análisis de datos secundarios con-
cuerda con los resultados de otros estudios, basa-
dos en estadísticas oficiales o datos primarios, los 
cuales apuntan a que la nueva emigración espa-
ñola hacia el exterior se compone en gran parte de 
foráneos o nacionalizados, hombres en su mayoría 
y de hasta 45 años de edad (González Ferrer, 2013a; 
González Enríquez, 2013; González Enríquez y 
Martínez Romera, 2014). Es más difícil conocer 
otras características, tales como el nivel educa-
tivo o la experiencia laboral de dicha emigra-
ción. Algunos autores sugieren que mientras 
que la emigración española hasta los años 

Cuadro 2

Bajas del Padrón de habitantes registradas 
en la EVR en países seleccionados  
(2008-2014)

Fuente: INE (EVR).

Bajas 
2008-2014

Incremento relativo 
2008/2014 (%)

EUROPA 320.374 80

Reino Unido 59.425 191

Francia 45.977 132

Alemania 45.036 163

Rumanía 38.602 4

Suiza 19.187 116

Bélgica 17.837 40

Países Bajos 12.451 55

AMÉRICAS 232.250 78

Ecuador 49.852 512

Estados Unidos 34.240 71

Argentina 24.834 -11

Colombia 24.242 196

Bolivia 21.815 -9

Venezuela 19.483 52

Brasil 17.358 0

ÁFRICA 41.649 6

Marruecos 26.464 -1

ASIA 27.990 56

China 9.216 24
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setenta fue principalmente de trabajadores sin 
cualificar, desde entonces hasta comienzos de la 
crisis los flujos hacia el exterior que persistieron 
se debían principalmente a una emigración cua-
lificada (Alaminos y Santacreu, 2010; Alaminos et al., 
2010). Las pocas investigaciones que existen de 
momento sobre la nueva emigración relacionada 
con la crisis apuntan a que esta dinámica continúa, 
aunque los datos disponibles no son muy robus-
tos (Aparicio, 2014; González Enríquez y Martínez 
Romera, 2014; González Ferrer, 2013; Herrera, 
2014; Navarrete, 2013). Para tratar de conocer de 
forma más precisa las características y experien-
cias de los nuevos migrantes, la próxima sección 
analiza de forma cualitativa los datos de entrevis-
tas en profundidad con emigrantes españoles en 
Reino Unido.

3. Aproximación cualitativa  
a la nueva emigración 
desde España 

3.1. Datos y metodología

Los datos aquí analizados corresponden a 
los resultados de un proyecto de investigación 
con “nuevos” emigrantes de nacionalidad espa-
ñola que residen en Reino Unido. Los partici-
pantes en el estudio son jóvenes, con ninguna o 
pocas responsabilidades familiares y con un nivel 
de educación alto, aunque algunos presentan un 
nivel medio o bajo de educación. El proyecto se 
enmarca dentro de un estudio más amplio que 
engloba nuevos inmigrantes del sur de Europa 
entre 25 y 44 años, dedicado a la nueva movi-
lidad del sur al norte de Europa en el contexto 
de la crisis iniciada en 2008, que incluye tanto a 
nacionales españoles como italianos, portugue-
ses y griegos. Los resultados que se muestran 
en esta sección se basan en ocho entrevistas en 
profundidad realizadas con españoles que llega-
ron a Reino Unido, instalándose en ciudades de 
tamaño mediano fuera de Londres después del 
año 2010. Los entrevistados españoles contaban 
entre 27 y 44 años, situándose su edad media en 
30,7 años7 (anexo).

Como se puede comprobar, hay más hom-
bres que mujeres (seis hombres frente a dos 
mujeres). La mayoría de los participantes eran 
solteros en el momento de la migración. En dos 
casos –concretamente en el de ambas mujeres– 
los participantes se trasladaron a Reino Unido 
siguiendo a su pareja. En otro caso, la pareja y 
sus hijos se quedaron en España. Casi la mitad 
de los participantes envió solicitudes a ofertas de 
empleo en Reino Unido antes de su llegada. La 
otra mitad, por lo general un poco más joven, 
con menos educación y –más importante– con 
menos conocimientos de inglés, se trasladó a 
Reino Unido en busca de trabajo sin oferta previa. 
Todos los participantes en el estudio se encontra-
ban trabajando o en búsqueda activa de empleo 
en el momento de la entrevista. Los contactos 
posentrevista realizados con los participantes 
confirmaron que los que llegaron sin una oferta 
de trabajo, encontraron empleo en el primer mes 
tras su llegada, aunque muchos se quejaron de la 
calidad del trabajo y trataron de mejorar su situa-
ción laboral en los meses siguientes. 

Los participantes se seleccionaron a través 
de redes sociales mediante el procedimiento de 
bola de nieve tratando de evitar casos repetiti-
vos con el fin de capturar una variedad de perfi-
les en cuanto a edad, sexo, formación, situación 
familiar y situación laboral. Se realizaron entre-
vistas en profundidad con los participantes de una 
hora de duración, que, a continuación, fueron 
analizadas. Además, se siguió la situación de los 
entrevistados durante los tres meses siguientes. 
En la siguiente sección se presentan las circuns-
tancias en las que la pequeña muestra analizada 
de españoles tomó su decisión de trasladarse a 
Reino Unido, así como sus experiencias tras la lle-
gada. Aun cuando la muestra es pequeña, puede 
aportar algunas pinceladas respecto a las expe-
riencias de los nuevos emigrantes.

3.2. La decisión del traslado y las experiencias 
de los nuevos emigrantes españoles

¿Cómo puede entenderse la decisión de 
los españoles de emigrar en el contexto de la 
reciente crisis económica? Al menos dentro de 
la muestra, las entrevistas revelan que no son 
necesariamente los desempleados los que se 
han trasladado al extranjero, a pesar de que la 
crisis económica elevó el desempleo a niveles 

7  El cuadro incluido en el anexo final recoge el perfil de 
cada uno de estos entrevistados, cuyos nombres se han cam-
biado para proteger su identidad.
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históricos en España. La mayoría de los partici-
pantes en el estudio se encontraban empleados 
en el momento en el que tomaron la decisión 
de trasladarse a Reino Unido. Eso sí, todos ellos 
confirman que el impacto de la crisis en España 
contribuyó a su decisión. Aun así, ni la crisis ni la 
falta de trabajo fueron los únicos determinantes 
en la decisión de emigrar. Las entrevistas confir-
man que en la decisión de emigrar jugaron un 
papel importante también las aspiraciones cos-
mopolitas preexistentes y de desarrollo personal 
que los entrevistados creían les podía aportar la 
experiencia de residir y trabajar una temporada 
en el extranjero ante las escasas posibilidades de 
empleo (y movilidad) en una España golpeada 
por la crisis. La mayoría de los entrevistados 
contaba con recursos adicionales, incluyendo 
habilidades transferibles y fondos económicos 
suficientes (a menudo proporcionados por la 
familia) para iniciar el proyecto migratorio.

Si bien los entrevistados se trasladaron 
hasta Reino Unido bajo diferentes circunstancias, 
los españoles, como los demás europeos del sur, 
comparten un sentido colectivo de profunda 
insatisfacción con las oportunidades de trabajo 
remunerado en su país. Dicha insatisfacción, 
anterior a la crisis, creció con ella ante el empeo-
ramiento de la situación económica. Esta es una 
constante que se encuentra en los entrevista-
dos. Por ejemplo, Juan y Carmen emigraron en 
pareja en julio de 2013. Juan tiene 28 años y tra-
bajó desde que finalizó la educación secundaria. 
Así, argumentaba “que tenía trabajo, siempre he 
tenido trabajo, de barman, y este tipo de cosas, 
pero [es] con la crisis que decidí venir y aprender 
un idioma”. Para Carmen, sus principales preocu-
paciones y razones para trasladarse a Inglaterra 
giran en torno al trabajo: “Obviamente, la crisis 
tuvo algo que ver, porque si tuviéramos el trabajo 
de lo que hemos estudiado, entonces no estaría-
mos aquí”. Pablo tiene 29 años y cuando acabó 
su doctorado empezó a buscar trabajo fuera, sin 
considerar el mercado de trabajo español, en el 
que las únicas posibilidades que veía eran con-
tratos precarios de poco tiempo debido a los 
recortes en el sector de Investigación y Desarro-
llo. Para Pablo, tanto la crisis como las exigencias 
de su profesión contribuyeron a su decisión de 
trasladarse al Reino Unido:

“Siempre tuve en mi mente buscar trabajo 
en el extranjero. La crisis fue el empujón final 
para decidirme a marchar. Pero siempre lo 
tuve en mi cabeza porque creo que para ser 

competitivo es necesario hablar muy bien 
inglés. Y la única manera de aprender inglés 
bien es vivir en un país donde se habla 
inglés […] Por lo tanto, siempre lo tenía en 
mi mente, pero la crisis fue decisiva”.

La mayoría de los españoles entrevistados 
ha tenido uno o más episodios de migración en 
sus vidas, ya sea de migración interna o interna-
cional. Son experiencias anteriores de movilidad 
a corto plazo (sobre todo, en Europa), en algunos 
casos para estudiar y/o trabajar con la finalidad 
de aprender inglés. Para la mayoría, la experien-
cia de vivir en el extranjero formaba parte de sus 
proyectos de vida y no era, por lo tanto, un acon-
tecimiento extraordinario. Contar ellos mismos, 
o a través de sus familias de origen, con expe-
riencias de movilidad nacional o internacional, 
con el enriquecimiento y valoración de la diversi-
dad que conllevan, contribuyó a que desarrolla-
ran actitudes y estilos de vida cosmopolitas. Por 
ejemplo, en este sentido se manifiesta Carmen, 
de 26 años, con origen en una ciudad de tamaño 
medio cerca de Valencia, licenciada en Químicas: 
“siempre quise una experiencia en el extranjero”.

Es importante destacar, sin embargo, que 
la experiencia de los entrevistados es de movili-
dad dentro de la UE, la cual ellos perciben como 
“normal”. Todos optaron por permanecer en 
Europa pese a que algunos habían considerado 
destinos dentro de América Latina o en otros 
continentes. Sin embargo, acabaron descartán-
dolos debido a los requisitos de visado y/o por 
el elevado presupuesto necesario para comenzar 
su vida tan lejos de España. Juan, por ejemplo, 
cuenta, con sus propias palabras, porque ha ele-
gido Reino Unido como destino: 

“Desde aquí [Reino Unido] podemos comprar 
billetes de avión por 150 euros ida y vuelta. 
Si las cosas se ponen mal, también podemos 
intentarlo en otros lugares... Nueva Zelanda 
es hermosa, a Australia me encantaría ir, pero 
los billetes son 1.000 euros. Y, por supuesto, 
el gasto son 1.000 euros para mí, otros 1.000 
para mi pareja. Y esto solo para el viaje. Es 
mucho. Casi todos mis ahorros [silbidos] se 
esfumarían en el aire”.

La accesibilidad, el coste y la proximi-
dad física son razones para elegir un destino 
en Europa. Otros ni siquiera habían conside-
rado seriamente trasladarse fuera de Europa. La 
ventaja de estar cerca de casa la subraya Pedro 
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cuando confiesa: “si hay un problema se puede 
estar en casa en el mismo día”. Pedro tiene 44 
años y es desarrollador de software para una 
empresa biomédica en Sheffield. Llegó a Reino 
Unido en enero de 2013 después de que su jefe 
en Barcelona trasladara, de nuevo, su negocio a 
Reino Unido y ofreciera al personal la posibilidad 
de movilidad. La familia de Pedro, su esposa y sus 
dos hijas de 8 y 10 años viven en Málaga y él viaja 
cada dos semanas para visitarlas. Su caso encaja 
en el perfil de lo que Ralph (2015) llama “Euro-
viajero”.

“Termino mi trabajo el jueves al medio-
día, voy a Manchester ¡y a las 9 pm estoy 
en casa! [sonríe] Los viernes trabajo desde 
Málaga y estoy de vuelta aquí los lunes a 
las 10.30. Mientras que yo haga mi trabajo, 
en nuestro sector, en el que la mayor parte 
del tiempo trabajo con socios en distintos 
países de Europa, no es tan importante la 
presencia física”.

Así, Pedro puede continuar su trabajo y ser 
móvil sin interrumpir la carrera de su esposa o la 
educación de sus hijas en edad escolar. Curiosa-
mente, él es consciente de que su propia movi-
lidad laboral a lo largo del eje “sur-norte“ se ve 
facilitada por la movilidad de los británicos en 
sentido inverso, del “norte“ al “sur“. “Tengo la 
suerte”, señala Pedro, de que “hay buenas conexio-
nes con Málaga que, además, son baratas. Hay 
más conexiones con Málaga que con Madrid o 
Barcelona debido a los ingleses que viven en la 
costa andaluza. Tenemos amigos ingleses, por-
que en la escuela donde van las niñas hay niños 
ingleses”. No solo Pedro y su familia ven la movi-
lidad internacional como algo normal y valoran 
los beneficios de continuar trabajando con su 
empresa en Reino Unido. Otros sectores profe-
sionales en los que los trabajadores del sur de 
Europa se integran en la economía mundial son 
la ingeniería, los negocios o la academia. A todos 
estos sectores les caracteriza estar más abiertos a 
los acuerdos de trabajo flexibles y a la movilidad 
de los trabajadores. 

En este estudio, los entrevistados mues-
tran una profunda insatisfacción con la falta de 
seguridad en el empleo y la precariedad de los 
contratos de trabajo en España. Todos ellos tie-
nen experiencia directa con la realidad del mer-
cado de trabajo dual español, con su excesiva 
dependencia de contratos temporales encade-
nados, los efectos negativos de la sobrecualifi-
cación sobre el salario y la carrera profesional, y 

el uso de formas de trabajo precario, informal o 
la inactividad para abaratar los costes laborales. 
Carmen, por ejemplo, conoce bien el uso de con-
tratos de corta duración: 

“Es fácil encontrar un trabajo temporal en 
España, un poco de trabajo que te per-
mite sobrevivir, pero es mucho más difícil 
encontrar un trabajo más estable. (...) Yo 
hice prácticas mientras estudiaba. Hice 
unas en BP, otras en el Instituto Catalán 
de Investigaciones Químicas. Después de 
realizar el máster en Educación comencé a 
enseñar en la educación privada, y también 
en la escuela pública, donde supervisaba a 
los niños durante la hora del almuerzo”. 

A sus 28 años, Carmen aspira a trabajar en 
la industria. Sin embargo, tras graduarse en Quí-
micas al inicio de la crisis y ante las escasas opor-
tunidades en el sector privado, decidió formarse 
para ser profesora en la escuela pública. Una 
vez iniciada la preparación de las oposiciones, 
los planes de austeridad del Gobierno español 
supusieron el cierre de esta vía, toda vez que 
incluían la congelación de nuevas contrata-
ciones en el sector público. Dada la situación,  
Carmen solo veía dos opciones ante sí: quedarse 
en España y continuar su trabajo a tiempo parcial 
como supervisora en la escuela pública y com-
partiendo alojamiento con su madre, o hacer las 
maletas y marchar a Reino Unido, donde espe-
raba mejores oportunidades de empleo.

Una historia similar es la de Laura, que, 
con 27 años y un título de licenciada en Admi-
nistración de Empresas, trabaja de au pair en 
Reino Unido. En su entrevista habla de cómo la 
crisis ha deteriorado las condiciones de empleo 
y aumentado, a la vez, los beneficios y el poder 
de las empresas frente a los trabajadores. Mani-
fiesta que, en una entrevista de empleo en una 
empresa cerca de Pamplona, por ocupar el puesto 
de secretaria le ofrecían un “sueldo” mensual de 
40 euros: 

“Yo estaba viviendo en Pamplona (ciudad 
distinta a su ciudad natal), por lo tanto 
necesitaba utilizar el coche y pagar la gaso-
lina…lo cual me resultaba imposible por 
ese dinero. La única opción que me que-
daba era trabajar de dependienta en una 
tienda, lo cual no me permitía aprender 
inglés, así que pensé que era mejor venir 
a Reino Unido donde aun trabajando en 
empleos similares a los que podía encon-
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trar en España, podía aprender el idioma. 
Tuve la oportunidad de venir con un tra-
bajo a través de un conocido de un amigo 
y aquí estoy. Me dedico al cuidado de niños 
pequeños”.

Por su parte, Pau estudió Historia y trabajó 
en una cadena de restaurantes en Barcelona. Tras 
graduarse, decidió trasladarse Pau con Priscila, su 
pareja portuguesa, a Reino Unido y buscar tra-
bajo. Llegó primero él y cambió de trabajo una 
vez, pero está feliz porque encontró un buen 
empleo en el departamento de atención telefó-
nica de una empresa en la que ha sido ascendido 
al departamento de finanzas, tras lo cual piensa 
seguir su carrera en el sector de las finanzas. Priscila, 
por otro lado, estudió para ser enfermera y quiere 
trabajar en el National Health Service, el sistema 
público de salud británico. Por el momento, y 
debido a los trámites burocráticos para convali-
dar su título, está trabajando en el departamento 
de atención telefónica en la misma empresa en la 
que está empleado Pau. Ambos ven sus trabajos 
actuales como transitorios, aunque los valoran 
de forma positiva. Como comenta Pau:

“Me gusta mi trabajo más que a ella el 
suyo. En cualquier caso, estamos mejor 
que muchos otros españoles aquí…tene-
mos un trabajo permanente, [trabajamos] 
en una oficina, un trabajo bien pagado, 
la jornada de trabajo es de 8.30 a 17.00... 
Somos una excepción, hay muchas perso-
nas a las que les gustaría estar en nuestro 
lugar en este momento, tanto en España 
como en Portugal… Ahora, por fin, somos 
independientes: ¡hurra!”.

La percepción positiva del trabajo en Reino 
Unido se explica, en parte, por la apertura y la fle-
xibilidad del mercado laboral británico, que per-
mite la incorporación rápida y fácil, incluso para 
los que tienen menos cualificaciones o cono-
cimientos limitados o nulos de inglés. Pau, por 
ejemplo, hablaba poco inglés a su llegada y, al 
principio, comenzó a trabajar en una escuela de 
idiomas enseñando español a cambio de clases 
de inglés, pero en solo unos meses encontró el 
trabajo en el departamento de atención telefó-
nica de la empresa para la que trabaja ahora.

Entre los entrevistados, tanto Juan como 
Hugo hablan poco inglés y tienen peores cuali-
ficaciones que el resto de los participantes, aun-
que cuentan con largas historias laborales en el 

sector servicios. Juan había trabajado en diversos 
pubs y Hugo era el administrador de un almacén 
en España. En Inglaterra, ambos encontraron 
trabajo en el sector de la restauración. Algunos 
sectores en Reino Unido (y, en particular, algu-
nos servicios, como la hostelería y la industria 
alimentaria) han desarrollado una dependencia 
estructural de la mano de obra inmigrante (Castles, 
2004), lo que facilita a los inmigrantes recién lle-
gados encontrar trabajo.

No todos los participantes en la investi-
gación se manifiestan satisfechos o han tenido 
buenas experiencias en Reino Unido. Juan, por 
ejemplo, gana el salario mínimo; Laura querría 
dejar su trabajo como au pair en el que no tiene 
un contrato formal; por su parte, Hugo tiene un 
contrato de “cero horas”, aunque en el momento 
de la entrevista desconocía que este era su tipo de 
contrato. Preguntado por su experiencia en el 
trabajo, Hugo manifiesta: 

“[El sueldo] depende de la cantidad de 
horas que trabajo. A veces trabajo más, 
otros días menos. A veces estoy en casa en 
mi tiempo libre y me llaman: ‘ven, te nece-
sitamos’. Esta es una de las cosas que no 
me gusta de mi trabajo. En cuanto al hora-
rio, llego a casa muy tarde. Termino en el 
restaurante a las 12, o a la 1 de la noche, me 
voy a casa, me ducho, veo la tele un poco y 
ya se me hacen las 4:00 de la mañana. Me 
despierto tarde y entro de nuevo a traba-
jar. Así que tengo poco tiempo para ocio. 
Por la noche, cuando salgo no hay auto-
buses, ¿cómo me voy a casa? Algunos 
días voy caminando. El transporte público 
es caro aquí. Caminando me lleva media 
hora. Ahora está bien, pero en el invierno 
será más difícil”.

4. Conclusiones

En este artículo hemos investigado el perfil 
y las características de la nueva emigración espa-
ñola provocada por la crisis económica. Para ello, 
hemos analizado tanto datos cuantitativos pro-
venientes de fuentes secundarias como cualita-
tivos en base a un pequeño estudio piloto con 
nuevos emigrantes españoles en Reino Unido. 
Considerando el volumen de esta nueva emigra-
ción, se observa el efecto específico de la crisis en 
el rápido aumento de la emigración de jóvenes 
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españoles, muchos con elevada educación, que 
emigran a otros países de la UE. Esta tendencia 
se hace más visible desde 2010. Sin embargo, 
teniendo en cuenta la elevada tasa de paro, el 
peso relativo de los nuevos emigrantes es muy 
bajo a lo largo de toda la crisis.

Los resultados del análisis cualitativo nos 
ayudan a entender mejor el perfil de estos nue-
vos emigrantes, así como las condiciones que les 
ayudaron a tomar la decisión de emigrar, y el peso 
relativo que la crisis económica ha jugado como 
motivación fundamental para emigrar. Encontra-
mos una diversificación de las experiencias y per-
files entre los jóvenes españoles entrevistados: 
niveles educativos heterogéneos, en general con 
una situación laboral no tan precaria, pero sí con 
experiencias individuales de precariedad en algu-
nos casos. Para todos ellos, la crisis fue un factor 
fundamental, pero no exclusivo, en la decisión 
de emigrar a Reino Unido. Algunos entrevistados 
habían considerado mucho antes de la crisis la 
posibilidad de vivir por un tiempo en el extran-
jero, lo que entendían como una experiencia enri-
quecedora, con el valor añadido de perfeccionar el 
inglés. Para otros, la experiencia de trabajo en 
el extranjero es vista como una oportunidad de 
aprendizaje que puede ser valorada y recompen-
sada tras regresar a España. Y, finalmente, a aque-
llos con situaciones laborales más precarias en 
España, emigrar a Reino Unido les proporciona una 
oportunidad que, aunque arriesgada, se mues- 
tran dispuestos a asumir con la idea de que siem-
pre tendrán la opción de regresar a España si la 
experiencia no resulta positiva.
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Anexo

Perfiles de los entrevistados

Fuente: Datos propios.

Entrevistado Sexo Edad Educación Estado laboral  
a la llegada

Fecha 
llegada

Situación laboral 
antes de irse de 

España

Situación 
familiar 

Empleo 3 meses 
después de 
llegada a  

Reino Unido

Juan V 28 Secundaria Buscando 
trabajo jul-13

Trabajaba 
precario en un 
club

Migración 
en pareja  
(con Carmen)

Sector 
privado, hos-
telería

Carmen F 28 Máster en 
Química

Buscando 
trabajo jul-13

Recién gra-
duada, Trabajo 
precario en una 
Academia

Migración  
en pareja 
(con Juan)

Sector 
privado, hos-
telería

Pedro V 44
Carrera en 
Informática 
no acabada

Técnico ene-13

Tenía una 
empresa con 
problemas de 
solvencia por 
la crisis

Pareja e hijos 
en España

Sector público, 
en 
un laborato-
rio IT

Jorge V 29 Máster en 
Bioquímica Becario oct-12 Trabajaba en 

conservación Sin pareja Sector pri-
vado, químico 

Laura F 27

Máster en 
Adminis-
tración de 
empresas

Au pair jul-13 Desempleo Sin pareja Au pair

Pablo V 29 Doctorado 
en Biología

Investigador 
postdoctoral may-13 Estudiando Sin pareja

Sector 
público, 
investigador

Hugo V 34 ESO Buscando 
trabajo jul-13 Desempleo de 

larga duración Sin pareja
Sector 
privado, hos-
telería

Pau V 27 Carrera en 
Historia

Buscando 
trabajo ene-12

Recién gra-
duado, trabajo 
estable en 
hostelería

Pareja le ha 
seguido en 
Reino Unido

Sector 
privado, 
consultoría 
servicios  
financieros
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Precarización y vulnerabilidad  
de la población inmigrante en  
la España en crisis. El papel  
del Estado de bienestar
María Bruquetas Callejo * y Francisco Javier Moreno Fuentes**

RESUMEN

La crisis económica ha deteriorado gravemente 
la situación socioeconómica de los inmigrantes en 
España, frecuentemente abocados a empleos en la 
economía sumergida que les excluyen del Estado de 
bienestar. Este artículo analiza cómo está afectando la 
crisis económica a los derechos sociales de la pobla-
ción inmigrante en España. Utilizando datos recientes 
de múltiples fuentes, el artículo analiza la situación de 
los inmigrantes en cuatro áreas de políticas sociales: el 
aseguramiento social, los servicios sociales, la vivienda 
y la sanidad. El fuerte impacto de la crisis sobre las 
poblaciones más vulnerables plantea un reto de gran 
envergadura a nuestro sistema de bienestar.

1. Introducción1

La crisis económica ha deteriorado grave-
mente la situación socioeconómica de los inmi-

grantes residentes en España. Si la población 
española ha acusado los efectos negativos de la 
crisis de manera intensa, las consecuencias han 
sido considerablemente más graves para la 
población inmigrante. La mayor vulnerabili-
dad de este colectivo se debe en gran medida 
al fuerte incremento del desempleo y al carác-
ter eminentemente laboral de la inmigración 
en España (Arango, 2009). Se trata de un colec-
tivo que depende casi exclusivamente de rentas 
salariales para su subsistencia (Mahía y del Arce, 
2010) y que cuenta con una posición poco conso-
lidada en la sociedad española, dado lo reciente 
de su llegada y sus relativamente débiles redes 
sociales de apoyo. La Encuesta de Condiciones de 
Vida (ECV) de 2013 evidencia que, dentro de un 
deterioro generalizado de la renta, los ingresos 
disponibles entre los extracomunitarios diver-
gen cada año más de los de la población general. 
Otra razón fundamental para explicar el impacto 
particularmente acusado de la crisis sobre la 
población inmigrante es la débil incorporación 
de estos grupos al Estado de bienestar español. 
La lógica fuertemente contributiva del sistema se 
traduce en vulnerabilidad para la población inmi-
grante que posee trayectorias laborales más cortas 
que las de los autóctonos, ocupa con frecuen-
cia empleos temporales y sufre elevadas tasas 
de informalidad (Moreno Fuentes y Bruquetas 
Callejo, 2011). 

La reducción de la demanda de trabajo se 
ha traducido en un incremento del desempleo 

*  Universidad de Amsterdam (M.D.M.BruquetasCallejo 
@uva.nl).

**  Instituto de Políticas y Bienes Públicos (CSIC) (javier.
moreno@cchs.csic.es).

1  Este artículo ha sido redactado a partir de la evidencia 
empírica generada en los proyectos INMEBEA (Inmigración y 
Estado de Bienestar en la España autonómica, Plan Nacional de 
I+D, SEJ2007-67521/CPOL) y SOLFCARE (Solidaridad familiar, 
cambio actitudinal y reforma del Estado de Bienestar en España: 
el familismo en transición, Plan Nacional de I+D, CSO 2011-
27494), y durante el desarrollo del proyecto PRASINIE (Políticas 
de regulación del acceso a la sanidad de los inmigrantes irregula-
res en España, Plan Nacional de I+D, CSO2013-44717-R).
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mucho más acentuado entre la población inmi-
grante. Pese a que el impacto de la crisis se hizo 
notar con cierto retraso entre estos colectivos 
(Arango, 2009), en 2011 la tasa de inmigrantes 
desempleados superaba el 31 por ciento. En la 
actualidad, la tasa de paro de la población extran-
jera continúa en niveles similares, con un 30,84 
por ciento para el segundo trimestre de 2015, lo 
que supone 9,5 puntos de diferencia respecto 
de la población española (21,22 por ciento) (INE, 
2015). El deterioro de su situación laboral puede 
acarrear también un impacto sobre el estatus 
legal de las personas inmigradas por el riesgo 
de pérdida del permiso de trabajo y, con ello, del 
permiso de residencia. 

Todo lo anterior ha impulsado cambios sig-
nificativos en las estrategias de supervivencia de 
los inmigrantes. Por una parte, se vislumbra una 
reorganización en su distribución geográfica, 
con un estancamiento de las cifras de población 
inmigrante en las principales áreas receptoras, 
unido al aumento en áreas tradicionalmente 
menos atractivas para la inmigración. Por otra 
parte, si bien es cierto que nuevos inmigrantes 
han continuado llegando y muchos han perma-
necido en España pese a las difíciles situaciones 
que han debido afrontar, otros han decidido emi-
grar buscando mejores oportunidades en otros 
países. Desde 2010 los flujos de salida, princi-
palmente en dirección a Alemania, Reino Unido, 
Estados Unidos y Ecuador, han aumentado de 
manera clara, mientras que los flujos de entrada 
se han reducido notablemente. Desde 2010 el 
saldo migratorio en España se ha vuelto nega-
tivo y el número de personas que han abando-
nado el país ha llegado a superar el medio millón 
en 2013. Durante 2014 España registró un saldo 
migratorio negativo de 102.309 personas (espa-
ñoles y extranjeros que hasta ese momento resi-
dían en España), un 59,3 por ciento menor que 
en 2013.

En su mayor parte (en torno al 85 por ciento 
del flujo), la emigración está protagonizada por 
extranjeros residentes en España que retornan 
a su país de origen o se trasladan a países con 
mejores perspectivas laborales (González-Ferrer, 
2013; Banco de España, 2014). En 2014 emigra-
ron 330.559 personas extranjeras frente a 78.785 
españoles (de los cuales 50.249 eran nacidos en 
España (el 63,8 por ciento), y el resto, españoles 
naturalizados)2. De acuerdo con los datos provi-

sionales publicados por el INE, a 1 de enero de 
2015 los residentes extranjeros se habían redu-
cido hasta 4.447.852, representando el 9,5 por 
ciento de la población total. Según estos datos, el 
número de extranjeros empadronados en España 
se habría reducido en cerca de medio millón, 
aunque más de una quinta parte de esa cifra se 
explica por las naturalizaciones3. 

Algunos análisis han destacado la notable 
capacidad de resistencia a la crisis del empleo 
inmigrante, basada fundamentalmente en su es-
pecialización sectorial y ocupacional, su comple-
mentariedad con la mano de obra nativa y la 
mayor presencia femenina (Oliver, 2014). Junto 
a sectores más afectados por la crisis, como la 
construcción, el predominio de la mano de obra 
inmigrante en algunos subsectores del terciario 
(hostelería, servicio doméstico, cuidados) con 
mayor capacidad de creación de empleo futuro, 
ha determinado que el empleo inmigrante no 
se haya reducido con la crisis, sino que, en cierta 
medida, haya aumentado. Así, Oliver indica que 
un 60 por ciento del aumento del paro inmi-
grante ha sido debido al aumento de los acti-
vos (nuevas llegadas), mientras que solo un 
40 por ciento obedece a destrucción de empleo. 
El grueso del nuevo paro inmigrante responde a 
los parados antes de la recesión más los nuevos 
activos incorporados. Sin embargo, si bien esto 
indica que los inmigrantes se han beneficiado de 
procesos que acompañan la crisis como la crea-
ción de trabajo en la economía informal, que se 
nutre en gran medida de este aporte de mano de 
obra, la crisis también está reforzando la segmen-
tación laboral y creando una mayor polarización 
entre inmigrantes (empleados en ocupaciones 
poco cualificadas, peonaje y hostelería) y nativos 
(en empleos más cualificados). La consecuencia 
directa de tal polarización y de una participación 
laboral mayoritaria en la economía sumergida 
es una falta de acceso a los derechos sociales, es 
decir, la exclusión del Estado de bienestar.

2. La inmigración  
y los diferentes ámbitos 
de protección social  
en España

El sistema de protección social español 
se caracteriza, además de por su relativamente 

2  Según estimaciones de González-Ferrer (2013), el 
número de españoles que ha dejado el país entre 2008 y 2013 
superaría los 700.000 individuos, lo que triplica las cifras oficiales.

3  Tan solo en 2014, 205.870 personas adquirieron la 
nacionalidad española por naturalización.
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bajo nivel de gasto social y del importante papel 
desempeñado por las familias en la provisión 
de cuidado, por la combinación de programas de 
aseguramiento social (pensiones, prestaciones 
por desempleo, etc.) con otros de vocación cla-
ramente universalista (educación, sanidad, ser-
vicios sociales) (Moreno, 2002). El acceso de los 
extranjeros a la protección social se produce fun-
damentalmente a través de dos vías: su partici-
pación en el mercado de trabajo y afiliación a la 
Seguridad Social y su residencia en el territorio. 
En un contexto de fuerte crisis económica como 
el experimentado por la sociedad española 
estos últimos años, el Estado de bienestar trata 
de amortiguar las consecuencias más severas de 
dicha crisis. 

En este artículo analizamos cómo está 
afectando la crisis económica a los derechos 
sociales de la población inmigrante en España 
desde el inicio de la actual crisis económica en 
el año 2007. Utilizando datos recientes de múlti-
ples fuentes, el artículo analiza la situación de los 
inmigrantes en cuatro áreas de políticas socia-
les, incluyendo el aseguramiento social, los ser-
vicios sociales, la vivienda y la sanidad. Implícita 
está la evaluación de la capacidad del Estado de  
bienestar español para proteger a los inmigran-
tes de los efectos más duros de la crisis, en un 
contexto de deterioro de las actitudes de los 
autóctonos hacia la inmigración y de politización 
de la cuestión migratoria. 

2.1. Seguridad Social

La lógica contributiva de los programas 
de protección social englobados bajo el para-
guas del sistema de Seguridad Social (desem-
pleo, invalidez, jubilación) implica que el criterio 
básico de acceso a ellos sea la contribución al 
sistema durante un determinado período de 
tiempo vía participación en el mercado laboral 
formal. La nacionalidad no desempeña ningún 
papel en la definición de los criterios de elegibili-
dad a las prestaciones del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social (INSS), ya que tanto autóctonos 
como extranjeros con permiso de trabajo y un 
empleo en la economía formal acceden a dichos 
sistemas en igualdad de condiciones. 

Durante el período de crecimiento econó-
mico iniciado a mediados de 1990 y que concluyó 

con el inicio de la actual crisis, los inmigrantes 
llegados a España encontraron trabajo funda-
mentalmente en nichos laborales rechazados 
por la población autóctona por su dureza, baja 
remuneración y precarias condiciones laborales. 
Al aceptar dichos empleos, los trabajadores inmi-
grantes contribuyeron a facilitar la superviven-
cia de sectores productivos que de otra manera 
hubiesen probablemente desaparecido. Así, en 
el período 1996-2007, la economía española creó 
casi 8 millones de empleos (pasando de 12,6 
millones de ocupados en 1996, a 20,5 millones 
en el segundo trimestre de 2007), casi la mitad de 
los cuales fueron ocupados por extranjeros (que 
pasaron de representar el 4 por ciento de los afi-
liados a la Seguridad Social en el 2001, a más del 
10,5 por ciento en octubre de 2011). Durante los 
últimos años, el porcentaje de extranjeros entre 
los afiliados al INSS se redujo al 9,6 por ciento. De 
acuerdo con las cifras publicadas por el INSS, en 
agosto de 2015 había 17,2 millones de cotizan-
tes, de los cuales casi 1,65 millones eran extranje-
ros (un 59 por ciento de ellos, no comunitarios). 

Tras el pico de ocupación de 2007, la cri-
sis económica global que ha afectado de manera 
muy importante a la economía española des-
truyó más de tres millones de empleos. La EPA 
del primer trimestre de 2013 marcaba un récord 
en la tasa de desempleo en la presente crisis, con 
un 26,9 por ciento de personas sin empleo, la 
más alta en la historia de este indicador. De los 
427.000 parados inmigrantes en el tercer trimes-
tre de 2007, se ha pasado a los 850.000 desem-
pleados en el segundo trimestre de 2015 (tras 
alcanzar cifras superiores a los 1,3 millones de 
extranjeros parados en 2013). La tasa de desem-
pleo agregada de la población inmigrante ron-
daba el 31 por ciento en septiembre de 2015, en 
comparación con el 22,4 por ciento de tasa de 
paro para el conjunto de la población. En térmi-
nos generales, y pese a la dureza con la que la 
crisis ha golpeado a estos colectivos, los residen-
tes procedentes de países en vías de desarrollo 
continúan presentando tasas de actividad con-
siderablemente superiores a las de la población 
autóctona en el tercer trimestre de 2015 (74,1 
por ciento, frente al 58,2 por ciento) (Ministerio 
de Empleo y Seguridad Social, 2015).

La comparación de las pirámides demo-
gráficas muestra cómo la mayoría de los extran-
jeros asentados en España se encuentran en la 
franja de edad entre los 20 y los 40 años, y están 
por tanto claramente sobrerrepresentados en la 
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población en edad de trabajar. La inmigración eco-
nómica ha contribuido al rejuvenecimiento de la 
población española, constituyendo una apor-
tación neta a las arcas del INSS, algo que conti-
nuará siendo así en los próximos lustros. Esto 
resulta particularmente relevante, ya que, al igual 
que ocurre en el resto de países del Sur de Europa, 
el sistema de protección social español dedica una 
parte muy importante de sus recursos al pago de 
las pensiones de jubilación. Según datos del INSS, 
los extranjeros continúan representando aproxi-
madamente el 1 por ciento de los beneficiarios de 
pensiones en España, por lo que la inmigración 
ha contribuido claramente a elevar la ratio de 
cotizantes sobre pensionistas (Moreno Fuentes y 
Bruquetas Callejo, 2011). 

Durante los años centrales de la crisis, la 
presencia de extranjeros aumentó considerable-
mente entre los perceptores de prestaciones y 
subsidios por desempleo, para luego descen-
der significativamente. Así, entre 2006 y 2010 
los extranjeros casi triplicaron su presencia entre 

los beneficiarios de prestaciones por desempleo, 
pasando de representar cerca del 6 por ciento 
de los beneficiarios a finales de 2006, a práctica-
mente el 15 por ciento en 2010.

La cuantía y duración de las prestaciones 
recibidas por los inmigrantes desempleados están 
directamente vinculadas a la duración y magni-
tud de sus contribuciones previas. La alta tasa 
de temporalidad entre los inmigrantes (60,2 por 
ciento en 2007, muy superior a la de los trabaja-
dores autóctonos, situada en el 39,2 por ciento), 
así como la menor duración de sus carreras labo-
rales, explican el hecho de que la tasa de cober-
tura de la prestación por desempleo entre estos 
colectivos sea relativamente baja. Según los datos 
del Servicio Público de Empleo Estatal, a fina-
les de 2010 la tasa de cobertura de la población 
extranjera desempleada era de aproximadamente 
el 40 por ciento, frente al 78 por ciento de los 
trabajadores autóctonos en paro. A partir de ese 
momento dichos porcentajes comenzaron a des-
cender, de manera más acusada entre los trabaja-

Cuadro 1

Beneficiarios extranjeros de prestaciones según tipo de prestación

Notas : (*) Datos a agosto de 2015. (**) Incluye beneficiarios del Programa de Activación para el Empleo (RD 16/2014, que entró

en vigor el 15 de enero de 2015).
Fuente: Elaboración propia con datos del INSS y Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Total Nivel  
contributivo

Nivel  
asistencial

Renta activa de 
inserción

% sobre total  
beneficiarios  

de prestaciones

2006 77.788 59.709 16.550 1.528 5,85

2007 111.016 89.375 20.048 1.592 7,81

2008 202.549 162.745 36.680 3.124 11,16

2009 371.514 240.511 124.831 6.173 13,86

2010 450.739 190.983 247.921 11.834 14,81

2011 386.440 163.726 198.637 24.078 13,58

2012 342.823 153.116 157.286 32.421 11,65

2013 296.869 135.620 134.436 26.813 10,36

2014 244.855 110.788 107.386 26.682 9,63

2015* 204.320 98.979 75.340 29.821** 9,02
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dores extranjeros, al agotar su derecho a percibir 
prestaciones contributivas.

Una vez agotado el derecho a una pres-
tación contributiva, los desempleados dejan 
de percibirla y, caso de reunir las condiciones 
específicas de cada programa, pueden pasar a 
recibir un subsidio de carácter asistencial por un 
periodo de tiempo limitado4. Estos programas 
de ayudas para desempleados sin derecho a 
prestación por desempleo están también abier-
tos a los extranjeros en situación regular. Por 
su carácter asistencial constituyen tan solo una 
ayuda transitoria para situaciones de particular 
dificultad socioeconómica. Como puede obser-
varse en el cuadro 1, el número de perceptores de 
prestaciones y subsidios por desempleo, tanto 
autóctonos como extranjeros, experimentó un 
incremento constante desde el inicio de la crisis 
hasta el año 2010. Desde 2009 las prestaciones 
de carácter contributivo destinadas a extran-
jeros comenzaron su tendencia descendente, 
mientras que las prestaciones asistenciales con-
tinuaban aumentando, ya que muchos de los 
que dejaban de cobrar prestaciones pasaban 
a percibir subsidios por desempleo. En 2011 
los subsidios comenzaron también a agotarse, 
por lo que la tasa de cobertura de desempleo 
comenzó a descender, aumentando así el por-
centaje de personas desempleadas totalmente 
excluidas de los programas de protección social. 
Este descenso fue claramente más acusado 
entre los extranjeros. Así, tan solo el 43 por 
ciento de los algo más de 5,1 millones del total 
de desempleados registrados por la Encuesta de 
Población Activa en el segundo trimestre de 2015 
recibían algún tipo de prestación del sistema 
de protección social por desempleo (en torno al  
54 por ciento si tomamos como referencia los 
parados registrados). Si nos fijamos en la pobla-
ción extranjera, dicho porcentaje se reducía 
al 24 por ciento (44 por ciento de los parados 
extranjeros registrados).

La participación en sectores informales 
de la economía constituye, con frecuencia, la 
única posibilidad de acceder a un puesto de 
trabajo para los inmigrantes indocumentados, 
así como para muchos trabajadores autóctonos 
e inmigrantes con permiso de trabajo que no 
logran encontrar un empleo en la economía for-

mal. Los trabajadores empleados en la econo-
mía sumergida no cotizan a la Seguridad Social 
y están, por tanto, excluidos de los sistemas de 
aseguramiento social de carácter contributivo. 
En el sistema productivo español, la economía 
sumergida representa por tanto un importante 
obstáculo al acceso de los inmigrantes a los pro-
gramas de aseguramiento social5. 

2.2. Servicios sociales

Según el art. 14 de la Ley 4/2000, los extran-
jeros residentes tienen derecho a los mismos ser-
vicios y prestaciones sociales que los españoles, 
mientras que los inmigrantes en situación admi-
nistrativa irregular solo pueden acceder a los ser-
vicios y prestaciones básicas. Esta distinción no 
se encuentra apoyada en una legislación común 
sobre el contenido de los servicios sociales bási-
cos y específicos. En el caso de la población 
inmigrante indocumentada, cada comunidad 
autónoma ha resuelto de diferente manera la 
cuestión del acceso a su red de servicios sociales: 
mientras en algunas comunidades se flexibilizan 
los requisitos de acceso a los programas gene-
rales, en otras se establecen sistemas paralelos 
especializados en atender a dichos colectivos. 

Los datos disponibles indican que las estric-
tas condiciones de elegibilidad de estos progra-
mas restringen considerablemente el acceso de 
inmigrantes. Así, según datos del Sistema Inte-
grado de Usuarios de Servicios Sociales (SIUSS)6 
los extranjeros representaron aproximadamente 
el 16,5 por ciento de los usuarios en 2012, por-
centaje relativamente próximo al 12 por ciento 
que representaban en el conjunto de la pobla-
ción en ese año (MSSCI, 2012). Si nos fijamos en el 
número total de intervenciones, el colectivo inmi-
grante reduce significativamente su presencia 

4  Aquí se incluyen el subsidio por desempleo, el sub-
sidio y renta agraria para trabajadores eventuales agrarios 
(Andalucía y Extremadura), el programa temporal de presta-
ción por desempleo e inserción, y la renta activa de inserción.

5  Por su propia naturaleza, se desconoce la dimensión 
precisa de las actividades económicas que escapan a la acción 
reguladora e impositiva del Estado en España, aunque diversas 
estimaciones coinciden en cuantificarlas entre un 20 y un 23 por 
ciento del PIB, cuando la media de los países de la OCDE estaría 
aproximadamente en el 14 por ciento en 2010 (Schneider, 2010). 
La actividad económica sumergida se concentra fundamental-
mente en la construcción, la agricultura y particularmente en 
el sector servicios (restauración, limpieza, servicio doméstico y 
tareas de cuidado) (Baldwin-Edwards y Arango, 1999).

6  Estos datos se refieren tan solo a un conjunto de  
14 comunidades autónomas y a las ciudades autónomas de 
Ceuta y Melilla, sin que se incluya información de Canarias, 
Cataluña y País Vasco.
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hasta el 7,5 por ciento de las actuaciones de los 
servicios sociales, mostrando también un per-
fil de uso diferenciado respecto a la población 
autóctona. En un contexto general de deterioro 
de las condiciones materiales de vida de los seg-
mentos sociales más desfavorecidos, las pobla-
ciones de origen inmigrante destacan entre los 
grupos más vulnerables ante la crisis. Así, según 
los datos del SIUSS, las intervenciones de los 
servicios sociales relacionadas con la provisión 
de ayuda de emergencia o urgente necesidad 
para el conjunto de la población aumentaron 
desde el 5,3 por ciento en 2007, hasta el 8,7 por 
ciento del total de actuaciones en 2012. Dicho 
aumento fue considerablemente mayor en el 
caso de los inmigrantes al pasar del 10,8 por 
ciento, al 19,3 por ciento en ese mismo período. 
Las actuaciones complementarias para la cober-
tura de subsistencia pasaron del 4,3 por ciento 
del total de intervenciones en 2007, al 6,5 por 
ciento en 2012. En el caso de la población inmi-
grante, dicho aumento fue mayor, al pasar del  
5 por ciento al 10 por ciento. Finalmente, pode-
mos destacar también cómo las intervencio-
nes relacionadas con déficits de alimentación 
representaban el 6,2 por ciento de las actuacio-
nes con población inmigrante, frente al 4,2 por 
ciento de la población en general en 2012.

En 2008, los inmigrantes representaban 
el 11,2 por ciento de los beneficiarios de rentas 
mínimas de inserción en España, lo cual indicaba 
una clara infratrepresentación tomando en con-
sideración que los inmigrantes constituyen una 
proporción mayor de la población en riesgo de 
exclusión social. La crisis económica y sus graves 
efectos sobre las rentas de las poblaciones de ori-
gen inmigrante más vulnerables elevaron dicho 
porcentaje hasta el 22,8 por ciento a finales de 
2014 (MSSCI, 2014). Paradójicamente, estas pres-
taciones generalmente excluyen a los inmigran-
tes indocumentados, presumiblemente uno de 
los colectivos sociales más expuestos a los efec-
tos de la crisis.

Las tasas de riesgo de pobreza de la pobla-
ción inmigrante de origen extracomunitario se 
han deteriorado de manera extraordinaria coin-
cidiendo con el agravamiento de su situación 
laboral. Según datos de la ECV 2014, la tasa de 
riesgo de pobreza de la población extranjera que 
no procedía de países de la Unión Europea (UE) 
se situaba ya por encima del 55 por ciento (frente 
a una tasa del 35,7 por ciento entre los extran-
jeros procedentes de la UE, y un 18,4 por ciento 

entre la población autóctona). Desde 2007 la tasa 
de riesgo de pobreza en la población extracomu-
nitaria se ha incrementado en más de 25 puntos, 
mientras que entre la población autóctona ha 
aumentado en poco más de un punto porcen-
tual. La proporción de inmigrantes que se enfren-
taron a situaciones de carencia se situó también 
muy por encima de la población autóctona. En 
2010, el 4,4 por ciento de los extranjeros extra-
comunitarios que vivían en hogares con niños 
declaraba que no podía permitirse una comida 
de carne, pollo o pescado al menos cada dos días 
(frente al 2,2 por ciento de los españoles). En 2012 
dicho porcentaje había aumentado hasta el 7,9 
por ciento (habiendo descendido ligeramente 
hasta el 1,9 por ciento entre los autóctonos). Ello 
refleja, por un lado, el incremento de las situacio-
nes de desempleo, pero también la baja protección 
de las prestaciones monetarias a las que puede 
acceder la población inmigrante como resultado 
de las vinculaciones precarias de muchos de ellos 
al mercado de trabajo, lo cual tiene un impacto 
directo sobre los menores. Así, más de la mitad 
de los menores de origen extracomunitario viven 
en hogares en riesgo de pobreza, frente al 20 por 
ciento de menores autóctonos que se encuen-
tran igualmente en esa situación.

En un contexto de crisis como el experi-
mentado en España durante los últimos años, 
el potencial impacto reductor de la pobreza 
de la última red de servicios sociales en gene-
ral, y de las transferencias monetarias en par-
ticular, adquiere particular relevancia. Como 
puede apreciarse en el gráfico 1, las limitacio-
nes de la protección social a través de transfe-
rencias (contributivas y asistenciales) para la 
población inmigrante en España son patentes. 
A diferencia de lo que ocurre con la población 
autóctona, las pensiones de jubilación y super-
vivencia tienen un efecto insignificante sobre 
la reducción de pobreza antes y después de 
transferencias. El resto de prestaciones redu-
cen la pobreza antes de transferencias aproxi-
madamente un 20 por ciento, pero ese efecto 
resulta claramente insuficiente para paliar la 
situación de desventaja en que se encuentran 
estos colectivos.

El desajuste entre necesidades y recursos 
sociales ha generado conflictos localizados terri-
torialmente, especialmente cuando estos han 
sido atizados políticamente. Una muestra de la 
utilización política de las actitudes de descon-
fianza hacia los inmigrantes fue la estigmatización 
de los beneficiarios marroquíes del programa de 
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RMI en Cataluña en el verano de 2011, con la que 
el gobierno autonómico trató de introducir seve-
ros recortes en dicho programa evitando asumir 
un coste social y electoral por ello (Arriba González 
de Durana y Moreno Fuentes, 2012).

2.3. Vivienda 

Entre los retos de integración de la pobla-
ción inmigrante a los que se ha enfrentado 
nuestro país durante los años de expansión eco-
nómica se encuentra, sin duda, la provisión de 
viviendas. La llegada masiva de población inmi-
grante alimentó la demanda, especialmente en el 
mercado de alquiler, un mercado de por sí poco 
dinámico en un sistema con un fuerte predomi-
nio de la vivienda en propiedad. Según datos 
de la Encuesta Nacional de Inmigrantes (ENI) 
realizada en 2007, una cifra bastante elevada  
de inmigrantes (71 por ciento) había cambiado de 
vivienda desde que llegó a España. Esto convierte 
a las personas de origen inmigrante en un colec-
tivo especialmente vulnerable en un contexto de 
escaso desarrollo de políticas de vivienda que les 

aboca a alquilar viviendas en precarias condicio-
nes de habitabilidad, así como a adoptar decisiones 
de compra que entrañan elevados riesgos finan-
cieros.

La capacidad financiera de la mayoría de 
extranjeros que se instalan en España excluye 
la compra de una vivienda, al menos en una pri-
mera etapa del proceso migratorio. Así, la mitad 
de las personas de origen extranjero han acce-
dido a su primera vivienda a través de un alquiler. 
La otra mitad se distribuye en un amplio abanico 
de opciones: algo más del 25 por ciento vivieron 
en situación de cesión gratuita, con familiares o 
amigos, o en espacios cedidos por la empresa 
para la que trabajaban; un 11,5 por ciento vivía 
en realquiler, confinados a espacios dentro de 
viviendas compartidas con el propietario u otros 
inquilinos; y tan solo el 4 por ciento accedieron 
a su primera vivienda en régimen de propiedad 
(fundamentalmente personas con alto poder 
adquisitivo, procedentes en su mayoría de países 
desarrollados).

Teniendo en cuenta los altos índices de 
vulnerabilidad social de los colectivos inmigran-
tes, los datos apuntados por la ENI antes del 

Gráfico 1

Impacto de las transferencias sobre el riesgo de pobreza en la población autóctona  
y extracomunitaria (España, 2012)

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV, 2013.
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comienzo de la crisis señalan claramente que los 
inmigrantes no ocupan las escasas viviendas de 
alquiler social o público en las tasas proporcio-
nales a su representación en los segmentos de 
población más vulnerable. Según la ENI, tan solo 
el 0,1 por ciento de los extranjeros afirmaba que 
su primera vivienda había sido alquilada a una 
institución pública, porcentaje que aumentaba 
ligeramente si se preguntaba a los entrevistados 
por su vivienda actual. Así, el 0,2 por ciento de 
los inmigrantes que llevaban hasta cuatro años 
en España indicaban que su vivienda de alqui-
ler era de titularidad pública; el 0,5 por ciento de 
los que llevaban entre cinco y nueve años; y el  
1,0 por ciento de los que llevaban diez o más años. 
Aunque resulta difícil dilucidar con total certeza a 
partir de datos de encuesta, se trata en cualquier 
caso de porcentajes muy bajos, en que además 
los inmigrantes se encuentran infrarrepresenta-
dos. CECODHAS Housing Europe (2007) ha esti-
mado que el alquiler social o público, fuera de 
mercado, alcanza en nuestro país escasamente el 
1 por ciento del parque total de vivienda, cifras 
que nos sitúan muy por debajo de los porcenta-
jes de alquiler social en la mayoría de los países 
de la UE (Trilla y López, 2009). 

Además, una proporción importante de 
la población inmigrante tiende a ocupar vivien-
das en edificios degradados, ya sea en zonas 
urbanas de infravivienda y en barrios históricos, 
o en zonas tradicionales de acogida de colecti-
vos nacionales (que emigraron algunas décadas 
atrás y ahora han encontrado oportunidades de 
realojamiento en viviendas de mayor calidad 
de carácter suburbano). En estas condiciones, 
los problemas de habitabilidad e inadecuación 
de las viviendas a las necesidades de sus miem-
bros son bastante comunes. Entre los problemas 
más acuciantes se encuentra la falta de espacio 
o el hacinamiento. Según datos de la ENI 2007,  
el 31 por ciento de las personas extranjeras resi-
dían en una vivienda que presenta problemas de 
falta de espacio, y un 12,3 por ciento vivía en con-
diciones de hacinamiento7. Estas cifras eran muy 
superiores a las del conjunto de la población resi-
dente en España. Estimaciones realizadas a partir 
de la ECV 2007 indican que, en el conjunto de la 
población, el 6,6 por ciento de las personas vivía 
en condiciones de falta de espacio, y el 1,4 por 
ciento de hacinamiento, porcentajes marcada-
mente inferiores a los de la población inmigrante 

(Marí-Klose et al., 2011). Esta situación se ha dete-
riorado considerablemente durante la crisis, tal 
como muestran los datos de la ECV 2014. Según 
esta última encuesta, el 12,7 por ciento de la 
población autóctona afirmaba vivir en condicio-
nes de hacinamiento, porcentaje que se elevaba 
hasta el 16,3 por ciento en el caso de los extranje-
ros procedentes de otros países de la UE, y hasta 
el 23,3 por ciento entre la población extracomu-
nitaria.

Dentro del colectivo de personas extran-
jeras aparecen claramente situaciones relativa-
mente dispares. Los datos de la ECV indican 
que, al llegar a España, el 45,4 por ciento de los 
inmigrantes residen en una vivienda que pre-
senta problemas de falta de espacio, y el 21,9 por 
ciento viven en una situación de hacinamiento. El 
63,9 por ciento de las personas que subarrendan 
una vivienda experimenta falta de espacio, y el  
36,7 por ciento sufre hacinamiento. Entre los inmi-
grantes que llevan cinco o más años en España, 
la situación mejora sensiblemente, ya que el por-
centaje de personas inmigrantes que sufre pro-
blemas de falta de espacio se reduce al 26,3 por 
ciento, y el de personas que viven en situación de 
hacinamiento, al 9,6 por ciento. Estos datos sugie-
ren que las situaciones de mayor precariedad resi-
dencial se producen en las primeras etapas de la 
experiencia migratoria, cuando a menudo están 
ligadas a proyectos individuales. Pero también 
ponen de manifiesto que los procesos de arraigo 
que se producen con el paso del tiempo eliminan 
tan solo parcialmente la brecha entre inmigrantes 
y autóctonos en lo que se refiere a las condiciones 
residenciales. 

Más llamativa es la reducción paulatina 
de la brecha entre inmigrantes y autóctonos 
en el porcentaje de personas que viven en una 
vivienda de la que son propietarios. En 2007, la 
proporción de propietarios alcanzaba el 12,1 
por ciento entre los inmigrantes que llevaban 
hasta cuatro años en España, 29,4 por ciento 
entre los que llevan entre cinco y nueve años, y 
el 60 por ciento entre los que llevaban más de 
10 años8. Estos datos muestran que un número 
considerable de personas inmigradas han tenido 
acceso a fuentes de financiación para sufragar la 
compra de una vivienda. Significa también que 
muchos de ellos han tenido que hacer frente al 
pago de la vivienda en un contexto de encareci-
miento de este bien, incurriendo en altos niveles 
de endeudamiento.7  Se consideran viviendas con falta de espacio aquellas 

donde vive más de una persona por habitación. Se produce 
hacinamiento cuando en la vivienda viven más de 1,5 perso-
nas por habitación.

8  En el conjunto de la población española, el 83,5 por 
ciento de las personas vivía en una vivienda en propiedad.
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Las decisiones de compra de estos nuevos 
propietarios han venido determinadas tanto por 
las facilidades insólitas para obtener financiación 
en un período de expansión económica y del cré-
dito previo a la crisis, como por las expectativas 
optimistas de revalorización inmobiliaria. Pese 
al acentuado incremento del precio absoluto de 
la vivienda experimentado durante esos años, la 
compra de este bien se antojó, tanto para inmi-
grantes como para autóctonos, como la opción 
residencial óptima. Las razones para ello eran 
poderosas. Según estimaciones que tienen en 
cuenta el rédito teórico que un arrendatario 
recibía por la cantidad que tendría que haber 
destinado al pago de entrada de una vivienda 
en caso de haberla comprado, así como las 
desgravaciones fiscales existentes, la compra 
de una vivienda resultaba (en el período 1999-
2007) menos costosa anualmente que el pago 
del alquiler de una vivienda de similares carac-
terísticas, aun sin introducir en el cálculo las 
expectativas de revalorización (CES, 2002; Trilla 
y López, 2009). A estas condiciones favorables a 
la compra, hay que añadir la práctica universa-
lización del crédito. En un contexto de bonanza 
laboral y bajos tipos de interés, las posibilidades 
de financiar la compra de vivienda a través de 
crédito hipotecario se expandieron, abriendo 
vías de acceso a la propiedad a franjas de la po- 
blación tradicionalmente circunscritas al mer-
cado de alquiler. 

Lo que a corto plazo se antojaba como la 
decisión más razonable, a medio plazo abocó a 
muchos hogares inmigrantes a situaciones de 
considerable vulnerabilidad residencial, agra-
vando otros riesgos de exclusión social. Como 
hemos señalado, el contexto de crisis ha debi-
litado la capacidad económica de muchas de 
estas familias, disparando hasta límites difíciles 
de asumir el esfuerzo financiero que deben rea-
lizar para conservar su vivienda. Según la ECV 
2007, el 20 por ciento de los hogares encabe-
zados por extracomunitarios destinaba más del  
40 por ciento de la renta total del hogar al pago 
de la hipoteca. En 2009, esta proporción se 
había elevado a uno de cada tres, mantenién-
dose así en la ECV 2012. Un porcentaje similar 
reconocía que en el hogar se han producido 
retrasos en el pago de la hipoteca en el último 
año. El incremento en la prevalencia de situacio-
nes críticas entre inmigrantes extracomunita-
rios es muy importante, y no tiene parangón en 
ningún otro segmento poblacional (en 2012 tan 
solo el 5,8 por ciento de los hogares autóctonos 
declaraban tener que dedicar más del 40 por 

ciento de su renta a satisfacer sus obligaciones 
hipotecarias). Con las encuestas y las muestras 
disponibles es difícil anticipar las consecuencias 
que imponen los elevados costes de la vivienda 
sobre el bienestar material de las familias de ori-
gen inmigrante, ni determinar cuántos podrían 
perder sus viviendas. Sin embargo, cabe espe-
rar que, en los hogares para los que los gastos 
financieros de la vivienda representan una carga 
importante, puedan presentarse con el tiempo 
otras formas de vulnerabilidad residencial rela-
cionadas con las condiciones de la vivienda, su 
adecuación a las necesidades de las familias y 
toda una serie de incertidumbres sobre su futuro 
residencial.

La crisis disparó el número de ejecuciones 
hipotecarias y expulsiones de viviendas de inqui-
linos morosos. Las estadísticas sobre sentencias 
por falta de pago en arrendamientos urbanos y 
de las ejecuciones hipotecarias publicadas por 
el Consejo General del Poder Judicial y el Insti-
tuto Nacional de Estadística no permiten esti-
mar en qué medida el notable incremento de la 
inestabilidad residencial se está concentrando 
en los hogares inmigrantes, pero algunos datos 
de carácter micro apuntan en esa dirección. En 
la ECV 2012 se preguntaba a los entrevistados 
sobre las expectativas de cambio de vivienda 
en los seis meses siguientes a la entrevista y 
las motivaciones subyacentes a estos cam-
bios. Mientras el 0,4 por ciento de la población 
autóctona anticipaba perder su vivienda como 
resultado de un abandono forzoso9, el 4,6 por 
ciento de la población extracomunitaria preveía 
encontrarse en esta situación. En la mayoría de 
los casos, el abandono forzoso de la vivienda 
supone mudarse a otra vivienda más asequi-
ble, pero que probablemente se encuentre en 
peores condiciones de habitabilidad, o no satis-
faga adecuadamente las necesidades de los resi- 
dentes. Esto significa que, junto a los incon-
venientes, costes y problemas que genera el 
proceso de expulsión y traslado a una nueva 
vivienda, muchas de las personas abocadas a 
esta situación experimentan un empeoramiento 
de sus condiciones residenciales, que en casos 
extremos, puede empujarlas a la infravivienda o 
el “sin-hogarismo”. 

9  Por abandono forzoso, se entiende, a partir de las 
respuestas de la ECV, el cambio de hogar motivado porque  
1) el propietario  ha comunicado al inquilino la finalización del 
contrato, 2) el propietario le ha notificado que abandone la 
vivienda y debe hacerlo porque no tiene contrato formal, 
3) se produce desahucio/embargo, y 4) surgen problemas eco-
nómicos para sufragar el coste de la vivienda.
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2.4. Sanidad

Desde la aprobación de la Ley General de 
Salud (LGS) en 1986 y hasta la entrada en vigor 
de la Ley General de Salud Pública (33/2011) 
en enero de 2012, el Sistema Nacional de Salud 
(SNS) experimentó una gradual expansión de 
su rango de cobertura, hasta incluir a la práctica 
totalidad de la población residente en España. 
Un hito fundamental en dicho proceso de uni-
versalización fue la inclusión de los inmigran-
tes indocumentados a través de la Ley Orgánica 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España (4/2000). Previamente a la aprobación 
de dicha Ley el acceso a las prestaciones sanita-
rias de este colectivo estaba limitado a menores, 
embarazadas, servicios de urgencias, así como 
al tratamiento de enfermedades infecto-conta-
giosas. Diversos circuitos paralelos informales 
(ONG, servicios de salud pública y profesiona-
les del SNS a título individual y voluntario) se 
encargaban del seguimiento de los tratamien-
tos recibidos en urgencias, la atención médica 
especializada, las enfermedades crónicas, y la 
propia atención primaria para dichos colectivos. 
Esta cobertura parcial y segmentada adolecía de 
una grave carencia de medios, provocaba sola-
pamientos en la provisión de servicios sanita-
rios, dejaba huecos importantes en la atención y 
hacía depender el acceso a la atención sanitaria 
de la buena voluntad de los profesionales sanitarios 
(Moreno Fuentes, 2004). 

El mecanismo por el cual la Ley 4/2000 
articuló la cobertura sanitaria de los inmigrantes 
indocumentados fue el empadronamiento, avan-
zando así en la vinculación del derecho de acceso 
al SNS a la condición de residencia (aunque to- 
davía supeditado a la ausencia de recursos). El 
hecho de que el acceso a las prestaciones sani-
tarias continuase sin ser explícitamente recono-
cido como un derecho vinculado a la condición 
de residencia constituía una de las contradiccio-
nes básicas del sistema, perpetuando prácticas 
de control de elegibilidad que obstaculizaban 
el acceso efectivo a las prestaciones sanitarias a 
aquellas personas que, no habiendo cotizado 
a la SS, tampoco pudiesen aducir carencia de ren-
tas (Sevilla, 2006). El proceso de universalización 
de la sanidad en España concluyó en enero de 
2012 con la entrada en vigor de la Ley General 
de Salud Pública (33/2011), que pretendía elimi-
nar los últimos intersticios por los que se colaban 

determinados colectivos (ciudadanos españoles 
que no cotizaban a la SS y que disponían de ren-
tas por encima de un determinado umbral) que 
no podían acceder a las prestaciones del SNS. 
Con este paso, y más de 25 años después de su 
aprobación, la LGS alcanzaba su objetivo de con-
vertir el SNS en un sistema universalista basado 
en la residencia. 

Justificado por la crisis y el deterioro de 
las finanzas públicas, el RD 16/2012 de “medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del 
Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y 
seguridad de sus prestaciones”, aprobado en abril 
de 2012, supuso un punto de inflexión en el pro-
ceso de extensión del derecho de acceso al SNS, 
así como un vuelco radical en su filosofía organi-
zativa. Al reintroducir el concepto de “asegurado” 
para referirse a las personas cubiertas por el sis-
tema, este RD refuerza el papel de la Seguridad 
Social en la comprobación del derecho de acceso 
al sistema sanitario público, contradiciendo así el 
espíritu de la LGS en una iniciativa sobre la que 
existían ya precedentes en anteriores gobiernos 
del Partido Popular (Moreno Fuentes y Bruquetas 
Callejo, 2011). Dicho RD no solo anula los efectos 
de la recién alcanzada universalización del SNS, 
sino que dicta la retirada de las tarjetas sanitarias 
a los inmigrantes indocumentados mayores de 
18 años (con la excepción de las embarazadas, 
los afectados por enfermedades infecto-conta-
giosas y los necesitados de tratamientos urgen-
tes), excluyéndoles así del ámbito de cobertura 
del sistema sanitario público. El RD 1192/2012, 
aprobado unos meses más tarde, regula la condi-
ción de “asegurado”, establece el umbral de 100.000€ 
de ingresos anuales para definir el acceso de los 
españoles no cotizantes a la SS (o dependientes 
de un asegurado) a las prestaciones del SNS, y 
fija la fecha del 31 de agosto de 2012 para anular 
las tarjetas sanitarias de los inmigrantes indocu-
mentados que hasta ese momento dispusiesen 
de ella (en ese momento se estimaba que unos 
160.000 inmigrantes indocumentados perderían 
su tarjeta sanitaria). En octubre de ese mismo 
año, el Consejo Interterritorial del SNS aprobó la 
propuesta del Gobierno de establecer “convenios 
especiales de prestación de asistencia sanitaria” 
por los cuales los residentes no “asegurados” 
podrían acceder a la cartera básica de servicios 
del SNS previo pago de una póliza anual (710 
euros para menores de 65 años, o 1.864 euros 
para los mayores de esa edad). 

Estas medidas adoptadas por el Gobierno 
central debían acotar el rango de cobertura de los 
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17 Servicios Regionales de Salud (SRS), en par-
ticular, en relación al acceso de los inmigrantes 
indocumentados a las prestaciones sanitarias del 
SNS. La compleja articulación de responsabilida-
des políticas y financieras en este ámbito supuso 
una aplicación sustancialmente desigual de las 
disposiciones adoptadas a través de dichos Reales 
Decretos: explícitamente ignorados por algunos 
gobiernos autonómicos (Andalucía y Asturias); 
estableciendo programas específicos para aten-
der a los inmigrantes indocumentados sin recur-
sos (Aragón, País Vasco, Canarias, Cantabria, 
Cataluña, Extremadura, Galicia, Navarra, y Valencia); 
introduciendo algunas excepciones en la exclu-
sión de los inmigrantes indocumentados de 
sus sistemas sanitarios, por ejemplo, en el caso 
de aquellos afectados por enfermedades cró-
nicas (Madrid, Baleares, Castilla y León, Murcia, 
y La Rioja); o aplicando de manera literal las 
directrices del RD 16/2012, anulando las tarjetas 
sanitarias emitidas a inmigrantes indocumenta-
dos residentes en dicha comunidad y limitando 
la atención a estos colectivos a lo prescrito en 
dicho RD (Castilla-La Mancha).

Más allá de la posición adoptada por las 
autoridades sanitarias autonómicas a este res-
pecto, el grado de aplicación de dichas medidas 
parece haber variado también considerablemente 
en el interior de cada comunidad autónoma como 
reflejo de los márgenes de discrecionalidad buro-
crático-administrativa. La información disponi-
ble respecto al grado de cumplimiento de esta 
medida da cuenta de una situación extrema-
damente confusa, caracterizada por una gran 
dispersión en las prácticas. La incertidumbre res-
pecto a los derechos de acceso se ve agravada 
por la pluralidad (y opacidad) de las directrices 
que emanan de los diferentes niveles organiza-
tivos de los SRS (gerencias provinciales, direc-
ciones de área sanitaria, jefaturas de servicio, 
direcciones de centro, etc.), así como por la dis-
crecionalidad del personal administrativo y sani-
tario (AI, 2013).

Tras las elecciones autonómicas de mayo 
de 2015, algunas de las comunidades autónomas 
que hasta ese momento habían limitado, de una 
u otra forma, el acceso de los inmigrantes indo-
cumentados a los servicios sanitarios públicos 
(Baleares, Madrid, Valencia) anunciaron una revi-
sión de sus políticas respecto al acceso de estos 
colectivos a la sanidad pública. Dicha reacción 
respondía a declaraciones previas del Ministro de 
Sanidad en las que apuntaba en la dirección 
de devolver el derecho a la atención primaria a 

los inmigrantes indocumentados, sin concretar el 
modo en que se aplicaría dicha medida. En estos 
momentos se desconoce el modo preciso en 
que podría evolucionar el derecho de acceso a la 
atención sanitaria para esos colectivos vulnera-
bles, pero parece haberse invertido la tendencia 
hacia la restricción y buscarse nuevos equilibrios 
que reflejen de un modo más fiel las prácti-
cas aplicadas sobre el terreno, al tiempo que se 
garantiza un derecho elemental de las personas 
residentes en nuestro país.

Las implicaciones de la crisis económica 
sobre el ámbito de la salud y de la sanidad no son 
tan directas e inmediatas como en otros ámbitos 
de política social abordados en secciones ante-
riores, pero la relación entre la privación mate-
rial, los recortes presupuestarios y la salud de la 
población son claras en el medio y largo plazo. 
La literatura especializada ha acreditado profu-
samente los efectos perniciosos de las situacio-
nes de exclusión económica en el presente sobre 
el estado de salud en etapas más avanzadas del 
ciclo vital, así como en el incremento de riesgos 
de mortalidad prematura (Lynch y Smith, 2005). 
En este sentido, es previsible que el empeora-
miento de las condiciones de vida acarreado por 
la crisis económica en muchos hogares donde 
viven personas extranjeras comience pronto a 
manifestarse en un incremento de las tasas de 
morbilidad en dichos colectivos, situación sin 
duda agravada por las barreras de acceso a los 
servicios sanitarios introducidas para muchos de 
estos colectivos vulnerables en un contexto de fuer-
te recorte de prestaciones públicas.

3. Conclusiones: 
más allá de la crisis

La inmigración ha constituido uno de los 
principales elementos dinamizadores de la acti-
vidad económica en nuestro país durante los 
últimos años, contribuyendo a la consolidación 
del sistema de protección social. El modelo de 
crecimiento económico vigente en nuestro país 
durante los últimos lustros estaba basado en el 
desarrollo de sectores de actividad intensivos en 
factor trabajo y baja productividad. La inmigra-
ción de las últimas décadas permitió la expan-
sión de dicho modelo de crecimiento: con su 
trabajo, las poblaciones de origen inmigrante 
generaron riqueza y empleos y contribuyeron a la 
supervivencia de sectores de actividad económica. 
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La mano de obra inmigrante dotó al mercado 
laboral español de mayores dosis de flexibilidad 
(en términos de contratación, de condiciones 
laborales y salariales, y de movilidad geográ-
fica y funcional), particularmente en determi-
nados sectores y nichos de actividad, actuando 
al mismo tiempo como “colchón amortiguador” 
de los efectos más negativos de la crisis sobre la 
mano de obra autóctona. El papel de la inmigra-
ción en la prestación de servicios domésticos y 
asistenciales favoreció asimismo el incremento 
de la tasa de actividad femenina, propiciando de 
este modo el aumento de la renta de los hoga-
res. Por otra parte, la inmigración se convirtió en 
un factor equilibrador del presupuesto de la Segu-
ridad Social, al actuar los extranjeros como contri-
buyentes netos del sistema y demandar escasas 
prestaciones del mismo. Esto es particularmente 
cierto en relación con los programas de pensio-
nes de jubilación, que constituyen el grueso del 
gasto del sistema de protección social en nues-
tro país. 

En un contexto de expansión, la inmigra-
ción evidenció las fortalezas de nuestro régimen 
de bienestar, reflejadas en su capacidad de incluir 
a los recién llegados en los esquemas de pro-
tección social existentes. Sin embargo, a día de 
hoy, las severas consecuencias sociales de la cri-
sis nos posicionan ante las debilidades de dicho 
sistema, expresadas en el tensionamiento de los 
programas, los desequilibrios en la distribución 
de recursos y las incapacidades para responder a 
determinados incrementos de la demanda loca-
lizados en el territorio. A los retos ‘intrínsecos’ que 
nuestro sistema de bienestar ha de afrontar viene 
a sumarse un nuevo reto ‘extrínseco’, derivado 
del fuerte impacto de la crisis sobre poblaciones 
más vulnerables, y del corolario de recortes pre-
supuestarios que amenaza la financiación de los 
diferentes programas de protección social.

El fuerte impacto de la crisis sobre las po- 
blaciones de origen inmigrante, particularmente 
visible en el ámbito del mercado de trabajo, ha 
significado que estos grupos han recurrido de 
modo creciente a las prestaciones y subsidios 
por desempleo. El agotamiento de los derechos 
de acceso a este tipo de programas deja a estos 
colectivos en situación de particular vulnerabi-
lidad económica y social. A ello hay que añadir 
situaciones de intensa vulnerabilidad residencial, 
derivadas de las cargas financieras que supone el 
pago de la vivienda, que acarrean una descapi-
talización de estos hogares. Ante este panorama 
nos enfrentamos, sin duda, a riesgos crecientes 

de fractura social entre poblaciones autóctonas 
e inmigrantes. En estas condiciones conviene 
prestar particular atención a la evolución de las 
actitudes negativas de la población autóctona 
y a la relevancia creciente que puedan adquirir 
los discursos sobre sobreutilización y abuso de 
recursos públicos por parte de las poblaciones 
de origen inmigrante. Tales actitudes y discursos, 
aunque claramente inconsistentes con la eviden-
cia empírica disponible, amenazan con erosionar 
la legitimidad de los sistemas públicos de pro-
tección social y su sostenibilidad futura, espe-
cialmente si son alimentados por ‘empresarios 
políticos’ con fines electorales.
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Las políticas de consolidación fiscal 
y sus efectos en la naturaleza del 
Estado de bienestar español 
durante la Gran Recesión♦

Eloísa del Pino*, Juan A. Ramos** y Jorge Hernández-Moreno***

RESUMEN

En este artículo se describen las estrategias 
de consolidación fiscal desarrolladas por el Gobierno 
central a partir de 2010 para afrontar la crisis: poner 
el énfasis en la reducción del gasto, descargar en las 
comunidades autónomas buena parte de la respon-
sabilidad de realizar los ajustes y permitir el deterioro, 
por acción u omisión, de algunas de las políticas socia-
les. Asimismo se estudia hasta qué punto dichos ajus-
tes afectan al sistema de protección social, prestando 
especial atención a los procesos de remercantilización, 
refamilización, desuniversalización, disminución de 
sus capacidades y transformación de su gobernanza.

1. Introducción

En el verano de 2007 se desencadenó en 
Estados Unidos una crisis hipotecaria que, a 
comienzos de 2008, se convertiría en una crisis 

financiera y económica global. Tras una obstinada 
resistencia, el 8 de julio de 2008 el presidente José 
Luis Rodríguez Zapatero (PSOE), utilizó la palabra 
“crisis” para referirse al deterioro de los indicado-
res macroeconómicos españoles. En un primer 
momento, el Gobierno aprovechó la aparente-
mente buena situación de sus finanzas públicas 
para reaccionar a la crisis mediante la implemen-
tación de políticas expansivas, tal como hicieron 
otros países europeos. Sin embargo, las políticas 
de estímulo keynesiano, que en el caso de España 
se plasmaron en el denominado Plan Español para 
el Estímulo de la Economía y el Empleo (Plan E), 
no consiguieron contener la situación. La econo-
mía española pasó de disponer de un superávit de 
2 puntos en 2007 a alcanzar un déficit de -11,4 por 
ciento en 2009.

Aunque en ese momento era difícil pronos-
ticar el alcance final de la crisis, la prensa interna-
cional reseñaba en sus titulares “el fin del milagro 
español”, y comenzaba a ponerse de manifiesto 
una grave recesión que suponía el abandono 
de la senda de crecimiento económico iniciada 
en 1994. A partir de 2010, los sucesivos gobier-
nos apostaron por políticas inspiradas en la lla-
mada austeridad expansiva. Esta decisión estuvo 
motivada por la conjunción de una serie de fac-
tores: el agravamiento de la crisis, la enorme pre-
sión internacional para reorientar la acción de 
gobierno, los apriorismos ideológicos y la impre-
visión, que impidió pensar con cierta tranquili-

♦  Este artículo ha sido posible gracias al apoyo del pro-
yecto “Capacidad y Estrategias de Reforma frente a la Crisis 
Fiscal en los Sectores Públicos y las Políticas de Bienestar Auto-
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financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad 
(CSO2012-33075).
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dad tanto en las estrategias más apropiadas para 
afrontar la crisis como en su alcance.

En este artículo se describen las estrategias 
de consolidación fiscal adoptadas por los distin-
tos gobiernos desde 2010, cuando se ponen en 
marcha las políticas de ajuste, hasta el momento 
de terminar este texto en el mes de septiembre de 
2015, fecha en que inusualmente se están tra-
mitando los Presupuestos Generales del Estado 
para 2016. En particular, interesa estimar de qué 
manera las características de las estrategias gene-
rales de consolidación (apostar por el recorte 
de los gastos más que por el incremento de los 
ingresos; depositar gran parte de la responsa-
bilidad por los recortes sobre las comunidades 
autónomas –CC. AA.–, y permitir el deterioro por 
acción u omisión de algunas de las políticas) y, en 
concreto, las estrategias de ajuste de las políticas 
sociales, han afectado a la naturaleza del sistema 
de protección social. 

Conviene advertir que en el artículo se rea-
liza una aproximación a este objeto de estudio 
en la medida en que la información disponible 
lo permite. Por ejemplo, en el momento de aca-
barlo aún no son públicos los datos que servirían 
para conocer con exactitud el alcance del recorte 
en políticas tales como sanidad, educación o 
atención a la dependencia en el periodo conside-
rado1. Aunque esto supone un problema, la lite-
ratura científica coincide desde hace tiempo en 
que los tradicionales análisis de la evolución del 
gasto social en sentido creciente o decreciente 
no bastan para comprender la naturaleza y varie-
dad de los cambios que experimentan actual-
mente los Estados de bienestar (Clasen y Siegel, 
2008). Los Estados de bienestar europeos, al 
menos desde mediados de la década de 1990, se 
han transformado de manera relevante en varias 
de sus dimensiones. Ejemplos de estos cambios 
son la introducción de la activación o la condi-
cionalidad, la focalización, el reconocimiento de 
derechos a nuevos colectivos, la remercantiliza-
ción, la desuniversalización, la introducción de 
más mecanismos de control o, en otro sentido, 

de procesos de acompañamiento a los ciudada-
nos para lograr su reenganche social o laboral2.

Debido a las limitaciones en el análisis del 
gasto y a la ya mencionada necesidad de con-
templar cambios multidimensionales, en este 
artículo se va a realizar una aproximación cuali-
tativa al tipo de medidas adoptadas en el ámbito 
de las políticas sociales. Sin embargo, hay que 
reconocer que tampoco este análisis es del todo 
preciso. Por un lado, la implementación de algu-
nas medidas diseñadas durante la crisis por un 
gobierno puede depender de otro (por ejem-
plo, no todos los gobiernos autonómicos han 
implementado siempre las medidas diseñadas 
desde el Gobierno central, o no lo han hecho de 
la misma manera). Por otro, algunos gobiernos 
subnacionales han adoptado ciertas medidas 
originales y propias en aspectos del sistema de 
protección social sobre el que tienen capacidad 
de decisión, iniciativas que es imposible contabi-
lizar y analizar con detalle aquí. 

En el siguiente apartado de este trabajo se 
describe cronológicamente el proceso de adop-
ción de las estrategias de consolidación fiscal, así 
como también las mismas estrategias. A continua-
ción, se estudian los principales ajustes y reformas 
que han tenido como objeto las políticas sociales 
en el marco de dichas estrategias. Seguidamente, 
se analizan los efectos de estas reformas sobre el 
sistema de protección social español. Por último, 
se presentan algunas conclusiones.

2. La irrupción de la crisis 
y la elección de las 
estrategias de respuesta 

A pesar de las políticas anticíclicas puestas en 
marcha por el Gobierno de Rodríguez Zapatero 
en 2008, el deterioro de la situación económica a 
nivel nacional e internacional acabó afectando de 
manera seria a las finanzas públicas y, en la prima-
vera de 2009, la UE aprobó la apertura de un pro-
cedimiento por déficit excesivo contra España. 
Este hecho adquirió una influencia determinante 
en el cambio de rumbo de la política guberna-
mental. Desde principios de 2010, en un contexto 
de creciente preocupación por las tensiones en 
torno a la deuda soberana, se produjo un claro 
viraje del Gobierno hacia las políticas de austeri-

1  Durante los años de la crisis, el saldo de las cuentas 
extrapresupuestarias de las CC. AA. ha sido muy abultado, 
pudiendo superar los 12 puntos del gasto total no financiero 
de cada una de ellas y, aunque se estima que más del 80 por 
ciento del mismo corresponde a sanidad (entrevistas con varios 
directores generales de presupuestos en varias CC. AA.), no se 
publica la información que nos posibilitaría atribuir con exacti-
tud esas cantidades a los distintos sectores de política pública. El 
año 2013 será el primero en que, al reducirse considerablemente 
el saldo de estas cuentas, resultará más fácil realizar tales esti-
maciones. Sin embargo, estos datos no se han publicado aún. 2 Véase, por ejemplo, Bonoli (2012) y Hemerijck (2015).
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dad para tratar de reconducir el déficit hasta no 
más del 3 por ciento del PIB para el conjunto de 
las Administraciones Públicas (AA.PP.) en 20133. 

A su regreso de la cumbre de la UE el 
9 de mayo de 2010, y tras las llamadas de Barack 
Obama, Angela Merkel y Hu Jintao advirtiendo al 
presidente del Gobierno de los riesgos que España 
estaba corriendo, Zapatero presentó un plan inte-
gral para la reducción del gasto público que en 
2009 había alcanzado el nivel récord del 46 por 
ciento de PIB. Este plan, que tuvo como respuesta 
una huelga general, incluyó una reducción del  
5 por ciento en los salarios de los empleados 
públicos, así como también medidas en mate-
ria de pensiones, prestaciones por dependencia, 
políticas de apoyo a la familia, gasto farmacéutico 
y mercado de trabajo4. Aunque el Gobierno tam-
bién incrementó diversos impuestos (IVA, IRPF e 
impuesto sobre el patrimonio, entre otras figu-
ras), la principal estrategia para asegurar la con-
solidación fiscal debía consistir, a su juicio, en la 
reducción del gasto.

A lo largo de los meses siguientes persistió 
el deterioro de la situación económica. En mayo 
de 2011, poco después de la eclosión del movi-
miento 15-M, se celebraron las elecciones auto-
nómicas y municipales. Arrojaron una victoria 
del Partido Popular (PP), que alcanzó la mayoría 
de votos en CC.AA. como Castilla-La Mancha, 
Extremadura y Aragón, tradicionalmente gober-
nadas por el PSOE. En el verano de ese mismo año, 
los responsables del Banco Central Europeo (BCE) 
remitieron sendas cartas a los primeros ministros 
de Italia y España, instando a la adopción urgente de 
reformas profundas en materia de política econó-
mica. En septiembre del mismo año se aprobó, 
con extraordinaria celeridad, una reforma de la 
Constitución. La redacción del nuevo artículo 135 
consagró el principio de estabilidad presupuesta-
ria como criterio orientador de la actuación de las 
AA.PP., vinculó el nivel de déficit estructural a los 
márgenes que fijara la Unión Europea y estableció 
que el volumen de deuda pública no podría supe-

rar lo previsto en el Tratado de Funcionamiento 
de la UE, señalando que los límites de déficit y 
deuda de las AA.PP. solamente podrían superarse 
en casos excepcionales. 

En noviembre de 2011, el PSOE sufrió la 
peor derrota electoral de su historia, mientras 
que el PP obtuvo una holgada mayoría absoluta 
en las elecciones generales. A pesar de que el 
Gobierno presidido por Rajoy también aprobó 
una subida de los principales impuestos (IRPF, 
Sociedades, IBI) y creó nuevas figuras tributarias 
–contradiciendo lo que había prometido durante 
su campaña electoral–, nuevamente la estrategia 
principal de consolidación fiscal consistió en el 
recorte del gasto público. A modo de resumen 
de lo ocurrido en el periodo comprendido entre 
2009 y 2012 en relación con el gasto del Estado, 
la partida más afectada por el recorte fue la inver-
sión pública y tras ella la destinada a la remune-
ración de los empleados públicos. Además, en 
los primeros años de la crisis se dispararon algu-
nas otras, debido al incremento automático del 
gasto destinado a prestaciones por desempleo 
(por el creciente número de parados), al pago de 
las pensiones (debido al creciente ritmo de jubi-
laciones), así como a la carga de intereses de la 
deuda (vinculada en parte al saneamiento del 
sistema financiero), cuyo “pago gozará de prio-
ridad absoluta” según el reformado artículo 135 
de la Constitución. A estos problemas por el lado 
del gasto hay que sumar una fuerte disminución 
de los ingresos debido a la mengua de la acti-
vidad económica, que, como se señaló, no fue 
compensada por el incremento de los impues-
tos. En esta situación, las partidas que quedaban 
por tocar eran las relacionadas con la protección 
social, que en España constituían en 2011 una 
parte muy importante del presupuesto (un 60 por 
ciento del gasto público si incluimos sanidad y 
educación).

La segunda estrategia de consolidación 
fiscal afectó especialmente a las CC.AA. Entre 
diciembre de 2011 y julio de 2012 se sucedieron 
una serie de medidas de ajuste de considerable 
calado con serias consecuencias para los gobier-
nos subnacionales5. En 2009, sin ser consciente 
aún de la gravedad de la situación, el Gobierno 
socialista había impulsado una reforma del sis-

3  Este giro se plasmó en los siguientes documentos: 
Actualización del Plan de Estabilidad y Crecimiento 2009-
2013; Plan de Acción Inmediata 2010; Plan de Austeridad de la 
Administración General del Estado 2011-2013; Acuerdo marco 
con las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía sobre sostenibilidad de las finanzas públicas para 
el período 2010-2013; Acuerdo marco con las Corporaciones 
Locales sobre sostenibilidad de las finanzas públicas para el 
período 2010-2013. 

4  Real Decreto Ley 8/2010; Modificación del Acuerdo 
Marco con las Comunidades Autónomas y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía sobre sostenibilidad de las finanzas 
públicas 2010-2013; Real Decreto Ley 10/2010; Ley 35/2010.

5  Destacadamente las siguientes: Real Decreto Ley 
20/2011; Acuerdo 5/2012 del CPFF; Real Decreto Ley 14/2012; 
Real Decreto Ley 16/2012; Ley Orgánica 2/2012; Real Decreto 
Ley 20/2012. A las normas y los acuerdos de ámbito estatal 
habría que sumar necesariamente las elaboradas por las 
CC.AA. en desarrollo de las primeras.
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tema de financiación de las comunidades de régi-
men común que les confería más recursos y un 
mayor grado de autonomía fiscal, al tiempo que 
autorizaba las operaciones de endeudamiento 
de varias de ellas (Colino y Del Pino, 2013: 14-16). 
El incremento de los ingresos recibidos por las 
CC.AA. en forma de entregas a cuenta (ajustado 
después a la baja en función de la recaudación 
real) encubrió temporalmente la gravedad de 
la crisis, en un momento que además estaba 
próximo a los comicios autonómicos, y retrasó 
la adopción de decisiones por parte de los go- 
biernos regionales para afrontarla. Cuando 
los ingresos se desplomaron, las CC.AA. vieron 
incrementarse sus déficits, pasando a depender 
de la financiación del Estado central tras cerrár-
seles los mercados de crédito. Todo esto ocu-
rrió en un contexto marcado por la pérdida de 
confianza ciudadana en la capacidad de gestión 
de las CC.AA. (según datos del CIS, la valoración 
“más bien positiva” de la creación de las CC.AA. 
se situó en un 40 por ciento en 2012, tras caer 30 
puntos porcentuales) y por la estrecha vigilancia 
de las cuentas españolas por parte de la UE. Tras 
tachar de despilfarradoras a las autonomías, el 
Gobierno central se vio obligado a responder a 
las necesidades de un buen número de ellas. El 
gabinete presidido por Rajoy implementó diver-
sas iniciativas para proporcionar recursos a los 
gobiernos regionales, exigiendo contrapartidas 
relacionadas con el cumplimiento de determina-
dos objetivos de déficit que fijó periódicamente 
de forma unilateral, u otras, que afectaban a las 
políticas sociales como la sanidad (Colino y Del 
Pino, 2014). En 2012 se aprobó la Ley de Esta-
bilidad Fiscal y Sostenibilidad Financiera para 
desarrollar la reforma constitucional, una norma 
que establecía un estricto sistema de monitoreo 
y sanciones, así como la obligatoriedad de pre-
sentar los llamados Planes Económico-Financie-
ros de Reequilibrio. Además, en 2013, se creó la 
nueva Autoridad Independiente de Responsabi-
lidad Fiscal (AIReF) con el objetivo de asegurar el 
cumplimiento del principio de estabilidad pre-
supuestaria. 

A pesar de haber creado casi 30 nuevos tri-
butos desde el inicio de la crisis, las CC.AA. tie-
nen un estrecho margen de maniobra fiscal (que, 
en alguna ocasión, el propio Gobierno central 
ha recurrido (Cuenca, 2014), y todas, si bien de 
manera desigual, han procedido a ajustar priori-
tariamente a través del gasto. Dado que alrededor 
del 70 por ciento del presupuesto autonómico se 
dedica a sanidad, educación y bienestar social, 
buena parte de los esfuerzos de contención o 

recorte del gasto se han centrado en estas par-
tidas. No obstante, resulta difícil saber con exac-
titud si el gasto sanitario real en 2015 es mayor, 
igual o menor que el correspondiente a 2007, 
debido a las discrepancias existentes entre los 
presupuestos aprobados por las CC.AA. y las ulte-
riores liquidaciones presupuestarias.

A partir de 2014, el contexto parece cam-
biar un tanto como consecuencia de la con-
junción de una serie de factores, entre los que 
destacan la incipiente mejora de la situación 
económica, el relativo cuestionamiento interna-
cional de las tesis de la austeridad y, en el caso 
de España, la proximidad de varias citas electo-
rales. En la primera de ellas, las elecciones euro-
peas celebradas en mayo de 2014, el PP alcanzó 
el 26 por ciento de los votos (frente a más del 42 
por ciento obtenido en los anteriores comicios 
europeos de 2009), al tiempo que nuevos par-
tidos surgidos al calor de la crisis consiguieron 
representación en las instituciones comunitarias. 
La implementación de las primeras medidas de 
ajuste por parte del PSOE, un partido socialde-
mócrata tradicionalmente defensor del Estado 
de bienestar y las políticas sociales, habían faci-
litado la puesta en práctica de nuevos recortes 
por parte del PP a partir de diciembre de 2011. 
Sin embargo, la movilización social contra las ini-
ciativas de ajuste (con desigual intensidad en las 
diferentes CC.AA.), los pobres resultados obte-
nidos en los comicios europeos y la pérdida de 
varios gobiernos autonómicos en las elecciones 
de 2015, han propiciado una cierta reorienta-
ción del PP, que pasó de anunciar, en 2012, un 
plan para lograr, en palabras de su portavoz, la 
“complicidad con los recortes”, a proponer, en el 
verano de 2015, una “ruta social”. 

En este punto es precisamente donde se 
puede identificar una tercera estrategia de con-
solidación fiscal, que se plasma claramente en 
los presupuestos de 2016. Pese a lo que la men-
cionada “ruta social” podría sugerir, las partidas 
sociales que se incrementan en los Presupuestos 
Generales del Estado no compensan las rebajas en 
el capítulo destinado a la protección por desem- 
pleo, que suponen más de un 21 por ciento res-
pecto al año anterior. Dicha disminución responde 
en parte a la reducción del paro, pero, sobre todo, 
al agotamiento de las prestaciones recibidas por 
muchos desempleados que no logran reincorpo-
rarse a un puesto de trabajo. Esta estrategia de 
no-actualización de los programas sociales, apli-
cada también, aunque de manera menos visible, 
en otras políticas sociales, contribuye junto con 
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las anteriormente descritas a cambiar la fisono-
mía de nuestro Estado de bienestar.

Finalmente, se han adoptado diversas medi-
das –algunas de gran calado, como la reforma la- 
boral aprobada en 2012, y otras más modestas, 
como por ejemplo las referidas a las aportacio-
nes de los usuarios del transporte público en la 
Comunidad de Madrid– que no suelen ser con-
sideradas como reformas del sistema de protec-
ción social. Aunque nosotros tampoco lo hacemos 
en este artículo, es preciso no perder de vista su 
impacto sobre los ciudadanos e, indirectamente, 
sobre el propio sistema de protección social. 

3. Revirtiendo la recalibración 
mediante los ajustes,  
la contención del gasto,  
los recortes y otras medidas

Al comenzar el siglo XXI, algunos pila-
res del Estado de bienestar español (pensiones 
o sanidad, por ejemplo) habían alcanzado un 
grado de desarrollo homologable al vigente en 
el contexto europeo. Sin embargo, con el nuevo 
siglo también se pusieron en evidencia las impor-
tantes limitaciones del sistema para responder a 
los nuevos riesgos y necesidades en una socie-
dad que ha experimentado un gran cambio 
desde los años ochenta. A partir del año 2000, y 
con la intención de abordar las insuficiencias del 
sistema, comenzaron a desarrollarse determina-
das políticas en materia de familia, atención a la 
dependencia, activación laboral, y otras dirigidas 
a la infancia y los jóvenes. Sin embargo, en esta 
fase de “recalibración” (Rodríguez-Cabrero, 2011; 
Del Pino, 2013; León et al., 2015), se obviaron los 
problemas más graves del sistema porque tratar 
de resolverlos exigía decisiones políticamente 
arriesgadas y, como afirmaba en 2007 un político 
que en 2015 es titular de un ministerio, “en época 
de vacas gordas todo puede esperar” (Ramos y 
Del Pino, 2009). 

Sin embargo, la crisis tampoco parece 
estar siendo útil para adoptar tales decisiones, 
de modo que persisten problemas de fondo 
tales como la dualización del mercado laboral 
y del sistema de protección en general, el creci-
miento de la desigualdad y la pobreza, el escaso 
efecto redistributivo de las transferencias socia-
les y los impuestos, la ausencia de un mecanismo 
que garantice unos ingresos mínimos en caso 
de absoluta necesidad o la endeblez de la base 

fiscal. Como expondremos a continuación, las 
reformas han consistido más bien en la raciona-
lización del gasto a corto plazo o su recorte, sin 
una clara visión estratégica6. 

En materia de sanidad, la Ley General de 
Salud Pública de 2011, aprobada durante la 
legislatura del segundo Gobierno de Zapatero, 
extendió la cobertura sanitaria a las 200.000 per-
sonas que carecían de ella, incluyendo los des-
empleados sin prestaciones y los trabajadores 
autónomos. A pesar de la situación generada 
por la crisis, el programa electoral del PP para las 
elecciones de 2011 no incluyó propuestas para 
asegurar la sostenibilidad del sistema público de 
salud. Al acceder al poder ejecutivo, el Gobierno 
de Rajoy impulsó la aprobación de diversas ini-
ciativas que limitaban el acceso a la atención 
sanitaria por parte de determinados colectivos. 
En el caso de los inmigrantes irregulares mayo-
res de edad, se permitía el acceso únicamente 
en situaciones de emergencia relacionadas con 
enfermedades graves, accidentes o asistencia 
durante el embarazo, el parto y el posparto. Más 
tarde el Gobierno decidió reincorporar al sistema 
a determinados segmentos específicos de ciuda-
danos españoles que habían quedado sin cober-
tura sanitaria tras la aprobación de los ajustes 
(los mayores de 26 años que no habían contri-
buido y carecían de alguna fuente demostrable 
de ingresos, por ejemplo). En la actualidad todos 
los residentes legales en España tienen acceso a 
la sanidad pública, salvo aquellos que no hayan 
contribuido antes y tengan unos ingresos anua-
les superiores a los 100.000 euros.

Algunas CC.AA., como el País Vasco, se opu-
sieron a estas medidas manifestando su inten-
ción de garantizar la cobertura sanitaria a todos 
los residentes, incluyendo a los inmigrantes en 
situación irregular, mientras que otras se nega-
ron a aplicar el copago y la restricción en la oferta 
de medicamentos. No obstante, la mayoría de los 
gobiernos regionales implementaron una amplia 
gama de recortes (en prestaciones, horas de ser-
vicio y coberturas), pagos (por pérdida o renova-
ción de tarjetas sanitarias, por ejemplo) y copagos 
(el farmacéutico entre ellos). Uno de los ajustes 
más sustantivos se ha producido en el capítulo de 
personal (con reducción del número de efectivos 
a través de la limitación al 10 por ciento de la tasa 
de reposición, en materia de salarios o mediante 
el incremento de las horas de dedicación, entre 

6  Para más detalles véanse Del Pino (2013) y Foessa 
(2015: 300-393).
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otros). Según el Informe anual del Sistema Nacional 
de Salud de 2013, el SNS cuenta con 5.000 efecti-
vos menos que en 2010 (Ministerio de Sanidad, 
2015); otras estimaciones, por ejemplo las reali-
zadas por el sindicato Comisiones Obreras, mul-
tiplican este número por diez al contabilizar más 
categorías y tipos de personal.

Ya en 2010, el Gobierno del PSOE había 
intentado contener el gasto farmacéutico, uno 
de los más elevados de los países desarrollados 
(OCDE, 2011a), con distintas iniciativas como la 
obligatoriedad de expedir recetas según principio 
activo. Estas medidas, con una estimación de aho-
rro de unos 5.000 millones de euros, no se imple-
mentaron en su totalidad debido a las presiones 
de la industria farmacéutica (Federación de Aso-
ciaciones para la Defensa de la Sanidad Pública, 
2012). Con el Gobierno del PP, se incrementó el 
copago de los medicamentos para todos los tra-
bajadores (entre un 40 y un 60 por ciento en fun-
ción de sus ingresos), se introdujo el copago para 
los pensionistas (entre 8 y 60 euros mensuales, 
también en función de sus ingresos), se suprimie-
ron las subvenciones a 456 medicamentos y otros 
suministros (como prótesis o productos dietéti-
cos) y servicios (como el transporte en ambulancia 
para casos no urgentes). Según algunas estima-
ciones del momento, el coste de los medicamen-
tos para los pacientes se duplicaría, pasando de 
un de un 6 por ciento a un 12 por ciento (Sanfélix-
Gimeno et al., 2012), con lo que ello puede supo-
ner para un gasto que tiene fuertes implicaciones 
redistributivas (Gimeno, 2000: 321). 

En 2015, el Gobierno ha reconsiderado la 
medida de retirar la tarjeta sanitaria a los inmi-
grantes en situación irregular “por razones de 
salud pública” y “para no saturar las urgencias”, 
en palabras del ministro del ramo, y actualmente 
baraja la posibilidad de que estas personas ten-
gan que abonar el 40 por ciento del coste del 
medicamento, en vez de su totalidad. También ha 
introducido, como condición para que las CC.AA. 
puedan participar en determinados programas 
de financiación promovidos por el Gobierno cen-
tral, algunas medidas de contención del gasto 
que podrían afectar a las decisiones autonómicas 
en materia de ampliación de la cartera de servi-
cios o del gasto en medicamentos.

Los datos oficiales disponibles no permiten 
determinar con exactitud cuál ha sido el impacto 
final de todas estas medidas sobre el gasto sani-
tario, que es gestionado en un 92 por ciento por 
las CC.AA. Como se avanzó en la introducción, 

el volumen del gasto extrapresupuestario de 
las CC.AA. en los distintos sectores de política 
pública no se ha hecho público para todos los 
años del periodo de crisis. Al parecer, alrededor 
del 80 por ciento de dicho gasto correspondería 
a sanidad, lo que haría suponer que los recortes 
son menores de lo que las medidas descritas invi-
tarían a sospechar. Por su parte, el propio Minis-
terio ha explicado en 2015 que el gasto sanitario 
se recortó en una cantidad equivalente a un 0,8 
por ciento del PIB entre 2008 y 2013, mientras 
que un informe elaborado por la Fundación BBVA 
(Pérez-García, 2015) llega a estimar que el gasto 
real por habitante en 2013 se ha reducido hasta 
situarse en niveles de 2004. 

Otra de las políticas que, incluso antes de 
finalizar su despliegue, ha sufrido las consecuen-
cias de la crisis, ha sido la de atención a las perso-
nas en situación de dependencia. Tanto el PP como 
el PSOE incluyeron en sus programas de 2004 el 
establecimiento de un nuevo sistema y el propio 
Gobierno del PP (2000-2004) creó una comisión 
para estudiar el problema, pero terminó descar-
tando la iniciativa por razones presupuestarias. 
En 2006, con el PSOE en el Gobierno, se aprobó 
la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y 
Atención a las personas en situación de Depen-
dencia, dando acceso a prestaciones públicas a 
todas las personas dependientes, fuera cual fuera 
su grado de discapacidad y sus ingresos.

Al amparo de esta norma, unas 760.000 
personas y sus cuidadores vieron mejorada su 
calidad de vida (Marbán y Rodríguez-Cabrero, 
2012). Sin embargo, su implementación fue pro-
blemática desde el principio. Así, la estimación 
inicial del número de personas dependientes se 
quedó corta; en algunas CC.AA. la evaluación de 
los beneficiarios potenciales de las prestaciones 
experimentó retrasos importantes, mientras que 
la gestión intergubernamental ha ocasionado 
problemas de coordinación y ha propiciado el 
intercambio de acusaciones entre las distintas 
administraciones por el retraso en los pagos. En 
el contexto de la crisis, la atención a la depen-
dencia sufrió los primeros recortes en 2010 bajo 
el Gobierno de Zapatero, con la eliminación del 
pago de los atrasos en las prestaciones econó-
micas hasta los seis meses. El programa del PP 
para 2011 se comprometía únicamente a hacer 
sostenible una ley que el propio Mariano Rajoy 
calificó durante la campaña electoral como “no 
viable”. En diciembre de 2011, un mes después 
de ganar las elecciones, se ampliaron los plazos 
para hacer efectivo el derecho a las prestacio-
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nes y se redujeron las cantidades económicas 
que percibirían los dependientes en régimen de 
atención en el ámbito familiar en, al menos, un 
15 por ciento. Además, las personas encargadas 
de los cuidados que fueran parte de la familia, en 
su mayoría mujeres, se verían obligadas a pagar 
sus contribuciones a la Seguridad Social por sí 
mismas, algo de lo que antes se encargaba el 
Estado. La inclusión en el sistema de una catego-
ría de dependencia moderada se vio retrasada 
un año más de lo planeado, y, asimismo, se han 
endurecido los requisitos para ser calificado con 
uno u otro grado de dependencia, lo que implica 
la percepción de menores prestaciones. Además, 
se han reducido la intensidad y la cuantía de 
determinados servicios y prestaciones previstos 
en la norma. El Gobierno central disminuyó en 
2013 su aportación al sistema en alrededor de un 
20 por ciento, aportación que ha tenido que ser 
cubierta por los gobiernos autonómicos (aunque 
no todas las CC.AA. están siendo igual de gene-
rosas) y por los beneficiarios del sistema a través 
del copago (Moreno Fuentes, 2015; Asociación 
Estatal de Directores y Gerentes de Servicios 
Sociales, 2015).

Aunque la colaboración público-privada 
tiene una larga historia en España (también en el 
sector de las políticas sociales), es difícil valorar si la 
crisis ha podido aumentar el peso de esta fórmula 
de provisión de servicios públicos. Sin embargo, 
sí ha podido propiciar que este tipo de relación 
entre la Administración y el sector privado se con-
figure con un perfil concreto debido a determi-
nadas reformas. En el caso de la dependencia, la 
implementación de la política atrajo a empresas 
que habían perdido parte de su negocio en otros 
sectores de actividad (como la construcción). En 
algunas CC.AA. o entes locales, como la ciudad 
de Madrid, la crisis ha favorecido que determi-
nadas decisiones de gestión (por ejemplo, el que 
en los procesos de contratación de empresas o 
entidades encargadas de proveer los servicios se 
priorice el precio sobre otros criterios, como la 
experiencia) potencien la participación del sector 
mercantil en este sector de políticas sociales.

Por lo que respecta a la educación, la 
mayor contribución del Gobierno del PSOE fue 
incrementar el número de becas, duplicándolo 
entre 2004 y 2010, y diseñar algunos programas 
dirigidos a reducir la tasa de abandono escolar 
(con escaso éxito). Ya a comienzos de la crisis y 
en el nuevo contexto de austeridad se aproba-
ron diversas medidas que pretendían fomen-
tar la formación profesional para compensar su 

tradicional debilidad en España. Sin embargo, 
entre 2009 y 2011, las asignaciones para educa-
ción descendieron un 1,6 por ciento a pesar del 
incremento del número de estudiantes, espe-
cialmente en escuelas públicas (CES, 2012). En 
mayo de 2012, el Gobierno de Rajoy aprobó una 
serie de medidas de emergencia para contener 
el gasto en todos los niveles educativos. Se incre-
mentó en un 20 por ciento el número de alum-
nos por grupo en la educación no universitaria, 
se aumentaron las horas lectivas para los profe-
sores, se produjeron despidos de profesores inte-
rinos o sujetos a contratos temporales, y también 
bajadas salariales, así como el aplazamiento en 
la construcción y mejora de infraestructuras, al 
tiempo que se intentaba reducir el coste opera-
tivo diario de los colegios. Algunos programas 
de becas para la compra de libros, ayudas de 
comedor y becas escolares para ciertos grupos 
de estudiantes han desaparecido. Además, en 
el caso de la enseñanza superior se elevaron las 
tasas universitarias. 

Como en el caso de la sanidad, no todas las 
CC.AA. han aplicado la totalidad de estas medidas, 
pero sí lo han hecho la mayoría de ellas. Su efecto 
sobre el volumen de gasto es más claro que en el 
caso de la política sanitaria. El gasto educativo en 
2014 fue inferior al de 2007 y se encuentra por 
debajo de la media de la OCDE y la UE (OCDE, 2014). 

Respecto a las políticas de familia y género, 
los gobiernos de Zapatero hicieron uso de los 
principales instrumentos de política pública en 
este sector (prestaciones económicas, programas 
de educación infantil y bajas por paternidad). Sin 
embargo, en los tres casos, estos avances se vie-
ron afectados por la crisis. A comienzos de 2011 
se eliminó uno de los programas más polémicos, 
el popularmente conocido como “cheque-bebé” 
puesto en marcha en 2007 y consistente en una 
prestación económica universal de 2.500 euros 
por el nacimiento o la adopción de un hijo. A 
pesar de que el propio PP había propuesto una 
media similar en su programa electoral –no apa-
recía en el programa electoral del PSOE, aunque 
sí existían ciertos documentos con propuestas 
similares (Bernardi y Sarasa, 2009)–, la oposición 
(el propio PP) lo tachó de electoralista y lo cri-
ticó por su elevado coste, por entender que su 
carácter universal lo convertía en un despilfarro 
y por su supuesta falta de efectividad como ins-
trumento para el incremento de la natalidad. Sin 
embargo, no se han tenido en cuenta las estima-
ciones de sus efectos positivos sobre los nive-
les de pobreza infantil (Marí-Klose y Marí-Klose, 
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2012). En 2015, el Gobierno del PP, en su giro 
social, ha implementado una nueva prestación 
para familias numerosas y un complemento a la 
pensión para las madres con más de dos hijos, 
medidas de dudosa eficacia para incrementar 
la natalidad, especialmente la última. Aun así, el 
presupuesto dedicado a políticas de familia está 
por debajo de la media de la UE, con una reduc-
ción de más del 10 por ciento entre 2009 y 2014 
según los datos del Instituto de Política Familiar 
(2015).

El Gobierno del PP, que llevaba una pro-
puesta similar en su programa electoral de 20117, 
eliminó el programa Educa3 que había puesto 
en marcha el Gobierno del PSOE a fin de incre-
mentar la oferta de plazas en la educación de 0 
a 3 años, aduciendo el valor educativo menor 
de esta etapa y el supuesto carácter asistencial 
del programa. Por otro lado, las regulaciones de 
2007 y 2009 ampliaban la baja por paternidad 
de 2 a 13 días, lo que hoy en día es un derecho 
personal e intransferible de todos los padres, tal 
y como planeaba el programa electoral del PSOE. 
Esta medida fue concebida en parte para fomen-
tar la natalidad, y también como un instrumento 
para reducir la desigualdad entre hombres y 
mujeres (Bernardi y Sarasa, 2009). El Gobierno del 
PSOE introdujo asimismo las bajas para embara-
zos de riesgo y para el periodo de lactancia. Las 
bajas por paternidad y maternidad se duplicaron 
entre los años 2004 y 2011, alcanzando más de 
647.000. Sin embargo, no hubo progreso alguno 
más allá del marco de las directivas europeas (16 
semanas de baja por maternidad), y tampoco se 
consiguió ampliar la baja por paternidad a cuatro 
semanas en el año 2011 (León y Salido, 2013). 

En este periodo, uno de los gastos que 
se ha visto más afectado por la crisis es el des-
tinado a la infancia, que ha experimentado una 
reducción de un 7,6 por ciento entre 2007 y 2013 
según las estimaciones de UNICEF España; y ello, 
a pesar de que España se cuenta entre los paí-
ses de la UE con mayor pobreza infantil, mientras 
que destaca entre los países con menor pobreza 
en la tercera edad. Por su parte, en relación con 
los jóvenes, el Gobierno de Zapatero lanzó la 
Renta Básica de Emancipación en 2007, con el fin 
de apoyar el alquiler de vivienda entre los jóve-
nes de 22 a 30 años. Sin embargo, en diciembre 
de 2011, el Gobierno del PP suprimió esta presta-
ción para nuevos solicitantes y redujo la cuantía 

mensual a los receptores de la misma a 210 euros 
(CES, 2012). 

En relación con las transferencias de ren-
tas y las pensiones, durante el primer mandato 
de Zapatero y en concordancia con el programa 
electoral del PSOE, el Gobierno aprobó un 
aumento del salario mínimo a nivel nacional. De 
hecho, entre 2004 y 2008, las pensiones mínimas 
se vieron incrementadas entre un 12 y un 19 por 
ciento en términos reales (OCDE, 2011b).

En opinión de la mayoría de los expertos, 
una de las reformas pendientes del sistema de 
protección social era la de las pensiones para 
poder afrontar el acelerado envejecimiento de 
la población española y el incremento del gasto 
de este sector, derivado de la incorporación al 
sistema de pensionistas con prestaciones cada 
vez más generosas (Chuliá, 2012). La crisis abrió 
sin duda una ventana de oportunidad para la 
reforma de un sector en que las iniciativas 
de cambio son muy delicadas desde el punto de 
vista electoral. A comienzos de 2010, el presidente 
Zapatero anunció una reforma sustancial de las 
pensiones que consistía en un aumento progre-
sivo de la edad de jubilación de 65 a 67 años y la 
ampliación del periodo empleado para el cálculo 
de su cuantía de 15 a 25 años de la carrera labo-
ral. Se estimaba que estas medidas contribuirían 
a la sostenibilidad financiera del sistema espa-
ñol de pensiones al reducir a largo plazo el gasto 
en prestaciones en una cuantía equivalente al 
3,5 por ciento del PIB (OCDE, 2011b). En mayo 
de 2010 se informó acerca de la congelación de 
las pensiones para 2011, aduciendo que el valor 
medio de las mismas había aumentado un 16 
por ciento desde 2004, y un 27 por ciento en el 
caso de las pensiones mínimas (Rubio, 2012). En 
2013, el Gobierno de Rajoy introdujo el llamado 
factor de sostenibilidad para adaptar la cuantía 
de las pensiones a la esperanza de vida a partir de 
2019. Además, incluyó un complejo mecanismo 
de revalorización de las prestaciones que condi-
ciona su actualización a la situación de las cuen-
tas de la Seguridad Social, lo que puede dar lugar 
a una importante pérdida de poder adquisitivo 
(Suárez, 2014).

En cuanto a la protección por desempleo, el 
dramático aumento del paro y su posterior per-
sistencia llevaron a Zapatero a impulsar en 2009 
una nueva prestación de 426 euros mensuales 
para los desempleados que hubieran agotado 
las previstas hasta ese momento. Esta medida 
ha sufrido diversas modificaciones durante el 

7  Programa electoral del Partido Popular 2011, Lo que 
España necesita, págs. 83-86.
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periodo de Gobierno del PP, en general, para 
endurecer los requisitos exigidos a los percep-
tores, lo que ha supuesto la expulsión de deter-
minados colectivos. En cuanto a la prestación 
contributiva, una reforma elaborada en 2012 
rebajó en diez puntos la tasa de sustitución del 
salario hasta dejarla en el 50 por ciento. En cual-
quier caso, más que las iniciativas antes mencio-
nadas, lo verdaderamente importante en este 
ámbito es la deliberada inacción del Gobierno. Si 
dos o tres años después del inicio de la crisis se 
produjo un proceso de asistencialización como 
consecuencia del agotamiento de las prestacio-
nes contributivas, lo que supuso una merma en 
los niveles de generosidad y protección, en la 
actualidad un elevado porcentaje de esos para-
dos ha agotado la totalidad de las prestaciones 
por desempleo, pasando a depender de las ren-
tas mínimas autonómicas, muy diferentes en 
cuanto a requisitos, cobertura y cuantía (exigua 
en ocasiones), o directamente del apoyo pres-
tado por entidades del tercer sector. En términos 
de gasto, mientras el porcentaje medio del PIB 
dedicado a la protección por desempleo en la UE 
25 se situó en el 1,38 por ciento en el año 2011, 
en España ascendió al 2,88 por ciento debido al 
número de desempleados. Sin embargo, si se 
analiza por punto de paro, España gastó en 2011 
menos que la media de la UE. Los presupuestos 
para 2016 rebajan aún más el esfuerzo protector 
(cerca del 22 por ciento) debido en parte al descenso 
del paro, pero también a que muchos desem- 
pleados quedan sin protección, de modo que 
la tasa de cobertura no alcanza el 57 por ciento 
(frente a casi el 78 por ciento en 2010), según el 
Ministerio de Trabajo, sin que ese dinero aho-
rrado se destine tampoco a políticas activas.

4. La nueva fisonomía  
del sistema de protección 
social

En general, una de las consecuencias más 
claras del conjunto de reformas analizadas es la 
de la remercantilización de nuestro de sistema de 
protección social. Los ciudadanos ahora depen-
den más de los ingresos que obtengan a través 
de su participación (o la de sus familias) en el 
mercado laboral para satisfacer sus necesidades 
en materia de bienestar social. Este proceso se ha 
producido por varias vías: 1) el endurecimiento 
de los requisitos para acceder a determinadas 
prestaciones o servicios (subsidios de desem-

pleo o becas, por ejemplo); 2) la eliminación de 
servicios o prestaciones (por ejemplo, escuelas 
infantiles o, de nuevo, becas); 3) la reducción de 
la cobertura de determinados programas (caso 
de algunos subsidios por desempleo); 4) la dis-
minución de la generosidad de las prestaciones 
o su no actualización (en numerosos subsidios, 
rentas mínimas y prestaciones por desempleo);  
5) la disminución de la intensidad de los ser-
vicios (por ejemplo, de las horas de atención 
domiciliaria en el caso de la dependencia); 6) la 
reducción de la duración de las prestaciones o su 
no alargamiento en los casos en los que se pro-
longa inusualmente la duración de la situación 
de necesidad (desempleo). Otro procedimiento 
remercantilizador ha consistido en: 7) la intro-
ducción o el incremento de tasas o precios públi-
cos en determinados servicios (por ejemplo, en 
la enseñanza universitaria o en la sanidad) y la 
introducción o aumento del copago (en el caso 
del gasto farmacéutico o en la mayoría de los ser-
vicios vinculados a la dependencia, entre otros). 
El copago, que podría ser positivo para moderar 
la demanda, afecta en mayor medida a las ren-
tas medias-bajas y puede expulsar del sistema a 
quienes necesitan los servicios, pero no pueden 
aportar las cantidades requeridas como ocurre 
en el caso de la atención a las personas en situa-
ción de dependencia8.

Otro cambio, que puede entenderse como 
un retroceso respecto de lo ya alcanzado es el de 
la refamilización y precarización del sistema del 
cuidado (Foessa, 2015). A pesar de que algunos 
trabajos habían empezado a detectar un menor 
peso de la familia en el sistema de protección 
social (Moreno y Marí-Klose, 2013), ciertas políti-
cas adoptadas durante la crisis, a las que hay que 
sumar la carencia de empleo o la existencia de 
empleos muy mal pagados, parecen conducir a 
la refamilización del cuidado de los niños y las 
personas en situación de dependencia, tarea que 
corresponderá especialmente a las mujeres, lo 
que, a su vez, socava su empleabilidad y la igual-
dad de oportunidades. En el contexto actual, en 
el que los recursos a los que pueden acceder las 
familias son muy escasos, el cuidado se precariza 
de nuevo. 

Además se ha constatado una tendencia 
hacia la desuniversalización, claramente en el 
Sistema Nacional de Salud, donde se ha reintro-
ducido la lógica del aseguramiento, pero tam-

8 Véase en relación con la atención a la dependencia: 
Montserrat y Montejo (2013) y Del Pino (2015).
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bién en el caso de la atención a las personas en 
situación de dependencia (Foessa, 2015). En un 
contexto de escasez de recursos, otra vía por la 
que la universalidad empieza a cuestionarse es 
precisamente la de la focalización de los recur-
sos en los más necesitados o en determinados 
colectivos que cumplen ciertos requisitos (por 
ejemplo, el de ser familias numerosas).

Aunque es un tema que no se ha podido 
abordar con detalle en este artículo, conviene 
hacer alguna referencia a los cambios en la 
gobernanza del sistema. Por un lado, convendría 
analizar hasta qué punto la capacidad de los 
gobiernos subnacionales para decidir (y dife-
renciarse) en el terreno de las políticas sociales 
se ha visto reducida como consecuencia de la 
introducción o del endurecimiento de las condi-
ciones impuestas por el Gobierno central a cam-
bio de recibir financiación, o de otros cambios, 
como los previstos en la Ley de Racionalización 
y Sostenibilidad de la Administración Local9. 

Por otro lado, y también en relación con la 
gobernanza del sistema, desconocemos hasta 
qué punto se ha incrementado la colaboración 
con el sector privado durante la crisis (antes de 
ella, España era uno de los países del mundo 
con mayor colaboración público-privada, en 
general, que destacaba en educación, sanidad, 
servicios sociales y dependencia)10 y qué con-
secuencias puede tener para el sistema. En cual-
quier caso, sí parece más claro que el perfil de 
esta colaboración ha cambiado, adquiriendo 
un carácter más nítidamente mercantil. Esto ha 
obligado a las organizaciones del tercer sector a 
competir con otras puramente mercantiles por 
unos recursos escasos, lo que ha ocasionado 
la expulsión o la reconversión de una parte de 
las primeras (Foessa, 2015: 316). Aunque care-
cemos de evaluaciones sistemáticas sobre las 
experiencias colaborativas con el sector pri-
vado, según Trabant y Allard (2006: 84), “es evi-
dente que en España el Estado no ha asumido 
un papel mínimo”, y podría darse un impacto 
importante y no deseado en las cuentas públi-
cas y en los servicios públicos finales, debido 
a la visión cortoplacista e interesada especial-
mente en el cálculo presupuestario, al escaso 
interés por la evaluación, e incluso a la ausencia 
de instituciones de control y de la expertise sufi-
ciente en las administraciones, especialmente 
en las autonómicas, en relación con la colabora-
ción público-privada.

No es una cuestión menor la pérdida 
de capacidad del sistema para responder a las 
características de una sociedad que tiene más 
y mayores necesidades. Por ejemplo, algunas 
CC.AA., como Madrid, han reconocido un incre-
mento de las listas de espera quirúrgicas; el sis-
tema de atención a la dependencia, desbordado 
por la crisis, se muestra incapaz de atender a 
las personas que reclaman la entrada en él, y las 
organizaciones del tercer sector se lamentan de 
estar sustituyendo al Estado en la atención de las 
personas más desfavorecidas. A diferencia de 
lo ocurrido en otros Estados de bienestar euro-
peos, el endurecimiento de las condiciones de 
acceso a las prestaciones o servicios no parece 
que esté siendo compensado con una mejora de 
los programas que, de una manera muy gene-
ral, podríamos denominar “de acompañamiento” 
(por ejemplo, las políticas activas de empleo o los 
programas de intervención social), limitándose 
las administraciones al control del cumplimiento 
de determinados requisitos. 

Como advierte Calzada en este mismo 
número de Panorama Social, aunque no parece 
haber un riesgo inminente de pérdida de apoyo 
al Estado de bienestar, tampoco cabe descartar 
que las transformaciones mencionadas conduz-
can a medio plazo a un cambio de actitud entre 
los ciudadanos. Con un sistema cada vez más 
mercantilizado, y en la medida en que el empleo 
no aumenta y los salarios continúan devaluán-
dose, una parte de la ciudadanía, especialmente 
los jóvenes, son menos capaces de satisfacer sus 
necesidades de subsistencia. Mientras tanto, 
otros colectivos con más recursos que están en 
condiciones de adquirir en el mercado servicios 
relacionados con la sanidad, educación o aten-
ción a la dependencia pueden empezar a titu-
bear respecto al pago de impuestos (Calzada y Del 
Pino, 2013). Si, además, como consecuencia de 
los recortes, la ciudadanía comienza a percibir el 
deterioro de los servicios públicos como conse-
cuencia de los recortes, tal como parecen poner 
de manifiesto las encuestas de satisfacción en 
los últimos años, la resistencia al incremento 
de impuestos puede volverse más persistente 
(AEVAL, 2015). 

5. Conclusiones

Aun sin poder ser exhaustivos debido a 
la complejidad de los sistemas de bienestar en 

9  Ley 27/2013 de 27 de diciembre. 
10  Como muestran Allard y Trabant (2006).
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general, a la calidad y disponibilidad de los datos 
presupuestarios en el caso de España, por un lado, 
y a la naturaleza intergubernamental de nuestro 
Estado, por otro, este trabajo ha intentado des-
cribir los hechos que llevaron al Gobierno cen-
tral a adoptar las estrategias de consolidación 
fiscal aplicadas durante la crisis, estudiar de qué 
manera se han concretado en relación con las 
políticas sociales y, por último, analizar hasta qué 
punto estas iniciativas están afectando a la natu-
raleza de nuestro sistema de protección social, 
más allá de un análisis unidimensional del gasto 
que solo considerara la reducción de su creci-
miento. 

La gravedad de la crisis iniciada en 2007 
obligó a los sucesivos gobiernos a implementar 
una política de consolidación fiscal. Debido a 
distintas razones, los gobiernos adoptaron polí-
ticas de austeridad basadas principalmente en el 
recorte del gasto público. Diferentes circunstan-
cias hicieron que el Gobierno de Mariano Rajoy 
optara por colocar buena parte de la responsa-
bilidad de los ajustes en las CC.AA. Como quiera 
que la mayor parte del gasto público autonómico 
se destina a las políticas sociales (sobre todo, 
sanidad, educación, atención a la dependencia, 
servicios sociales y rentas mínimas), estas se han 
visto especialmente afectadas, aunque por el 
momento no sea posible estimar con exactitud 
hasta qué punto en términos de gasto.

El abanico de reformas implementadas a 
nivel subnacional es muy amplio. Algunas fue-
ron propiciadas por el Gobierno central y otras se 
adoptaron por iniciativa propia de los gobiernos 
autonómicos. Estas reformas han afectado a la 
naturaleza del sistema, generándose una situa-
ción en la que los ciudadanos son más depen-
dientes de la participación en el mercado de 
trabajo para lograr la cobertura de sus necesi-
dades básicas. En medio de cambios que, entre 
otros aspectos, afectan a la propia gobernanza 
del sistema, este ha perdido una parte de su 
capacidad para adaptarse a las nuevas necesida-
des o riesgos sociales, capacidad que con ante-
rioridad a la recesión se había intentado reforzar 
mediante un proceso de recalibración basado 
en las denominadas políticas de inversión social. 
Finalmente, la crisis no ha sido aprovechada para 
resolver, ni siquiera parcialmente, los problemas 
de fondo del sistema (señaladamente la insufi-
ciencia de ingresos, la dualización del sistema de 
protección social y el crecimiento de la desigual-
dad y la pobreza, en especial la infantil), que se 
postergan sin plazo.
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La legitimidad del Estado  
de bienestar está en riesgo  
(pero aún no se nota)
Inés Calzada*

RESUMEN

El apoyo a la intervención del Estado en las prin-
cipales áreas de bienestar se ha mantenido elevado y 
estable durante la crisis, pero ha disminuido notablemente 
tanto la disposición a pagar impuestos como la con-
fianza en quienes gestionan los programas de bienes-
tar. Como se argumenta en este artículo, estas otras 
actitudes son también clave para la supervivencia del 
sistema, ya que no se trata solo de que la mayoría com-
parta los objetivos de Estado de bienestar, sino de que 
esa mayoría crea que los objetivos pueden ser alcanza-
dos mediante procedimientos eficaces, transparentes 
y justos. Solo así estarán los ciudadanos dispuestos a 
realizar los esfuerzos fiscales necesarios para sostener 
unos programas de bienestar universales y de calidad.

1. Introducción

Desde que tenemos datos, los españoles 
han sido mayoritariamente favorables a que el 
Estado intervenga y se responsabilice de distintas 
áreas del bienestar. Para sorpresa de algunos, que 
esperaban encontrar en los países nórdicos a sus 

más fervientes defensores, las encuestas compara-
das1 apuntan reiteradamente a España como uno 
de los países de la OCDE en los que el consenso en 
torno al Estado de bienestar es más amplio y esta-
ble. España es también uno de los países donde 
este consenso está menos fracturado: los princi-
pios rectores de nuestro sistema de bienestar son 
respaldados con escasas diferencias por gente 
de distintas clases sociales e ideologías (Arriba et al., 
2006; Calzada, 2010). Y en cuanto a la forma de 
los programas, las preferencias de los ciudada-
nos apuntan con claridad hacia un modelo de 
tipo “Socialdemócrata” (Esping-Andersen, 1990; 
Korpi y Palme, 1998); es decir, amplio, con cober-
tura universal y gestión y financiación públicas2.  

*  Instituto de Políticas y Bienes Públicos, Consejo Supe-
rior de Investigaciones Científicas(Ines.calzada@cchs.csic.es). 
La autora agradece la ayuda prestada por José M. Rojo, 
Concepción Murillo y Mª Ángeles Toribio en la preparación de 
las bases de datos y la confección de los gráficos por comu-
nidades autónomas.

1  La lógica de una encuesta comparada es pasar el 
mismo cuestionario a muestras representativas de ciudadanos 
de distintos países con el fin de contrastar diferencias entre 
países en las opiniones de la población. El interés por estas 
encuestas comenzó en los años ochenta del siglo pasado. El 
International Social Survey Programme (que arrancó en 1985 
con muestras en solo seis países y hoy se realiza en más de  30) 
y el European Values Survey (luego convertido en World Values 
Survey) fueron algunas de las encuestas comparadas pioneras. 

2  Este alto apoyo a la intervención del Estado en temas 
de bienestar, así como la preferencia ciudadana por progra-
mas generosos y universales, muestra que la relación entre las 
preferencias de los ciudadanos y la forma que adoptan las ins-
tituciones (en este caso los programas de bienestar) dista de 
ser perfecta. La teoría de los “recursos de poder” (Korpi, 1985), 
que explica el surgimiento y la forma que adoptan los Esta-
dos del bienestar europeos en base a la fuerza de los partidos 
y organizaciones de trabajadores, sirve para explicar que en el 
Mediterráneo (no solo en España) coexista un amplio apoyo a los 
programas de bienestar con un escaso desarrollo de los mismos.
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Lo cierto es que esta preferencia por la pro-
visión pública de bienestar no es gratuita. Aun-
que se ha tratado de vincular con el paternalismo 
del Estado franquista, la ausencia de relación 
entre la edad y el apoyo al Estado de bienes-
tar pone en duda que estemos hablando de un 
legado del pasado. Más bien parece que este 
apoyo refleja la experiencia positiva de los últi-
mos 30 años.  Como ya se ha señalado (Calzada y 
Del Pino, 2011), el consenso se ha ido gestando a 
lo largo de los años y refleja tanto la satisfacción 
de los ciudadanos con los programas de bienes-
tar como las sucesivas campañas públicas para 
explicar los requerimientos del sistema: campa-
ñas sobre la necesidad de los impuestos, sobre el 
correcto uso de los servicios de urgencias hospi-
talarias, etcétera.

El apoyo que los ciudadanos muestran 
hoy a nuestro Estado de bienestar se ha ganado 
con tiempo y esfuerzo y, aunque solo fuera por 
ello, deberíamos cuidarlo; pero es que, además, 
resulta fundamental para el mantenimiento a 
largo plazo de los programas de bienestar. Quie-
nes han estudiado la evolución de la política 
social en distintos países tienen claro que las 
preferencias de los ciudadanos pueden no coin-
cidir exactamente con las políticas que luego se 
llevarán a cabo, pero resultan cruciales cuando 
un gobierno quiere reformar los programas de 
bienestar y, sobre todo, constituyen una barrera 
protectora frente a los intentos de recortarlos 
(Mishra, 1996; Taylor-Gooby, 2005). Tanto por 
los altos niveles de apoyo conseguidos cuanto 
por la centralidad de las opiniones ciudadanas 
en el futuro de la política social, merece la pena 
detenerse para valorar la salud del apoyo hacia 
el Estado de bienestar.  Especialmente cuando se 
han producido hechos que podrían haber afec-
tado a estas opiniones, como la crisis económica. 

En este artículo se analiza la evolución 
reciente de la legitimidad del Estado de bienes-
tar. Para ello, la atención se fija en las opiniones 
de los españoles hacia las responsabilidades del 
Estado y el gasto en distintas partidas del bien-
estar, atendiendo también a otras opiniones que 
no suelen considerarse en los trabajos sobre el 
tema: las actitudes hacia el sistema fiscal y la con-
fianza en las instituciones. Se argumenta que, 
aunque el apoyo a la intervención del Estado en 
la provisión de bienestar se ha mantenido ele-
vado y estable durante la crisis, otras actitudes de 
los ciudadanos han cambiado sustancialmente: 
la disposición a pagar impuestos y la confianza 

en quienes gestionan y dirigen los programas 
de bienestar. Estas otras actitudes son también  
fundamentales para la supervivencia del sistema 
y deberían entenderse como parte de su legiti-
midad. Al fin y al cabo, no se trata solo de que 
la mayoría comparta los objetivos del Estado de 
bienestar, sino de que esa mayoría crea que estos 
objetivos pueden ser alcanzados mediante pro-
cedimientos eficaces y transparentes, con una 
gestión que garantice un reparto justo de cargas 
y beneficios. Solo así estarán los ciudadanos dis-
puestos a realizar los esfuerzos fiscales necesa-
rios para sostener unos programas de bienestar 
universales y de calidad. 

2. Las actitudes hacia  
el Estado de bienestar 
durante las crisis

La mayoría de los trabajos previos indican 
que las preferencias respecto a la intervención 
del Estado en la provisión de bienestar distan de 
ser volátiles. Tanto en España como en el resto 
de países desarrollados, los ciudadanos no cam-
bian de opinión de un día para otro en temas de 
política social y, por tanto, el apoyo al Estado de 
bienestar suele variar poco de un año para otro o, 
incluso, de una década a otra. 

Los trabajos realizados en Suecia (Svallfors, 
1995 y 2011), España (Del Pino, 2001; Arriba, Calzada 
y Del Pino, 2006 y 2013), Alemania (Cox y Wermuth, 
2001), los países nórdicos en conjunto (Andersen 
et al., 1999), o en una amplia muestra de naciones 
(Bean y Papadakis, 1998; Blekesaune y Quadagno, 
2003) concluyen de forma similar registrando el 
escaso cambio que se ha producido en estas acti-
tudes desde los años ochenta. 

Pero aunque el paso del tiempo per se no 
desgasta el apoyo al EB, hay un cierto debate 
sobre el efecto que pueden tener en estas actitu-
des cambios tales como la inmigración, el enveje-
cimiento de la población o las crisis económicas3.

Respecto al efecto de las crisis, los estudios 
previos no arrojan resultados unidireccionales. 
Algunos autores afirman que en los momentos 
de crisis económica la legitimidad del sistema 

3  Sobre el efecto de la inmigración en las actitudes hacia 
el Estado de bienestar se puede ver Kymlicka (2008), Halvorsen 
(2007), Reeskens y van Oorshot (2012). 
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de protección social se deteriora porque, mien-
tras las clases bajas necesitan y demandan más 
política social, los mejor situados se vuelven rea-
cios a financiarlas (Sihvo y Uusitalo, 1995; Forma, 
2002; Andersen et al., 1999).  Este efecto contra-
puesto hace que, según los estudios citados, las 
crisis generen una polarización de las opiniones 
entre clases sociales y también una disminución 
del número de partidarios, pero también indican 
que con la vuelta de la bonanza económica las 
tendencias se invierten. Es decir, por lo (poco) 
que sabemos sobre el efecto de las crisis en la 
legitimidad del Estado de bienestar, no hay razo-
nes para creer que el sistema se vea necesaria-
mente en riesgo debido a los ciclos económicos.

Desde otro punto de vista, esta crisis eco-
nómica larga y con un enorme coste en térmi-
nos de empleo, podría haber traído incluso un 
refuerzo de la solidaridad. Durante años hemos 
estado expuestos en los medios de comunica-
ción a imágenes de desahucios y comedores 
sociales desbordados. Quienes no han variado su 
situación económica, sin duda conocen de pri-
mera mano a alguna persona que sí se ha visto 
afectada. En un trabajo antiguo se argumen-
taba que el gran desarrollo de la política social 
en la Europa de la postguerra se debía, en parte, 
a las penalidades compartidas por la población 
durante la Segunda Guerra Mundial, que habían 
forjado un sustrato de solidaridad y una predis-
posición favorable a cualquier forma de asegu-
ramiento colectivo frente a los riesgos (Dryzek y 
Goodin, 1986).  La crisis podría tener un efecto 
parecido, y los pocos datos que tenemos sobre el 
caso español apuntan en esta dirección. 

Recientemente se ha ofrecido una pano-
rámica de las opiniones hacia el Estado de bienes-
tar durante la crisis sin encontrar desgaste en 
el apoyo a los principales programas (Calzada y 
Del Pino, 2013). Para construir este panorama, 
analizamos diferentes encuestas siguiendo 
un esquema propuesto por Van Oorschot y  
Meuleman (2012). Según estos autores, para 
obtener una imagen completa de las actitudes 
hacia el Estado de bienestar es necesario indagar 
en varios aspectos: las preferencias respecto 
al alcance de las responsabilidades guberna-
mentales en el bienestar, la percepción de infrau-
tilización y/o sobreutilización de los servicios o 
prestaciones públicas, las ideas sobre el nivel de 
gasto adecuado para cada programa, la valora-
ción de los resultados del sistema y las opiniones 
sobre las posibles consecuencias no deseadas 

de los programas de bienestar. En Calzada y Del 
Pino (2013)  se analizaron las actitudes ciudada-
nas hacia estos grandes temas durante la crisis, 
concluyendo que “los españoles siguen conce-
diendo un sólido apoyo a las políticas centrales 
del EB (sanidad, educación, prestaciones por 
desempleo y pensiones) que además parece 
haberse fortalecido durante la crisis a diferencia 
de lo que sucede con otros sectores de política y 
en relación con el propio sistema fiscal, respecto 
a los que las actitudes ciudadanas se han mos-
trado menos estables” (167).

Pero hay que tener en cuenta que un pano-
rama de las actitudes como ese no agota el tema 
de la legitimidad del EB durante la crisis. Quedan 
cabos sueltos, y esos son los que se van a abordar 
en este artículo. El esquema de van Oorschot y 
Meuleman (2012) parte de un análisis factorial de 
toda una serie de preguntas relacionadas con los 
programas, y no de una reflexión teórica sobre 
las bases que sustentan la legitimidad. Es decir, 
con su esquema de las dimensiones de las acti-
tudes van Oorschot y Meuleman indican que las 
opiniones de los ciudadanos sobre el EB no son 
un conjunto de ideas fragmentarias e inconexas, 
sino que se organizan en discursos coherentes. 
Las “dimensiones” que identifican estos autores 
no tienen poder explicativo sino descriptivo, son 
los grandes temas en torno a los que se estructu-
ran los discursos de la gente hacia el EB. 

Este artículo pretende mirar un poco más 
allá de las opiniones sobre temas estrictamente 
de política social para hablar de otros elementos 
también fundamentales para la supervivencia 
del sistema. A este respecto resulta muy útil la teo-
ría de Rothstein y sus reflexiones sobre lo que hace 
sostenible un programa público de bienestar.

3. ¿Qué se necesita para 
sostener el Estado  
de bienestar?

En su libro Just Institutions Matter: The 
Moral and Political Logic of the Universal Welfare 
State (1998), el sociólogo Bo Rothstein desgrana 
las características que debe tener un programa 
de bienestar para pervivir en el tiempo. Estas tie-
nen que ver con su diseño y aplicación, pero tam-
bién con las reacciones que despierte entre los 
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ciudadanos. Según él, “(e)s difícilmente posible 
desarrollar con éxito un programa de bienestar 
–por más ingeniosamente que esté diseñado y 
por bien que se organice su aplicación– si no dis-
fruta de la confianza del grupo al que va dirigido, 
o de la de los ciudadanos en su conjunto (…). (E)l 
tema de la legitimidad está, en este contexto, 
muy relacionado con la idea de la confianza 
en las instituciones del gobierno”4 (Rothstein,  
1998: 72).

 La base del argumento de Rothstein es 
que el EB, como cualquier otro proyecto colec-
tivo de envergadura, requiere del consenti-
miento de los participantes. Este consentimiento 
es, lógicamente, contingente (contingent consent), 
depende de las condiciones y características del 
proyecto. 

¿Y qué hace falta para lograr este “consen-
timiento contingente”? Según el autor, han de 
darse tres condiciones: los ciudadanos deben 
compartir los objetivos del proyecto y conside-
rarlos justos; deben confiar en la buena fe de los 
otros participantes, es decir, en que los demás 
contribuirán en la medida de sus posibilidades al 
proyecto común; y deben tener garantías de que 
los gestores del sistema actuarán de acuerdo a las 
normas. Por ejemplo, para que un sistema sanita-
rio público y universal sea sostenible, es necesario 
que los ciudadanos consideren justo el que 
todos los residentes tengan acceso a la sanidad 
(justicia sustantiva); pero también es necesario 
que confíen en que los otros utilizarán el sistema 
de forma adecuada (sin abusar y compartiendo 
los costes); y en que los procedimientos para 
hacer efectivo el derecho a la salud serán justos 
(justicia procedimental). Lo más interesante de 
este argumento es que, al tiempo que otorga un 
papel clave a la legitimidad del EB, entiende que 
esta requiere bastante más que un deseo com-
partido de justicia social.

Enseguida se verá qué tal le ha ido al 
sistema de bienestar español durante la crisis 
respecto de estas tres condiciones; no debe-
ría haberle ido muy mal, toda vez que, según 
Rothstein, las condiciones para la legitimidad se 
cumplen con más facilidad si los programas de 
bienestar se organizan de manera “universal”. 
Para aclarar el argumento de Rothstein basta 
saber que, aunque los programas que compo-
nen el EB pueden organizarse de diversas mane-

ras, la división fundamental está entre programas 
universales, que proporcionan un servicio a todos 
los ciudadanos, y programas dirigidos a colecti-
vos específicos, mediante los cuales el Estado se 
compromete a prestar un servicio solo a quienes 
cumplen unos determinados criterios como, por 
ejemplo, disponer de  pocos ingresos. 

Multitud de investigaciones previas apues-
tan por los programas universales como los más 
exitosos en términos de reducción de la pobreza, 
mejora del nivel de vida, etcétera. Por ejemplo, 
un equipo de investigadores del Instituto Sueco 
de Investigación Social (SOFI), liderado por el 
reconocido sociólogo Walter Korpi, ha analizado 
el funcionamiento de los programas de bienes-
tar de 18 países de la OCDE a lo largo de 65 años 
(1930-1995). Entre sus conclusiones han desta-
cado que la forma de organizar un sistema del 
bienestar que produce los mejores resultados 
estriba en integrar a toda la población bajo el 
mismo paraguas, dando cobertura universal 
en los servicios básicos (como sanidad, educa-
ción, dependencia, familia) y prestaciones rela-
cionadas con los ingresos previos del individuo 
en pensiones y desempleo. A este sistema, pro-
pio de los países nórdicos, se le llama “inclusivo” 
(encompassing), y Rothstein cree que también es 
el mejor diseñado para lograr legitimidad. 

El sistema de bienestar español, al menos 
en sus líneas maestras, ha llegado a ser un sis-
tema de este tipo. Es cierto que está infrafi-
nanciado (al menos en comparación con sus 
homólogos europeos); que tiene lagunas de 
cobertura (dificultades de acceso a prestacio-
nes contributivas para sectores de la población); 
y áreas casi sin desarrollo (atención infantil, 
dependencia), pero su diseño básico coincide 
con el de un Estado de bienestar “inclusivo” en 
el que los programas tratan de integrar a toda la 
población bajo el mismo paraguas. En este tipo 
de sistemas, las condiciones para la legitimidad 
son más fáciles de cumplir. En primer lugar, sus 
objetivos son percibidos como justos porque, al 
garantizar derechos sociales a todos, no se dis-
crimina a ningún colectivo. En segundo lugar, los 
procesos de implementación son más sencillos 
que en programas dirigidos a colectivos de bajos 
ingresos: no hace falta definir criterios de acceso 
ni establecer complejos mecanismos de com-
probación de rentas, y por tanto no hay cabida 
para procedimientos percibidos como injustos o 
ineficaces. Finalmente, todos los ciudadanos se 
convierten en beneficiarios y financiadores del 4 Traducción propia del original.
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sistema, compartiendo los costes en la medida 
de sus posibilidades. Se huye así de que haya 
“beneficiarios netos” y “financiadores netos”, y se 
sientan las bases para la confianza mutua. 

4. Las tres condiciones para 
la legitimidad en el caso 
español

Vamos a ver si las tres condiciones para 
la legitimidad se cumplen en el caso español y 
hasta qué punto la crisis económica las ha debili-
tado. Comencemos con el tema de la justicia sus-
tantiva, es decir, la medida en que los españoles 
respaldan los objetivos de los programas de bien-
estar: garantizar servicios básicos a toda la pobla-
ción y redistribuir recursos desde los grupos con 
más ingresos hacia los de menos ingresos. 

4.1. Justicia sustantiva

En cuanto al primer objetivo, en el gráfico 1 
presentamos las respuestas de los ciudadanos 
a una pregunta sobre las responsabilidades del 
Estado que se formula así: 

¿Con cuál de las siguientes frases está Ud. 
más de acuerdo? 

–  El Estado es el responsable de todos y cada 
uno de los ciudadanos y tiene la obligación 
de ayudarles a solucionar sus problemas. 

–  El Estado solo es responsable del bienestar 
de los ciudadanos más desfavorecidos y 
tiene la obligación de ayudarles a solucio-
nar sus problemas 

–  Los ciudadanos son los verdaderos res-
ponsables de su propio bienestar y tienen 
la obligación de valerse por sí mismos para 
solucionar sus problemas 

Aunque lamentablemente el último dato 
que tenemos es de 2011, al menos hasta esa fecha 
la crisis no parecía haber desgastado mucho el 
apoyo al principio rector de un sistema de bienes- 
tar universalista. En 2008, un 74 por ciento de 
los encuestados decían sentirse más cerca de la pri-
mera frase (“el Estado es responsable del bienes- 
tar de todos los ciudadanos”) que de las otras 
propuestas. En junio de 2011 este porcentaje era 
del 70 por ciento, y en septiembre de ese mismo 
año, del 67 por ciento (esta variación dentro 
de 2011 es posiblemente debida al margen de 
error). Parece que se ha reducido el porcentaje 

Gráfico 1

Responsabilidad del Estado en la procura del bienestar
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¿Con cuál de las siguientes frases está Ud. más de acuerdo?

El Estado es el responsable de todos y cada uno de los ciudadanos y tiene la obligación de 
ayudarles a solucionar sus problemas.
El Estado solo es responsable del bienestar de los ciudadanos más desfavorecidos y tiene la 
obligación de ayudarles a solucionar sus problemas.
Los ciudadanos son los verdaderos responsables de su propio bienestar y tienen la obligación 
de valerse por sí mismos para solucionar sus problemas.
Ns/Nc.

Fuente: CIS. Serie A.3.07.05.009 (http://www.analisis.cis.es/cisdb.jsp).
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de quienes creen que el Estado debe responsa-
bilizarse de todos, a favor de quienes consideran 
que debe atender solo a los más desfavorecidos, 
pero en cualquier caso es una reducción bas-
tante pequeña, que no pone en cuestión la nece-
sidad de que el Estado intervenga en bienestar, y 
que nos sigue dejando con una amplia mayoría a 
favor del universalismo.

En cuanto a las opiniones sobre la redistri-
bución, en 2012 un 83 por ciento de los españo-
les consideraba que “el Gobierno debería tomar 
medidas para reducir las diferencias de ingresos 
entre los ciudadanos” (Encuesta Social Europea, 
2012)5. Esto es coherente con la extendida per-
cepción de injusticia en la distribución de ingre-
sos, que ha ido creciendo a lo largo de los años 
de crisis. En noviembre de 2013, último dato 
disponible, el 91 por ciento de los encuestados 

pensaba que la distribución de los ingresos en 
España era “injusta” o “muy injusta”, 13 puntos 
más que en 2007 (Serie CIS F.2.01.01.002).

VPasando de los grandes principios a la 
realidad de la financiación de los programas, en 
el gráfico 2 se aprecia que la inmensa mayoría de 
los ciudadanos son contrarios a que se recorte 

la financiación de los programas de bienestar. El 
porcentaje de quienes se oponen a los recortes 
incluso se ha visto reforzado en los últimos años, 
en una tendencia que afecta solo a los temas de 
bienestar. Si comparamos las preferencias de los 
ciudadanos por partidas de gasto, vemos que 
los españoles no quieren reducir los grandes 
programas del Estado de bienestar y estarían dis-
puestos a recortar en otras partidas para salva-
guardarlos. 

 Una debilidad del gráfico 2 radica en que, 
como sabemos, desde 2002 todas las comunida-
des autónomas (CC.AA.) tienen transferidas gran 
parte de las competencias en políticas de bienes- 
tar (alrededor del 70 por ciento de sus presupues-
tos se dedica a políticas sociales). La crisis se ha 
dejado sentir más en unas CC.AA. que en otras, 

los recortes de gasto público se han aplicado de 
distinta forma y, por tanto, las medias nacionales 
que se presentan en el gráfico 2 podrían ser poco 
ilustrativas. 

El análisis regional que cabe efectuar es 
limitado porque las encuestas no cuentan con 
muestras suficientemente grandes en todas las 
CC.AA., pero aun centrando la atención solo en las 
más grandes (y con más casos en las encuestas), 

Gráfico 2

Ciudadanos en contra del recorte en determinados sectores de política pública 
(1985-2012)
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Pregunta: “Suponiendo que las Administraciones se vieran obligadas a gastar menos en políticas y servicios públicos, dígame si estaría a favor o en contra de 
que se gastara menos en…”. Las líneas del gráfico muestran, para cada punto temporal, el porcentaje de encuestados que respondió “No” al recorte en cada 
partida. La pregunta no se ha vuelto a formular desde 2012.
Fuente: Calzada y del Pino (2013: 173). Elaboración propia con datos CIS.

5 http://www.europeansocialsurvey.org/
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Gráfico 3

Ciudadanos en contra del recorte en prestaciones por desempleo, por CC.AA.
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Pregunta: “Suponiendo que las Administraciones se vieran obligadas a gastar menos en políticas y servicios públicos, dígame si estaría a favor o en contra de 
que se gastara menos en prestaciones por desempleo”. Las líneas del gráfico muestran, para cada punto temporal, la media de las respuestas en cada CC.AA., 
siendo 1 quienes respondieron “sí”, y 2 quienes respondieron “no”.
Fuente: Elaboración propia con datos del CIS.

Gráfico 4

Ciudadanos en contra del recorte en pensiones, por CC.AA.
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Pregunta: “Suponiendo que las Administraciones se vieran obligadas a gastar menos en políticas y servicios públicos, dígame si estaría a favor o en contra de 
que se gastara menos en Seguridad Social/ Pensiones”. Las líneas del gráfico muestran, para cada punto temporal, la media de las respuestas en cada CC.AA., 
siendo 1 quienes respondieron “sí”, y 2 quienes respondieron “no”.
Fuente: Elaboración propia con datos del CIS.

está claro que la oposición al recorte en las par-
tidas que componen el EB es generalizado. Si la 
crisis ha supuesto algún cambio a este respecto, 
ha sido el acercamiento de las opiniones de los 
ciudadanos que viven en las distintas CC.AA., 

algo que no se ha producido en las opiniones 
sobre otras políticas públicas. Los gráficos 3 y 4 
muestran cómo, a lo largo del tiempo, los ciuda-
danos de las distintas CC.AA. se han vuelto cada 
vez más parecidos en su oposición al recorte de 
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gasto en prestaciones por desempleo y pensio-
nes (la pauta de acercamiento también se pro-
duce en educación y sanidad), un acercamiento 
que no se da en las opiniones hacia otras partidas 
como la referida a obras públicas (gráfico 5). 

Conseguir una sociedad más igualita-
ria (apoyo a la redistribución), hacer efectivo el 
derecho a la salud o a la educación y proteger a 
todos, y entre todos, de la pérdida de ingresos 
derivada de situaciones de vejez, enfermedad 
o desempleo son objetivos compartidos por la 
mayoría de quienes residen en el país. Parece por 
tanto que el Estado de bienestar español cumple 
con creces la primera condición para lograr legi-
timidad, esto es, que sus objetivos sean conside-
rados justos. 

4.2. Confianza en los demás y en la justa  
distribución de cargas y beneficios

La segunda condición para entrar en un 
proyecto colectivo tiene que ver con lo que espe-
ramos que hagan los demás participantes. ¿Van 
a poner su parte para cubrir los costes y reclamar 
prestaciones solo cuando realmente las necesi-
ten? ¿O tratarán de estafar al sistema evadiendo 

impuestos mientras le sacan el mayor partido 
posible? 

Además de Rothstein, otros especialis-
tas en política social ya habían mencionado la 
importancia de la confianza en los demás (tam-
bién llamada “confianza generalizada”). Peter 
Taylor-Gooby, el “padre” de los estudios sobre 
actitudes hacia el Estado de bienestar, afirma 
que esta confianza “ayuda al funcionamiento del 
complejo Estado de bienestar moderno” (Taylor-
Gooby, 2005: 217). Otros autores apuntan que 
“si mucha gente tiene la sensación de que no se 
puede confiar en los demás, será más difícil que 
una comunidad lleve a cabo esfuerzos colecti-
vos” (Hoogue, Reeskens y Stolle, 2007: 3).

Hay una pregunta muy interesante (y 
exhaustivamente utilizada como indicador de la 
“salud social” de un colectivo) sobre la confianza 
que tenemos en los demás. Estamos hablando 
de “los demás” como unos “otros” indefinidos que 
son, al fin y al cabo, quienes van a sostener con 
nosotros las instituciones que hemos creado. El 
CIS formula así esta pregunta: “¿Diría Ud. que, por 
lo general, se puede confiar en la mayoría de la 
gente, o que nunca se es lo bastante prudente en 
el trato con los demás? Por favor, sitúese en una 
escala de 0 a 10, en la que el 0 significa “nunca se 

Gráfico 5

Ciudadanos en contra del recorte en obras públicas, por CC.AA.
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Pregunta: EV (Esperanza “Suponiendo que las Administraciones se vieran obligadas a gastar menos en políticas y servicios públicos, dígame si estaría a 
favor o en contra de que se gastara menos en obras públicas”. Las líneas del gráfico muestran, para cada punto temporal, la media de las respuestas en cada 
CC.AA., siendo 1 quienes respondieron “sí”, y 2 quienes respondieron “no”.
Fuente: Elaboración propia con datos del CIS.
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es lo bastante prudente”  y el 10 “se puede confiar 
en la mayoría de la gente”. 

Esta pregunta se formula de la misma 
manera desde 2006 y, mirando la serie de datos, 
se observa que el nivel general de confianza se 
ha mantenido cerca del 5 (en una escala de 0 a 
10) desde 2006 hasta 2015 con muy ligeras varia-
ciones6. Esta media en torno al 5 es el resumen de 
una distribución de respuestas de este tipo: por 
ejemplo en 2015, un 28 por ciento de los encues-
tados se autoubicaban en posiciones 0, 1, 2 o 3 
de la escala de confianza, claramente cerca de 
pensar que “nunca se es lo bastante prudente en 
el trato con los demás”. Un 44 por ciento elegía 
los puntos intermedios 4,5 y 6, es decir, ni confían 
siempre ni desconfían por sistema; y un 27 por 
ciento creía que, en general, se puede confiar en 
los demás, ya que se posicionaban en valores de 
7 o superiores, muy cerca de la opción “se puede 
confiar en la mayoría de la gente”.  Esta distribu-
ción, como ya se ha apuntado, no se ha visto alte-
rada durante los años de crisis. 

Pese a la estabilidad de la “confianza gene-
ralizada”, la confianza en la honradez de los espa-
ñoles en el pago de impuestos, que está más 
cerca de la idea de confiar en que los demás 
compartan las cargas del sistema de bienestar, 
ha empeorado durante la crisis. En 1994, primera 
fecha con datos disponibles, solo el 41 por ciento 
de los encuestados pensaba que los españoles 
éramos “muy” o “bastante” “conscientes y res-
ponsables a la hora de pagar impuestos”. La con-
fianza en nuestros conciudadanos va mejorando 
desde finales de los años noventa hasta alcan-
zar a principios de 2000 los mejores resultados. 
En 2003, quienes consideraban a los españoles 
conscientes y responsables frente a Hacienda 
habían aumentado hasta el 65 por ciento. Sin 
embargo, a partir de 2007 hay un descenso pau-
latino en confianza. El último dato publicado, de 
2014, se acerca a los pésimos niveles de los pri-
meros noventa: en 2014 sólo el 43 por ciento de 
los encuestados confiaba en la honestidad fiscal 
de los españoles7. 

Paralelamente, la percepción de que en 
España hay “mucho fraude fiscal” ha aumentado. 
En julio de 2014, un 64 por ciento de españoles 
pensaba que en España había “mucho” fraude 
fiscal, el porcentaje más alto de los últimos 20 

años, y un 31 por ciento adicional creía que había 
“bastante” fraude. O sea, el 95 por ciento de los 
encuestados dice que hay “mucho” o “bastante” 
fraude. Pocos temas logran tanto consenso. Es 
verdad que desde que existen datos sobre esta 
cuestión (1994) casi un 80 por ciento de españo-
les se declaran convencidos de que el fraude es 
elevado. El cambio que se produce desde 2011 
es que, a partir de este año, son mayoría quienes 
creen que hay “mucho” fraude fiscal (y no solo 
“bastante”). El problema del fraude viene siendo 
percibido por la mayoría de los ciudadanos, pero 
desde 2011/2012 parece que su gravedad se ha 
agudizado a sus ojos. 

Pero no todo es negativo. Pese a que la 
mayoría cree que hay mucho fraude, no parece 
que se achaque al comportamiento de los ciuda-
danos de a pie, porque la percepción de fraude 
en el entorno cercano ha mejorado. En 1992, un 
58 por ciento de los españoles creía que “bas-
tantes” o “todos” sus conocidos declaraban a 
Hacienda todos sus ingresos, un porcentaje que 
comenzó a subir en 2000 y fue del 66 por ciento 
en 2010, último año en que se hizo la pregunta. 
También se ha ganado en conciencia fiscal y con-
dena social de los defraudadores. En 1992, un 65 
por ciento de los encuestados se mostraron “en 
desacuerdo” con la frase “no está mal ocultar la 
renta, porque eso no perjudica a nadie”. El por-
centaje de quienes estaban “en desacuerdo” con 
esta misma frase en 2014 fue del 87 por ciento.  
Además, en 2014, un 88 por ciento de los encues-
tados se consideraba a sí mismo “muy” o “bas-
tante consciente y responsable con respecto al 
pago de impuestos”. Independientemente de 
que esto signifique algo en la realidad material, 
la generalizada satisfacción con uno mismo en 
tanto contribuyente apenas ha variado desde 
1998 (86 por ciento). 

4.3. Justicia procedimental

Finalmente, la tercera condición para que 
un sistema de bienestar universalista sea soste-
nible en cuanto a su legitimidad tiene que ver 
con la confianza de los ciudadanos en el proceso 
de implementación de las políticas; o sea, con-
fianza en las instituciones,  en sus gestores y, en 
general, en el sistema político. Según Rothstein 
(1998: 100), “que los ciudadanos vean o no al sis-
tema político como merecedor de su confianza 

6 Véase la serie CIS F.1.03.01.026.
7 Véase la serie CIS K.3.01.01.001.
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es de fundamental importancia de cara a lo que 
el Estado puede hacer. Sin la confianza de los 
ciudadanos en las instituciones responsables de 
implementar las políticas públicas, es probable 
que esta implementación fracase”8.

En este sentido, casi cualquiera de los indi-
cadores que podemos usar indica que la crisis ha 
traído un desplome de la confianza en las insti-
tuciones políticas. La típica batería de preguntas 
que aparece en las encuestas del CIS se formula 
así: “A continuación, me gustaría que me dijese el 
grado de confianza que tiene Ud. en una serie de 
instituciones, utilizando una escala de 0 a 10 en 
la que 0 significa que no tiene Ud. ‘ninguna con-
fianza’ en ella y 10 que tiene ‘mucha confianza’”.  Y 
se presenta un listado de instituciones económi-
cas, sociales y políticas. 

Revisemos las respuestas sobre algu-
nas instituciones clave. Empezando con la con-
fianza en el Parlamento nacional, la media de 
las respuestas ha estado por encima del 5 desde 
mediados de los años noventa (un “aprobado” en 
confianza). Entre 1995 y 2003 rondó el 5,5, pero 
cayó al 4 en 2010 y se ha situado en los confines 
del 2,5 desde 2013. En porcentajes de respuesta, 
lo que esta caída de la media de confianza recoge 
es que en 1995 más de un 60 por ciento de los 
encuestados decía confiar en el Parlamento (5 o 
más en la escala de confianza), y casi un 10 por 
ciento manifestaba mucha confianza (posicio-
nes 9 y 10 de la escala).  En 2015, solo un 27 por 
ciento confía en el Parlamento, y un escasísimo  
1 por ciento expresa mucha confianza en esta 
institución9. La confianza en el Gobierno central 
es un dato menos interesante, dado el carácter 
partidista del mismo (quienes no votaron al par-
tido en el poder no tienen por qué confiar en él), 
pero resulta ilustrativo el que hayamos mante-
nido una media de confianza en el Gobierno cen-
tral cercana al 4,5 desde 1994 hasta 2009, para 
bajar en 2010 al 3,5, y caer hasta el 2,5 en 2013, 
nivel en el que se encuentra también hoy10.

La confianza en el parlamento autonómico 
no ha corrido mejor suerte. Rondaba el 5-6 desde 
mediados de los noventa, cayó al 4 en 2010, y 
en 2015 está cerca del 3. O lo que es lo mismo, en 
2015 solo un tercio de la población confía en el 
parlamento de la autonomía en la que vive. Los 
gobiernos autonómicos, que habían logrado 

“aprobar” en confianza ciudadana desde 1994, 
alcanzando medias ligeramente superiores al  
5 prácticamente todos los años en los que se rea-
lizó esta pregunta, bajaron al 4 en 2010 y 2011, 
situándose en el entorno del 3 desde entonces 
(3,0 en abril de 2015)11. 

La escasísima confianza en los partidos 
políticos ha llegado a ser un lugar común en las 
conversaciones, pero no viene mal reflejarla en 
datos. En esa misma escala de 0 a 10, la media 
de confianza en los partidos políticos se mantuvo 
cerca del 4 entre 2002 y 2006. Esta media cayó a 
un 3 a finales de 2009, y hasta un 2 en 2011, nivel 
en el que parece estabilizada desde entonces 
(último dato de abril de 2015: 2,2 en una escala 
de 0 a 10). También ha caído  la confianza en las 
organizaciones empresariales (del 4,5 en 2002 
al 3,2 en 2015) y en los sindicatos (4,5 en 2005,  
5 en 2006, 4 en 2007 y 2,5 en 2013, 2014 y 2015)12. 
La serie anterior no incluye más puntos tempo-
rales, por lo que no podemos saber en qué año 
concreto empieza a desplomarse la confianza en 
las organizaciones de trabajadores, pero el resul-
tado es el mismo: unos niveles de confianza en 
mínimos históricos.

Lo poco que se salva son las instituciones 
de orden público y seguridad exterior. La con-
fianza en la policía nacional ha seguido siendo 
elevada. Desde mediados de los años noventa, 
un 70 por ciento de españoles declara tener 
“mucha” o “bastante confianza” en ella, y la crisis 
no ha hecho cambiar este porcentaje. También 
el ejército genera confianza, al menos mucha 
más que todas las instituciones políticas. En una 
escala de 0 a 10, la media de confianza de las 
Fuerzas Armadas ha superado el 5 desde 1994, 
y muestra una ligera tendencia a mejorar con 
los años.

Pero quizás lo más preocupante tiene que 
ver con la desconfianza en la institución más 
directamente vinculada con el Estado de bienes-
tar: la Hacienda Pública. En este aspecto el pano-
rama es directamente oscuro. Ya se ha visto que 
la percepción de fraude fiscal ha aumentado, 
pero resulta aún más preocupante comprobar  
que la confianza en la voluntad del Estado para 
acabar con él se ha desplomado. Si de 1997 a 
2009 entre el 40 y el 50 por ciento de los espa-
ñoles pensaba que las Administraciones Públi-

8 Traducción propia del original.
9 Véase la serie CIS A.1.02.03.004.
10 Véase la serie CIS B.1.02.05.017.

11 Véanse las series CIS A.1.02.05.002 y CIS A.1.02.06.043.
12 Véanse las series CIS A.1.02.06.045, CIS A.1.02.06.077 

y CIS A.1.02.06.078.
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cas hacían “muchos” o “bastantes” esfuerzos para 
luchar contra el fraude, este porcentaje bajó al 
30 por ciento en 2010 y hasta el 16 por ciento en 
2012. En 2013 y 2014 aumentó la proporción de 
quienes valoraban los esfuerzos de la Adminis-
tración hasta el 23 por ciento, quizás de la mano 
de los procesos judiciales por casos de corrup-
ción abiertos en esos años13. 

En cuanto a la organización del sistema fis-
cal y la aplicación de los tributos, los españoles 
han sido tradicionalmente críticos impenitentes. 
Desde 1985 hasta 1990,  apenas entre un 14 y un 
22 por ciento de los españoles pensaban que “los 
impuestos se cobran con justicia, esto es, pagan 
más los que más tienen”, y el 22 por ciento, con-
seguido en 1988 y 1989, es el mejor dato de toda 
la serie. Los que creen que no pagan más los que 
más tienen se mueven entre 61 y 72 por ciento 
(un 10-15 por ciento carece de una opinión for-
mada y se acoge al no sabe/no contesta). La situa-
ción se mantiene más o menos estable durante 
los noventa y hasta mediados de la década de 
2000: un 15-20 por ciento de satisfechos con la 
justicia del sistema fiscal, un 72-76 por ciento de 
críticos. A partir de 2007, el sistema empieza a 
perder a sus pocos partidarios. En 2014 solo un  
7 por ciento de los entrevistados creía en la jus-
ticia del sistema, frente a casi un 90 por ciento 
que la cuestionaba, los peores datos para el sis-
tema fiscal desde 1985, fecha en que comienza 
la serie14. 

Correlativamente, entre 2008 y 2014 suben 
quienes creen que los impuestos son algo que 
“el Estado nos obliga a pagar sin saber a cambio 
de qué” (del 27 al 38 por ciento) y bajan quienes 
dicen que “los impuestos son necesarios para 
sostener el Estado del bienestar” (del 58 al 48 por 
ciento). 

5. Conclusiones

Los datos aquí presentados son, sin duda, 
interpretables. Desde mi punto de vista, lo 
que están indicando es que el riesgo al que se 
enfrenta el Estado de bienestar en España tiene 
muy poco que ver con el cambio de valores de 
los ciudadanos, con que nos hayamos vuelto 
más individualistas o pensemos que los progra-

mas son insostenibles en términos económicos. 
El problema no es que los valores del Estado de 
bienestar ya no se compartan, sino que la mayo-
ría de los españoles considera que los impuestos 
no se cobran con justicia, que hay mucho fraude 
fiscal y que la Administración no hace esfuerzos 
para luchar contra él, que no se puede confiar en 
ninguna de nuestras instituciones políticas… En 
definitiva, el problema está en que se ha perdido 
la confianza en la buena fe de quienes desde el 
ámbito político gestionan el sistema. 

El descenso en confianza coincide con la 
crisis económica y las políticas de austeridad que 
la acompañaron. Aplicar subidas de impuestos 
mientras se reducen los servicios y prestaciones 
públicas no ayuda a que los españoles confíen en 
la reciprocidad del sistema de bienestar; y cam-
biar las reglas de juego de las pensiones, sea o no 
sea necesario, reduce la credibilidad de las pro-
mesas del Estado. Pero el descenso en confianza 
también ha coincidido con la exposición pública 
de multitud de casos de corrupción política. 
Posiblemente el aumento de la percepción de 
fraude fiscal tiene más que ver con estos casos 
de corrupción que con la propia crisis económica. 

Independientemente de que la respon-
sabilidad última resida en las políticas de aus-
teridad o en la corrupción, la desconfianza 
generalizada en las instituciones supone un pro-
blema muy grave para un sistema de bienestar 
amplio y con ambición de universalismo como 
el nuestro. ¿Cómo cabe esperar que los ciudada-
nos acepten detraer de su sueldo una parte para 
contribuciones sociales si no confían en quienes 
tienen que garantizarles que las mismas servirán 
para protegerles en caso de desempleo o en la 
vejez? ¿Cómo pedir más impuestos para finan-
ciar nuevos programas si la gente cree que el 
dinero acabará perdiéndose por la falta de celo 
de la inspección de Hacienda?

Para que el sistema de bienestar sobreviva 
es absolutamente necesario recuperar la con-
fianza de los españoles en sus instituciones: en la 
transparencia de los procesos, en la aplicación de 
las normas de funcionamiento y en la profesiona-
lidad de los gestores. 

Y ya que hemos seguido a Bo Rothstein 
hasta aquí, vamos a terminar con sus palabras: 

“[El sistema de bienestar] enfrenta a los 
individuos con dos juegos: uno es el juego 

13 Véase la serie CIS K.3.03.01.003.
14 Véase la serie CIS K.3.01.01.003.
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con los demás ciudadanos, si van a coope-
rar o no). El otro es el juego con el Gobierno, 
si se puede confiar en que proporcione lo 
que ha prometido proporcionar o no. Esto 
significa que su comportamiento [el de 
los ciudadanos] no dependerá tanto de su 
ideología, sus intereses, preferencias, valo-
res u opiniones. En su lugar, su decisión de 
cooperar o no dependerá de su ‘mapa men-
tal’ sobre lo que los demás harán, o sea, de 
si piensan que se puede confiar en que el 
resto de ciudadanos coopere, y si se puede 
confiar en que las instituciones políticas 
proporcionen lo que se supone que deben 
proporcionar” (Rothstein, 1998: 137)15.
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